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Este tercer número de la REVISTA ESPAÑOLA DE CONTROL
EXTERNO se ocupa, esta vez de manera auténticamente monográ-
fica, del tema de la corrupción, problema de gran relevancia polí-
tica, económica y social en los momentos actuales y que, del mismo
modo que sucede con el caos, parece poseer o presentar el don o
la propiedad de la ubicuidad. Constituye la corrupción, por otra
parte, una materia relacionada con el control de la gestión públi-
ca, y por ello, merecedora de una atención especial para los profe-
sionales y estudiosos que se ocupan de esta tarea.

El punto de partida de los trabajos que hoy ofrecemos a nues-
tros lectores se localiza en el contenido del Curso de Verano de la
Universidad Complutense sobre «El Tribunal de Cuentas ante la
corrupción», que tuvo lugar en San Lorenzo de El Escorial el pa-
sado mes de agosto. El conjunto de conferencias que se aportaron
en las sesiones de trabajo abarcaban tres bloques claramente dife-
renciados. En el primero de ellos se facilitaba una panorámica de
la dimensión económica del problema, recurriéndose tanto a los
fundamentos micro y macroeconómicos como a los estudios empí-
ricos existentes, valorándose su impacto y consecuencias. En un se-
gundo bloque se entraba de lleno en la necesidad de llevar a cabo
el control externo, deteniéndose en los mecanismos y procedi-
mientos de fiscalización en relación con el fenómeno específico de
la corrupción. Situados en este marco de referencia, se destacaron
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como focos de riesgo la financiación de los partidos políticos, las
subvenciones y la contratación pública, entre otros.

Un tercer bloque se ocupaba del alcance y de las posibilidades
de la jurisdicción contable, en general, y ante el fenómeno de la
corrupción, en particular, contemplándose sus relaciones con los
restantes tipos de jurisdicciones, y deteniéndose, asimismo, en el
estudio de los principales instrumentos utilizados por aquélla (la
jurisdicción contable).

La mayor parte de las ponencias que sirvieron de base a las
exposiciones realizadas se recogen en este tercer y último número
del año 1999 de nuestra Revista. Todo este material se completa
con un texto, ya clásico, de Gary S. Becker y George J. Stigler
sobre «La aplicación de las leyes, la corrupción y la remuneración
de los jueces».

En la Sección de Comunicaciones y Notas se lleva a cabo un co-
mentario sobre el Informe Anual del Sector Público Estatal de
1996, al que sigue el análisis sobre legislación y jurisprudencia
correspondiente al segundo cuatrimestre de 1999, en aquellas ma-
terias que conciernen al ámbito de actuación del Tribunal de
Cuentas. La reseña de algunos libros actuales y relevantes cierra
esta nueva publicación.

Revista Española de Control Externo6
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El trabajo que ofrecemos a continuación pretende abordar funda-
mentalmente el contenido y el alcance de la que podría denominar-
se «economía de la corrupción» con el fin de sentar las bases sobre las
que se desenvolvería el proceso fiscalizador o de control externo.

En principio, y sólo a efectos de contar con una clara visión de con-
junto, ubicamos esta eventual «nueva» rama de la Economía del
Bienestar, junto con la Economía del Control, en el ámbito mucho
más amplio de una Teoría de la Justicia reconsiderada.

Asumido este planteamiento, nos adentramos en el análisis eco-
nómico de la corrupción mediante un modelo sencillo de la conduc-
ta del delicuente racional, considerando el funcionamiento del mer-
cado de delitos, así como el papel de los factores institucionales.

Al estudiar algunas de las aportaciones a la literatura teórica sobre
la corrupción, se destaca el enfoque basado en la «teoría de la agen-
cia», según el cual la corrupción se plantearía como un problema de
agente-principal en el que se cuenta con la existencia de una asime-

La economía de la corrupción 
y el control externo

Andrés Fernández Díaz
Consejero del Tribunal de Cuentas.
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tría en la información. Por otra parte, se da respuesta a los argumen-
tos teóricos que relacionan positivamente la corrupción y la eficiencia,
abordándose sucesivamente aspectos relativos a la gestión centraliza-
da y descentralizada, a la corrupción y búsqueda de rentas, y a los ren-
dimientos crecientes y persistencia de las actividades de corrupción.

Los efectos económicos de la corrupción, de gran relevancia para
un análisis coste-beneficio de la lucha contra la misma, son enuncia-
dos de forma inequívoca, abarcando desde la distorsión que provoca
en los mercados hasta el deterioro que podría producirse de la per-
cepción de la población acerca de la legitimidad de la economía de
mercado y del funcionamiento del propio Estado.

En cuanto al problema de evidenciar y medir la existencia de la
corrupción, se acude a los índices de percepción elaborados por
Transparency International con el fin de ilustrar sobre la situación ac-
tual los principales países.

Finalmente, se hace una referencia al papel y a las posibilidades
del control externo ante la corrupción, en general, y del Tribunal de
Cuentas, en particular, referencia que ha de ser breve, dado que otros
trabajos de este mismo número se dedican en profundidad a desa-
rrollar esta vertiente del problema.

1. LA ECONOMÍA DE LA CORRUPCIÓN EN EL ÁMBITO 
DE LA TEORÍA DE LA JUSTICIA

En el año 1971, John Rawls publicaba su obra A Theory of Justice,
que con el paso del tiempo se consolidaría como referencia obligada
en la literatura especializada. Perteneciente a una de las denomina-
das corrientes transversales que tratan de escapar de la perpetua al-
ternativa del idealismo o del positivismo en el campo de la filosofía
del Derecho, pretendía conciliar la libertad individual y la justicia so-
cial. Más allá del utilitarismo de Hume, Smith, Bentham y Mill y de
las restricciones intuicionistas, Rawls lleva a cabo una generalización
de la teoría tradicional del contrato social representada por Locke,
Rousseau y Kant.

En la actualidad puede hablarse de una reconsideración de la
teoría de la justicia, e incluso, de una forma más precisa y acotada, de
una «teoría económica de la justicia» (Fleurbary, 1996). Conviene
aclarar que, aunque mantienen una estrecha relación, no estamos ha-
blando del análisis económico del Derecho o de la teoría económica
del Derecho. Precisamente este último enfoque ha provocado en oca-

Revista Española de Control Externo10



siones un cierto rechazo debido, además de al carácter reduccionista
de los modelos y teorías utilizados, al alejamiento o no consideración
de la justicia, como nos recuerda muy acertadamente Richard A.
Posner, que, junto con Calabresi y Coase, entre otros, se han venido
ocupando de esta interesante parcela del análisis interdisciplinario de
la Economía y el Derecho1.

Claro está que si la ciencia del Derecho constituye el conjunto de
conocimientos necesario para vivir conforme a justicia, o dicho de
otra manera, que todo acto de justicia presupone un derecho consti-
tuido con anterioridad, resulta evidente la indisoluble relación entre
ambos términos o conceptos. Por otra parte, si aceptamos que el
Derecho es a la vez ciencia y arte hasta el punto de definirlo como el
arte de lo justo ars iuris, el arte de discernir lo que a cada uno corres-
ponde, nos encontramos de nuevo con la «vecindad» entre nuestros
dos términos. En realidad habría que pensar en una jerarquización
de valores sin ningún tipo de discontinuidad, como si de un conjun-
to de puntos ordenado, abierto y denso se tratara, en la que la justi-
cia se encontraría situada en la cumbre.

Quizá como consecuencia de una especie de «contagio» o «perco-
lación», el ámbito epistemológico de la justicia no está exento de los
defectos y críticas eventuales atribuibles al Derecho, especialmente si
nos situamos en la dimensión iusnaturalista de este último. En efec-
to, es preciso recordar que la ciencia del Derecho natural, que no de-
be confundirse con la filosofía del Derecho ni con las distintas ramas
de la Ciencia Jurídica, tiene como objeto principal lo justo natural2.

En este orden de cosas resulta altamente ilustrativo no olvidar que
David Hume y Adam Smith pretendieron buscar un espacio en el
ámbito de la noción iusnaturalista de la justicia en el que insertar el
elemento de interés personal, reconociendo el propio Smith en sus
Lectures on Jurisprudence que este intento venía a suponer más una
continuidad que una ruptura con el Derecho natural. Por su parte,
Hume, en su Enquiry concerning the Principles of Morals, observaba que
detrás de toda la teorización de los iusnaturalistas podría encontrar-
se, cual razón última, la utilidad y la necesidad de los hombres3. El
mismo utilitarismo de Bentham parece configurarse, a este respecto,
como una especie de sistema iusnaturalista, aunque construido a par-
tir del principio de utilidad, notablemente más potente que los utili-
zados en otros sistemas.

La economía de la corrupción y el control externo 11
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3 BARBERIS, Mauro (1993), págs. 67-68.



Teniendo en cuenta todo cuanto antecede, podría hablarse en
nuestros días de una «teoría de la justicia reconsiderada», en la que
habría más un planteamiento de síntesis que de alternativa en los tér-
minos utilizados por Rawls. Y es en el marco de esta nueva concep-
ción donde podríamos situar nuestro análisis de la Economía de la
Corrupción y de las posibilidades del control externo ante la misma.

A los efectos de comprender con facilidad la ubicación de nuestra
materia, recogemos en el esquema 1 las principales interrelaciones, así
como los grandes temas o apartados a considerar. En la base de dicho
esquema nos encontramos con la «Economía de la Corrupción» y con
la «Economía del Control», eventuales ramas de la Economía del
Bienestar, que se nutren de los mismos principios, métodos, variables,
técnicas, objetivos e instrumentos, tanto en el plano microeconómico
como en el macroeconómico. Ambas ramas o parcelas, por otra parte,
conectan con la teoría de la justicia al compartir principios y proble-
mas de la Economía Pública, los fundamentos y posibilidades de la
teoría de la Elección Social, contenidos específicos de la Filosofía
Política y, evidentemente, los ingredientes básicos de la Economía del
Bienestar.

Sobre la posibilidad de hablar de una «Economía del Control» ya
nos pronunciamos en un trabajo reciente al que remitimos al lector
interesado4. En cuanto a la «Economía de la Corrupción», quizá un
apartado de la Economía del crimen o de la delincuencia, cabría con-
cebirla y ordenarla considerando su definición, su tipología, las téc-
nicas de medición, su funcionamiento como mercado específico, sus
causas directas e indirectas, los efectos e impactos económicos, así 
como los instrumentos y actuaciones para enfrentarse con este tipo de
fenómeno o comportamiento. El esquema 2 recoge todos estos pun-
tos o aspectos que, en mayor o menor medida, serán contemplados a
lo largo de este trabajo.

Pero antes de entrar en el apartado que dedicamos al análisis eco-
nómico propiamente dicho de la corrupción, nos parece obligado in-
tentar una definición, por breve y escueta que sea, haciendo al mis-
mo tiempo una referencia al ordenamiento jurídico español en la
materia.

Con independencia de los enfoques microeconómicos que podre-
mos considerar a la hora de estudiar los fundamentos teóricos del fe-
nómeno de la corrupción, y que utilizaremos más adelante para de-
limitar las diferentes formas de definir y revelar el contenido del
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problema, parece existir unanimidad al entender la corrupción, al
menos en el contexto en el que estamos situados, como abuso del po-
der público para obtener determinados beneficios para uno mismo o
para personas cercanas (o partidos, grupos, etc.).

También, y como tendremos ocasión de ver y fundamentar con
más detenimiento, puede afirmarse que toda conducta corrupta su-
pone deslealtad o traición del agente a su principal, aprovechando
obviamente la existencia de una clara asimetría en la información.

Por lo que respecta al ordenamiento español, la definición o idea
de corrupción se ve reflejada en la figura del cohecho (arts. 419 a 427
del Código Penal de 1995), en la de malversación (arts. 432-435) y en
la de blanqueo de dinero (art. 301). Especialmente el artículo 419 se
corresponde, casi al pie de la letra, con la definición de corrupción
que, como hemos dicho, se acepta de forma casi unánime por cuan-
tos se adentran en el estudio de este tema.

Concluidas estas breves consideraciones encaminadas a encuadrar
adecuadamente el contenido de nuestro trabajo, vamos a detenernos
con más detalle en algunos de los aspectos que hemos reseñado.

La economía de la corrupción y el control externo 13

ESQUEMA 1

TEORÍA ECONÓMICA
DE LA JUSTICIA

Economía pública
Economía del bienestar

Elección social
Filosofía política

ECONOMÍA DE LA CORRUPCIÓNECONOMÍA DEL CONTROL

MICROECONOMÍA
Individualismo metodológico

Información asimétrica
Azar moral

Agente-principal
Teoría de los juegos

MACROECONOMÍA
Principios

Variables y relaciones
Objetivos

Instrumentos y políticas
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ESQUEMA 2
ECONOMÍA DE LA CORRUPCIÓN

Definición • Abuso del poder público para obtener determinados
beneficios para uno mismo o para personas cercanas 
(o partidos, grupos, etc.).

• Deslealtad o traición del agente a su principal.
• (Referencia al ordenamiento español).

Tipos • Con robo.
• Sin robo (soborno para que no retrase los trámites)

(extorsión?).
• Otras clasificaciones.

Medida • Muy difícil.
• Indice de Percepción de Transparency International.

Funcionamiento • Mercado de la corrupción. Curvas de demanda y de oferta.

Causas directas • Impuestos elevados.
e indirectas • Alto nivel de gasto público.

• Nuevas regulaciones.
• Otras decisiones discrecionales.
• Financiación de los partidos.
• Crecimiento de los intercambios internacionales.
• Cambios económicos, especialmente en economías en

transición.
• Calidad de la burocracia.
• Nivel de los salarios públicos.
• Transparencia de las normas, leyes y procedimientos.
• Ejemplos y actuaciones de los líderes.
• Controles institucionales.

Efectos • No es válido el argumento de que la corrupción evita o 
económicos • compensa las rigideces de la Administración Pública.

• Distorsiona los mercados y la asignación de los recursos.
• Reduce la eficiencia económica y el crecimiento.
• Reduce las posibilidades y la eficacia del Gobierno para

imponer los controles necesarios para corregir los fallos del
mercado.

• Actúa como un impuesto arbitrario y distorsiona los
incentivos.

• Reduce la legitimidad de la economía de mercado.
• Pérdida de confianza de los agentes.

La lucha contra • Reforma del Estado.
la corrupción • Disminución de poderes discrecionales.

• Salarios competitivos.
• Penas y sanciones.
• Regulaciones.
• Solución del problema de la financiación de los partidos.
• Transparencia e información.
• Descentralización del poder.



2. ANÁLISIS ECONÓMICO DE LA CORRUPCIÓN

2.1. La economía de la corrupción como caso especial 
de la economía de la delincuencia

a) Un modelo sencillo de la conducta del delincuente racional

Como medio para ilustrar, de forma muy sencilla, la manera en la
que el análisis económico se puede aplicar a esferas distintas de las es-
trictamente económicas, lo que se va a hacer a continuación es utili-
zar un esquema teórico muy similar al de la oferta y la demanda (mo-
delo del equilibrio del mercado competitivo) para la modelización no
sólo de la determinación de la cantidad y el precio de equilibrio de
una determinada mercancía o servicio, sino también para la modeli-
zación de la conducta de, por ejemplo, un delincuente (como sería,
verbigracia, el caso de un funcionario corrupto) que elige racional-
mente la cantidad de delitos (en este caso de corrupción) que va a lle-
var a cabo en un determinado contexto5. 

Considérese, pues, el caso general de un delincuente representativo
(más adelante se centra el análisis en el caso concreto de los delitos de
corrupción), el cual actúa racionalmente en un determinado contex-
to, de suerte que, dados los costes6 y los beneficios7 asociados con ca-
da cantidad de delitos por unidad de tiempo, decide cometer un nú-
mero de éstos tal que haga máxima su satisfacción o utilidad (tal que
haga máxima la diferencia entre beneficios y costes). 

Este caso se modeliza utilizando el análisis marginal de los econo-
mistas, el cual, a efectos de facilitar la exposición, se va a desarrollar
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5 Se trata, en buena medida, de una exposición muy sencilla –aplicada al caso
concreto de la decisión de delinquir– del enfoque económico de la conducta humana de
Becker. Para una exposición de este enfoque, véase BECKER (1976); aplicado al caso
de la delincuencia, véase el artículo seminal de BECKER (1968); para una exposición
más sencilla y amena, véase McKENZIE Y TULLOCK (1980), cáps. 1 y 7.

6 Los costes de las actividades delictivas vienen dados, entre otros, por: las mate-
rias primas (gasolina…); los bienes de equipo necesarios (pistola…); el trabajo (tiem-
po dedicado a la actividad delictiva); el coste de adquirir la capacitación para el tipo
de delito de que se trate; el coste relacionado con el riesgo de ser descubierto, el cual
se obtiene a partir de aspectos tales como los castigos impuestos por la ley (multas,
penas de cárcel, etc.), la probabilidad de ser descubierto y la actitud frente al riesgo
del delincuente; los costes psicológicos derivados de un posible sentimiento de cul-
pabilidad, etc.

7 Los beneficios para el delincuente de sus actividades delictivas vienen dados,
por ejemplo, por: el posible aumento de la corriente de ingresos a percibir durante
su vida; la reducción del número de horas trabajadas por semana; en algunos con-
textos económico-sociales, la posibilidad de mejorar su estatus social; etc.



gráficamente. Así, en el gráfico 1 se tiene un diagrama cuyos ejes de
abscisas y ordenadas muestran, respectivamente, las cantidades de
delitos (Q) y los costes y beneficios marginales (CMg y BMg), expresa-
dos estos dos últimos en unidades monetarias, y donde se represen-
tan las curvas de costes y beneficios marginales a las que se enfrenta
el delincuente representativo.

Comenzando por la curva de costes marginales de la actividad delic-
tiva (CMgQ), su pendiente creciente significa que cada delito adicio-
nal comporta un coste mayor, para el delincuente, que el inmediata-
mente anterior8. Dicha propiedad se justifica en el hecho de que, por
lo general, y como consecuencia de fenómenos como el de la ley de
los rendimientos decrecientes, el coste de oportunidad de cualquier
actividad acaba siendo creciente. En este caso, el ir incrementando el
número de delitos exige una mayor dedicación a la actividad delicti-
va, y ello comporta sacrificar el tiempo dedicado a otras actividades
alternativas cada vez más valiosas (verbigracia, el ocio); lo mismo su-
cederá con el coste de oportunidad de los inputs adicionales necesa-
rios para aumentar la actividad delictiva, etc. Por su parte, esta curva
de coste marginal se desplazará en la medida en que se modifiquen
cualesquiera de las variables recogidas dentro de la cláusula ceteris pa-
ribus; por ejemplo, los precios de las herramientas necesarias para de-
linquir, las alternativas profesionales de que disponga el delincuente,
la dureza de las penas, la eficacia policial, etc.

Por lo que respecta a la curva de beneficios marginales del delincuen-
te (BMgQ), su fundamentación es la de la «ley de demanda» o curva
de demanda. La pendiente negativa de esta curva de demanda se
puede interpretar como una consecuencia de la idea de la utilidad
marginal relativa decreciente del consumo de un determinado bien9

(en este caso, los bienes que consume el delincuente), así como, para
un determinado bien, la altura desde un determinado punto de abs-
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8 Nótese que, en términos gráficos, el coste marginal en un determinado punto
del eje horizontal vendría dado por la longitud del segmento vertical que, partiendo
de ese punto, llegase hasta la curva de coste marginal. Dicho segmento representa lo
que habría costado la última unidad (o delito) producida. Por ejemplo, si se tomase,
de partida, un nivel de delitos elevado (un punto situado muy a la derecha del eje
horizontal), entonces el coste marginal de éste (es decir, lo que le cuesta al delin-
cuente llevar a cabo un delito más) sería muy elevado. 

9 Tanto desde el punto de vista del enfoque cardinal de la deducción de la curva de
demanda a partir del supuesto, o ley, de la utilidad marginal decreciente (el aumen-
to de la utilidad derivada del consumo de unidades sucesivas de un determinado
bien es cada vez menor), como desde el punto de vista del enfoque ordinal a partir del
supuesto de la relación marginal de sustitución decreciente (que en realidad consti-
tuye un supuesto de utilidades marginales relativas decrecientes), la idea básica sub-
yacente es la de que la escasez da valor a los bienes (el individuo valorará relativa-



cisas hasta la curva de demanda provee una medida monetaria de la
utilidad o beneficio marginal que esa unidad del bien proporciona al
individuo, algo similar se puede suponer que sucede para el conjun-
to de bienes que consume el delincuente. Esto en lo que respecta a la
pendiente de la curva de beneficio marginal del delincuente; en lo
respectivo a sus desplazamientos, éstos se producirán en la medida en
que se modifiquen cualesquiera de las variables recogidas dentro de
la cláusula ceteris paribus; por ejemplo, una modificación del botín que
se obtiene por unidad de delito.

mente más aquellos bienes que le son relativamente más escasos), y de todo ello se
deduce (cuando el individuo tiene una conducta económica racional, en el sentido
de que, dadas sus restricciones de renta monetaria y precios de los bienes, elige una
cesta de bienes de consumo que maximiza su utilidad) que existe una relación nega-
tiva entre precio y cantidad demandada de un determinado bien. Esto es, para el in-
dividuo representativo se obtendría una curva de demanda con pendiente negativa
(excepción hecha de los bienes Giffen).

10 Que es la condición de primer orden para la maximización de la diferencia en-
tre beneficios y costes.
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Y así, dada la posición de sus curvas de costes y beneficios mar-
ginales, el delincuente racional elegirá el número de delitos a perpe-
trar de forma que maximice la diferencia entre los beneficios y costes
de delinquir, lo cual requiere el cumplimiento de la regla óptima
BMg=CMg10. El nivel de delitos que elegirá el delincuente será Q*, ya
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que en dicho punto se cumple la citada regla (lo que le cuesta el últi-
mo delito cometido coincide con la ganancia o utilidad obtenida de
él). Obsérvese que en cualquiera de los otros puntos del eje de absci-
sas el delincuente no estaría maximizando su utilidad; por ejemplo,
para un nivel de delitos inferior al óptimo (inferior a Q*), el beneficio
del último delito cometido supera al coste de cometerlo (existe un ex-
cedente entre beneficio y coste para esa unidad); en consecuencia, si
el delincuente tiene una conducta económica racional, tendrá incen-
tivos para ir aumentando el número de delitos cometidos (a despla-
zarse hacia la derecha por el eje de abscisas), ya que de esta forma iría
haciéndose con los excedentes de beneficios sobre costes de todos
esos delitos. Finalmente, una vez alcanzado el nivel Q*, el delincuen-
te ya habrá aprovechado todas las posibilidades de aumentar su ex-
cedente y no tendrá incentivos para moverse, ceteris paribus, de ahí11;
con la elección de esa cantidad de delitos por unidad de tiempo esta-
rá maximizando su bienestar. 

Este resultado se deriva de la construcción de un sencillo modelo
abstracto de la conducta económica humana, en este caso aplicado a
la elección del número de delitos a perpetrar por el delincuente re-
presentativo12. A partir de dicho modelo se puede deducir una am-
plia serie de predicciones o proposiciones teóricas que, además, son gene-
ralizables para el conjunto formado por todos los delincuentes13.
Obsérvese, en este sentido, que una modificación de los costes (o de
los beneficios) incorporados dentro de la cláusula ceteris paribus de la
curva de costes marginales (o de beneficios marginales) provoca un
desplazamiento de ésta, lo que implica una modificación en la canti-
dad de delitos que se desean cometer. Por ejemplo, si se produce un
endurecimiento de las penas (verbigracia un aumento del número de
años de cárcel previsto para el correspondiente delito), todo lo demás
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11 No continuará aumentando el número de delitos que comete a partir de ahí,
ya que en los puntos situados a la derecha de Q* el coste de perpetrar cada nuevo
delito supera a su beneficio (BMg<CMg), con lo que añadiría excedentes negativos
(pérdidas), reduciendo así su bienestar.

12 Otras aplicaciones de este mismo esquema teórico a otros ámbitos de elección
humana, en la línea de Becker, serían, por ejemplo, la elección del matrimonio, del
divorcio o del número de hijos, dentro del ámbito de la economía de la familia; las
referentes al comportamiento de los políticos, grupos de presión, burócratas, etc.,
dentro del campo de la public choice; las referentes a la elección de las zonas de resi-
dencia de las familias y de localización de las empresas, dentro del campo de la eco-
nomía localización, etc.

13 Efectivamente, dado que se viene tratando con un agente económico repre-
sentativo (su pauta de comportamiento es la seguida por la mayoría de los delin-
cuentes), los resultados obtenidos para él son generalizables al grupo formado por
todos los delincuentes.



constante, ello comporta un aumento de los costes de delinquir, con
lo que la curva de coste marginal del delincuente representativo se
desplaza hacia arriba y hacia la izquierda (en el gráfico, su nueva cur-
va es CMgQ’), de forma que el nuevo punto de corte con su curva de
beneficio marginal se produce para un nivel de delitos menor (el ni-
vel Q’ en el gráfico). Es decir, el modelo predice que un endureci-
miento de las penas produce una reducción de la delincuencia (el
mismo resultado se derivaría de una mejora de la eficacia policial14,
etcétera).

b) Aspectos a resaltar del análisis económico de la delincuencia 

– El modelo que se acaba de analizar describe la elección del de-
lincuente del número de delitos a cometer por unidad de tiempo,
dadas sus preferencias y sus restricciones (si se tratase de delitos de
corrupción, se tendría un funcionario público corrupto que elige ra-
cionalmente el número de delitos de corrupción a perpetrar). Pues
bien, ésta no es más que una de las numerosas perspectivas desde las
que se puede plantear el análisis económico de la delincuencia. Otro
ángulo desde el que se podría haber planteado el análisis sería, por
ejemplo, el del mercado de delitos: ello permitiría determinar el núme-
ro de delitos de equilibrio a partir de la interacción, en el correspon-
diente mercado, de los oferentes y los demandantes del corres-
pondiente delito (si dicho análisis de mercado se planteara para el
caso de los delitos de corrupción, se podría hablar, de un lado, de
corruptores u oferentes de sobornos –pudiendo ser estos últimos par-
ticulares o empresas–, y, de otro, de corruptos o demandantes de so-
bornos –siendo estos últimos funcionarios públicos). 

– En este punto, un aspecto fundamental sería el de los supuestos
acerca de la estructura de mercado que caracteriza al correspondiente
sector o mercado de delitos (tomando de nuevo el caso de los delitos
de corrupción, el mercado de la corrupción a escala nacional se po-
dría aproximar, suponiendo que se tratara de un mercado de com-
petencia perfecta; la relación entre corruptor y corrupto se podría
plantear como un monopolio bilateral, etc.), y es que el equilibrio fi-
nal dependerá crucialmente del esquema de incentivos que se derive
de dicha estructura. Otra forma de expresar la misma idea consiste
en resaltar la importancia que tiene en el análisis la especificación de
los factores institucionales que dan forma a las reglas del juego (consti-
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14 Una mejora de la eficacia policial, todo lo demás constante, aumenta la proba-
bilidad de ser descubierto, con lo que aumenta el coste (esperado) de delinquir. 



tuidas por reglas legales, normas no escritas, reglas del juego econó-
micas, políticas, etc.), o espacio social, en el que se desenvuelven los
agentes económicos. 

– Es preciso señalar, asimismo, que normalmente el análisis se efec-
túa en términos de equilibrio parcial y de estática comparativa. Este ti-
po de literatura teórica se relaciona estrechamente con los nuevos de-
sarrollos, en modelos de equilibrio parcial, dentro del campo de la
economía industrial. No obstante, en algunas ocasiones, particular-
mente cuando se analizan las consecuencias económicas (sobre el bien-
estar económico) de la delincuencia (por ejemplo, los efectos econó-
micos de los delitos de corrupción), el marco de análisis suele ser de
equilibrio general y, en algunos casos, de equilibrio general dinámico.

2.2. Algunas aportaciones a la literatura teórica 
sobre la corrupción

Una vez examinada la lógica o forma de razonamiento que carac-
teriza el análisis económico de la delincuencia, en esta sección se en-
tra de lleno en el caso concreto de los delitos de corrupción. Para ello
se pueden destacar las siguientes líneas de análisis o formas de abor-
dar teóricamente el fenómeno de la corrupción: 

a) La corrupción planteada como un problema de agente-principal

Los modelos de agencia no solamente se aplican a las relacio-
nes entre propietario de la empresa y gestor de la misma15, sino que
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15 El problema del agente-principal surge inicialmente para analizar los proble-
mas surgidos en las grandes empresas como consecuencia de la existencia de una se-
paración, cada vez mayor, entre la propiedad (los accionistas) y el control (los gesto-
res) de ella. En este caso, el principal (o principales) son los accionistas, y el agente (o
agentes) son los gestores de la empresa. Como es sabido, la función objetivo del prin-
cipal (la maximización del beneficio o valor de la empresa), que se supone que es la
que ha de maximizar el agente, puede no coincidir con la función objetivo de este úl-
timo (la función objetivo del agente puede incorporar variables como el propio esta-
tus o prestigio profesional, el tamaño de la empresa, etc); por otra parte, en la rela-
ción principal-agente se da la presencia de información incompleta y asimétrica a
favor de éste, que es quien conoce mejor la marcha y las necesidades de la empresa,
con lo cual, el agente se comportará maximizando su utilidad (su función objetivo)
con la restricción de obtener un beneficio mínimo que deje satisfechos a los accionis-
tas y que no ponga en peligro su puesto de gestor. El principal, por su parte, no tie-
ne incentivos para supervisar con exactitud la conducta del agente, puesto que ello
conllevaría un alto coste en términos de búsqueda de información; así, desde el pun-
to de vista de este último, la forma de minimizar este problema consiste en el diseño
de formas contractuales que incentiven al agente a desempeñar una gestión de la
empresa lo más próxima posible a la maximización del beneficio (por ejemplo, ha-
ciéndole participar en beneficios, etc). 



el razonamiento es igualmente trasladable a las relaciones entre el
Gobierno y los funcionarios (véase, por ejemplo, Alonso, 1995); en es-
te caso, el principal es el gobierno y el agente es el funcionario público,
el cual se supone que actúa por cuenta de aquél. Y en este contexto,
dado que el funcionario dispone de una mayor información sobre la
gestión que desempeña que el gobierno (existe un problema de in-
formación incompleta y asimétrica), tiene incentivos a actuar no sola-
mente en función de los intereses del principal, sino también si-
guiendo su propio interés; ello incorpora la posibilidad de que el
funcionario no cumpla el contrato de agencia (no cumpla su cometi-
do), sino que actúe en beneficio de un tercero (el corruptor), a cam-
bio del correspondiente soborno. ¿Cómo se modeliza en este caso la
elección del funcionario en relación con los sobornos? Pues de la mis-
ma forma que se acaba de analizar en el epígrafe anterior para el de-
lincuente racional: dadas sus funciones de costes y beneficios en rela-
ción con la aceptación de sobornos (incumplimiento de su contrato
de agencia), éste elegirá la cantidad (o cuantía) que acepta de sobor-
nos tal que, en el margen, se igualen el beneficio y el coste; es decir,
tal que la última unidad de soborno le suponga un beneficio igual a
su coste, ya que así estaría maximizando su utilidad (evidentemente,
para muchos funcionarios el coste de aceptar sobornos, en términos
de costes psicológicos de sentimientos de deslealtad al servicio públi-
co, etc., será tan elevado que su decisión racional será la de aceptar
cero sobornos). En el marco de este enfoque es posible analizar nu-
merosos aspectos institucionales (configuración de los contratos de
agencia, penas impuestas por corrupción, etc.) de los que se derivan
mayores o menores incentivos para la realización de actividades
corruptas (algunos de ellos aparecerán el los epígrafes posteriores).

b) Argumentos teóricos que relacionan positivamente 
la corrupción y la eficiencia

Como se verá más adelante, es claro que, tanto desde un punto de
vista teórico como empírico, la corrupción tiene un efecto netamente
negativo sobre la eficiencia y el crecimiento económicos; no obstante,
existe una serie de enfoques teóricos, casi todos ellos basados en si-
tuaciones de second-best, que concluyen lo contrario, y que se pueden
clasificar en tres grupos:

En primer lugar se tiene el argumento –por lo demás bien cono-
cido– de que en el contexto de una regulación económica altamente
distorsionadora (profusa, opaca, arbitraria, etc., como la que ha veni-
do caracterizando a muchas economías en desarrollo), la corrupción
administrativa puede permitir vencer o sortear muchas de esas rigi-
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deces impuestas por la propia política económica; dicho de otra for-
ma, puede permitir engrasar la «rueda administrativa» –véanse las ar-
gumentaciones iniciales de Leff (1964) y Huntington (1968)–. Nótese
que el argumento es típicamente de segundo óptimo, pues, en lugar
de plantearse la aligeración y la racionalización de la propia regula-
ción económica (en la que sería la solución de primer óptimo), lo que
se hace es considerar dicha regulación como inamovible y platearse la
corrupción administrativa como una segunda distorsión con efectos
compensadores sobre la primera. 

En segundo lugar existe la hipótesis de que, en la medida en que
la corrupción administrativa permita que las empresas compitan, o
pujen (mediante la oferta de sobornos al correspondiente funciona-
rio) para hacerse con un determinado contrato público, ello puede
conducir, bajo determinadas condiciones, a un resultado eficiente. En
efecto, si se supone que las empresas cumplen todas las otras condi-
ciones previstas en el correspondiente contrato público y que el fun-
cionario corrupto sólo se guía a la hora de conceder el contrato por
la cuantía del soborno, entonces, puesto que el funcionario adjudica
el contrato al mejor postor (a la empresa que se puede permitir pa-
gar un mayor soborno), estará de esa forma asignando el contrato a
la empresa más eficiente (con menores costes). Éstas son las conclu-
siones a las que llegan Beck y Maher (1986) y Lien (1986), los cuales
demuestran que el mecanismo de sobornos puede reproducir el mis-
mo resultado que los procedimientos de subasta (legal) realizadas ba-
jo condiciones de información imperfecta.

En tercer lugar se tiene la argumentación basada en la teoría de co-
las de Lui (1985), el cual sostiene que el pago de un soborno con ob-
jeto de acelerar la tramitación de licencias, permisos, etc. (piénsese en
los casos de administraciones extremadamente lentas y burocratiza-
das como las de la India), puede conducir a una mejora en la efi-
ciencia. La razón es que el tiempo tiene un valor diferente para dife-
rentes individuos (dependiendo de sus niveles de renta, del coste de
oportunidad de su tiempo, etc.), de modo que aquellos para los cua-
les su tiempo sea muy valioso ofrecerán sobornos a los funcionarios
públicos con el objeto de acelerar su trámite (con objeto de «adelan-
tarse en la cola»). 

c) Réplicas a los argumentos teóricos anteriores

Respecto del primer argumento señalado en el subepígrafe ante-
rior, hay que destacar que la excesiva regulación, y particularmente
la opacidad de ésta, no constituye un factor exógeno respecto del sis-
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tema en su conjunto (donde se incluyen las prácticas de corrupción)
ni es inamovible desde el punto de vista de la política económica. De
hecho, la generación de un entorno económico y regulatorio alta-
mente distorsionado, poco transparente y caracterizado por un alto
grado de prácticas corruptas, es el resultado de un mismo proceso de
evolución institucional en el que interactúan ambos fenómenos.
Como, además, dicho entorno no es inamovible, ello remite, de nue-
vo y con mayor énfasis, a la idea de que desde el punto de vista de la
política económica es la solución de primer óptimo (esto es, la aplica-
ción de una línea de política económica que aligere, dé más transpa-
rencia y racionalice la regulación; que penalice en mayor medida la
corrupción, etc.) la que permitirá conseguir una verdadera mejora de
la eficiencia en la asignación de recursos.

En cuanto al segundo tipo de argumento, hay que señalar que las
condiciones para que el mecanismo de sobornos equivalga al proce-
dimiento de subasta legal no se dan en la realidad: por un lado, la
empresa que se haga con la licitación pública puede ser, no la más efi-
ciente en términos de costes, sino la más eficiente en términos del
ejercicio de actividades de rent-seeking; por otro, como señalan
Boycko, Shleifer y Vishny (1995), los acuerdos que se establecen en-
tre corruptores y corruptos (los contratos de corrupción) difícilmen-
te disponen de los mecanismos necesarios para garantizar su cumpli-
miento (no se puede exigir su cumplimiento ante los tribunales de
justicia, etc.). 

Finalmente, en cuanto al argumento basado en la teoría de colas
de Lui, la replica ya se encuentra en un trabajo muy anterior de
Myrdal (1968), en el que éste sostiene que los funcionarios corruptos,
en lugar de acelerar los trámites, lo que realmente pueden acabar ha-
ciendo es retrasar deliberadamente los trámites administrativos con
objeto de atraer más sobornos. 

d) Corrupción centralizada y descentralizada

Un aspecto muy relevante que señala la literatura teórica sobre la
corrupción es el del grado de coordinación o cooperación existente
entre las diferentes esferas políticas o administrativas a la hora de des-
arrollar las prácticas corruptas. En esta línea, y razonando en térmi-
nos de la «estructura de mercado» que caracteriza a la corrupción,
Murphy, Shleifer y Vishny (1991) muestran cómo, en economías con
altos grados de corrupción, ésta es más dañina cuando se efectúa des-
centralizadamente (de forma descoordinada). El argumento se pue-
de expresar como sigue: en primer lugar, en economías con altos ni-
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veles de corrupción centralizada –como pudieron ser la Filipinas de
Marcos o la Unión Soviética– los niveles de corrupción se organizan
desde arriba y se aplican coordinadamente en todas las esferas admi-
nistrativas; en terminología de economía industrial, existe colusión
entre los diferentes agentes corruptos (el conjunto de éstos toma la
forma de un cártel); y ello conduce a que todo el entramado político
y administrativo funcione como un monopolio que maximiza con-
juntamente los beneficios de los participantes en él. En un entorno
como éste, las empresas y demás agentes conocen, de antemano, a
quién o quiénes han de pagar los sobornos para llevar a cabo sus in-
versiones, de forma que pueden efectuar sus cálculos de rentabilidad
económica con cierta certidumbre. Por su parte, el cártel político-ad-
ministrativo, dada su conducta maximizadora de los beneficios con-
juntos, establecerá la estructura de sobornos de forma que no disua-
da excesivamente la inversión en el país (la maximización de los
ingresos netos por sobornos exige normalmente mantener unos ni-
veles aceptables de inversión y actividad económica)16. En segundo
lugar, en las economías donde los elevados niveles de corrupción se
manifiestan de una forma descoordinada y competitiva; es decir, don-
de cada uno los diferentes niveles de las administraciones públicas
exige su correspondiente soborno de forma totalmente indepen-
diente de los demás (como son claramente en la actualidad los casos
de Rusia, Ucrania, Colombia, Venezuela, etc.), el daño económico
puede ser considerablemente mayor. En efecto, las empresas que, por
ejemplo, desean invertir en el país tienen que sobornar a toda una se-
rie indeterminada de funcionarios correspondientes a las más diver-
sas administraciones y agencias gubernamentales, lo cual entraña pa-
ra ellas un alto grado de desconocimiento (incertidumbre) acerca de
los costes de establecimiento en el país. Asimismo, tal y como señala
Jones (1998, cap. 7), en este esquema de corrupción las empresas se
enfrentan no sólo con los costes en términos de las elevadas cuantías
de sobornos que deben pagar, sino que, además, esos sobornos tienen
la naturaleza de costes hundidos (sunk cost, costes irrecuperables), en
el sentido de que, una vez pagados n sobornos correspondientes a n
escalones de las administraciones, si en el escalón n+1 el correspon-
diente funcionario deniega el permiso o licencia, de forma que no se
autoriza la inversión, entonces la empresa pierde todo lo correspon-
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16 Esta conducta no sería así en el caso de un gobierno depredador, en un entor-
no altamente corrupto y degradado, con una perspectiva de mantenimiento del po-
der tan sólo a corto plazo; aquí la estrategia de dicho Gobierno podría ser más bien
la de «saqueo del Estado» en el plazo más breve posible (este caso puede recordar,
por ejemplo, al de diferentes Gobiernos de Venezuela). 



diente a los sobornos pagados hasta entonces17. Obsérvese, también,
que al actuar descoordinadamente (no colusivamente), los funciona-
rios corruptos no maximizan sus beneficios conjuntos (nótese la equi-
valencia con las soluciones colusiva y no colusiva del oligopolio), fun-
damentalmente porque el exceso de sobornos exigidos (respecto del
caso centralizado) reduce la inversión y la actividad económica sobre
las que se aplican dichos sobornos.

e) Corrupción y búsqueda de rentas

La relación entre las actividades de rent-seeking18 y la corrupción es
muy estrecha; no en balde el pago de sobornos es una forma concre-
ta que toma la actividad de búsqueda de rentas. En este sentido, y re-
lacionándolo con el tema del crecimiento económico, Murphy,
Shleifer y Vishny (1991, 1993) analizan, tanto desde un punto de vis-
ta teórico como empírico, las causas y la incidencia de dichas activi-
dades de rent-seeking. El eje central de su análisis consiste en la distin-
ción de dos sectores básicos en la economía: un sector «productivo»,
dedicado a la generación del output de la economía, así como al des-
arrollo de nuevas ideas para aumentar la productividad, y un sector
dedicado a la búsqueda de rentas (o sector improductivo). A partir de
ahí se investigan los incentivos de los individuos para invertir y para
ejercer sus actividades profesionales en uno o en otro, lo que les lle-
va a concluir que los países con una tecnología altamente productiva
en el sector de búsqueda de rentas (plasmada en aspectos tales como
fácil corrupción y pobre definición y ejecución de las leyes que impli-
quen una escasa protección de los derechos de propiedad) experi-
mentarán un pobre rendimiento económico. Otro aspecto más con-
creto que también analizan es el relativo a la asignación de los
«talentos» (las personas más capacitadas, que desempeñan un papel
fundamental en la toma de decisiones económicas) entre ambos sec-
tores, y las repercusiones que de ello se derivan para el crecimiento
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17 Si la empresa representativa ya ha adquirido una serie de instalaciones y bie-
nes de capital y ya ha obtenido una serie de permisos, ¿qué le impide al siguiente
funcionario (por ejemplo, al último de la cadena) exigir un soborno tan elevado que
haga prácticamente cero el valor neto descontado de la empresa? En este punto, el
empresario, que no tiene más alternativa que la de cerrar la empresa, puede que op-
te por pagar el soborno. Ahora bien, antes de que todo esto suceda, el empresario,
como agente racional que es, es capaz de anticipar este tipo de problema, con lo que
su decisión ex-ante será la de no invertir nada en esa economía. 

18 Inversión de recursos y dedicación de talentos humanos a la búsqueda de ren-
tas monopólicas, derivadas de toda suerte de favores políticos o administrativos, o ac-
ciones similares (como el pago de sobornos), con resultados esencialmente redistri-
butivos de la riqueza y escasa o nulamente productivos.



económico. La hipótesis que defienden es que en los países donde se
premien más las actividades de búsqueda de rentas que las activida-
des relacionadas con la iniciativa empresarial, atraerán a los princi-
pales talentos hacia la primera de ellas, conduciendo así al estanca-
miento económico19. 

f) Rendimientos crecientes y persistencia de las actividades 
de corrupción 

La evidencia empírica, como se señalará más adelante, muestra
que los niveles de corrupción tienden a ser menores conforme au-
menta el nivel de renta per capita de los países (de una forma no line-
al, pues en los períodos de fuerte despegue económico suelen exa-
cerbarse las prácticas corruptas, en tanto que para economías que ya
tienen elevados niveles de renta per capita los niveles de corrupción
son mucho menores). Sin embargo, dicha regularidad empírica se
produce con un elevado grado de dispersión: para niveles similares
de renta per capita se observan niveles de corrupción muy dispares.
Ello se puede interpretar como una consecuencia del elevado grado
de persistencia que presentan las prácticas de corrupción. En este es-
cenario, el primer paso puede consistir en reconocer, en un sentido
sociológico, que la idiosincrasia respecto de las normas (costumbres)
sociales de cada país puede ejercer una influencia considerable en la
persistencia de las prácticas corruptas. Pero más interesante aún es
analizar el proceso por el cual una serie de economías (en principio
similares, como el norte y el sur de Italia) siguen procesos de forma-
ción de reglas sociales (y en general de reglas del juego que determi-
nan la estructura de incentivos de la economía) netamente diferentes,
y con diferentes repercusiones sobre la persistencia de las prácticas de
corrupción20. Algunos elementos interesantes en este tipo de en aná-
lisis son: 1) La idea de que, a partir de cierto nivel de corrupción y
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19 Para probar esta hipótesis añaden a las regresiones de convergencia de Barro
(1991) la ratio de estudiantes matriculados en Derecho respecto del total de alumnos
matriculados en enseñanza universitaria (se entiende que las actividades de los abo-
gados tienen que ver fundamentalmente con el sector de búsqueda de rentas), y lo
mismo hacen para los matriculados en ingeniería (se supone que los ingenieros
desarrollan su actividad profesional fundamentalmente en el sector productivo),
obteniendo como resultado una relación negativa entre crecimiento económico y la
ratio de matriculación en Derecho, y al contrario para el caso de las matriculaciones
en ingeniería.

20 Éste es uno de los objetivos fundamentales que se plantea el programa de in-
vestigación de la escuela de la Nueva Economía Institucional. Ésta se desarrolla en tor-
no al enfoque de los costes de transacción y destaca, particularmente, la vertiente de-
sarrollada por los historiadores de la economía en la línea de Douglass North, los
cuales manifiestan un destacado interés por el estudio de la dinámica del cambio ins-



hasta cierto punto, las actividades corruptas presentan una tecnolo-
gía caracterizada por la existencia de rendimientos crecientes; por ejem-
plo, el análisis, ya citado en el párrafo anterior, de Murphy, Shleifer y
Vishny (1993) señalaba que cuanto mayor fuera el tamaño del sector
de la economía dedicado a las actividades corruptas (y en general a
las de búsqueda de rentas) más rentable sería para los individuos ejer-
cer sus actividades en él. 2) En relación con lo anterior, se tiene tam-
bién la idea de que las condiciones iniciales (en materia de niveles de co-
rrupción, de normas sociales existentes, etc.) son relevantes a la hora
de analizar la mayor o menor persistencia de las prácticas corruptas,
lo cual se relaciona también con fenómenos como el de dependencia de
la senda. 3) La idea, que se desprende de todo lo anterior, de que el
análisis de la evolución de los niveles de corrupción ha de modelizar-
se en el seno de modelos que presenten múltiples equilibrios21.

2.3. Efectos económicos de la corrupción

A continuación, a partir de lo visto en los puntos anteriores, se
pueden destacar una serie de efectos económicos derivados de la
existencia de importantes niveles de corrupción22. Como se verá a
continuación, en última instancia, todos estos efectos apuntan, ya sea
de manera directa o indirecta, a la proposición de que los elevados ni-
veles de corrupción tienen un efecto negativo sobre la inversión y so-
bre el crecimiento y el desarrollo económicos.

En primer lugar, la corrupción distorsiona los mercados de forma que re-
duce la eficiencia en la asignación de recursos. Ello se produce a través de
diversas vías: a) Distorsiona los incentivos, de manera que, como se
señalaba anteriormente, en un entorno altamente corrupto los indi-
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titucional y sus repercusiones sobre el crecimiento a largo plazo. Desde este punto de
vista, el complejo de restricciones institucionales existentes en una economía, consti-
tuido por una combinación de restricciones formales e informales, es un reflejo de
los costes asociados con la realización y el cumplimiento de acuerdos y contratos; ade-
más, se añaden otros supuestos, como, por ejemplo, que los actores que llevan a
cabo las elecciones manejan modelos subjetivos del funcionamiento de la economía;
o que existe un fenómeno de inercia institucional o «dependencia de la senda»,
de forma que se llega a la ambiciosa propuesta de construir una teoría general del
cambio institucional. Para una exposición detallada, véanse NORTH (1981, 1990) o
EGGERTSSON (1995); para una crítica a la pretensión de construir una «gran teoría»
de la dinámica del cambio social, véase TOYE (1995).

21 Por ejemplo, un equilibrio «malo», con una corrupción generalizada en toda la
economía, al que se tendería si se partiese de unas condiciones iniciales en las que los
niveles de corrupción son superiores a un determinado valor crítico, y un equilibrio
«bueno», con bajos niveles de corrupción, al que se tendería para niveles iniciales de
corrupción por debajo de ese valor. 

22 Véase TANZI (1998), págs. 583, 584.



viduos tienen más incentivos a dedicarse a actividades corruptas o de
búsqueda de rentas, y no tanto a actividades productivas. b) Actúa
como un impuesto arbitrario. En efecto, ésta crea un elevado exceso
de gravamen (mayor que el de un impuesto indirecto) debido a que
su coste se relaciona no solamente con la cuantía del soborno, sino
también con la búsqueda de aquellos que han de ser sobornados, con
la negociación del soborno y con el coste derivado de la ausencia de
mecanismos legales que garanticen el cumplimiento de lo acordado.
c) Reduce las posibilidades y la capacidad del gobierno para imponer
los controles regulatorios (o políticas de regulación) necesarias para
corregir los fallos del mercado. Es decir, reduce la eficacia con la que
el Gobierno desempeña su papel regulatorio en aspectos tales como
el sistema financiero y bancario, el sistema nacional de salud, las tele-
comunicaciones, etc. 

En segundo lugar, la corrupción incrementa la desigualdad en la dis-
tribución de la renta, pues los que se benefician de ésta son, fundamen-
talmente, aquellos que disponen de mayores niveles de renta y, por
tanto, de mayor capacidad para pagar sobornos, en tanto que el cos-
te para la economía de las prácticas corruptas recae sobre toda la so-
ciedad (véase Gupta, Davoodi y Alonso-Terme, 1998). 

En tercer lugar, la corrupción suele perjudicar más a las pequeñas em-
presas. En un entorno económico con elevados niveles de regulacio-
nes arbitrarias y de corrupción (típicas de muchas economías en des-
arrollo), las pequeñas empresas, sobre todo las que inician su activi-
dad, suelen ser acosadas por multitud de funcionarios e inspectores
fiscales, muchos de ellos en busca de sobornos23; las grandes empre-
sas, por su parte, disponen de una mayor capacidad para enfrentar-
se con las prácticas corruptas, entre otras cosas porque pueden dis-
poner de departamentos especializados, de buscadores de rentas
(favores políticos), etc., que les permiten hacer frente con mayor efi-
cacia a la intrincada y opaca red de regulaciones económicas y fis-
cales. 
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23 A este respecto, véase DE SOTO (1989). En su trabajo, DE SOTO relata como, en
el verano de 1983, él y su equipo de investigadores pusieron en marcha un peque-
ño taller textil en los alrededores de Lima, con el objeto expreso de medir el coste
que supone, para un pequeño empresario, el hacer frente a las regulaciones, los trá-
mites y las restricciones burocráticas asociadas con la apertura de una pequeña em-
presa. Dicho equipo hubo de hacer frente a once requerimientos oficiales (certifica-
do de establecimiento, registro fiscal, licencia municipal, etc.). Llevar a término todos
estos requerimientos exigió 289 días de trabajo-persona y el pago de dos sobornos
(si bien fueron requeridos diez sobornos, sólo «dos» fueron pagados debido a que
eran absolutamente necesarios para continuar el proyecto); el coste de iniciar un pe-
queño negocio fue estimado en el equivalente a 32 veces el salario mínimo mensual.



En cuarto lugar, la corrupción complica y limita la aplicación de una
correcta política fiscal y tiende a generar unos elevados déficit públicos en la
medida en que dichas prácticas aumentan el gasto público (concesión
de subvenciones no justificadas, concesión de proyectos de inversión
pública a empresas con elevados costes, etc.) y reducen los ingresos
presupuestarios (desgravaciones fiscales no justificadas, etc.).

En quinto lugar, la corrupción limita o distorsiona el papel de garante
de las reglas del juego económico que le corresponde al Estado (limita su ca-
pacidad de garantizar los derechos de propiedad y el cumplimiento
de los contratos). Dicha inseguridad económico-jurídica es claro que
afecta negativamente a la inversión y al crecimiento económico a lar-
go plazo.

Finalmente, la existencia de una corrupción generalizada puede
contribuir a que se deteriore la percepción de la población acerca de la legi-
timidad de la economía de mercado e incluso de la democracia. Véanse, si no,
los casos de varias de las economías en transición, como Rusia,
Ucrania o Rumanía, o los de algunas de las economías iberoamerica-
nas, como el Perú de Fijimori o la Venezuela de Chávez. 

3. MEDICIÓN Y EVIDENCIA EMPÍRICA DE LA CORRUPCIÓN 

Por su propia naturaleza –al tratarse de actividades ocultas o ile-
gales–, las prácticas corruptas son imposibles de cuantificar directa-
mente. Sin embargo, existe una serie de índices de percepción de la co-
rrupción, elaborados mediante el procedimiento de encuestas, que
proporcionan una valiosa información acerca de la percepción, o eva-
luación subjetiva, que tienen los hombres de negocios, analistas de
riesgos, periodistas de investigación, etc., acerca de la importancia
que tienen las prácticas corruptas (normalmente en la esfera del sec-
tor público) en diferentes países. 

Uno de los índices más conocidos es el «Corruption Perceptions Index»
(CPI a partir de ahora), que elabora Transparency International, or-
ganización no gubernamental con sede en Berlín. El interés del CPI
estriba en que aglutina los resultados de los principales índices de
percepción de la corrupción, elaborados para países, existentes en la
actualidad; se trata, pues, de un índice compuesto, o índice de índi-
ces, elaborados estos últimos por las principales organizaciones inter-
nacionales especializadas en el tema24. El CPI se elabora anualmente
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24 Las encuestas utilizadas en la elaboración del CPI son las provenientes de las
siete siguientes organizaciones: Economist Intelligence Unit (Country Risk Service



desde 1995; el último índice publicado, el correspondiente a 1998, in-
cluye en el análisis a 85 países; las puntuaciones, o índices, obtenidos
para cada uno de estos países se sitúan (de mejor a peor en cuanto a
corrupción percibida) en un intervalo que va desde 10 (el país es per-
cibido como libre de corrupción) hasta 0 (el país es percibido como
casi totalmente corrupto). En el gráfico 2 se presentan los CPI de los
85 países analizados en 1998. Obsérvese que en los primeros puestos
aparecen países como Dinamarca (índice 10)25, Finlandia (9,6), Suecia
(9,5), etc., en tanto que, en el otro extremo, figuran países como
Rusia (2,4), Venezuela (2,3), Nigeria (1,9), etc. 

Una vez que se dispone de índices de percepción de la corrupción
como el que se acaba de comentar, puede ser interesante examinar
empíricamente, tan sólo a modo de ilustración, algunos de los resulta-
dos sugeridos por la teoría en cuanto a la relación o asociación exis-
tente entre niveles de corrupción y algunas variables macroeconómi-
cas. Así, en el gráfico 3, como indica la recta de regresión, se obtiene
una clara asociación positiva entre los niveles de PIB per capita de 1997
(medidos según la PPA) y los índices de percepción de la corrupción
(CPI) para la muestra mundial de los 85 países considerados anterior-
mente. La interpretación de este resultado puede ser, en línea con lo
sugerido por la teoría, la de que mayores niveles de desarrollo econó-
mico (aproximados por los PIBpc) se corresponden normalmente con
menores niveles de corrupción (aproximados por los CPI). Por lo que
respecta a la elevada dispersión existente alrededor de la recta de re-
gresión, hay que tener en cuenta que los niveles de corrupción se
relacionan con otras muchas variables distintas del nivel de desarrollo
del país (como se mencionaba anteriormente, un hecho empírico esti-
lizado de la corrupción es que, para cada nivel de PIBpc, se observa
una notable disparidad en cuanto a los niveles de corrupción). 
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and Country Forecast), Gallup International (50th Anniversary Survey), Institute for
Management Development (World Competitiveness Yearbook), Political & Economic
Risk Consultancy (Asian Intelligence Issue), Political Risk Services (International
Country Risk Guide), World Development Report (Private Sector Survey by the
World Bank) y World Economic Forum & Harvard Institute for International
Development (Global Competitiveness Survey).

25 Este índice 10 no significa que no exista nada de corrupción en Dinamarca; se
trata, recuérdese, de un índice de percepción de la corrupción y no de un índice de
corrupción efectiva. Además, en el caso de Dinamarca, para cuyo índice se emplea-
ron 9 encuestas, el valor de 10 se obtiene con una desviación típica de 0,7, lo que
quiere decir que no todas las encuestas (no todos los hombres de negocios encuesta-
dos) piensan que sea Dinamarca el país con el sector público más transparente del
mundo. Para conocer el número de encuestas empleado en la elaboración del CPI
del resto de países y para ver el valor de sus correspondientes desviaciones típicas,
véase Transparency International (1998). 



Unos resultados bastante similares se obtienen cuando se exami-
nan: la relación existente entre los CPI y las tasas de inversión (grá-
fico 4), donde, sin embargo, el sentido de la causalidad, de acuerdo
con la teoría, parece ir más bien del CPI hacia la tasa de inversión,
es decir, que más transparencia económica (menor corrupción) fa-
vorece la inversión, y la relación entre los CPI y el capital humano
(gráfico 5).

Este tipo de resultados se confirma de forma rigurosa en una se-
rie de análisis econométricos, como el de Mauro (1995). Este autor
realiza un exhaustivo análisis de corte transversal, donde estima la re-
lación existente entre el crecimiento económico (y la inversión) y un
‘índice de eficiencia burocrática’ (que es la media de tres índices: ‘efi-
ciencia judicial’, ‘corrupción’ y ‘trámites burocráticos’), así como con
un índice de estabilidad política (elaborados todos ellos por la
Economist Intelligence Unit, de la revista The Economist), y obtiene,
para una muestra mundial de países, unos resultados altamente sig-
nificativos y con el signo esperado (el positivo)26.

4. EL CONTROL EXTERNO Y LA CORRUPCIÓN: 
POSIBILIDADES Y LIMITACIONES

En el primer apartado de este trabajo hacíamos referencia a la
Economía del Control que situábamos, junto a la Economía de la
Corrupción en el ámbito de la Teoría de la Justicia. El contenido de
esa «nueva» rama de la Economía del Bienestar ya fue objeto, como
decíamos, del correspondiente estudio por nuestra parte, permitién-
donos incluir como recordatorio de su contenido y alcance los pun-
tos o apartados que se recogen en el esquema 3. 

Quizá fuera conveniente tan sólo resaltar que en la legislación
correspondiente al Tribunal de Cuentas de España se habla como
funciones propias del mismo de «la fiscalización externa, permanen-
te y consuntiva de la actividad económico-financiera del sector públi-
co». Por fiscalización externa hay que entender el conjunto de verifi-
caciones a posteriori realizadas por un órgano desvinculado del ente
fiscalizado y poseedor de las garantías necesarias y suficientes de neu-
tralidad. Este control externo «sobre» la gestión contrasta con el con-
trol interno «de» la gestión, apreciándose en este último la existencia
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26 Para profundizar en esta línea de análisis empíricos, véase FERNÁNDEZ CORNE-
JO (1999).
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GRÁFICO 2
ÍNDICES DE PERCEPCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DE 1998
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El CPI es el Corruption Perceptions Index, o índice de percepción de la corrupción, que elabora Transparency
International. En este caso se trata del CPI publicado en 1998, el cual incluye en el análisis a 85 países; las pun-
tuaciones o índices obtenidos para cada uno de ellos se sitúan (de mejor a peor en cuanto a corrupción percibi-
da) en un intervalo que va desde 10 (el país es percibido como libre de corrupción) hasta 0 (el país es percibido
como casi totalmente corrupto). Véase Transparency International (1998).
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GRÁFICO 3
ÍNDICES DE PERCEPCIÓN DE LA CORRUPCIÓN 

Y NIVELES DE PIB PER CÁPITA

0

5000

10000

15000

20000

25000

30000

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10

CPI

P
IB

 p
c 

1
99

7

Nueva Zelanda

Singapur

Chile

Grecia

Esp aña

Japó n

EEUU

Corea

Argent ina

Costa Rica

Paraguay
Jordania

Italia

No rueg a

PIBpc 1997 es el nivel del PIB per capita real (calculado según la PPA) de 1997; los datos son los del Banco
Mundial (1998). CPI es el Corruption Perceptions Index (véase nota del gráfico 2). 

GRÁFICO 4
ÍNDICES DE PERCEPCIÓN DE LA CORRUPCIÓN 
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de una tarea de auxilio y tutela a lo largo de todo el proceso en el que
el gestor público desarrolla su actividad27.

La naturaleza permanente del control externo, por otra parte, po-
see una importancia fundamental, ya que permite definir con preci-
sión las actuaciones fiscalizadoras, distinguiéndolas claramente de los
meros actos administrativos y dotándolas de una inequívoca conti-
nuidad.

El carácter conclusivo del control consuntivo, a su turno, queda
claro si la contabilidad que supervisan los órganos de control externo
se corresponde con la noción de cuentas definitivas o finales, con in-
dependencia de que el contenido y los límites del término (consunti-
vo) se amplían al considerar la tarea más ambiciosa del análisis y del
control de la gestión.

Hay que añadir, finalmente, y en el marco de estas brevísimas con-
sideraciones sobre el control externo, la distinción entre control no
jurisdiccional y control jurisdiccional. Si en el primero de ellos hay
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GRÁFICO 5
ÍNDICES DE PERCEPCIÓN DE LA CORRUPCIÓN 
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que destacar las medidas correctoras que puedan derivarse del aná-
lisis de las cuentas y de una fiscalización específica, en el segundo se
trata de agotar todas las posibilidades en el ejercicio de las funciones
fiscalizadoras de la gestión pública, incluyendo la exigencia de res-
ponsabilidad en el grado y con el alcance a que, en cada caso, hubie-
re lugar.

Pero no insistimos en torno a esta materia, ya que nuestro objeti-
vo ahora se limita a valorar las posibilidades del control externo que
ejercen los Tribunales de Cuentas sobre el fenómeno de la corrup-
ción.

De una forma taxativa puede afirmarse que los Tribunales de
Cuentas no tienen como misión directa y específica la lucha contra la
corrupción. Sin embargo, parece claro que los procesos de fiscaliza-
ción permiten acopiar información y detectar situaciones y compor-
tamientos que, eventualmente, pueden servir de base a la actuación
de otras jurisdicciones distintas de las contables, incluida la que se
ocupa de manera concreta de los casos de corrupción. Hay, a este res-
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ESQUEMA 3
ECONOMÍA DEL CONTROL

Definición (concepto) • Doble dimensión espacio/tiempo.
• En la primeras de ellas, la idea de control abarcaría

otros términos (auditoría y fiscalización).
• En la segunda se consideraría un proceso dinámico.

Tipos • Interno, externo.
• Preventivo, sucesivo, consuntivo.
• De legalidad, de regularidad, de gestión.
• Jurisdiccional, no jurisdiccional.

Principios y técnicas • Control de eficiencia.
• Control de legalidad.
• Indicadores.
• Variables, modelos y teorías.

Naturaleza y metodología • Los beneficios o costes de oportunidad del control.
de la Economía del Control • Las relaciones fiscalizador-fiscalizado (información

asimétrica, azar moral, relación entre agente y
principal).

• La articulación instrumentos-objetos en el proceso
de control.

Papel y posibilidades de • Actuaría de principal respecto al agente, que sería
los Tribunales de Cuentas • la institución pública correspondiente.



pecto, experiencias suficientemente significativas, como la de la
Empresa Mixta de Servicios Funerarios de Madrid, S. A., ya estudia-
da en el número 2 de esta Revista, que demuestran hasta qué punto
la incompletud de la jurisdicción contable encuentra su compensa-
ción o complemento en otras jurisdicciones y en unidades especiales,
como es el caso de la «Fiscalía Especial para la represión de los deli-
tos económicos relacionados con la corrupción».

En cualquier caso es preciso reconocer que si bien es cierto que
los Tribunales de Cuentas no persiguen de manera apriorística la
corrupción, también lo es que pueden detectarla o encontrarse con
ella, jugando así, aun sin proponérselo, un papel clave y esencial.
Evidentemente cuanto decimos no se refiere tan sólo a las actuacio-
nes propias de los fiscalizadores o miembros de la Sección de
Fiscalización (en el caso de España), sino que atañe asimismo a la ta-
rea, recursos y limitaciones de los «jueces» o miembros de la Sección
de Enjuiciamiento. En este sentido, las posibilidades de nuestro
Tribunal de Cuentas ante el fenómeno de la corrupción se concretan,
por una parte, y de manera indirecta, en lo que pueda derivarse de
la calidad y el alcance de la actividad fiscalizadora, y por otra, de ma-
nera más directa, en la auténtica capacidad de la jurisdicción conta-
ble propiamente dicha. Potenciar ambas vertientes del control exter-
no de la gestión pública constituye, sin lugar a dudas, un arma eficaz
e importante que contribuiría a erradicar la plaga de estos tiempos en
los que... parece no existir victorias éticas y en los que la moral es el
postre.
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Es preciso comenzar por establecer con claridad algo que muchas
veces se acepta intuitivamente. Los enlaces entre la moral y la econo-
mía son íntimos. Como señala con mucha justeza Antonio Argandoña
en La ética en la empresa1, «en nuestras decisiones libres elegimos las con-
secuencias, los resultados de nuestras acciones (aunque, dado que nuestra
libertad es limitada, esa capacidad de elegir lo es también). Esas con-
secuencias de nuestras acciones pueden ser extrínsecas a nosotros,
pero también internas, porque nos hacen mejores o peores personas,
nos acercan o nos alejan de nuestro fin, de nuestro mejoramiento.
Cuando elegimos nuestras acciones, estamos eligiendo también un modo de ser,
el tipo de persona que, nos guste o no, vamos a ser. Choices last dicen
los anglosajones: las elecciones tienen efectos duraderos. Y al elegir
un modo de ser elegimos un modo de actuar, de acuerdo con las vir-
tudes que vivimos, y que confirman nuestra elección. El ser y el ac-
tuar están relacionados. No elijo el ser leal a mi empresa: tomo deci-
siones que me llevan a actuar con lealtad, aquí y ahora, y a ser leal en
el futuro: ... Esto se opone a la fragmentación del hombre en la vida
actual. Las acciones concretas no son entidades separadas, completas,
cerradas: mi conducta de hoy a las nueve de la mañana no es inde-
pendiente de lo que hice ayer por la noche, ni de lo que haré dentro
de unas horas. Como tampoco puedo considerar al hombre como un
conjunto de papeles o roles separados –como directivo, padre de fa-
milia, ciudadano, jugador de tenis o aficionado al jazz–. La ética sub-
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raya la unidad del hombre –en el tiempo, en el espacio y en las diferen-
tes circunstancias–, frente a la esquizofrenia que nos provoca, a me-
nudo, la vida moderna... La ética no es, pues, una limitación, la sujeción
a unas reglas que recortan mis posibilidades, en virtud de unos prin-
cipios impuestos desde fuera. Es, por el contrario, capacidad de
desarrollo, potenciación, marco de libertad».

De ahí que cualquier actitud ética se convierta en algo así como un
demiurgo de la actividad económica. Nos lo explicó maravillosamen-
te Max Weber en su libro La ética protestante y el espíritu del capitalismo2.
No se trata aquí de exponer si los puritanos produjeron, o no, ese es-
píritu concreto del capitalismo que hizo triunfar en el siglo XIX a la
Revolución Industrial, primero en Estados Unidos y, casi simultá-
neamente, en todas partes. Es que, por ejemplo, ¿no supusieron algo
equiparable la francmasonería o el espíritu libertino que se une a la
búsqueda de las luces en el siglo XVIII?3 Simplemente he de señalar
que toda actitud ética acarrea una poderosa fuerza estructurante de
cualquier economía. Dado que la corrupción responde a una actitud
ética y, por supuesto, como veremos, tiene implicaciones económicas,
conviene hurgar algo más en torno a esta cuestión.

Para comenzar, es preciso aclarar qué es eso de la corrupción. No
es malo acudir al libro de Mariano Grondona, La corrupción4 , que
fue un superventa en Argentina. Su base fue un curso de seis clases
sobre El tercer desafío: la corrupción, que Grondona ofreció en la
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales en la Universidad de
Buenos Aires en septiembre y octubre de 1992. La asistencia des-
bordó todo lo previsto, lo que probaba que tenía razón Rudiger
Dornbusch cuando el 9 de mayo de 1995 señalaba que era preciso
persistir en la tarea de limpiar aún más a fondo la economía argen-
tina para enlazar con el resto de las medidas adoptadas entonces por
el lado de la oferta. El no haberlo hecho ha tenido consecuencias
muy negativas para la eficacia económica del país. Este cursillo de
Grondona se desarrolló ante unas dos mil personas apretujadas. El
mensaje del libro es claro. Toda situación corrupta procede, como si
fuese de una raíz venenosa, de un desorden moral básico que apa-
rece «cuando el dinero ocupa una encumbrada posición en la tabla
de valores de una comunidad, y lo cierto es que así parecen estar hoy
las cosas en la mayoría de las sociedades conocidas. Lo habitual es
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que un funcionario viole sus deberes de lealtad al pueblo, no porque
le prometan un puesto más alto, o por alguna otra condición ajena
a lo económico, sino porque hay dinero de por medio. Decía
Aristóteles que el amor desordenado del dinero hace a veces, por
ejemplo, que el médico no atienda a los enfermos para curarlos, sino
para cobrar. Nuevamente advertimos que el concepto de corrupción
equivale al de desnaturalización: el médico del ejemplo se desvía de la
función natural que le es propia, curar. El dinero aparece como
objetivo final, y actividades cuyo fin es el servicio a otros aparecen
vaciados de sentido, a menos que se las recompense económicamen-
te». Así es como Max Weber «distinguió entre los políticos que viven
para la política y los que viven de la política. En este último caso, la
ambición política deja de valer por sí misma y se rebaja al nivel de un
valor instrumental al servicio del enriquecimiento»5.

Finalmente, en relación directa con esto aparece una paradoja de
la corrupción que debemos a Myrdal6: «El funcionario del cual de-
pende una decisión no se halla ante ella como en un mercado donde
otros compiten con él; al contrario, goza de un monopolio: es el úni-
co con jurisdicción para decidir el tema. Si explota esta situación mo-
nopólica para que le rinda, comete un acto de corrupción...: en los
países subdesarrollados el sector privado es estatista porque pide pro-
tección y subsidio al Estado, y el sector público es privatista, porque
le anima el espíritu de lucro individual. Los roles se invierten: los pri-
vados operan en la esfera pública, mientras la esfera pública opera
bajo el influjo del lucro privado.» En resumidas cuentas, la corrup-
ción de un sistema político surge cuando «el interés privado de los
funcionarios irrumpe en el ámbito del interés público».

Esta corrupción tiene así una larga historia. Quizás el primer caso,
en lo que yo he encontrado, ligado a la información privilegiada que se
tiene en el sector público, sea la que relata Aristóteles en la Consti-
tución de los atenienses7 al indicar que los amigos de Solón (592 años
antes de Cristo), al enterarse de que iba a abolir las deudas de los
campesinos, «pidieron préstamos para adquirir mucha tierra, y así,
después de que las deudas fueran abolidas, se enriquecieron».

El fenómeno, de una corrupción ligada al sector público, era ge-
neral. Kautiliya escribía en su Artharastra, en el siglo IV antes de
Cristo, refiriéndose a la India, que «del mismo modo que es imposi-
ble decir que el pez que está en el río no bebe agua, así es imposible
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que los servidores de los gobernantes, empleados por éstos en el tra-
bajo del sector público, no cojan, en su tarea, dinero para sí»8.

Por supuesto, la corrupción en la época romana alcanzó niveles al-
tísimos. Según Paul Veyne9, «no había función pública que no fuese
un robo organizado mediante el cual los que ejercían aquélla esquil-
maban a sus subordinados y todos juntos explotaban a los adminis-
trados». Así, los soldados daban dinero a los oficiales para liberarse de
ciertos servicios; ciertas funciones públicas se vendían, y la inversión
así efectuada tenía que amortizarse, por lo que, para acelerar esta
amortización, venía bien la actividad corrupta, y así sucesivamente,
hasta el punto de que «no había ningún funcionario que no se deja-
ra sobornar», incluso si se relacionaba con las atenciones precisas
para cubrir necesidades muy elementales.

Esta situación, conviene subrayarlo, es heterogénea respecto a los
planteamientos actuales. No provocaba rechazo social porque acaba-
ba por admitirse que en una sociedad precapitalista, con debilísima
presencia del sector público, era mucho más sencillo tolerar que los
servidores públicos obtuvieran por su cuenta alguna cantidad que pa-
garles adecuadamente. Los funcionarios públicos sólo alcanzaron un
estatuto con condiciones aceptables de vida en el siglo XIX, con algu-
nos antecedentes en el siglo XVIII. Incluso es posible que esta actitud
social de tolerancia ante la corrupción se ligase al talante de conside-
rar a los vicios como fuente de bienestar colectivo, como sucedió en
el siglo XVIII. Ejemplos evidentes de esto son algunas obras escanda-
losas, como ocurre, por supuesto, con La fábula de las abejas, de
Mandeville, publicada en 1714. Todo esto debe ampliarse a la litera-
tura que analicé en mi ensayo El libertino y el nacimiento del capitalismo10.

Tal situación se vino abajo, incluso con estrépito, con la Revolución
Industrial, a partir de 1783. La caída del Antiguo Régimen, la apari-
ción de sistemas fiscales que rompían con herencias medievales en
Inglaterra, en Francia –con la supresión del odiado impuesto de la ta-
lla, que había llevado a la burguesía a defraudar vistiéndose de hara-
pos y manteniendo un tenor de vida rayano en la miseria para eludir
tal carga impositiva11–, en el ámbito germano, recogiendo en todas
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partes las enseñanzas de hacendistas italianos, como sucedió con
Verri y con Carli, tuvo consecuencias importantes. Estos nuevos siste-
mas tributarios se fundaban, entre otras cosas, en esa gran quiebra
histórica que supone la irrupción del liberalismo, de tal forma que su
alteración podría comprometer la existencia del propio sistema polí-
tico liberal que se habían dado a sí los principales países del mundo.
La irrupción de las enseñanzas de los grandes economistas clásicos
acentuó la necesidad de velar por la eficacia del sector público. Los
monopolios pasaban a ser odiados, porque sólo la libre competencia
aseguraba la máxima eficacia. El que creaba todo funcionario co-
rrupto debía ser borrado del mapa. Las primeras voces de alarma
surgen así de los fundadores de la Hacienda liberal, porque con un
sistema fiscal moderno se observan con claridad las consecuencias
que en el bienestar colectivo provocan los gastos e ingresos públicos
de una situación corrompida, que se entremezclaba con las realida-
des ineficaces del sistema tributario que venía del Antiguo Régimen.

No vayamos más lejos de nuestro propio país. Cuando contem-
plamos el vano intento de Fernando VII de modernizarse al margen
del sistema constitucional, levantamos acta de su fracaso, aun contan-
do con excelentes políticos y técnicos, como era el caso, por ejemplo,
del ministro de Hacienda López Ballesteros. Por eso, los esfuerzos de
éste no pudieron ser duraderos. Por tanto, todo lo que pudo lograr
este ministro era un ligero alivio en la solución de los problemas bá-
sicos de la Hacienda, con lo que su obligado final también vendría de
esos desajustes. Lo había señalado muy bien José Canga Argüelles en
sus Elementos de Ciencia de la Hacienda, quien calificaba a nuestro pa-
norama fiscal de «monstruoso cuadro de contribuciones», las cuales,
«lejos de derramar el peso en razón de la riqueza de los individuos y
de las ventajas que cada uno saca de la sociedad, gravan más al pobre
que al rico, enervan la acción benéfica del trabajo, paralizan la indus-
tria y atacan los capitales. La nobleza, por los privilegios que goza y el
hombre rico por la mala combinación de los tributos, no sufre la car-
ga que el pueblo laborioso; y el clero se considera exento, porque ol-
vida el origen temporal de sus inmunidades, y cuando paga, lo hace
con título de subsidio atentatorio de las altas regalías de la nación».

Buena parte de la irritación latente que de ahí se desprende esta-
lla después, e incluso con una tremenda violencia, al ligarse a la per-
cepción, por parte de los ciudadanos, de que algo marchaba muy mal
en relación con el gasto público. El propio José Canga Argüelles es-
cribirá, por cierto que de manera barroquísima, que «resultado de las
privaciones más sensibles, cualesquiera malversaciones en los gastos
públicos, y hasta el menor abandono en la cobranza, es un delito. ¿Y
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qué consuelo –prosigue– le queda al hombre, después que la mano
fiscal le arranca parte de sus riquezas con el objeto de satisfacer con
ellas las obligaciones del erario, sino el vivir seguro de que se invier-
ta en ellas, que los demás individuos de la sociedad le acompañan en
las privaciones y que los servicios pecuniarios que ofrece en el altar de
la patria no reciben aplicaciones diferentes de objeto que las santi-
fica?»

Hasta finales del siglo XIX el gasto público, en porcentaje del PIB,
fue reducido en todas partes. Pero era evidente que crecía de modo
rampante. La ley de Wagner parecía bendecir su escalada. Por tanto,
tenemos necesidad ineludible de vigilar celosamente la conducta pre-
supuestaria. En el caso de España, esto está presidido no sólo por la
consagración de órganos de control interno –la Intervención– y ex-
terno –el Tribunal de Cuentas–, sino por la Ley de Administración y
Contabilidad de la Hacienda Pública. La existencia de fuertes déficit
motiva notables acumulaciones de Deuda Pública que son paliados
con ventas de activos del Sector Público –recordemos las disposicio-
nes desamortizadoras o la liquidación de pertenencias mineras del
Estado– y con arreglos de la Deuda, que sobre todo, en este siglo XIX,
se escalonan de Bravo Murillo a Raimundo Fernández Villaverde.

La observación de tales circunstancias motiva una irritación con-
tra cualquier desviación originada por la corrupción, y ello se trans-
mite hacia los ingresos –en buena parte tales cuestiones hallan refu-
gio entre nosotros en el regeneracionismo–, como prueban las
reticencias de este movimiento contra todo incremento de los im-
puestos, puesta bien de relieve en el movimiento del estancament de
caixes y en las violentas protestas contra los incrementos tributarios
que, sobre todo, tienen como protagonistas a las Cámaras de
Comercio, a partir del Manifiesto de la de Cartagena, en 1898.
Pronto todo esto se mezclará con otro problema muy importante que
en España se hace bien visible a partir del comienzo, en 1875, de la
Restauración: el Estado aumenta su protagonismo en la vida econó-
mica. La cuestión no era española, sino universal.

La concatenación todos la conocemos. Se inició con un incremen-
to del proteccionismo como consecuencia del debate encabezado por
List y Carey contra las tesis de Ricardo. La alianza de estas posturas
con las de los hombres de negocios no se hizo esperar. Comentando
cómo todo eso se hilvana en España en el período que va del Arancel
de Guerra de 1891 al Arancel Salvador de 1906, Flores de Lemus
dirá, en una de sus cartas a García Alix, que de ello emanaba «vaho
de cloaca». La magnitud de argumentos sofísticos, de presiones de to-
do tipo sobre los políticos, impresiona. Conviene, en esta clave, leer
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El chirrión de los políticos, de Azorín. En el caso concreto de España
–pero en nuestros vecinos las cosas eran muy parecidas–, se produce
un cambio político muy importante. En el partido conservador, que
es el que lleva la iniciativa –el partido liberal, como se probó con la ac-
titud de Moret en el asunto del Arancel Salvador, fue un siervo cada
vez más sumiso de esta actitud–, se defiende no sólo la protección del
trigo castellano, sino también la de los textiles catalanes y la de los me-
talúrgicos vascos, a causa, por un lado, del auge evidente de la
Renaixença, y por otro, del intento de solución del problema vasco,
tras la victoria de Cánovas en la Tercera Guerra Carlista, sustituyen-
do fueros por conciertos económicos y amparo proteccionista. Todo
ello ha de situarse dentro de una especie de imitación del pacto ale-
mán entre el acero renano y el centeno prusiano. Pero pronto evolu-
cionan las cosas. La protección pasa a afectar abiertamente a todo el
proceso industrializador con la llegada de la joven guardia del citado
partido conservador, que de alguna manera terminará por acaudillar
Maura. Políticos como el vizconde de Eza o Sánchez de Toca se ex-
plican así.

Tal planteamiento comienza, de algún modo, a unir negocios –por
ejemplo, el de la industria azucarera– y políticos. Pronto la crisis de
1890 precipita al mundo ferroviario hacia el ámbito de las subven-
ciones del Estado. Moret denunciaría este íntimo enlace, que así pa-
saba a existir con fuerza entre quienes concedían la ayuda y quienes
la recibían, que en bastantes casos eran las mismas personas. Los po-
líticos de la Restauración pasan a sentarse, salvo en el momento que
son ministros y con muy escasas excepciones –una fue la de Maura–,
en asesorías jurídicas, en consejos de administración, que encubren
una verdadera desviación de fondos a favor de quienes enlazan me-
jor con la política. En la revista España, Olariaga denunciaría esto con
extraordinario vigor, señalando, inequívocamente, a Dato como una
de las figuras fundamentales en este sentido.

Así es como se preparó el terreno para el salto siguiente o, si se
quiere, se hizo más aceptable para todos el que se diese. Me refiero a
la imitación en España de la cartelización alemana y, en alguna me-
dida, austríaca. La primera manifestación está relacionada con las
necesidades de pertrechos para la defensa nacional. También con los
insumos obligados para la minería que, a finales del siglo XIX y co-
mienzos del XX, era la principal actividad industrial, con una colosal
capacidad exportadora. Finalmente, con los abonos que exigía una
agricultura que se expansionaba, tanto por disponer de tierra a cau-
sa de las disposiciones desamortizadoras –lo prueba la ampliación
continua de la tierra roturada– como por el incremento de la pobla-
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ción con un ligero, pero permanente, aumento en los ingresos por
habitante, así como por el proteccionismo y por la capacidad empre-
sarial exportadora de los productos vitivinícolas y hortofrutícolas. El
descubrimiento de la ley del mínimo de Liebig fue fundamental, y ex-
plica que la demanda de los denominados abonos químicos fuese rí-
gida. Esta primera manifestación se denominó Unión Española de
Explosivos, y se remonta en sus raíces a 1896, casi en el momento en
que se inicia la Tercera –y final– Guerra de Cuba. Una serie de des-
cubrimientos foráneos, como el de la dinamita por Nobel, y la capa-
cidad organizadora de algunas personas, encabezadas por Remigio
Thiebaut, provocaron la aparición de este primer cártel español, que
logró el monopolio oficial de sus producciones hasta 1916.

Todo cártel supone un control monopolístico del mercado con
una presencia clara del Estado en su organización. Esto es, la carteli-
zación, que tanto éxito tuvo en Alemania y Austria, ante el asombro
de los economistas neoclásicos de la potencia industrial más impor-
tante, Gran Bretaña, aparecía así en España y provocaba que los la-
zos entre empresarios y Administración fuesen tan íntimos que no se
sabía claramente dónde estaban los mojones fronterizos entre unos y
otros.

Tal cartelización, vuelvo a decir que con un considerable poder en
Europa central, se asentó con firmeza entre nosotros y se unió al
auge de un creciente intervencionismo. La irrupción de éste se pro-
dujo en 1907, con la Ley Osma de Azúcares y Alcoholes, y con un
corporativismo triunfante a partir del magno congreso que ese mis-
mo año consagra la creación del Consejo de la Producción, que pasa,
simultáneamente, a albergar en su seno a la Junta Superior Arance-
laria. Doctrinalmente, todo esto se relacionaba con solicitudes del mo-
vimiento muy rebelde, e incluso contradictorio en algunos de sus
planteamientos, de las Cámaras de Comercio, que habían hecho su-
yas las tesis del regeneracionismo. La extraña coalición de Basilio
Paraíso, Joaquín Costa, Santiago Alba, con flanqueos tan importantes
como la que venía de Cataluña a través de Durán y Ventosa, se trans-
forma ahora en una realidad en la que, de nuevo, ¿dónde encontrar
las fronteras entre lo privado y lo público? La paradoja de Myrdal,
relatada antes, se había enseñoreado de nuestra economía. En algún
caso concreto, aún se acentuaba más todo esto. Recordemos lo que
supuso, en relación con la Ley de la Flota, la gran ilusión de Maura,
la aparición de la Sociedad Española de Construcción Naval. La idea
de mercado se había esfumado del todo. En  España lo probaba un
alud de empresas, ligadas a una Banca mixta muy concentrada –tam-
bién al modo alemán–, que tenía sus raíces en un Banco de España
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capaz de financiarla con facilidad a partir de la reforma Villaverde de
1900, al cual, por otra parte, esta Banca controlaba a través de su su-
miso Consejo de Administración que, entre otras cosas, se dedicaba
con ahínco a especular contra la peseta, terreno donde encontraba
una fuente excelente de ingresos.

Esta realidad, a partir de la I Guerra Mundial, todo esto va a en-
troncar con un movimiento intervencionista, con un evidente poso
anticapitalista y nacionalista muy fuerte, nacido en las trincheras.
Nadie lo explicó mejor que Ernst Jünger en Tempestades de acero y en
El trabajador. El fascismo italiano, el auge del corporativismo carteli-
zador e intervencionista, tanto de la Dictadura de Primo de Rivera
como de la II República entre nosotros, y el apoyo doctrinal que to-
do esto mereció de Mihail Manoilesco –de donde derivará nada me-
nos que el estructuralismo económico latinoamericano– acentuó esta espe-
cie de mezcolanza de lo público y lo privado, mientras que la
necesidad de agilizar la política de obras públicas para evitar las con-
secuencias de la onda depresiva que siguió a la I Guerra Mundial,
agudizada en algunas partes por la insensata idea del retorno al pa-
trón oro, como se probó en el ácido folleto de Keynes, Las consecuen-
cias económicas de Mr. Churchill, acabó por provocar la ruptura del
principio de la unidad de caja y, con ello, que los principios esencia-
les de la vieja Ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda
Pública saltasen por los aires. Cuando, desarrollando una idea de-
fendida por Sánchez de Toca, Calvo Sotelo puso en marcha, en 1927,
la CAMPSA, era evidente que la empresa pública irrumpía entre no-
sotros. Por otro lado, el poderoso partido militar –si aceptamos las mag-
níficas aportaciones sobre esto de Elena San Román12–, sugestionado
por los problemas de movilización e industrialización planteados por
la I Guerra Mundial, acentuó la necesidad de ampliar la acción del
Estado dentro del fenómeno industrializador.

¿Qué quedaba del viejo sector público, pequeño y radicalmente se-
parado del privado? El poder público todos los días determinaba
cómo podía, y en que cuantía, ganar al privado en sus diversos sub-
sectores. Su influencia benéfica –se creía– no tenía límites. Recorde-
mos la famosa frase del fabiano Sidney Webb cuando regresó de la
Unión Soviética: «He visto el futuro y el futuro funciona»; esto es, sin
sector privado, o con uno muy pequeño, todo podía ir bien. Las con-
nivencias eran facilísimas, y el terreno para que surgieran prácticas
corruptas estaba bien abonado. Incluso se suponía que la planificación
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económica era posible. Toda una literatura, que se inicia con Myrdal
en 1932, y que halla un apoyo firmísimo con Keynes en 1936, sirve
de referencia para que, sobre todo desde 1945, las estatificaciones se
amplíen de manera impresionante, con, por supuesto, complemen-
tos muy importantes de tipo fiscal y de extensión del Estado del
Bienestar. Aquella vieja correspondencia entre Colin Clark y Keynes
que parecía indicar que el 25% del PIB era el límite al que debía lle-
gar el gasto público, se sobrepasó ampliamente. Concretamente, en
España se había superado ya en 1975, y en 1994 alcanzó el 50%.

En ese panorama, que se convirtió en mundial, los riesgos de que
pudiese surgir una situación corrupta aumentaron. Para su desgra-
cia, en países emergentes surgió una política populista cuyo paradig-
ma pudiera ser aquel lema del político brasileño Adhemar Barros,
que triunfó en unas elecciones en el Estado de Sao Paulo con el lema
de «Roba, sí, pero hace». También conviene añadir que el límite en
esta situación se sitúa en lo que Stanislav Andreski denominaba clep-
tocracia, situación corriente en los países africanos al sur del Sáhara,
pero no exclusiva de ellos. El robo se hace no sólo para el propio be-
neficio, sino en favor de todos los parientes y amigos. De ahí que
Andreski añada que la cleptocracia supone «la explotación sistemáti-
ca de las oportunidades de enriquecimiento personal que ofrece el
Gobierno, moderada por el amiguismo y exacerbada por los posibles
enlaces con el crimen organizado». Para Andreski, en una cleptocra-
cia la única diferencia entre policías y ladrones reside en que los pri-
meros llevan uniforme. Un funcionario que trate de reaccionar con-
tra esto pone en peligro su vida.

Quedan, todavía, en esta excursión, por señalar dos cosas que sur-
gieron en nuestro panorama económico. Por una parte, la larga cri-
sis económica que se abrió en 1973, con motivo de la guerra del Yom
Kippur, o sea, la llamada crisis del petróleo, mostró que era necesario
reformar a fondo el conjunto de las estructuras productivas. En este
sentido aparecieron clarísimamente cinco objetivos a alcanzar: una
ampliación del mercado libre, implantando lo que Eucken llamó el
orden del mercado; una política de reprivatizaciones; una política de
freno al gasto público; una reforma fiscal que aliviase la carga deriva-
da de los impuestos sobre la renta de las personas físicas y sobre las
empresas, así como las cotizaciones a la Seguridad Social; finalmente,
una liquidación de las prácticas corruptas que al amparo del auge del
sistema económico mencionado habían surgido.

En segundo lugar, surgió la globalización. Las grandes corrientes
de capitales, las grandes empresas transnacionales que son su nervio,
no quieren experimentar las sorpresas que se derivan de una situa-
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ción corrupta. Los bribones crean condiciones en exceso aleatorias
que pueden no perturbar a una empresa pequeña o mediana, pero
convierten en excesivamente arriesgados los códigos de conducta de
una gran transnacional. Ésta evita, en lo que puede, los negocios con
estos países y, sobre todo, sus inversiones, que, sin embargo, son ne-
cesarias para que pueda desarrollarse un país en las actuales circuns-
tancias. La inflación y la corrupción sólo pueden superarse con altísi-
mos tipos de interés, que disuaden la inversión. Además, buena parte
de estas multinacionales han sido creadas en el ámbito moral anglo-
sajón, al que repugna la corrupción, aunque a veces haya de convivir
con ella. El principio del juego limpio nada tiene que ver con las prác-
ticas corruptas.

Conviene ahora entrar algo más en los enlaces de la corrupción
con la conducta económica para atinar con sus raíces. Como señala
Etienne Perrot en su ensayo Renta y corrupción13, la corrupción nece-
sita de dos cosas para germinar: que exista renta y que exista algún
tipo de coerción reglamentada. Asombrosamente, la corrupción res-
tablece las leyes del mercado. Como señala Simonnot14, todo benefi-
ciado por una reglamentación, para conseguir serlo, está dispuesto a
pagar una cantidad al vigilante de que el reglamento se cumpla, has-
ta una cifra equivalente a la renta adicional que así pasa a recibir. El
funcionario «puede, a su vez, transferir esta riqueza que entra en
su bolsillo ya hacia obras de caridad, ya a su partido –en ambos ca-
sos estamos en la situación de Raskolnikof en Crimen y castigo, de
Dostoievski–, ya simplemente para su beneficio». Por eso, «las rentas
artificiales creadas ex nihilo por las reglamentaciones son causas privi-
legiadas de la corrupción... Sucede en esto como si el Estado cons-
truyese esclusas sobre una corriente, la del flujo económico de rentas,
sin otra necesidad que la de permitir la percepción de peajes clan-
destinos por sus agentes», que así reciben una buena suma para sus
bolsillos. Recordemos en este sentido la fórmula de Robert E.
Kliegaard15, C = M+D-T, en que C es el grado de corrupción; M, el
grado de monopolio; D es un índice que mide la discrecionalidad de
la Administración, y T es la transparencia del sistema.

Cuando el Estado no era capaz, como sucedía con el Antiguo
Régimen, de pagar a sus empleados de manera adecuada y segura, o
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cuando las reglamentaciones e intervenciones se multiplicaban y lle-
gaban al límite de lo soportable, la situación se agravaba. Lisa y lla-
namente, la corrupción permite al sistema escapar de la famosa cur-
va de Laffer. Por supuesto que, como señala F. T. Lui16, en los países
del Tercer Mundo el funcionario corrupto no es menos eficaz que el
honrado. Sin ir más lejos, Joseph La Palombara17 ha defendido esto
como explicación de los éxitos económicos de Italia. De alguna ma-
nera parece que volvemos a los mandamientos de Mandeville.
Nathaniel H. Leff señalará en ese sentido18 que «si el Gobierno se
equivoca en sus decisiones, el camino que se sigue tras la corrupción
puede ser lo mejor». Por su parte, Samuel P. Huntington dirá lo que
sigue y que ha tenido alguna difusión19: «En relación con el creci-
miento económico, la única cosa peor que una sociedad con una bu-
rocracia rígida, supercentralizada y deshonesta, es una con una bu-
rocracia rígida, supercentralizada y honrada.» Como frase está muy
bien, pero nada tiene que ver con un contraste con la realidad, bien
visible en dos casos muy diferentes. La Rusia comunista –que tenía
corrupción– tenía un desarrollo más fuerte que el de la caótica y co-
rrupta situación actual, con los funcionarios vinculados a las mafias.
El Japón del corrompido partido liberal-democrático, gracias a una
aceptable burocracia, ha logrado superar el freno de esa corrup-
ción20. El teorema de Coase puede acabar por ser aquí pertinente y,
desde luego, el análisis coste-beneficios tiene aquí mucho que decir.
Pero lo que está claro para un país industrial como es España es que
si no se disminuyen las reglamentaciones, se fortalecerá esta planta
parasitaria, y lo es en grado sumo, a pesar de que pudiera creerse que
el automatismo arregla las cosas, porque la asignación adecuada de
recursos resulta tan en exceso perturbada, que no existe la menor po-
sibilidad de creer que así se llegue a una especie de vía alternativa co-
rrompida. Por otro lado, lo que es evidente es que algunos creemos
que la corrupción es mala por sí misma. Basta indicar que cuando
avanzan las conductas irregulares, surge automáticamente la pre-
gunta: ¿Por qué no yo?, cuando bastantes personas descubren algún
mecanismo corrompido pero aceptablemente seguro. Una sociedad
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inmoral, y lo es la que acepta la corrupción, quizá pudiera no alterar
el volumen del PIB, pero sí, y mucho, el bienestar neto.

Para compensar esta pérdida surge una tentación. Montesquieu la
explicó muy bien en 1748 en De l’esprit des lois21, advirtiendo contra las
soluciones populistas que a veces intentan paliar estas caídas en el
bienestar que provoca la corrupción, porque «los poderes corruptos,
para acallar protestas, pueden llegar a entregar al pueblo incluso la
totalidad de la riqueza pública. Éste se encontrará con que, a la pere-
za que se deriva de la recepción de estos fondos, se unen las diversio-
nes derivadas del lujo. Pero esta pereza y este lujo no pueden ser sos-
tenidas por ningún Tesoro público, por muy grande que sea... No se
puede otorgar mucho al pueblo, sin sacar aún más de él... Conforme
el pueblo crea que saca ventaja [de esta situación] más se aproxima el
momento en que va a perderla. Aparecen pequeños tiranos, que tie-
nen todos los vicios de uno solo. Pronto lo que queda de libertad re-
sulta insoportable. Se alza un solo tirano. Y el pueblo lo pierde todo,
incluidos los logros que había conseguido con su corrupción».

En el artículo de Daniel M. Hausman y Michael S. McPherson,
«Taking ethics seriously. Economics and contemporary Moral
Philosophy»22, se aclaran cómo cuestiones de filosofía moral influyen
en la economía –piénsese, sin ir más lejos, entre nosotros, con la dis-
cusión sobre si el derecho de propiedad era, o no, de derecho natu-
ral–, pero también cómo también existe una evidente influencia de la
economía sobre la moral. Como señalan estos autores, ¿cómo los tra-
bajos de Kenneth Arrow sobre el teorema de la imposibilidad o la pa-
radoja liberal de Amartya Sen no van a influir en los moralistas?
Muchos trabajos en la teoría de los juegos, en la teoría de la elección
social, en la medida del bienestar, «retan a los moralistas a que articu-
len mejor sus puntos de vista y les han ayudado a hacerlo»23. Incluso
algunos filósofos morales se quejan de que esta influencia es demasia-
do grande, y que por atender las aportaciones de la teoría económica
los moralistas abandonan en exceso campos tan importantes como el
de le historia social y el de la historia de la filosofía en cuanto fuentes
del conocimiento de su propia y concreta línea del pensamiento24.
Pero, sobre todo, si no planteamos cuestiones morales, los economis-
tas corremos el riesgo de no entender nada, al menos por cuatro mo-
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tivos. En primer lugar, porque «la moralidad de los agentes económi-
cos influye en las conductas y, por ello, influye en los acontecimientos
económicos». Concretamente, el papel de las normas morales es fun-
damental para la economía del trabajo, para la economía de la orga-
nización y para las cuestiones relacionadas con el desarrollo económi-
co25. En segundo término, la economía del bienestar se erige sobre
los fuertes –también muy debatidos– pilares de las proposiciones
morales. La tercera causa de este enlace es que la política del sector
público no puede ser planteada sin unir cuestiones morales y tomas de
posición de la economía. Finalmente, «la economía positiva y la nor-
mativa se encuentran frecuentemente entremezcladas. Para compren-
der la importancia moral de la economía positiva es preciso compren-
der, a su vez, los principios morales que determinan tal importancia»26.

Debemos añadir una cuestión, especialmente relevante para
España, al ser un país con una fuerte mayoría de católicos y, simultá-
neamente, con una cultura que no se explica sin contar con la Iglesia.
En este sentido debe señalarse que la doctrina de la Iglesia católica la
ha expuesto Juan Pablo II en la encíclica Veritatis splendor, publicada el
6 de agosto de 1993, que el cardenal Ratzinger calificó como «el do-
cumento más trascendental del pontificado de Juan Pablo II». En
esta encíclica se lee: «El obrar humano no puede ser valorado (como)
moralmente bueno sólo porque sea funcional para alcanzar este o
aquel fin que persigue, o simplemente porque la intención del sujeto
sea buena»27, a lo que agrega: «La vida moral posee un carácter te-
leológico esencial, porque consiste en la ordenación deliberada de los
actos humanos a Dios, sumo bien y fin (telos) último del hombre. Pero
esta ordenación al fin último no es una dimensión subjetivista que de-
penda sólo de la intención. Aquélla presupone que tales actos sean en
sí mismos ordenables a este fin, en cuanto son conformes al auténtico
bien moral del hombre, tutelado por los mandamientos»28. Por eso, al-
go más adelante29 explicará prolijamente cómo las conductas corrup-
tas son moralmente inaceptables. En su ponencia ¿Por qué hay que ser
ético en los negocios? La «Veritatis splendor» y el mundo de la empresa30,
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30 Manejo el texto multicopiado de esta ponencia presentada por Rafael Termes

en las Jornadas de Empresarios Castellanos, Valencianos y Aragoneses, celebradas en
Tordesillas (Valladolid), Rafelbuñol (Valencia) y El Grado (Huesca), los días 5 de mar-
zo y 15 y 16 de abril de 1994.



Rafael Termes señala que la línea de la encíclica es un ataque a la éti-
ca consecuencialista que afirma que el ser ético resulta rentable para la
propia empresa. Dejemos aparte de que esto sea verdad, o no.
Antonio Argandoña31 sostendrá que «en un ambiente corrupto, la em-
presa puede actuar con ambigüedad y oportunismo, haciendo decla-
raciones de honradez al tiempo que cede a extorsiones u ofrece co-
misiones de modo más o menos encubierto. O, alternativamente,
puede establecer una política de absoluta transparencia, con reglas
inequívocas, controles rigurosos y contundencia en la respuesta a ac-
ciones deshonestas. El ambiente ético en la empresa será muy distin-
to en un caso y en otro. En el primero es probable que «no le quede
otro remedio» que ceder a las presiones; en el segundo, su propio ta-
lante moral será una fortaleza ante el entorno corrupto, minimizan-
do los problemas». Pero ahí no está el quid de la cuestión. Como dice
Termes en su trabajo, no intenta dejar la impresión de que pretende
«defender la falsa idea de que tenemos que comportarnos bien por-
que así nos irá mejor. No. Eso sería tanto como intentar vender mer-
cancía averiada. Tenemos que comportarnos éticamente siempre, con
independencia de las consecuencias que de ello se sigan. «Lo que im-
porta es la virtud, el premio de la virtud es ella misma»32. Hay que ser
ético no sólo aunque no haya premio para ello, sino incluso en el su-
puesto de que, como ahora desgraciadamente contemplamos con de-
masiada frecuencia, la sociedad aplauda al inmoral y desprecie al vir-
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31 Ob. cit., págs. 47-48. Parece claro ahora que esto no es un consejo equivoca-
do. Algún día, en torno a las derivaciones del llamado asunto Filesa, se observará la
resistencia ofrecida por el Banco Popular Español a participar en la entrega de fon-
dos a la empresa mencionada y los beneficios, y no perjuicios, que le deparó esta ac-
titud ante la manifiesta corrupción inmersa en este asunto. Conviene recordar, en es-
te sentido, que el asunto Filesa da toda la impresión de ser análogo del denominado
asunto Gambino, quien nos muestra el sistema de financiación del partido socialista a
través del montaje de los «servicios de estudios» de Urba. Como señalan al exponer
este sistema Christophe BOUCHET, en Tapie: l’homme d’affaires, Editions du Seuil, París,
1994, y David BUCHAN, en «Robin Hood or just a hoodlum», en Financial Times, 5 ju-
lio 1994, pág. 19, políticos socialistas solicitaban de compañías que deseaban mante-
ner contratos con el sector público que pagasen una comisión a Urba a cambio de es-
tudios que esta entidad les entregaría para mejorar el conocimiento de alguna parte
del proceso económico. Tal entrega nunca se realizaba. El procedimiento judicial
contra Henri Emmanuelli se basó en Francia en este planteamiento. Siempre me lla-
mó la atención que nadie hablase en España de este paralelismo. Personalmente, a
causa de mi voto particular en el asunto Filesa, en el Tribunal de Cuentas, consideré
impertinente aludir  a él. Al cabo de muchos años ya creo que se puede mencionar
este paralelismo. Gambino creía que también existía corrupción en la derecha fran-
cesa, pero que ésta «estaba más atomizada, con políticos derechistas que reciben di-
nero, normalmente líquido, para sí mismos y una pizca para su partido».

32 Señala Termes que esta cita es de John LOCKE, en Enseñanzas sobre la ley de la
naturaleza, VIII.



tuoso. «Si yo me comporto en contra de la moral, puede ser que ob-
tenga beneficios en ello, pero internamente valdré menos. Si me porto
correctamente conmigo y con mis semejantes, valdré más, aunque ex-
ternamente tenga menos. La aplicación de esta cultura del ser frente a
la cultura del tener me conducirá, como ya decía Aristóteles, a la feli-
cidad, la que deriva de la conciencia del deber cumplido, aunque, a
consecuencia de mi comportamiento, moralmente correcto, mi vida,
a los ojos del mundo, parezca un infortunio».

La indagación de las conductas corruptas y la consideración de por
qué éstas son disolventes, o no, por todo lo dicho no puede ser deja-
do a un lado. Y lo que se obtiene es muy importante; en este sentido,
el resultado de una serie de investigaciones cuantitativas que afectan
a España, debe preocuparnos. Por una parte, se encuentra el índice
de Mauro, o índice de eficacia de la estructura del sector público. Se
calcula como la media aritmética simple de unos índices previos de co-
rrupción, de burocratización y de eficacia del sistema legal33. Los cua-
dros adjuntos muestran el concepto que entonces se tenía de España
en cuanto corrupción. Las cifras son disparatadas muchas veces.
Pensemos en el 10 de Francia y a lo que a poco estalló34.

La otra estimación es la de 54 países de Transparency Internatio-
nal para 1996. Es una especie de «opinión de opiniones», pues tales
opiniones se toman de varias fuentes, fundamentalmente de emple-
ados en empresas e instituciones multinacionales. Por eso es necesa-
rio tener en cuenta la varianza y conocer el número de opiniones re-
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33 Cf. Paolo MAURO: «Corruption and growth», en Quarterly Journal of Economics,
agosto 1995, vol. 110, nº 3, págs. 681-712, basado en una amplia encuesta en 70 paí-
ses en los años 1980-1983, que se apoya en las opiniones de hombres de negocios ex-
tranjeros, no nacionales.

34 Cf. sólo en L’Express de 27 de octubre de 1994, de Sylvie PIERRE-BROSSOLETTE:
Jeu de massacre, págs. 9-11; de Gilles GAETNER, À la poursuite de la caisse noire. Cinq comp-
tes au Luxembourg: le «trésor de guerre» du Parti républicain?, págs. 11-13; de Florent
LECLERCQ: On l’appelait la génération morale, págs. 14-16; de Bernard MAZIÈRES: La
gauche revient aux affaires, pág. 17; de Eric CONAN: La justice reprend son cours, págs. 18-
20, y de Jean-Claude CASANOVA: La France n’a pas la fièvre, pág. 19. Podría decirse que
esto era impensable en 1980-83. Pero recordemos que el asunto de los diamantes de
Giscard d,Estaing, que le costará la elección presidencial en 1984, es de 1981, y que
a comienzos de los años 80 se crearon las Cámaras Regionales de Cuentas porque el
Tribunal de Cuentas se encontraba superado por las irregularidades encontradas;
cf. Jean-Luc MATTHIEU: Alerte à la corruption! Un basculement de la société, en Le Monde,
5 julio 1994, suplemento L’Économie, pág. XI. Véase también, sobre la corrupción en
Francia, el número casi monográfico de Le Point el 22 de octubre de 1994, nº 1.153
titulado en la portada «France. Corruption. Tout va exploser. Pourquoi la machine
judiciaire ne peut plus s’arrêter», donde se puntualiza (pág. 36) cómo el desbarajus-
te corrupto que reinaba se remontaba nada menos que al gran desarrollo de las ca-
jas de los partidos políticos en los años 80. ¿Para qué seguir?
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CLASIFICACIÓN DE LA CORRUPCIÓN PERCIBIDA 1996

N.° de 
País

Media
Varianza

N.° de
orden de corrupción opiniones

1 Nueva Zelanda 9,4 0,39 6

2 Dinamarca 9,3 0,44 6

3 Suecia 9,1 0,30 6

4 Finlandia 9,1 0,23 6

5 Canadá 9,0 0,15 6

6 Noruega 8,9 0,20 6

7 Singapur 8,8 2,36 10

8 Suiza 8,8 0,24 6

9 Holanda 8,7 0,25 6

10 Australia 8,6 0,48 6

11 Irlanda 8,5 0,44 6

12 Gran Bretaña 8,4 0,25 7

13 Alemania 8,3 0,53 6

14 Israel 7,7 1,41 5

15 Estados Unidos 7,7 0,19 7

16 Austria 7,6 0,41 6

17 Japón 7,1 2,61 9

18 Hong Kong 7,0 1,79 9

19 Francia 7,0 1,58 6

20 Bélgica 6,8 1,41 6

21 Chile 6,8 2,53 7

22 Portugal 6,5 1,17 6

23 Africa del Sur 5,7 3,30 6

24 Polonia 5,6 3,63 4

25 República Checa 5,4 2,11 4

26 Malasia 5,3 0,13 9

27 Corea del Sur 5,0 2,30 9

28 Grecia 5,0 3,37 6

29 Taiwán 5,0 0,87 9



cogidas. Aquí los datos, que repetimos no son índices de su magni-
tud, sino de la opinión que se tiene sobre su magnitud, son más ló-
gicos, y en ellos también la situación española es muy mala, con el
puesto 32.
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CLASIFICACIÓN DE LA CORRUPCIÓN PERCIBIDA 1996

N.° de 
País

Media
Varianza

N.° de
orden de corrupción opiniones

30 Jordania 4,9 0,17 4

31 Hungría 4,9 2,19 6

32 España 4,3 2,48 6

33 Turquía 3,5 0,30 6

34 Italia 3,4 4,78 6

35 Argentina 3,4 0,54 6

36 Bolivia 3,4 0,64 4

37 Tailandia 3,3 1,24 10

38 México 3,3 0,22 7

39 Ecuador 3,2 0,42 4

40 Brasil 3,0 1,07 7

41 Egipto 2,8 6,64 4

42 Colombia 2,7 2,41 6

43 Uganda 2,7 8,72 4

44 Filipinas 2,7 0,49 8

45 Indonesia 2,7 0,95 10

46 India 2,6 0,12 9

47 Rusia 2,6 0,94 5

48 Venezuela 2,5 0,40 7

49 Camerún 2,5 2,98 4

50 China 2,4 0,52 9

51 Bangladesh 2,3 1,57 4

52 Kenia 2,2 3,69 4

53 Pakistán 1,0 2,52 5

54 Nigeria 0,7 6,37 4



La escala es también 10 para ninguna corrupción, y 0 para una
corrupción máxima.

Finalmente añadamos esta matriz que se debe a Mariano
Grondona, y que conviene tener en cuenta35:

Todo esto nos conduce a la necesidad, por una parte, de eliminar
una causa evidente de esta situación corrupta: el sistema corporati-
vizado-cartelizado-intervencionista, con un conjunto apreciable de
empresas propiedad del sector público, o controladas por él, y res-
tablecer el orden del mercado lo más posible y, también, lo antes po-
sible. Pero, al mismo tiempo, en el sector público debe imperar el es-
píritu prescrito por Canga Argüelles hace dos siglos y al que me he
referido. El papel del Tribunal de Cuentas y de los diversos Órga-
nos de Control Externo (OCEX) de las Autonomías pasa así a ser
central. Como todo esto, para ser eficaz, precisa también de un con-
vencimiento general de la sociedad de que debe existir, en relación
con la conducta ante el dinero, de un marco de mandamientos éti-
cos muy claros, cuya ruptura ha de provocar desprecio social –sobre
las consecuencias de la pérdida de este marco de referencia moral
ha escrito en España cosas muy sagaces Víctor Pérez Díaz al analizar
la conducta de quienes acabaron por tomar el mando en la
Transición–, en el fondo eso que se llama control fiscalizador se pue-
de reducir a que existan empresarios que sepan vivir la libre com-
petencia, a funcionarios que acomoden sus conductas a cánones éti-
cos muy estrictos y que estén bien pagados –la baja corrupción de
Singapur, rodeado de países corrompidos se explica, según el eco-
nomista del Banco Mundial, Ed Campos, porque los funcionarios
«están muy bien pagados en relación a los sueldos de las personas
empleadas en el sector privado y a los empleados públicos de otros
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35 Mariano GRONDONA: ob. cit., pág. 62.

Nivel de Índice de
Región

corrupción castigo

Muy bajo Severo Europa escandinava, Suiza, Reino Unido

Alto Severo Estados Unidos 

Sistemático Endureciéndose Europa del Sur

Sistemático Endeble Iberoamérica

Sistemático Laxo Europa del Este

Sistemático Inexistente África (cleptocracia)



países», aunque eso sí, con fuertes penalizaciones para los casos de
corrupción–36, y, finalmente, que un buen sistema educativo logre
que toda la sociedad le repugne la corrupción. Todo esto ha de ac-
tuar conjuntamente, porque, de otra manera, el esfuerzo no servi-
ría para gran cosa.
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36 Cf. «El coste de la corrupción», un artículo aparecido originalmente en
Business Week y reproducido en El Economista, de Buenos Aires, 3 de diciembre de
1993, pág. 21. Cuando el Gobierno español me envió a Guinea Ecuatorial para
orientar nuestra conducta en relación con ese país en la primera etapa de Teodoro
Obiang, en la época del embajador Graullera, aconsejé esta medida al presidente
que, desdeñosamente, me indicó que el Gobierno salido del denominado Golpe de
libertad superaría el problema con castigos ejemplares.



1. INTRODUCCIÓN

En este número de la REVISTA ESPAÑOLA DE CONTROL EXTERNO
dedicado de modo preferente a la corrupción, me ha correspondido
analizar las posibilidades y limitaciones del Tribunal de Cuentas en el
control de esta lacra. Asumo esta tarea con agrado, si bien debo con-
fesar que, cuando se me asignó este tema, no caí en la cuenta de la
ambigüedad de los sustantivos que componían el título del artículo
que se me había propuesto. En efecto, aunque no lo parezca a pri-
mera vista, los términos «control», «corrupción» e, incluso, «Tribunal
de Cuentas» pueden ser entendidos de forma muy diferente, depen-
diendo de quién los use o quién los perciba.

Existen, en primer lugar, muchos tipos de control. Así, atendien-
do al grado de vinculación del controlador con el controlado, cabe
distinguir entre el control establecido en el seno de este último, que
se conoce como control interno, y el que se encarga a una institución

El control de la corrupción por 
el Tribunal de Cuentas: posibilidades 
y limitaciones (*)

Miguel Ángel Arnedo Orbañanos
Consejero del Tribunal de Cuentas

61

(*) Una versión previa de este artículo fue discutida con Javier Corral Pedruzo,
Director Técnico del Departamento de Fiscalización de la Administración Económica
del Estado, y los siguientes Subdirectores del mismo Departamento: Elena Aspe
Hernanz, Juan Carlos López López y Marta Olascoaga Zubiaga. Todos ellos aporta-
ron sugerencias y propusieron modificaciones que contribuyeron a mejorar el texto
inicial. Quede constancia mediante esta nota del reconocimiento de quien suscribe
este trabajo, único responsable de los errores y defectos que en él puedan encon-
trarse.



ajena, en cuyo caso se denomina control externo. Asimismo, el
control puede ser previo al acto que se desea verificar o posterior al
mismo, conociéndose entonces como consuntivo. Para empezar,
precisando el contenido de este trabajo, me referiré en el mismo al
control externo y consuntivo, que es el propio de la mayoría de los
Tribunales de Cuentas.

El término «Tribunal de Cuentas», por su parte, no abarca la va-
riedad de instituciones encargadas de realizar el control externo y
consuntivo. Se trata, probablemente, de la modalidad más cercana a
los españoles, que contamos con un Tribunal de Cuentas desde muy
antiguo. Pero ni siquiera es la única, puesto que funcionan también en
España órganos de control externo en ocho Comunidades Autónomas
(algunos de los cuales, por cierto, presentan mayor afinidad, desde un
punto de vista organizativo, con las Oficinas Generales de Auditoría de
los países anglosajones que con los Tribunales de Cuentas «latinos»).
Siguiendo con el deseo de precisar el objeto de este artículo, se anali-
zarán a lo largo del mismo las actuaciones que puede realizar el
Tribunal de Cuentas del Estado español (en adelante, Tribunal de
Cuentas).

Tampoco es nada preciso el nombre «corrupción». Bien al con-
trario; cuando se repasa la bibliografía sobre el particular, el lector
suele sacar frecuentemente la impresión de que cada autor se ha re-
ferido a un concepto distinto de corrupción, con diferencias más o
menos acentuadas entre unos y otros. En todo caso, los economis-
tas que se ocupan del tema han venido circunscribiendo el estudio
de la corrupción, tal vez injustamente o de forma maniquea, a aque-
llos comportamientos que tienen lugar en el sector público o en los
que se ve involucrada la gestión de fondos públicos. Este artículo se
referirá también, fundamentalmente, a la corrupción «pública»;
pero no tanto por seguir la corriente al uso, sino por atenerse al ca-
rácter de la actividad del Tribunal de Cuentas. Como es conocido,
los ámbitos subjetivo y objetivo de la actuación de este Órgano sólo
cubren el sector público y la gestión de los fondos de esta misma na-
turaleza. 

Conviene, en todo caso, delimitar con nitidez el concepto de co-
rrupción que puede ser objeto de control por el Tribunal de Cuentas.
Se dedicará, por ello, el próximo apartado a repasar diferentes defi-
niciones atribuidas a la corrupción por la doctrina, para concluir pre-
sentando la que parece acomodarse mejor a las funciones del Tri-
bunal. Más adelante, en el apartado 3, se hará un breve repaso del
tratamiento teórico que ha recibido la corrupción por parte de los
economistas. Esta panorámica permitirá hacer un resumen, en el
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apartado 4, de las ideas sobre la corrupción que pueden considerar-
se hoy en día como generalmente aceptadas por la doctrina. El apar-
tado 5 se dedicará a describir brevemente las funciones del Tribunal
de Cuentas, así como los medios y las competencias que le atribuyen
la Constitución y las Leyes para llevarlas a cabo. Con estos antece-
dentes, en el apartado 6 se analizarán las posibilidades del Tribunal
de Cuentas para controlar y combatir la corrupción, así como las li-
mitaciones con las que debe enfrentarse en el desempeño de esta ta-
rea. Por último, en el apartado 7 se resumirán las principales conclu-
siones que pueden extraerse del análisis realizado.

2. EL CONCEPTO DE CORRUPCIÓN

Según la tercera acepción del diccionario de la Real Academia
Española, corromper significa: «Sobornar o cohechar al juez, o a cual-
quiera persona, con dádivas o de otra manera.» A su vez, sobornar es:
«Corromper a uno con dádivas para conseguir de él una cosa.» Y cohechar:
«Sobornar, corromper con dádivas al juez, a persona que intervenga en el jui-
cio o a cualquier funcionario público, para que, contra justicia o derecho, ha-
ga o deje de hacer lo que se le pide.»

En la literatura especializada nos encontramos con diferentes de-
finiciones de corrupción. En su artículo «The Economics of
Corruption», Susan Rose-Ackerman (1975) [1] describe la corrupción
como una transferencia ilegal o no autorizada de dinero o especie
sustitutiva a un agente, para inducirle a situar sus propios intereses
por encima de los objetivos de la organización en la que trabaja. Jeans
Christoher Andvig (1991) [2], por su parte, distingue entre la co-
rrupción política y la económica, en función de la naturaleza de la ga-
nancia que el corrupto pretenda obtener. Y, dentro de la económica,
centra su estudio, básicamente, en aquellos fenómenos que suelen en-
globarse dentro del soborno y la extorsión. En su criterio, se encua-
dran en estas dos figuras las acciones ilegales, entre un miembro de
una organización y un agente externo a ella, en las que aquél utiliza
su poder de decisión o la información de que dispone para obtener
una ganancia económica.

Andrei Shleifer y Robert W. Vishny (1993) [3] enfocan su estudio
sobre lo que denominan corrupción gubernamental, a la que definen
como «la venta por funcionarios del gobierno de propiedad gubernamental,
con el propósito de obtener ganancias personales». Estos autores establecen
además una distinción muy interesante entre lo que llaman «corrup-
ción con robo» y «corrupción sin robo». En la primera, el funcionario
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se queda con el precio del bien gubernamental1 que cobra, mientras
que en la segunda devuelve al Gobierno el precio del bien, instru-
mentándose el beneficio del agente corrupto mediante un sobre-
precio.

Pranab Bardhan (1997) [4], como la mayoría de quienes escriben
sobre este tema, reconoce el carácter resbaladizo del término corrup-
ción. No obstante, intenta delimitarlo estableciendo las diferencias
que, a su juicio, existen entre corrupción, ilegalidad e inmoralidad.
Ello le permite concluir con acierto que no todas las corrupciones son
ilegales o inmorales, ni viceversa. Y, con ese mismo propósito clarifi-
cador, distingue también entre diversas clases de corrupción: la pri-
vada y la pública, por un lado, atendiendo al sector en que se desa-
rrolle; y la política y la económica, por otro, en función del tipo de
beneficio que se reciba a cambio. 

Por su parte, Robert Klitgaard (1988) [5], con un planteamiento
más pragmático, elude buscar su propia definición. En lugar de ha-
cerlo prefiere analizar casos concretos de corrupción y extraer de
ellos enseñanzas de aplicación general sobre la forma de controlar y
combatir este fenómeno. Ello no le impide citar, como una de las de-
finiciones de corrupción más aceptadas, la siguiente: «El comporta-
miento que se desvía de las obligaciones formales de un puesto público, en bus-
ca de unas ganancias privadas de tipo pecuniario o de estatuto; o que viola las
reglas contra el ejercicio de ciertos tipos de comportamiento privado.» Más
recientemente, Paolo Mauro (1998) [6] vuelve a limitar el concepto
de corrupción a la que se registra en el sector público, definiéndola
como «el abuso de un cargo público para obtener beneficios privados».

Ese nexo entre corrupción y enriquecimiento derivado del abuso
de la función pública se encuentra también en varios pronuncia-
mientos de las Memorias de la Fiscalía General del Estado. En con-
creto, en la Memoria correspondiente a 1995 la corrupción aparece
determinada, en cuanto actividad delictiva, por dos caracteres «fun-
damentales y específicos»; uno de los cuales, de naturaleza subjetiva, con-
siste en que sólo pueden ser sujetos activos de corrupción quienes os-
tenten la condición de autoridad o funcionarios públicos, en los
términos del artículo 119 del Código Penal (de 1973). El otro ele-
mento, de naturaleza objetiva, reside en que la actuación de dichas
personas suponga un ataque directo al adecuado funcionamiento de
las instituciones y organismos de la Administración Pública, incidien-
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do de manera primaria y esencial en el interés genérico de la colecti-
vidad.

Estos dos elementos no son suficientes, a juicio de la Fiscalía, para
que una infracción delictiva adquiera la categoría de corrupción pro-
piamente dicha. A estos efectos, resulta necesario que en la conducta
delictiva de los funcionarios se dé también una «nota de generalización
y frecuencia». La corrupción aparece, así, definida en la Memoria de
1995 como «aquellas acciones u omisiones, dolosas o culposas que, pudiendo
ser constitutivas de una o varias infracciones delictivas, se realizan por auto-
ridad o funcionario prevaliéndose de su cargo, ya sea con miras a un injusto
enriquecimiento o a la obtención de cualquier otro fin, siempre que, por su tras-
cendencia, incidan directa y gravemente en el buen orden y gobierno de la co-
lectividad con grave desprestigio de sus instituciones».

No obstante, la Instrucción de la Fiscalía General del Estado de
15 de enero de 1996, que establece las competencias y organización
de la Fiscalía Especial para la Represión de los Delitos Económicos re-
lacionados con la corrupción, acepta la posibilidad de que determi-
nadas conductas de particulares se encuadren en este concepto y cai-
gan, por tanto, dentro de la competencia de dicha Fiscalía Especial.
Éste sería el caso de aquellas actuaciones de particulares que, por su
gravedad y trascendencia económica y social, pusieran en peligro o
causasen grave daño a los intereses públicos, afectando seriamente a
las instituciones que constituyen el sistema constitucional. 

Desde la óptica del Tribunal de Cuentas, el fenómeno a controlar
en el ámbito de la corrupción es, a mi entender, el constituido por
toda acción u omisión voluntaria, por parte de quien tiene encomen-
dada la gestión de fondos públicos, que acarree un uso ilícito de los
mismos o contrario a los principios de eficacia, eficiencia y economía,
y que genere a cambio un beneficio personal para quien las comete,
así como para quien las financia o un tercero. Más adelante, en el
apartado 6 de este trabajo, se desarrollará esta idea a la luz de las fun-
ciones y competencias del Tribunal de Cuentas.

3. TRATAMIENTO TEÓRICO DE LA CORRUPCIÓN

Andvig (1991) señala con acierto que el fenómeno de la corrup-
ción es el lugar de encuentro de varias disciplinas de las ciencias so-
ciales. No obstante, desde la óptica que aquí nos preocupa, el trata-
miento que interesa analizar es, fundamentalmente, el económico.
En este campo, los primeros estudios sobre la corrupción estuvieron
relacionados con su posible impacto sobre el desarrollo económico.
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Se trata, sin embargo, de una preocupación reciente de los econo-
mistas; a juzgar por la bibliografía al uso, el pionero más eminente
fue Gunnard Myrdal, que publicó en 1968 su archicitado Drama asiá-
tico [7]. Además, como apunta Arvin K. Jain (1998) [8], buena parte
de la discusión sobre la corrupción, con algunas excepciones en los
últimos años, ha sido considerada marginal a la corriente principal de
la teoría económica.

En 1975, Rose-Ackerman dio un paso decisivo en el análisis eco-
nómico de la corrupción con el artículo antes citado «The Economics
of Corruption». El modelo utilizado por Rose-Ackerman contempla
el fenómeno de la corrupción en la contratación del Gobierno. Su
punto de partida es la existencia de un agente (o funcionario) que se
encuentra en una posición de poder, creada por las imperfecciones
del mercado o por una situación institucional, que le permite ejercer
su autoridad con discrecionalidad. En dicho contexto, Rose-
Ackerman estudia la relación entre la estructura del mercado y la in-
cidencia de la corrupción en las compras gubernamentales.

El enfoque referido se basa también en la existencia de una rela-
ción entre el funcionario y su superior2, que es a quien se dirigen las
conclusiones del análisis. Esta perspectiva ha sido adoptada también
por otros muchos autores, entre los que se encuentran los ya men-
cionados Klitgaard (1988) y Shleifer y Vishny (1993). En términos ge-
nerales, con dicho planteamiento se pretenden identificar y caracte-
rizar posibles comportamientos corruptos, así como las situaciones
bajo las que se producen, para determinar la forma de combatirlos.
La utilización más extrema de este método es, tal vez, la de Klitgaard
(1988), quien obtiene sus conclusiones sobre las medidas aplicables a
partir del estudio de cinco casos reales3.
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contra de la corrupción, con desigual éxito, en otros tantos países. Las actuaciones
analizadas son las siguientes: a) Las acciones emprendidas en 1975 por el Juez Efrén
Plana en Filipinas para combatir la corrupción existente en el Departamento de
Tributos (el equivalente a nuestra Agencia Estatal de la Administración Tributaria);
b) La política llevada a cabo en Hong Kong por la «Comisión independiente contra
la corrupción», a partir de octubre de 1973, para acabar con las prácticas corruptas
en el Departamento de Policía; c) Las medidas adoptadas en Singapur, por la
«Oficina para la investigación de prácticas corruptas», para atajar la corrupción en el
Departamento de Aduanas; d) La actuación desarrollada en Corea por la agencia del
ejército americano encargada de contratar con los residentes de ese país, para fo-
mentar la competencia, y e) La poco eficaz actuación de un funcionario (de un país
real que no se cita) nombrado al frente de una agencia de distribución de alimentos,
para acabar con la corrupción existente en la misma. 



Como señala Arvind K. Jain [9], el modelo de relación entre el
funcionario y su superior puede aplicarse también a los comporta-
mientos de los dirigentes de un país y sus ciudadanos (los cuales, en
este supuesto, pasarían a ser el equivalente de los funcionarios y los
superiores, respectivamente). Este tratamiento permite distinguir en-
tre dos grandes clases de corrupción. De un lado, la que podría cali-
ficarse como burocrática, que surge de la relación entre los líderes y
la burocracia que han de dirigir. De otro, la que Jain denomina co-
rrupción legislativa. Ésta surge de la relación entre los líderes y la ciu-
dadanía y vendría determinada por el mal uso de los poderes del
Gobierno. Hasta ahora, la mayoría de los estudios se han ocupado,
sin embargo, tan sólo de la primera modalidad.

En términos generales, puede decirse que en el fondo de todos es-
tos análisis subyace una consideración básica que cabría calificar de
«microeconómica». En efecto, todos ellos se basan en la idea de que
un funcionario dispuesto a corromperse sólo actúa de ese modo si el
coste de su acción es inferior al beneficio que obtiene. En su versión
más simple, el modelo aparece descrito por Shleifer y Vishny (1993)
para el caso de la concesión por el Gobierno de algún tipo de autori-
zación o permiso. A estos efectos se parte de la existencia de un go-
bierno productor de un único bien, que es homogéneo y para el que
existe una demanda privada. Dicho bien permite al agente del sector
privado desarrollar una actividad económica que, en ausencia del
mismo, le sería vedada. El funcionario puede negarse a dar el bien
sin el riesgo de ser castigado y actúa como un monopolista, tratando
de maximizar las ganancias obtenidas de la corrupción. Bajo estos
parámetros, el punto de equilibrio que marca el nivel de corrupción
viene determinado por el lugar de la curva de demanda del bien gu-
bernamental en el que se igualan el coste marginal para el funciona-
rio de facilitar el bien y el ingreso marginal derivado de su compor-
tamiento.

En el caso de «corrupción con robo», el precio que el corruptor
paga es igual al soborno. Por este motivo, el funcionario puede ma-
ximizar sus ganancias situando lo que cobra por debajo del precio ofi-
cial del bien y aumentando la oferta del mismo. Bajo dicho supuesto,
la corrupción generaría, por tanto, una reducción del precio del bien
gubernamental y un aumento de la oferta. Paralelamente, al no exis-
tir incentivo por parte del comprador para denunciar la actitud del
funcionario, se crea un aliciente para que la corrupción se propague.
La «corrupción sin robo», por el contrario, incrementaría el precio
del bien y reduciría su oferta respecto de la situación normal de mer-
cado. 
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Cuando se levanta la vista de este modelo simple para aproximar-
se algo más a la realidad, se encuentra uno con la existencia de varios
bienes gubernamentales complementarios y diversos funcionarios o
agencias del Gobierno. En este caso, la estructura del mercado es im-
portante, pudiendo producirse tres situaciones alternativas, según los
citados Shleifer y Vishny (1993). En una de ellas, los funcionarios se
confabulan para repartirse el dinero, operando como un único mo-
nopolista. En otra, los funcionarios venden los bienes gubernamen-
tales por separado, actuando como monopolistas independientes en
su deseo por maximizar sus ganancias. Por último, en la tercera, los
funcionarios competirían en la provisión de bienes gubernamentales,
lo que presionaría a favor de la desaparición de los sobornos.

Aplicando a dichas hipótesis los conocimientos sobre formación de
precios de la teoría microeconómica se concluye que, en la primera de
las tres hipótesis anteriores (es decir, cuando existe colusión), el nivel
de soborno resultante es intermedio, mientras que el volumen de ren-
ta total obtenido por los funcionarios corruptos es el más alto. Cuando
cada uno de estos funcionarios se comporta como un monopolista in-
dependiente, el soborno unitario es mayor, pero el producto obteni-
do en conjunto por los funcionarios corruptos se sitúa por debajo del
que resultaría en el caso anterior. Por último, si existiera libre compe-
tencia en la provisión de bienes gubernamentales, el soborno y la ren-
ta total obtenida tenderían a ser cero, mientras que la producción de
bienes gubernamentales sería la más alta de los tres casos. 

Los modelos anteriores no sirven, sin embargo, para explicar el
motivo de las diferencias existentes en el grado de penetración y am-
plitud de la corrupción entre los diferentes países. Sobre este par-
ticular, la literatura proporciona explicaciones muy diversas que van
desde las de tipo sociológico o político (como las diferencias en las cos-
tumbres, el distinto nivel de regulación o el sistema político existen-
te) hasta las que se derivan de modelos de equilibrio múltiple. Dado
el objeto de este trabajo, resultaría excesivo dedicar tiempo y espacio
a describir estos análisis. Puede ser oportuno, no obstante, citar de
pasada el modelo de Andvig (1991), por su especial interés. En esta
construcción lógica, que utiliza un diagrama de Schelling muy ilus-
trativo, se presupone que la ganancia que un funcionario corrupto
espera obtener con su acción depende del número de corruptos4
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existentes en ese momento (lo que significa que todos los funciona-
rios están informados de las acciones de los otros).

El modelo de Andvig ayuda a explicar cómo dos países pueden
experimentar niveles de corrupción muy diferentes, aun cuando es-
tén dotados de sistemas políticos y económicos similares. Arroja, ade-
más, una explicación sobre la forma en que, tanto el nivel de corrup-
ción existente en un país determinado como su lejanía o proximidad
de lo que considera el nivel de equilibrio, inciden en la evolución que
experimente hacia un aumento o disminución del nivel existente. En
otras palabras, la mayor o menor proximidad del grado de corrup-
ción de un país a lo que cabría considerar el nivel de equilibrio de-
terminaría la mayor o menor eficacia de las medidas anticorrupción
que pudieran establecerse en el mismo.

El problema reside, entonces, en explicar el mecanismo que de-
termina el nivel de corrupción de un país en un momento dado.
Sobre este particular, así como sobre los efectos económicos genera-
dos por la corrupción, existen también bastantes modelos, en su ma-
yoría de tipo estadístico o econométrico. No obstante, el análisis de los
mismos, que en buena medida se dedican a corroborar explicaciones
parciales del fenómeno de la corrupción establecidas de antemano,
nos alejaría del propósito de este trabajo. A dichos efectos, parece más
útil establecer un compendio de las ideas que cabe considerar a es-
tas alturas como generalmente aceptadas en la literatura sobre la
corrupción. A ello se dedicará el siguiente apartado.

4. ALGUNAS IDEAS GENERALMENTE ACEPTADAS 
SOBRE LA CORRUPCIÓN

En el estadio actual de la literatura sobre la corrupción, las si-
guientes ideas pueden considerarse ampliamente aceptadas por la
doctrina:

a) La corrupción perjudica al desarrollo económico al afectar de
manera muy negativa a la inversión. Otras vías a través de las cuales
la corrupción reduce el crecimiento económico, si bien de menor en-
tidad que la anterior, son: la rebaja que ocasiona en la calidad de las
infraestructuras y los servicios públicos; la disminución de los ingre-
sos fiscales que acarrea; la generación en los individuos de preferen-
cias por la obtención de ganancias no productivas (el típico estraper-
lo, tan conocido de los españoles) frente a las productivas, o el
refuerzo de las preferencias ya existentes por las primeras; y, sobre
todo, la distorsión que introduce en la composición de los gastos pú-
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blicos5. Determinados autores sostienen, sin embargo, que, en algu-
nos países subdesarrollados donde existe un alto grado de regula-
ción, la corrupción puede mejorar la eficiencia y ayudar al creci-
miento económico. Los argumentos que se presentan a favor de esta
tesis se basan, sin embargo, en simplificaciones de la realidad, casi
siempre excesivas. Resulta, por otra parte, fácil de comprobar que la
corrupción, en lugar de «engrasar las ruedas» de la Administración,
suele servir para «engrasar las ruedas equivocadas»; las cuales tien-
den a aumentar en número con el transcurso del tiempo y la inacti-
vidad en combatirlas. Por todo ello, esta línea de pensamiento puede
considerarse hoy minoritaria.

b) La corrupción es más perjudicial para la economía de un país
que los impuestos. Frente a quienes sostienen que el efecto económi-
co de los sobornos es equivalente al de los impuestos, parece hoy ma-
yoritariamente asumido el carácter más gravoso de la corrupción.
Los esfuerzos del funcionario corrupto para mantener el secreto e
imposibilitar su detección hacen, además, que los sobornos sean más
perniciosos que los impuestos6. 

c) La evidencia empírica sugiere que la corrupción disminuye con
el crecimiento económico. En este proceso no es raro encontrarse, sin
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5 El deseo por parte de los gestores públicos de obtener beneficios particulares
puede moverles a adoptar decisiones de inversión contrarias a la racionalidad eco-
nómica. En muchos casos, el incremento que se produce en la inversión pública co-
mo consecuencia de la búsqueda de beneficios para los gestores se ve acompañado
de una caída más que proporcional en la inversión privada. Parece bastante claro,
por otra parte, que las prácticas corruptas tienen, entre otras, las siguientes conse-
cuencias sobre la inversión pública: a) La tendencia a emprender proyectos de ele-
vados importes y débil o dudosa rentabilidad económica o financiera (los llamados
«elefantes blancos»); b) Un menor gasto en proyectos de rehabilitación y manteni-
miento; y c) Menores inversiones en educación y sanidad. Además, junto a la menor
productividad de la inversión pública que la corrupción acarrea, se produce en pa-
ralelo una reducción de los ingresos fiscales.

6 Así, como señalan Shleifer y Vishny (1993), los funcionarios corruptos pueden
inducir a que, en la importación o la producción, se produzca una sustitución hacia
los bienes que presentan mayor facilidad para el establecimiento de sobornos. Esta
actitud redunda en un menor beneficio social, que se reduce aún más cuando los be-
neficios del soborno son usados por los funcionarios para asegurar sus posi-
ciones, o por éstos y los sobornados para eludir su descubrimiento. Los patrones de
consumo y producción se ven determinados de este modo por las oportunidades
de corrupción más que por el grado de desarrollo de la economía del país o sus ne-
cesidades tecnológicas. Otro tipo de actuación con similares consecuencias perjudi-
ciales podría consistir en prohibir la entrada de ciertas empresas para mantener los
sobornos sobre las existentes o a impedir la entrada de nuevas empresas, de tecno-
logía más avanzada, ante la imposibilidad de establecer sobornos sobre éstas, fre-
nando de ese modo la renovación tecnológica.



embargo, con un empeoramiento inicial del fenómeno antes de co-
menzar el proceso de mejora. Se ha constatado asimismo que, cuando
se inicia un proceso de transición desde un tipo de economía cerrada
a otra más abierta, se generan muchas posibilidades para el aumento
de la corrupción. Lo cual suele suceder cuando se intenta modificar el
modelo político de sociedad para pasar de un sistema dictatorial a otro
democrático. No obstante, la competencia política y económica operan
al cabo de un cierto tiempo en contra de la corrupción.

d) La corrupción se presenta con mayor intensidad cuando co-
existe con otras formas de insuficiencia institucional, como la inesta-
bilidad política o la debilidad de los sistemas legislativo o judicial.
Todos estos factores se refuerzan mutuamente, de manera que, a la
inversa, la erradicación de alguno de ellos contribuye a la eliminación
de los otros.

e) Existe una relación bastante estrecha entre la corrupción y la
economía sumergida. Por este motivo, el establecimiento de un siste-
ma impositivo más justo y equitativo es otro de los instrumentos a dis-
posición de los Gobiernos para combatir la corrupción, en la medida
en que con ello se contribuye a erradicar la economía sumergida.

f) El exceso de reglamentación, la asignación burocrática de los
recursos y, en general, el exceso de intervención estatal generan un
clima favorable a la corrupción7. La concentración monopolística de
poder en los funcionarios y el establecimiento de un bajo nivel de re-
tribuciones en el servicio público constituyen también un excelente
caldo de cultivo para la corrupción, sobre todo si ambos factores van
unidos. Algunos estudios apuntan, sin embargo, como más decisivo
que el nivel de salarios, al grado de profesionalidad de los funciona-
rios, su nivel de formación, la puesta al día de sus conocimientos y los
procedimientos para la contratación y promoción del personal.

g) La corrupción colusoria («centralizada», en la terminología de
Bardhan) tiene menores consecuencias adversas sobre la eficacia que
si los funcionarios corruptos no están confabulados. Cuando cada
uno de ellos actúa como un «monopolista independiente», el precio
individual del soborno se sitúa por encima del que resultaría si ac-
tuasen como un «monopolista conjunto». Por su parte, el público tie-
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ne mayor acceso a los bienes gubernamentales cuando existe colusión
entre los funcionarios corruptos.

h) La probabilidad de que se produzca colusión entre los funcio-
narios está directamente relacionada con la severidad con que se cas-
tiguen los comportamientos corruptos y con la facilidad de su detec-
ción. La corrupción se detecta más fácilmente cuanto mejores son los
controles internos y externos instalados, cuanto más homogénea es la
sociedad y cuanto más simple y reducida es la burocracia.

i) La denominada corrupción con robo es más difícil de erradicar
que la corrupción sin robo, porque en el primer supuesto se produce
beneficio tanto para el funcionario corrupto como para quien paga el
soborno.

j) El secreto es un elemento consustancial de los comportamientos
corruptos. Los esfuerzos para evitar la detección de estas prácticas
constituyen un factor perjudicial para el desarrollo de una economía
que se suma a los propios del fenómeno en sí mismo. 

k) El grado de detección de los comportamientos corruptos no
depende únicamente de los recursos que se dediquen a la vigilancia
y a la aplicación de la ley. En el caso de las adquisiciones guberna-
mentales, por ejemplo, la estructura del mercado en el que se actúa
es también un factor muy importante, pudiéndose hablar de condi-
ciones más proclives que otras a la aparición de conductas deshones-
tas. Así, es aconsejable en este campo que el Gobierno procure com-
prar bienes que son también objeto de comercio privado, debiendo
esmerarse en especificar con la mayor precisión posible sus preferen-
cias sobre las características de los bienes que adquiere y sobre las con-
diciones de compra. Si la naturaleza de los bienes que necesita ad-
quirir el Gobierno los sitúa fuera del comercio privado, deben
establecerse las medidas adecuadas para evitar cualquier vaguedad
en las instrucciones a los funcionarios encargados de realizar la com-
pra. Y, si esta opción resultara difícil de ponerse en práctica para al-
gunos bienes, cabe finalmente la posibilidad de que el Gobierno se
plantee la producción directa de los mismos.

5. LAS FUNCIONES, LOS MEDIOS Y LAS COMPETENCIAS 
DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 

Según el artículo 136 de la Constitución española, «el Tribunal de
Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión
económica del Estado, así como del sector público». Son funciones propias
del Tribunal de Cuentas, de acuerdo con el artículo 2 de su Ley
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Orgánica (LOTC): a) «La fiscalización externa, permanente y consuntiva de
la actividad económico-financiera del sector público», y b) «El enjuiciamiento
de la responsabilidad contable en que incurran quienes tengan a su cargo el
manejo de caudales o efectos públicos». 

«La función fiscalizadora del Tribunal se referirá al sometimiento de la ac-
tividad económico-financiera del sector público a los principios de legalidad,
eficiencia y economía» (artículo 9 de la Ley Orgánica antes citada). Por
su parte, la función jurisdiccional «se ejerce respecto de las cuentas que de-
ban rendir quienes recauden, intervengan, administren, custodien, manejen o
utilicen bienes, caudales o efectos públicos» (artículo 15.1 de la LOTC). A
este respecto, incurre en responsabilidad contable, quedando obliga-
do a indemnizar los daños y perjuicios causados, el que por acción u
omisión contraria a la Ley originase el menoscabo de los caudales o
efectos públicos. 

El ámbito subjetivo de la actuación del Tribunal de Cuentas es, pri-
mordialmente, el sector público. Éste aparece integrado, a tenor del
artículo 4 de la LOTC, por la Administración del Estado, las Co-
munidades Autónomas, las Corporaciones Locales, las Entidades ges-
toras de la Seguridad Social, los organismos autónomos y las socieda-
des estatales y demás empresas públicas. El Tribunal puede, además,
fiscalizar una faceta de la actividad económico-financiera del sector
privado, ya que le corresponde también la fiscalización de las sub-
venciones, créditos, avales u otras ayudas del sector público percibi-
das por personas físicas y jurídicas.

Los procedimientos mediante los que se ejerce la función fiscali-
zadora del Tribunal vienen establecidos en el título IV capítulo IV de
su Ley de Funcionamiento (LFTC). De acuerdo con lo allí dispuesto,
dicha función debe desarrollarse, fundamentalmente, mediante:

a) El examen y la comprobación de las cuentas de quienes inte-
gran el ámbito subjetivo de la actuación del Tribunal;

b) El examen de la situación y variaciones del patrimonio del
Estado y demás entidades del sector público, y 

c) El examen de expedientes de contratos y modificaciones de cré-
ditos iniciales.

La LFTC habilita, también, al Tribunal a realizar cualquier otro
tipo de examen que resulte adecuado al cumplimiento de su función.
No obstante, a tenor de lo establecido en la normativa, cabe concluir
que la labor fiscalizadora del Tribunal ha de ejercerse, básicamente, a
través del análisis de los documentos y libros que le faciliten los obli-
gados a rendir cuentas y mediante la comprobación de los valores,
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bienes y existencias de los mismos. En efecto, el artículo 7 de la LOTC,
cuando delimita los ámbitos subjetivo y objetivo del deber de colabo-
ración, establece que éste alcanza a suministrar al Tribunal «cuantos da-
tos, estados, documentos, antecedentes o informes solicite...». Ahora bien, de
acuerdo con el artículo 30.3 de la LFTC, los datos, estados, docu-
mentos o antecedentes que el Tribunal de Cuentas puede solicitar han
de referirse «a los que consten o deban constar en los correspondientes estados
contables o en la justificación de éstos».

Para la ejecución de sus tareas fiscalizadoras, el Tribunal puede co-
misionar expertos (de acuerdo con el artículo 7.4 de la LOTC), así
como utilizar las técnicas de auditoría que resulten idóneas (en virtud
del artículo 27.3 de la LFTC). También está autorizado a «recabar y uti-
lizar, para el ejercicio de su función fiscalizadora, los resultados de cualquier
función interventora o de control interno que se haya efectuado en las entida-
des del sector público o los de fiscalización externa de los correspondientes ór-
ganos de las Comunidades Autónomas...» (artículo 27.2 de la LFTC). 

Los resultados de la labor fiscalizadora del Tribunal de Cuentas se
exponen por medio de informes o memorias y de mociones o notas,
según establece el artículo 12.1 de la LOTC. El mismo artículo, en su
apartado 2, obliga al Tribunal a hacer «constar cuantas infracciones, abu-
sos o prácticas irregulares haya observado, con indicación de la responsabili-
dad en que, a su juicio, se hubiere incurrido y de las medidas para exigirla».

Una vez aprobado por el Pleno, el documento que recoge los re-
sultados se elevará a las Cortes Generales. También se hará llegar a la
Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma si la fiscalización se
refiere a alguna de ellas o a entidades dependientes de las mismas.
Asimismo, los resultados se publicarán en el Boletín Oficial del Estado y,
en su caso, en el de la Comunidad Autónoma respectiva.

De lo descrito al respecto cabe concluir que el Tribunal no puede
opinar si no tiene cuentas o documentos en qué basarse; en definiti-
va, si no existe una constancia documental que fundamente su opi-
nión. Por el mismo motivo, tampoco puede formarse opinión sobre
transacciones que no hayan dejado rastro en los documentos a los
que el Tribunal tiene acceso. Se plantea, en consecuencia, el proble-
ma de los instrumentos a disposición del Tribunal para conseguir que
le rindan las cuentas o le faciliten cualquier otra información quienes
están obligados a hacerlo8. Lo cual exige determinar primero la iden-
tidad de estos últimos. Los dos subapartados siguientes se encargarán
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de analizar ambos aspectos, dedicándose un tercero a contemplar
otro aspecto fundamental de esta cuestión: la necesidad de que el
Tribunal esté dotado de una completa independencia en el desem-
peño de sus funciones.

5.1. Personas obligadas a rendir cuentas y colaborar 
con el Tribunal

El artículo 34 de la LFTC establece la obligación para todas las en-
tidades integrantes del sector público (enumeradas en el artículo 4 de
la LOTC) de rendir al Tribunal las cuentas legalmente establecidas de
sus operaciones. A estos efectos, serán cuentadantes, según el propio
artículo 34, «las autoridades, funcionarios o empleados que tengan a su car-
go la gestión de los ingresos y la realización de los gastos o la gestión del pa-
trimonio en las entidades del sector público». 

El artículo 34, en su apartado 3, dispone asimismo que están obli-
gados a rendir las cuentas que la Ley establece:

a) «Los perceptores o beneficiarios de ayudas con cargo a los Presupuestos
Generales del Estado o procedentes de entidades integrantes del sector público,
tales como subvenciones, créditos o avales, sean personas físicas o jurídicas, pri-
vadas o públicas», y 

b) «Los particulares que administren, recauden o custodien fondos o valo-
res del Estado, Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales, hayan sido
o no intervenidas las respectivas operaciones...»

En coherencia con esta disposición, el artículo 30 de la LFTC am-
plía el ámbito subjetivo del deber de colaboración con el Tribunal es-
tablecido en el artículo 7 de la LOTC a:

a) «Cualesquiera personas, naturales o jurídicas, respecto de los bienes, fon-
dos, efectos o caudales públicos que tengan en depósito, custodia o administra-
ción o en cuya gestión hayan participado o participen por cualquier causa...», y

b) «Las personas físicas o jurídicas perceptoras de subvenciones u otras
ayudas del sector público.»

Esta referencia expresa al sector privado era necesaria, ya que el
artículo 7 de la LOTC limitaba el deber de colaboración con el
Tribunal a las entidades contempladas en el artículo 4 de esa misma
Ley; es decir, a las integrantes del sector público antes referidas.

5.2. Instrumentos para exigir la rendición

El Tribunal de Cuentas se enfrenta con ciertos problemas para po-
der exigir de un modo efectivo el cumplimiento de la obligación le-
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gal de rendir las cuentas. En efecto, como concluye acertadamente
Juan Carlos López López (1999) [10], la no rendición de cuentas no
puede ser contemplada desde la perspectiva de las responsabilidades
civil o disciplinaria, ni encaja dentro de los supuestos de responsabi-
lidad contable del Tribunal de Cuentas. 

En efecto, como señala Enrique Álvarez Tolcheff [11], «la responsa-
bilidad contable cumple una función compensatoria o resarcitoria, no puniti-
vo-represiva». Se trata, en efecto, de una subespecie de la responsabili-
dad civil cuya finalidad es el reintegro de los daños y el abono de los
perjuicios originados a los caudales y efectos públicos, como estable-
ce el artículo 59.1 de la LFTC. Ahora bien, la ausencia de rendición
de cuentas o su presentación con graves defectos no entraña en sí
misma ningún perjuicio para los caudales y efectos públicos. Resulta
problemático, por tanto, aceptar la asimilación de ambos supuestos a
los constitutivos de la responsabilidad contable por alcance, como
propone el citado Álvarez Tolcheff (1996) de acuerdo con la juris-
prudencia más reciente de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas
(sirva entre otros, a estos efectos, el Auto de 19 de mayo de 1995).

Pero es que, además, desde un punto de vista práctico, no resulta
fácil apreciar las ventajas que pueden derivarse de considerar que
quienes no rinden cuentas o las rinden con graves defectos incurren
en sendos supuestos de responsabilidad contable por alcance. En
efecto, con la utilización del procedimiento de reintegro por alcance
para los casos de incumplimiento de la obligación de rendir cuentas
lo máximo que se puede conseguir es que la Sección de Enjuicia-
miento condene al cuentadante a cumplir con dicha obligación. Y
para esta finalidad la normativa del Tribunal y el Código Penal ya
tienen establecidas unas posibilidades de actuación más directas e
inmediatas. 

Frente a la falta de rendición de cuentas por parte de un cuenta-
dante no parece apropiado, por lo tanto, utilizar otra posibilidad de
actuación que las medidas previstas en los artículos 42 de la LOTC y
30 de la LFTC, así como recurrir a la vía penal. No obstante, para
conseguir una eficaz aplicación de la normativa del Tribunal conven-
dría eliminar cierta confusión que la preside.

El artículo 42 de la LOTC establece, en sus apartados 2 a 4, que:
«Toda persona sujeta a obligación de rendir, justificar, intervenir o aprobar
cuentas que dejare de hacerlo en el plazo marcado, o lo hiciera con graves de-
fectos, o no solventara sus reparos, será compelido a ello mediante requeri-
miento del Tribunal de Cuentas. Si el requerimiento no fuere atendido en el im-
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prorrogable plazo señalado al efecto, el Tribunal de Cuentas podrá aplicar las
medidas siguientes:

a) La formación de oficio de la cuenta retrasada a costa del moroso, siem-
pre que existieran los elementos suficientes para realizarlo sin su cooperación.

b) La imposición de multas coercitivas en la cuantía que legalmente se es-
tablezca.

c) La propuesta a quien corresponda para la suspensión, la destitución, el
cese o la separación del servicio de la autoridad, funcionario o persona res-
ponsable.

El Tribunal de Cuentas, en su caso, pasará el tanto de culpa al Fiscal
General del Estado por el delito de desobediencia.»

Este mecanismo de actuación no está, sin embargo, libre de incon-
venientes. Por el contrario, como indicaba López López en 1992 [12],
la solución de formar de oficio la cuenta, aunque original en teo-
ría, resulta en la práctica de difícil aplicación9. Además, cabe entender
con Álvarez Tolcheff (1996) que la rendición de cuentas es «una obli-
gación personalísima de difícil cumplimiento por un sustituto».

En lo que respecta a la imposición de multas, el artículo 30.5 de la
LFTC establece que «el incumplimiento de los requerimientos efectuados por
el Tribunal facultará a éste para imponer al responsable una multa de 10.000
a 150.000 pesetas, que podrá reiterarse hasta el total cumplimiento de lo inte-
resado y que se graduará teniendo en cuenta la importancia de la perturbación
sufrida». Hasta aquí, el contenido de este apartado no parece plan-
tear serios problemas para conseguir el propósito que busca; si se de-
ja al margen el aspecto relativo a la cuantía individual de cada multa,
que podría considerarse poco persuasiva en los tiempos que corren.

Parece más problemático, no obstante, el procedimiento estableci-
do en ese mismo artículo para imponer la sanción. En efecto, de
acuerdo con dicho artículo, ésta «se impondrá por el Pleno, previa au-
diencia del Jefe de la dependencia a la que pertenezca el responsable, del
Ministerio Fiscal y del propio interesado, la cual se evacuará en el plazo común
de diez días». Con independencia de que, como señalaba López López
(1992), la norma citada olvida en este punto su posible aplicación a los
perceptores de subvenciones, el procedimiento establecido por la mis-
ma parece demasiado complejo para producir efectos; máxime si és-
tos se intentan conseguir mediante la repetición de multas a la que la
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norma se refiere. Por otro lado, la prevista «audiencia del Jefe de la de-
pendencia» plantea el problema de quién debe ser considerado como
tal en los casos en que el cuentadante es una autoridad (como el
Rector de una Universidad, el Alcalde de un Ayuntamiento o el
Presidente de una Sociedad Estatal, por poner algunos ejemplos).

Más adelante, el propio artículo 30.5 de la LFTC señala que «lo dis-
puesto en este apartado se entiende sin perjuicio de la responsabilidad penal a
que hubiere lugar, de que el Tribunal de Cuentas ponga en conocimiento de las
Cortes Generales la falta de colaboración de los obligados a prestársela y de que
proponga al Gobierno, Ministros o autoridades de todo orden la imposición de
sanciones disciplinarias, incluida la separación del servicio del funcionario o el
cese de la autoridad responsable del incumplimiento». De todas estas posibles
medidas, la actuación por la vía penal parece la más efectiva de todas;
en especial, después de que el artículo 502.2 del vigente Código Penal
establece que incurrirá en las penas asignadas al delito de desobe-
diencia «la autoridad o funcionario que obstaculizase la investigación del
Tribunal de Cuentas u órganos equivalentes de las Comunidades Autónomas,
negándose o dilatando indebidamente el envío de los informes que éstos solicita-
ren o dificultando su acceso a los expedientes o documentación administrativa
necesaria para tal investigación». La pena correspondiente al delito de
desobediencia consiste en multa e inhabilitación especial, acompañada
de suspensión de empleo o cargo público por un tiempo de seis me-
ses a dos años si el reo fuese autoridad o funcionario público.

También puede revelarse efectiva la puesta en conocimiento de las
Cortes Generales de la falta de colaboración del cuentadante, sobre
todo por las consecuencias políticas que para éste puede acarrear. Por
el contrario, la posibilidad de que el Tribunal proponga la imposición
de sanciones disciplinarias sólo parece tener virtualidad práctica
cuando la falta de colaboración proviene de un funcionario, siendo su
aplicación casi imposible cuando se trata de una autoridad10.

Por otro lado, sería mucho más efectivo que la imposición de mul-
tas quedase bajo la competencia directa del Consejero ponente, dejan-
do abierta la posibilidad de que el cuentadante recurriera ante el Pleno
la decisión del Consejero. Éste debería estar también facultado para
denunciar ante la jurisdicción penal los supuestos de incumplimiento
que considerase graves. Conviene destacar, en este sentido, que bajo la
normativa actual el Consejero que dirige una fiscalización no está fa-
cultado para exigir directamente la colaboración de las personas que
están obligadas a facilitarla. Por el contrario, según dispone el artícu-
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lo 30.2 de la LFTC, la petición de colaboración debe dirigirse por el
Presidente del Tribunal, a instancia del Consejero correspondiente, «a
los titulares de los distintos Departamentos Ministeriales..., a los Presidentes de
las Comunidades Autónomas..., o de las respectivas Corporaciones Locales y, en
cualquier otro supuesto, al titular del máximo órgano de gobierno o administra-
ción de las demás entidades requeridas o a la persona física correspondiente en
su caso». La intermediación que establece esta norma resulta poco
apropiada para la agilidad que debe darse a las actuaciones fiscaliza-
doras. Además, representa un recorte en el estatuto del Consejero de
Cuentas que no se compadece con la posición que le atribuyen otros
artículos de las Leyes Orgánica y de Funcionamiento.

5.3. La independencia del Tribunal de Cuentas

A la hora de analizar las posibilidades de actuación del Tribunal de
Cuentas, un aspecto a considerar es la independencia de que dispo-
ne para ejercer sus tareas. A este respecto, la normativa vigente atri-
buye al Tribunal de Cuentas y a sus Consejeros suficientes garantías
para poder realizar sus cometidos sin interferencias. En efecto, aun-
que el artículo 1.2 de la LOTC establece que el Tribunal depende di-
rectamente de las Cortes Generales, esta dependencia debe ser en-
tendida como una forma de resaltar la independencia de la
institución frente al Ejecutivo. La doctrina es casi unánime en acep-
tar esta interpretación, pudiendo citarse a favor de la misma, entre
otros muchos autores, a Cazorla Prieto [13], Biglino Campos [14],
Álvarez Tolcheff (1996) y Lozano Miralles [15]. 

De acuerdo con esa línea de pensamiento dominante, el Tribunal
es un órgano de apoyo técnico al Parlamento en las tareas de control
de la actividad económico-financiera del sector público y se encuentra
por ello vinculado a las Cortes Generales. Pero esto no implica que, en
el desempeño de sus funciones, el Tribunal (bien sea como supremo
órgano fiscalizador o en el enjuiciamiento de la responsabilidad con-
table) esté sometido a una relación de dependencia jerárquica con
el Parlamento. Por el contrario, el ejercicio de las funciones que la
Constitución encomienda al Tribunal de Cuentas sólo puede enten-
derse desde la plena independencia de este último. Por dicho motivo,
el artículo 5 de la LOTC establece, de forma contundente, que el
Tribunal «ejercerá sus funciones con plena independencia y sometimiento al or-
denamiento jurídico»11. En igual sentido apunta también el hecho de que
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el Tribunal sea un órgano de relevancia constitucional, como señala,
entre otros, Cazorla Prieto (1982). En efecto, no puede interpretarse
el concepto jurídico de dependencia al que se refiere el artículo 136.1
de la Constitución en el sentido de dependencia jerárquica del
Derecho Administrativo, ya que ésta no es aplicable a las relaciones en-
tre distintos órganos constitucionales o de relevancia constitucional.

La independencia del Tribunal de Cuentas se encuentra, asimis-
mo, reconocida y garantizada por la autonomía de funcionamiento
que le concede la normativa. Dicha autonomía se concreta en las si-
guientes facultades: 

a) Su autonomía organizativa, que se plasma en la competencia
exclusiva que le reconoce el artículo 3 de la LOTC para todo lo con-
cerniente a su gobierno y régimen interior y al personal a su servicio.

b) El agotamiento de la vía administrativa para los actos y disposi-
ciones de los órganos del Tribunal dictados en el ejercicio de sus fun-
ciones gubernativas o en materia de personal, atribuido en la
Disposición Adicional Primera.4 de la LFTC.

c) Su capacidad para establecer su relación de puestos de trabajo,
así como para efectuar los nombramientos del personal funcionario y
laboral.

d) Su autonomía presupuestaria, reconocida por el artículo 6 de
la LOTC.

La independencia de los órganos del Tribunal está asegurada tam-
bién, en buena parte, a través del estatuto que la normativa atribuye
a los Consejeros de Cuentas. Dicho estatuto, que se encuentra esta-
blecido de manera fragmentaria y poco sistemática en las diferentes
disposiciones aplicables al Tribunal, aparece definido por los siguien-
tes rasgos:

a) Los Consejeros del Tribunal de Cuentas son independientes e
inamovibles y están sujetos a las mismas causas de incapacidad, in-
compatibilidad y prohibiciones que la Ley Orgánica del Poder
Judicial establece para los Jueces (artículos 136.3 de la Constitución,
30.2 de la LOTC y 33. 1 de la LOTC).

b) Los Consejeros del Tribunal son designados por las Cortes
Generales, mediante votación por mayoría de tres quintos, entre per-
sonas que reúnan una serie de cualidades que garanticen su idonei-
dad para el cargo12 (artículo 30.1 de la LOTC). Por su parte, el
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Presidente es nombrado por el Rey, a propuesta del Pleno del
Tribunal, de entre sus miembros.

c) Los Consejeros se eligen por un período de nueve años; supe-
rior, por tanto, a la duración de dos legislaturas (artículo 30.1 de la
LOTC). El nombramiento del Presidente y de los Presidentes de
Sección se realiza cada tres años, para posibilitar la rotación de estos
cargos entre los Consejeros.

d) No pueden ser designados Consejeros de Cuentas quienes en
los últimos dos años hayan estado comprendidos en los supuestos de
incompatibilidad recogidos en el artículo 33.3 de la LOTC.

e) Los Consejeros no pueden ser perseguidos por las opiniones
expresadas en el ejercicio de sus funciones. Ello no impide que pue-
dan estar sometidos a responsabilidad disciplinaria, cuyo expediente
se tramitará de acuerdo con lo establecido en la LFTC. Por su parte,
la responsabilidad civil o criminal en que pueden incurrir los miem-
bros del Tribunal de Cuentas en el ejercicio de sus funciones ha de
ser exigida ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo (ar-
tículo 35.1 de la LOTC). 

f) Por último, ni el Presidente ni los Consejeros pueden ser re-
movidos de sus cargos más que «por agotamiento de su mandato, renun-
cia aceptada por las Cortes Generales, incapacidad, incompatibilidad o in-
cumplimiento grave de los deberes de su cargo» (artículo 36 de la LOTC).

La LOTC establece también, en su artículo 37.2, una serie de in-
compatibilidades para el personal al servicio del Tribunal. Como se-
ñala la propia norma, dichas incompatibilidades están dirigidas a im-
pedir que se perjudique «la imparcialidad o independencia profesional» de
los funcionarios.

6. EL TRIBUNAL DE CUENTAS COMO INSTRUMENTO 
PARA COMBATIR LA CORRUPCIÓN

Del análisis realizado en el apartado anterior se desprende que,
dejando a un lado determinadas posibilidades de mejora, el Tribunal
de Cuentas está dotado por la normativa de los medios y la configu-
ración suficientes para desempeñar sus dos funciones. La pregunta
inmediata, desde la óptica de este trabajo, es si dentro de las tareas
del Tribunal se encuentra comprendida la lucha contra la corrup-
ción. Y, si la respuesta fuera positiva, cabría preguntarse a continua-
ción si los medios descritos en el apartado anterior son suficientes a
dichos efectos.
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6.1. ¿Corresponde al Tribunal de Cuentas luchar 
contra la corrupción?

A la vista del mandato constitucional, puede afirmarse que el con-
trol de la corrupción forma parte de las tareas del Tribunal en la me-
dida en que constituye un uso ilícito de los recursos públicos o con-
trario a los principios de eficacia, eficiencia o economía. Ahora bien,
aunque en su doble campo de actuación el Tribunal pueda detectar
o enjuiciar comportamientos de los gestores públicos que se encua-
dran dentro del concepto de corrupción, no puede decirse que éste
sea uno de sus objetivos singulares o prioritarios. 

En la línea que acaba de definirse, en el apartado 2 de este traba-
jo se adelantaba ya, en cierto modo, la respuesta a la pregunta que
encabeza este subapartado. Como se recordará, se delimitaba allí el
concepto de la corrupción que puede ser objeto del control del
Tribunal de Cuentas refiriéndolo a las acciones u omisiones volunta-
rias, realizadas por quienes tienen encomendada la gestión de los
fondos públicos, que acarreen un uso ilícito de los mismos o contra-
rio a los principios de eficacia, eficiencia y economía, y generen un be-
neficio personal para quienes las cometen, así como para quienes las
financian o un tercero. En efecto:

a) Aunque la corrupción no es un fenómeno exclusivo del sector
público, los ámbitos subjetivo y objetivo de la actuación de las entida-
des fiscalizadoras están limitados, por lo general, al gestor de fondos
públicos (en adelante, gestor) y a los resultados de su gestión.

b) Los fines que se buscan con la corrupción pueden conseguirse
tanto mediante una acción del gestor como por su inactividad. 

c) En ambos casos, debe existir un deseo por parte del gestor 
corrupto de producir el efecto perseguido. No parece posible, por lo
tanto, hablar de corrupción por negligencia.

d) El elemento anterior es consustancial a otro, sin cuya existen-
cia no cabría hablar de corrupción: el beneficio personal que el ges-
tor corrupto obtiene por su acción o inacción. La ganancia del gestor
corrupto puede ser de tipo económico o político. Las entidades fisca-
lizadoras deben estar atentas al descubrimiento de ambas. Detectar
una contraprestación de naturaleza política puede presentar, sin em-
bargo, mayores dificultades que las económicas.

e) Como consecuencia de la conducta del gestor corrupto, el
corruptor o un tercero obtienen también a cambio un beneficio o se
ven libres de un perjuicio. 
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f) Por último, el comportamiento del gestor debe acarrear un uso
de los fondos públicos que pueda calificarse de ilícito o contrario a los
principios de eficacia, eficiencia y economía. De no darse un detri-
mento de este tipo no existe motivo para que el Tribunal de Cuentas
intervenga.

6.2. ¿Dispone el Tribunal de Cuentas de medios 
apropiados para detectar la corrupción?

La principal dificultad con que se enfrenta el Tribunal de Cuentas
para detectar la existencia de comportamientos corruptos en el cur-
so de una fiscalización es la opacidad que acompaña la comisión de
actos de esta naturaleza. De manera gráfica, podría decirse que la
corrupción no aparece reflejada en los libros ni en los expedientes o
documentos que el Tribunal tiene que revisar. Por otro lado, el
Tribunal de Cuentas sólo puede disponer de la documentación de
quienes la Ley considera como cuentadantes, sin que tenga medios
para poder exigir información a quienes no están obligados por Ley
a facilitarla. Esto significa que el Tribunal no puede tener acceso a los
libros de los particulares, salvo en la medida en que éstos sean per-
ceptores de subvenciones o manejen fondos públicos. En consecuen-
cia, la posibilidad de detectar comportamientos corruptos por el lado
del corruptor, si pertenece al sector privado, ha de considerarse limi-
tada a estos últimos supuestos.

Las dificultades para detectar y sancionar la corrupción no son ex-
clusivas del Tribunal de Cuentas. En el ámbito penal resultan muy
ilustrativas las consideraciones recogidas en la Memoria de 1995 de
la Fiscalía General del Estado, a la que antes se hacía referencia. Al
analizar las posibilidades de ofrecer una respuesta penal adecuada y
efectiva a la corrupción, la Memoria de la Fiscalía señala dos factores
que la condicionan. Uno de ellos es la dificultad para los Jueces y
Fiscales de «tener noticia directa de los casos de corrupción para poder así ini-
ciar sus investigaciones». Esta dificultad estriba, fundamentalmente, a
juicio de la Fiscalía, en «la deficiente regulación de la obligación ciudada-
na de cooperar mediante denuncia a la Administración de Justicia» y en la
«ausencia de una Policía Judicial propiamente dicha».

El segundo factor condicionante de una adecuada respuesta penal
a la corrupción viene determinado, a juicio de la Fiscalía, por las di-
ficultades que presentan los casos de corrupción para realizar una in-
vestigación adecuada. Dichas dificultades residen en las «diversas figu-
ras delictivas que pueden tener cabida dentro del concepto genérico de
corrupción» y la «extraordinaria complejidad» que revisten esas activida-
des delictivas.
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La posición del Tribunal de Cuentas es algo diferente a la descrita
en la Memoria de 1995 para los Jueces y Fiscales. En lo que se refie-
re a la detección de los posibles comportamientos corruptos, el
Tribunal de Cuentas no tiene como tarea prioritaria perseguir estos
delitos. Esto no implica que no dé conocimiento de ellos y los enjuicie
cuando comprueba su comisión en el curso de unas determinadas ac-
tuaciones fiscalizadoras. Tampoco quiere decir que los Consejeros de
la Sección de Fiscalización, a la hora de planear y proponer al Pleno
sus planes de fiscalización, no atiendan a los indicios de prácticas de
corrupción. Por el contrario, al tratarse de un uso indebido, ineficaz
o ineficiente de los caudales públicos, cualquier indicación en el sen-
tido señalado es tenida en cuenta. Pero se trata para el Tribunal de
Cuentas de un elemento más de decisión que debe ser sopesado jun-
to con otros de igual o superior importancia cualitativa o cuantitativa. 

La incorporación de unas determinadas actuaciones al programa
de fiscalización de un ejercicio representa la asignación de unos re-
cursos materiales y humanos cuyo rendimiento debe optimizarse en
lo posible. Por esta causa, al decidirse por aprobar el inicio de una fis-
calización, el Tribunal de Cuentas debe tener presente la dificultad
que representa, para el desarrollo de ciertas verificaciones, la imposi-
bilidad de tener acceso a los libros y documentos de los particulares,
salvo en los casos citados. Esta incapacidad para obtener información
por el lado del eventual corruptor privado limita las posibilidades de
que el Tribunal pueda verificar si, detrás de un incumplimiento de la
legislación o un uso indebido o ineficiente de los recursos, se dan las
características que permitirían calificar de corrupta a la conducta del
gestor.

En lo relativo a la complejidad que presentan los delitos de
corrupción, el Tribunal de Cuentas dispone de personal con capaci-
dad para analizarlos. Resulta, por ello, sorprendente el escaso recur-
so que se ha hecho por parte de la Administración de la Justicia a la
colaboración de los funcionarios del Tribunal en los casos de corrup-
ción que se han presentado en los últimos años. La puesta al servicio
de la Administración de la Justicia de los conocimientos especializa-
dos del Tribunal de Cuentas sería, sin embargo, una forma de crear
sinergia en la lucha contra la corrupción. 

Con este mismo propósito, el Tribunal de Cuentas debería poner
en conocimiento de la Administración de Justicia cuantos indicios o
zonas de riesgo de prácticas corruptas encontrase, además de consig-
narlos en sus informes de fiscalización. El órgano más apropiado
para poner en funcionamiento una medida de ese tipo sería la Fiscalía
del Tribunal de Cuentas. En efecto, su condición de órgano de dicho
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Tribunal y su dependencia en lo funcional del Fiscal General del
Estado le convierte en un instrumento muy adecuado para garantizar
y potenciar el enlace entre ambas instituciones. Un paso más en este
sentido podría darse designando un Fiscal de la mencionada Fiscalía
para su integración en la Fiscalía Especial para la Represión de los
Delitos Económicos relacionados con la Corrupción, en aplicación de
lo dispuesto en el artículo 18 ter de la Ley 50/1981, de 30 de diciem-
bre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

No deben desdeñarse, sin embargo, los positivos efectos que el
ejercicio habitual de las funciones del Tribunal de Cuentas ejerce en
contra de la corrupción. Pero se trata de una acción que cabe califi-
car de indirecta, dado que se realiza en la medida en que sus reco-
mendaciones conducen a una mejora de la gestión de los fondos pú-
blicos y a la eliminación de las áreas de riesgo. Debe tenerse presente,
en todo caso, que la actuación del Tribunal ha de acomodarse a los
procedimientos establecidos en la normativa, de modo que sólo pue-
de combatir la corrupción a través de dos vías: la exposición de los re-
sultados de sus actuaciones fiscalizadoras en sus informes y el enjui-
ciamiento contable.

En el ejercicio de su labor fiscalizadora, el Tribunal debe estar
atento a la posibilidad de que detrás de los incumplimientos que re-
coge en sus informes se escondan comportamientos corruptos de los
gestores. Si de las actuaciones fiscalizadoras se derivase tan sólo la
existencia de determinadas áreas de riesgo, debe dejar constancia de
ello y de sus posibles consecuencias en el informe, para conocimien-
to de las Cortes, de las Asambleas legislativas de las Comunidades
Autónomas y del público en general. El órgano legislativo, por su par-
te, a la vista de los resultados de la fiscalización recogidos en los in-
formes, debe emitir las Resoluciones que estime pertinentes, requi-
riendo al Gobierno del Estado o de la Comunidad Autónoma
correspondiente la eliminación de las áreas donde existe el riesgo de
que se produzcan prácticas corruptas por parte de los gestores.

Si las actuaciones fiscalizadoras pusieran de manifiesto, por el con-
trario, la existencia de comportamientos corruptos que presentan in-
dicios de responsabilidad contable, el Tribunal ha de poner en mar-
cha alguno de los dos procedimientos establecidos para depurar el
tipo de responsabilidad que corresponda (el juicio de cuentas o el
procedimiento de reintegro por alcance)13. En el caso de que los com-
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portamientos ofreciesen indicios de responsabilidad penal, el Tri-
bunal debería ponerlos en conocimiento de los órganos de esta juris-
dicción.

En este contexto, todas las medidas que contribuyan a reforzar la
colaboración entre el Tribunal de Cuentas y la Administración de
Justicia deben ser bien recibidas. Pero cualquier pretensión de que el
Tribunal de Cuentas fuera más lejos de lo que acaba de indicarse exi-
giría una modificación radical de la normativa vigente. Y, a este res-
pecto, no parece que el campo de actuación del Tribunal sea tan li-
mitado como para necesitar ampliarlo.

7. CONCLUSIONES

Las principales conclusiones de este trabajo se resumen en los si-
guientes puntos:

a) El término corrupción no responde a un concepto preciso, de
características bien delimitadas. Con él se designa a un abanico de com-
portamientos y prácticas irregulares, cuya amplitud depende de los
planteamientos de los autores o de las normas que se refieren a este
problema. Según Klitgaard (1988), una definición amplia de corrup-
ción, asumida por buena parte de la doctrina, incluye bajo dicho con-
cepto a los «comportamientos que se desvían de las obligaciones de un puesto
público, en busca de unas ganancias privadas de tipo pecuniario o de estatuto,
o que violan las reglas contra el ejercicio de ciertos tipos de comportamiento pri-
vado». La Memoria de la Fiscalía General del Estado correspondiente
a 1995 define la corrupción, en cuanto actividad delictiva, como «aque-
llas acciones u omisiones, dolosas o culposas, que pudiendo ser constitutivas de
una o varias infracciones delictivas se realizan por autoridad o funcionario pre-
valiéndose de su cargo, ya sea con miras a un injusto enriquecimiento o a la ob-
tención de cualquier otro fin, siempre que, por su trascendencia, incidan directa
y gravemente en el buen orden y gobierno de la colectividad con grave despres-
tigio de sus instituciones».

b) Desde el punto de vista del Tribunal de Cuentas, el fenómeno
a controlar vendría definido por las acciones u omisiones voluntarias,
por parte de quien tiene encomendada la gestión de fondos públicos,
que acarreen un uso ilícito de los mismos o contrario a los principios
de eficacia, eficiencia y economía, y que generen a cambio un benefi-
cio personal para quien las comete, así como para quienes las finan-
cia o un tercero.

c) La corrupción se ha manifestado a lo largo del tiempo en épocas
y países muy diferentes. No puede, por tanto, atribuirse a una sola
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causa su aparición o propagación en un país y en un momento
dado. Se trata de un fenómeno que se produce tanto en el sector
público como en el privado, si bien la literatura económica se ha pre-
ocupado fundamentalmente de la que se da en el primero. Existe un
consenso bastante generalizado en que las prácticas corruptas suelen
darse con mayor frecuencia en los países que presentan deficiencias
institucionales, así como en aquellos en los que existe un exceso
de reglamentación o intervención estatal. Por el contrario, el nivel de
corrupción suele ser más bajo en los países que han implantado con-
troles internos y externos de calidad.

d) La corrupción perjudica al desarrollo económico. Inversamen-
te, el crecimiento económico de un país contribuye a la desaparición
de las prácticas corruptas en el mismo. La democracia opera también
en contra de la corrupción. No obstante, cuando se producen en un
país cambios hacia una mayor libertad política o económica suele ser
frecuente presenciar un aumento de las prácticas corruptas que afec-
ta de manera negativa al asentamiento de la democracia y del libre
juego del mercado. Se trata, sin embargo, de un fenómeno transito-
rio, generado por el paso de un tipo de corrupción que podría califi-
carse de «centralizada» a otra «descentralizada».

g) Dejando de lado algunos aspectos dignos de mejora, puede de-
cirse que el Tribunal de Cuentas y sus Miembros están dotados por
la normativa de los medios y prerrogativas necesarios para desem-
peñar sus funciones. Sus actuaciones fiscalizadoras se verían facilita-
das, no obstante, por una regulación más clara y contundente del
procedimiento y los medios a disposición del Tribunal para hacer
efectivo el cumplimiento por los cuentadantes del deber de colabo-
ración.

h) El ejercicio habitual de las funciones del Tribunal de Cuentas
tiene efectos en contra de la corrupción. No puede considerarse, sin
embargo, que la lucha contra esta lacra sea una misión específica ni
prioritaria del Tribunal de Cuentas, si bien forma parte de sus tareas
en la medida en que las actuaciones corruptas de los gestores impli-
can un uso ilícito, inadecuado o ineficiente de los caudales públicos.
En este sentido, el Tribunal puede y debe detectar y enjuiciar, en su
caso, la posible existencia de prácticas corruptas cuando fiscaliza el
manejo de los fondos públicos por parte de los gestores. Pero, a la ho-
ra de establecer las actuaciones fiscalizadoras a realizar, los indicios de
prácticas corruptas en un determinado ámbito de la gestión de fon-
dos públicos constituyen un elemento más a tener en cuenta, junto
con otros de similar o superior importancia desde una perspectiva fis-
calizadora.
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i) El Tribunal de Cuentas ha de prestar especial atención, en el
curso de sus actuaciones fiscalizadoras, a detectar las áreas donde
el riesgo de corrupción puede ser más alto. De este modo, el legisla-
tivo puede proponer al Gobierno correspondiente la adopción de
medidas de control interno o de gestión que reduzcan la discrecio-
nalidad de los gestores u otro tipo de riesgo. Todo ello además de las
medidas propias que el Tribunal pueda adoptar para enjuiciar los ca-
sos específicos de corrupción que detecte.

j) La capacidad del Tribunal de Cuentas para detectar la corrup-
ción se ve limitada por dos factores. De un lado, por la necesidad de
referir su trabajo a las cuentas, expedientes y documentación que le
rinden los cuentadantes. De otro, por la imposibilidad de acceder a
los libros de los particulares, salvo que manejen fondos públicos o
sean perceptores de subvenciones de esta naturaleza. Esta imposibili-
dad para el Tribunal de Cuentas de comprobar la existencia de prác-
ticas corruptas por el lado del corruptor hace muy difícil averiguar si
determinadas irregularidades o ineficiencias presentan las caracterís-
ticas que permitirían calificarlas de corrupción. Las dificultades son
todavía mayores en el caso de la denominada corrupción con robo,
cuya naturaleza hace prácticamente imposible su rastro en algún so-
porte documental.

k) Una colaboración más estrecha entre el Tribunal de Cuentas
y la Administración de Justicia podría revelarse muy eficaz en la lu-
cha contra la corrupción. El órgano que podría fomentar dicha co-
operación es la Fiscalía ante el Tribunal de Cuentas. Su condición de
órgano del Tribunal de Cuentas y su dependencia funcional del
Fiscal General del Estado favorecería la creación de sinergia en el tra-
bajo de ambas instituciones. Un paso más en esta dirección podría
venir dado por el nombramiento, dentro de la Fiscalía del Tribunal
de Cuentas, de un Fiscal para su integración en la Fiscalía Especial
para la Represión de los Delitos Económicos relacionados con la
Corrupción.
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1. INTRODUCCIÓN

Debería empezar mi participación en este Curso de manera for-
mal, tal vez indicando la importancia que finalmente ha llegado a te-
ner el control de la gestión pública en los estudios universitarios,
subrayando después el peso del sector público en la economía de
cualquier país, posiblemente apoyándome en el fácil recurso a la Ley
de Wagner, para extenderme luego en el análisis de los dos concep-
tos antagónicos de la teoría económica sobre el papel del Estado en la
economía: el enfoque neoclásico, individualista, que defiende la acti-
vidad pública realizada con criterios de mercado, teniendo siempre
en cuenta las preferencias individuales frente al enfoque keynesiano,
en el que predomina la idea del interés general, con una visión orgá-
nica del Estado en la que las decisiones públicas pueden divergir de
las preferencias de los individuos. 

Podría explicar el proceso por el que ambas concepciones del
Estado se alternan cíclicamente y cómo en los últimos veinte años,
con la crisis del Estado de bienestar, se ha puesto el acento en el ex-
cesivo gasto social, en el enorme crecimiento de la deuda pública y
la carga de sus intereses, de forma que domina el neoliberalismo
como enfoque económico, que aboga por la reducción del gasto pú-
blico menos necesario o menos productivo y defiende la soberanía del
mercado.
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Superada ya una buena parte de mi intervención con tales argu-
mentos, podría continuar analizando la función fiscalizadora del
Tribunal de Cuentas con referencias más o menos pormenorizadas
de su normativa reguladora. Pero prefiero no desarrollar ese plan-
teamiento, ya que en esta ocasión quienes participan mayoritaria-
mente en este Curso conocen perfectamente las singularidades de la
tarea del Tribunal y tienen, además, muchos años de experiencia
como auditores o letrados.

Pese a todo, creo que puedo aportar algo con mi intervención; de
no ser así no hubiera aceptado participar. Mi ya larga dedicación al
control del gasto público desde puestos de responsabilidad me ha
proporcionado alguna experiencia. He seguido día a día la evolución
del Tribunal de Cuentas; puedo analizarla recurriendo a la autocríti-
ca cuando así convenga y, además, a cierta audacia imaginativa para
proponer nuevos caminos en la tarea común que es mejorar la fun-
ción fiscalizadora.

Dicho lo anterior, comienzo con mis reflexiones. A los estudios ya
clásicos sobre el funcionamiento del sector público hay que añadir las
consecuencias de algunas situaciones recientes: 

– Conexo a la crisis del Estado de bienestar y arropado en argu-
mentos de eficacia, de competencia, de mayor crecimiento económi-
co e incluso de capitalismo popular, se vive un período privatizador
de muchas actividades y sectores públicos.

– La economía de la globalización, junto a la participación cre-
ciente de los Estados en organizaciones internacionales, marca a éstos
nuevas pautas de actuación, que inciden en la configuración del sec-
tor público y en el ejercicio de su control. En el caso de España, la in-
tegración en la Unión Europea supone la incorporación de nuevos
parámetros de conducta de los agentes económicos, tanto por la in-
tensificación de la competencia como por la necesidad de adaptar la
acción del sector público a una nueva regulación y disciplina. Por otra
parte, las relaciones financieras entre España y la Unión Europea dan
lugar a considerables flujos anuales que reclaman todas las garantías
para que su recaudación y posterior aplicación cumplan con los ob-
jetivos fijados, dada su naturaleza de fondos públicos.

– Otra importante transformación del sector público español está
relacionada con el proceso descentralizador, debido a la consolida-
ción del «Estado de las autonomías», con un nuevo sistema de repar-
to del poder competencial que ha afectado notablemente a la activi-
dad económico-financiera pública, especialmente en la vertiente del
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gasto y menos en la del ingreso público, dado el incipiente desarrollo
del principio de corresponsabilidad fiscal.

Junto a la transformación impulsada por factores externos hay
que considerar la evolución interna del sector público, que en ocasio-
nes abandona la disciplina administrativa para optar por una regla-
mentación más genérica, que modifica la naturaleza jurídica de mu-
chas entidades y que crea otras bajo la forma de entes públicos
sometidos a regulación propia1.

2. CONTROL INTERNO Y CONTROL EXTERNO

Si el sector público es dinámico y cambiante, su dinamismo y evo-
lución necesariamente deben afectar a su control, concebido como
garantía de que la gestión pública se acomode a los parámetros esta-
blecidos. 

La transformación inevitable del control público es evidente en el
control interno. Como es bien sabido, en España el control interno se
residencia en la Intervención General de la Administración del
Estado2, es decir, es ejercido por órganos o servicios de control situa-
dos en el entorno de los responsables de la gestión, que son los re-
ceptores de sus resultados. La organización es similar en los sectores
públicos autonómico y local.

Frente al control interno, el control del Tribunal de Cuentas y, en
su caso, de los Órganos de Control Externo de las Comunidades
Autónomas3 se califica como externo y consuntivo. En tanto que ex-
terno, no se relaciona con los gestores, sino que se sitúa en el entor-
no parlamentario, lo que ya indica que no asume ninguna responsa-
bilidad directa en la gestión. La misma conclusión se deduce de su
carácter consuntivo. Así, el control del Tribunal de Cuentas está con-
cebido como un control técnico e independiente, que proporciona
una valoración definitiva de una gestión ya efectuada. Al estar resi-
denciado en el entorno parlamentario y publicarse sus informes en el
Boletín Oficial del Estado4, sus conclusiones tienen mayor publicidad
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que las del control interno, destinadas a los responsables de la gestión
analizada.

La evolución más reciente en los procedimientos de la IGAE conso-
lida el abandono del control a priori en parte de la gestión pública, a
cambio del control financiero, a posteriori. La nueva redacción del ar-
tículo 99 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria,5 da-
da por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de «Medidas Fiscales,
Administrativas y de Orden Social», junto con la Resolución de la IGAE
de 25 de enero de 1999, distingue una función interventora, un con-
trol financiero centralizado en la IGAE y un control financiero perma-
nente. Por otra parte, la circular de la IGAE del pasado 20 de marzo
estructura el control financiero y contempla la elaboración de un Plan
de Auditorías, los tipos de informes y el seguimiento de las recomen-
daciones. En resumen, se va hacia una potenciación del control inter-
no, especialmente del financiero.

En principio, desde el Tribunal de Cuentas, el reforzamiento del
control interno debe considerarse positivo. Sin embargo, como luego
veremos, su nueva normativa respecto a los plazos no contribuye a fa-
cilitar la tarea del control externo.

Las diferencias señaladas entre el control interno y el externo no
impiden observar una significativa aproximación funcional entre am-
bos, tanto en sus objetivos como en los procedimientos. Por ello, aten-
diendo al uso racional de los recursos públicos, es necesario evitar
cualquier duplicidad de actuaciones. Así lo entiende la normativa, al
indicar que el Tribunal de Cuentas podría recabar cualquier informe
interno, incluso efectuado por terceros; aparte de que uno de los ob-
jetivos más significativos del control externo es evaluar el control in-
terno.

El control del Tribunal de Cuentas se concibe también como una
contribución a la optimización de la gestión, al imbricarse con la or-
ganización y el proceso de decisión. A través de una permanente re-
troalimentación del proceso «decisión-organización-gestión-control»
se llega a la conciliación entre objetivos, organización y gestión en un
flujo continuo de información que supera la identificación del control
como función postrera y formal. El control es así una garantía inter-
na de buena gestión al permitir ir acomodando la organización y ade-
cuando los objetivos a los medios utilizados, después de estudiadas to-
das las alternativas. La corrupción, en cuanto referencia general del
curso que nos ha congregado en El Escorial, entendida en su sentido
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más amplio, es una actuación perversa contraria a la buena gestión, y
el control es un instrumento para su erradicación de la actividad pú-
blica.

En este entorno, la evaluación del control interno que realiza el
Tribunal, además de aprovechar las sinergias originadas en el sistema
de control considerado en su totalidad, mediante la conexión organi-
zación-gestión-control, a partir del análisis de los resultados aporta-
dos por dicho control, permite conocer si la organización es correcta
y si en ella el control interno es satisfactorio.

3. CONTROLES DE LEGALIDAD, EFICACIA, EFICIENCIA Y ECONOMÍA

La Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas (art. 9) señala que la fis-
calización debe analizar el sometimiento de los programas de ingre-
sos y gastos públicos a los principios de legalidad, eficiencia y econo-
mía. A estos principios, la normativa concordante y la doctrina suelen
agregar el de eficacia. El significado del principio de legalidad no
ofrece dudas de interpretación, mientras que el significado del resto
de principios es, a mi juicio, confuso.

El diccionario de la Real Academia de la Lengua define:

«EFICACIA: Virtud, actividad, fuerza y poder para obrar.

EFICIENCIA: Virtud y facultad para lograr un efecto determi-
nado.»

Tanto el contenido de las definiciones como su diferencia produ-
cen cierta perplejidad. La virtud –común a ambos términos–, pero
sobre todo el poder para obrar, debían ser las cualidades que una en-
cantadora anciana atribuía a San Antonio, cuando afirmaba que era
un santo muy eficaz porque siempre encontraba lo que ella perdía.
Por el contrario, de un excelente trabajador, se dice que es eficiente,
no se le califica eficaz...; luego debe haber diferencias.

La doctrina acostumbra a relacionar la eficacia con los objetivos, la
eficiencia con los costes y la economía con ambas referencias. En
todo caso es una diferenciación académica no siempre compartida.
Desde el punto de vista de la economía pública tiene poco interés la
diferenciación entre la obtención de objetivos y la cuantificación de
sus costes si las dos variables no aparecen correlacionadas.

De todas formas, la referencia a estos principios está en el origen
de la diferenciación entre los tipos de fiscalización:

– de cumplimiento, o de legalidad;
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– financiera; en este caso, la evaluación de la representatividad de
las cuentas, además de su propio significado, es información y requi-
sito para posteriores valoraciones;

– de sistemas y procedimientos;

– operativa o de gestión, relacionada con el examen de los objeti-
vos y de los recursos aplicados.

Un análisis retrospectivo de la función fiscalizadora permite ob-
servar la pérdida de importancia de las auditorías de cumplimiento y
financiera –aspectos cada vez más contrastados por el control inter-
no– en beneficio de las fiscalizaciones operativas y de procedimiento.
La nueva normativa, junto con la implantación de importantes me-
joras en los procedimientos organizativos y contables, permite que el
propio sistema ofrezca garantías de mejor funcionamiento en el re-
gistro contable y en la detección de posibles irregularidades. La his-
toria reciente del Tribunal de Cuentas confirma estos extremos y per-
mite afirmar que su actuación se ha traducido de forma indirecta en
una función preventiva que ha incidido en la mejora de la organiza-
ción y funcionamiento del sector público. En el futuro, la presencia,
cada vez mayor, de las fiscalizaciones de procedimiento y operativas
será el resultado de la transformación cualitativa que debe impulsar-
se en el Tribunal de Cuentas. Es cierto, sin embargo, que salvo ex-
cepciones, los informes del Pleno no se limitan ya a fiscalizaciones de
cumplimiento o financieras, sino que incluyen cuestiones organizati-
vas y de gestión.

4. LA FUNCIÓN FISCALIZADORA

Me propongo trazar una panorámica de la evolución de la labor
de fiscalización del Tribunal de Cuentas desde 1982 hasta hoy. Desde
la aprobación de la Ley Orgánica, a lo largo de los años se han pro-
ducido importantes variaciones para dar respuesta a las exigencias de
eficacia y eficiencia que la sociedad reclama de las instituciones, y, por
tanto, del Tribunal de Cuentas. Ha sido necesaria una amplia inter-
pretación del contenido de las normas propias para acercarlas, mate-
rial y temporalmente, a las exigencias sociales y constitucionales. El
Tribunal de Cuentas, como órgano técnico de las Cortes Generales,
debe actuar de forma eficaz. La aplicación del principio de eficacia
es contemplado reiteradamente en la Constitución6 como exigible en
la actuación de los poderes públicos. Esta idea, íntimamente ligada a
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la celeridad y a la economía, debe guardar siempre el equilibrio ne-
cesario con la garantía de los ciudadanos, representados en las Cortes
Generales, como destinatarios últimos de los informes.

La normativa del Tribunal de Cuentas se ha inspirado en ese prin-
cipio, aunque ha sido la práctica de la institución la que le ha dado
contenido. El cumplimiento del mandato constitucional atribuido al
Tribunal de Cuentas en el artículo 136 y la observancia del principio
de eficacia del 103.1 obligan a la adaptación y al desarrollo de las pre-
visiones contenidas, primero, en la Ley Orgánica de 1982 y, más tar-
de, en la Ley de Funcionamiento.

La Ley Orgánica supuso un cambio sustancial en las funciones del
Tribunal de Cuentas, derivadas hasta entonces de la Ley de 1953, se-
gún la cual el Tribunal únicamente debía examinar y comprobar la
Cuenta General del Estado y expedir la certificación de su resultado;
las funciones se reducían, en el ámbito objetivo, al control de legali-
dad, y en el subjetivo, únicamente al sector público estatal. Con la
nueva normativa, el enjuiciamiento y la censura formal de las cuen-
tas dejó paso al examen de su consistencia interna y de su represen-
tatividad, acompañado de un análisis de la gestión.

Al situar en 1982 al Tribunal en el ámbito parlamentario se rom-
pe con su histórica conexión con el ejecutivo. No obstante, no se
debe calificar la nueva situación como dependiente del Parlamento:
el artículo 5 de la Ley Orgánica afirma que el Tribunal de Cuentas
ejercerá sus funciones con plena independencia y sometimiento al or-
denamiento jurídico.

La Ley Orgánica prevé tres orígenes distintos para la actividad fis-
calizadora: el mandato legal, la iniciativa parlamentaria y el acuerdo
del Pleno.

La Ley Orgánica regula el ejercicio y los resultados de la actividad
fiscalizadora en un bloque normativo interrelacionado que compren-
de los artículos 9 a 14. Creo interesante analizar cómo se ha desarro-
llado ese bloque normativo y sus variaciones en el tiempo, y cómo lo
contemplo para los años futuros.

Al entrar en vigor la Ley Orgánica estaban pendientes de fiscalizar
las cuentas desde 1978. En consecuencia, se abrió un período transi-
torio, que concluyó en 1987 con la aprobación de la Cuenta de 1982.
Durante esta etapa, la gestión económico-financiera del sector públi-
co se evaluó mediante el documento llamado Memoria-Dictamen de
la Cuenta General del Estado, dejando sin desarrollar el Informe
anual previsto en el artículo 13. Se dio más importancia a la Cuenta
General y a los informes especiales o extraordinarios del artículo 12.
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Se trataba de un informe de cumplimiento de los principios for-
males referido a la Administración General y a sus Organismos Autó-
nomos, a lo que se sumó el tratamiento, también formal, de las socie-
dades estatales y de la Seguridad Social.

La Memoria-Dictamen fue un documento mucho más ambicioso
que el de la etapa anterior, lo que justificaría su nueva denominación,
que continuó para los informes de 1983 y 1984, posiblemente porque
el Informe anual no estaba plenamente desarrollado, a falta del aná-
lisis de la Cuenta General.

Un año antes de la aprobación de la Ley de Funcionamiento, en
marzo de 1987, el Pleno del Tribunal había aprobado un memorán-
dum sobre las líneas básicas que debería seguir el Informe anual y
que delimitaba contenidos entre la Declaración Definitiva, concebida
como el documento en el que el Tribunal de Cuentas se pronuncia
sobre la Cuenta General, y el propio Informe anual.

Conforme al memorándum, la Declaración Definitiva se limita a
emitir opinión sobre la adaptación de la Cuenta General a la norma-
tiva y el adecuado reflejo en ella de la actividad económico-financie-
ra del Estado, mientras que el Informe anual realiza el análisis de la
Cuenta General del Estado y lo extiende al resto de las cuentas del
sector público, es decir, a las no incorporadas a la Cuenta General.
Con el Informe anual se reduce la remisión a las Cortes Generales de
la profusión de informes, mociones y notas de carácter especial del
período transitorio, que quedan incorporados al Informe anual.

El cumplimiento del artículo 13.2 exige al Tribunal de Cuentas la
remisión de un Informe anual sobre cada Comunidad Autónoma,
para que las distintas Asambleas legislativas puedan ejercer el control
político apoyándose en la opinión técnica del Tribunal de Cuentas. A
su vez, y en relación a dichos informes, para cumplir lo señalado en
el punto 1.b) del mismo artículo, se barajaron tres opciones: 

– elaborar un Informe anual resumen de los 17 informes;

– realizar una agregación de todos y cada uno de los informes;

– confeccionar un resumen de los 17 informes con la inclusión del
texto total como anexo.

Como sabemos, el pleno acordó la primera opción.

Con el nombre de Informe anual, e incluyendo un breve docu-
mento sobre la Declaración Definitiva de la Cuenta General del
Estado, se aprobaron y remitieron a las Cortes los correspondientes
a cinco años, desde el de 1985 al de 1989, este último aprobado un
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año después de producirse la renovación de los miembros del
Tribunal de Cuentas.

Como consecuencia de la orientación dada a la función fiscaliza-
dora, la Ley de Funcionamiento de 1988 vertebra el Informe anual
como eje del control del sector público. Ya he señalado que la ley es-
tablece en qué consiste la función fiscalizadora, a qué se extiende y en
qué se materializa. La Memoria o Informe anual, que por mandato
constitucional el Tribunal debe presentar en las Cortes Generales, es
la base de la función de control, con independencia de las compe-
tencias delegadas que posee para el examen de la Cuenta General,
previstas en el artículo 136.1 de la Constitución. Además, y según el
artículo 28 de la Ley de Funcionamiento, los informes, mociones o
notas aprobados por el Pleno se exponen integrados en el Informe
anual, de manera que los informes remitidos diferenciadamente lo
serán atendiendo a circunstancias excepcionales.

El Informe anual de 1985 –aprobado en diciembre de 1989– ini-
ció una serie de cinco que no sólo incluían la totalidad de los resulta-
dos del examen y comprobación de la Cuenta General, sino que ade-
más, en virtud de lo previsto en la Ley de Funcionamiento, se
enviaron ya para alegaciones a los responsables de la gestión pública,
uniéndolas al informe, como indica el artículo 44 de la Ley. Esta fase
del procedimiento no estaba contemplada en la Ley Orgánica y fue
recogida en la Ley de Funcionamiento atendiendo al contenido de la
Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 18 de octubre
de 19867.

Con independencia de las dificultades que pudieran tener los an-
tiguos responsables para elaborar y justificar documentalmente sus
alegaciones, la finalidad de esta fase es dar audiencia al fiscalizado
para evitar su indefensión. Con la remisión a las Cortes Generales del
Informe anual de 1985 se produjo una situación casi anecdótica: no
se envió a alegaciones el análisis de la Cuenta General del Estado al
considerar el Tribunal que «tiene una naturaleza que lo diferencia
del resto del Informe, dado que se efectúa por delegación constitu-
cional de las Cortes Generales». Me parece una argumentación poco
consistente, y algo parecido debió opinar la Comisión Mixta cuando
consideró que se debían ampliar las alegaciones al análisis de la
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Cuenta General, lo que se hizo por primera vez para el Informe
anual de 1987.

No se somete al trámite de alegaciones, ni antes ni ahora, el
Informe anual del sector público territorial, puesto que su contenido
es un compendio de fiscalizaciones en parte realizadas por entidades
constitucionalmente autónomas. Además, las alegaciones sobre un in-
forme global plantean problemas irresolubles.

En este punto de mi intervención me parece oportuno hacer unas
breves reflexiones relacionadas con el trámite de las alegaciones.

Del artículo 44 de la Ley de Funcionamiento resulta que los resul-
tados provisionales de la fiscalización deben darse a conocer a los au-
ditados, los cuales pueden manifestar su valoración de los hechos y de
las conclusiones obtenidas, contribuyendo así a conformar la opinión
del fiscalizador. Los resultados provisionales se envían en un mo-
mento en que no hay informe definitivo y, en principio, no está pre-
vista la opinión del fiscalizado sobre el informe.

No se trata de un recurso o mecanismo de defensa pública del fis-
calizado frente a las conclusiones definitivas derivadas de la fiscaliza-
ción, sino una contribución a que éstas estén debidamente funda-
mentadas. Posteriormente, la virtualidad de las alegaciones decae,
porque en ningún caso deben verse como una contraopinión técnica
a la opinión del Tribunal, dada la supremacía fiscalizadora de éste.

Esta elemental reflexión tiene incidencia en el tratamiento que ha
de darse a las alegaciones, puesto que el artículo 44 establece que el
Informe aprobado deberá contener las alegaciones, y el artículo 28
contempla su remisión junto con el correspondiente informe. Su co-
nocimiento por los parlamentarios debe servir, en mi opinión, para
reforzar la opinión del Tribunal y en ningún caso para contrarres-
tarla. Por otra parte, la publicación en el BOE de los informes no se
acompaña de las alegaciones, lo que parece adecuado por los motivos
expresados.

Queda sin resolver un aspecto puramente formal: puesto que las
alegaciones se realizan sobre un texto provisional, en la medida en
que son aceptadas por el Tribunal modificando el borrador, pueden
darse incongruencias entre lo aprobado finalmente por el Tribunal y
lo alegado. A veces, se ha defendido la conveniencia de una nueva
fase de audiencia para llegar a un documento final de alegaciones
que recogiera exclusivamente las no aceptadas. En mi opinión, cual-
quier ampliación del procedimiento daría lugar a retrasos comple-
mentarios. Tal vez la solución sería la redacción de un texto único por

Revista Española de Control Externo100



parte del Tribunal, señalando de forma genérica la posible presencia
de incongruencias por referirse las alegaciones a un texto luego mo-
dificado.

5. EL TRIBUNAL DE CUENTAS ¿ES UNA INSTITUCIÓN LENTA?

Vuelvo al punto anterior de mi intervención: el Informe anual pre-
visto en la Ley de Funcionamiento pasó a ser el documento ordinario
que recogía toda la actividad fiscalizadora, integrando en él la totali-
dad de los informes aprobados por el Pleno; pero la norma dejaba
abiertas otras posibilidades, ya que «cuando el Tribunal de Cuentas así
lo considere, y en casos de urgente necesidad, se pondrán en conoci-
miento de las Cortes Generales los informes o memorias extraordina-
rias». Durante los primeros años no se utilizó demasiado esta posibili-
dad. En el año 1989, junto con el «Informe anual de 1985», se
aprobaron otros 12 informes, que fueron vistos en la Comisión Mixta
en 1990 en dos sesiones distintas. Hubo una tercera sesión de la
Comisión para la aprobación del «Informe anual de 1985». Durante
1990, además del «Informe anual de 1986», se remitieron ocho infor-
mes (cinco relacionados con contabilidades electorales o partidos polí-
ticos). En 1991 fueron 17 informes, con tres sesiones de la Comisión
Mixta, que pospuso el «Informe anual de 1988» para el año siguiente.

En 1992, ni la composición y presentación del «Informe anual de
1988», ni el número de informes aprobados (18) cambió respecto a la
época anterior. Sin embargo, una preocupación sentida por los
miembros del nuevo Pleno iba a ser, al final, el origen del cambio: me
refiero al deseo unánime de reducir el retardo en la elaboración de
los informes. El «Informe anual de 1989» fue aprobado en enero de
1993, tres años después de finalizado el ejercicio auditado, que era el
plazo habitual de los últimos años.

Como el control externo del sector público es consuntivo y, entre
otros extremos, evalúa el control interno, es necesario cierto distan-
ciamiento de la realidad analizada, porque ello puede favorecer la ob-
jetividad de las actuaciones. Pero el distanciamiento no debe ser de
tal amplitud que dificulte la identificación de los responsables de la
gestión y, sobre todo, retrase la incorporación de las modificaciones
debidas al efecto retroalimentador del control. Un ejemplo: el infor-
me sobre la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, ejer-
cicios 1992 y 1993, se aprobó en 1996, y el Parlamento requirió del
Tribunal su ampliación a los años 1994 y 1995. Al realizar el segundo
informe, los gestores no habían podido, materialmente, incorporar
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las modificaciones recomendadas por el Tribunal en el primer infor-
me, con lo que la situación fiscalizada continuaba siendo la misma.
Esta situación es frecuente.

Un argumento decisivo para intentar reducir los plazos de elabo-
ración de los informes es que la eficacia suele tomar como referencia
la aproximación en el tiempo a la realidad controlada. Habitualmen-
te se identifica al Tribunal de Cuentas como una institución lenta en
sus procedimientos, lo que resta interés a los informes y a sus reco-
mendaciones sobre la gestión pública y sus propuestas de mejora. La
calificación de lentitud ha adquirido cuerpo social por simple reitera-
ción. Puede verse incluso en el Diario de Sesiones del Parlamento, donde
constan críticas por la tardanza del Tribunal de Cuentas en presentar
la Declaración Definitiva de la Cuenta General. Sin embargo, es más
que probable que la Declaración de 1997 se vea en el Parlamento en
el año 2000, y no por falta de interés por nuestra parte. El Tribunal
de Cuentas no se ha limitado a manifestar su preocupación por los
retardos, sino que además ha procurado reducirlos en la fase de la
elaboración de los informes, la única que es de su responsabilidad, ya
que la demora final, es la suma de tres fases:

– la previa al trabajo de fiscalización del Tribunal, normalmen-
te debida a la excesiva amplitud de los plazos de rendición de las
cuentas;

– la interna, etapa fiscalizadora;

– la de tramitación parlamentaria, incluido el tiempo transcurri-
do hasta la publicación en el BOE.

El artículo 10 de la Ley Orgánica indica que el Tribunal de
Cuentas, por delegación de las Cortes Generales, procederá al exa-
men y comprobación de la Cuenta General del Estado dentro del pla-
zo de seis meses a partir de la fecha en que se haya rendido. La ley,
pues, pone plazo para la elaboración de la Declaración Definitiva y no
para el Informe anual. El intento de cumplir el plazo previsto en la
ley llevó al Pleno del Tribunal a conceder prioridad al examen y com-
probación de la Cuenta General del Estado. A partir de la Cuenta
General de 1991 se acompaña de su fundamentación y desarrollo, y
cambia, sobre todo, el período de elaboración y el envío a las Cortes
Generales. La aprobación y remisión del examen y comprobación de
la Cuenta General del Estado tiene lugar, habitualmente, seis meses
antes que el Informe anual.

El Pleno ha seguido adelante con la reducción de plazos, y a par-
tir del Informe de 1992, el Informe anual se dividió en dos. Ante la
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dificultad de elaborar simultáneamente la parte estatal y la territorial,
esta última es aprobada y remitida en un momento posterior. Frente
al posicionamiento de la Ley de Funcionamiento, que hizo del
Informe anual el eje de la función fiscalizadora, creo, y mi idea es
compartida por gran parte del Pleno, que el documento más impor-
tante surgido del Tribunal de Cuentas es el del examen y comproba-
ción de la Cuenta General del Estado, para cuya realización actúa por
delegación de las Cortes Generales, y es el único informe que debe
aprobarse por los Plenos del Congreso y del Senado. Su aprobación
significa la conclusión del ciclo presupuestario, que se inicia con la
aprobación de los Presupuestos Generales. La opinión del Tribunal
constituye la colaboración técnica que asiste al Parlamento en la con-
frontación de la opinión sobre su representatividad y corrección. Si
antes de la Ley Orgánica la Cuenta General se aprobaba por la pro-
mulgación de una ley sustantiva, hoy se aprueba por acuerdo de los
Plenos del Congreso y del Senado, después de conocido el Dictamen
de Comisión Mixta, tras el examen por ésta de la Declaración
Definitiva de la Cuenta General del Estado.

La preocupación del Tribunal de Cuentas por abreviar la con-
clusión del ciclo presupuestario con el examen de la Cuenta General
le llevó a la elaboración de una Moción (junio 1996) en la que se se-
ñalaban los plazos excesivos y las carencias en su configuración. La
respuesta parcial a las preocupaciones del Tribunal de Cuentas está
en la Ley 50/98, que modifica el Título VI de la Ley General
Presupuestaria para adaptarlo a la LOFAGE y a la Resolución de la
Comisión Mixta de 30 de septiembre de 1998 sobre rendición de
cuentas en el sector público y al ámbito y contenido de la Cuenta
General, donde se asume la posición del Tribunal.

La nueva composición de la Cuenta General no abarca sólo el ám-
bito de los Presupuestos Generales, sino que lo amplía al incluir el es-
tado consolidado, o al menos agregado, de todas las entidades que
forman el sector público estatal. Pasa a ser una Cuenta General de las
Administraciones Públicas al integrar las cuentas de las entidades del
sistema de la Seguridad Social, de la Cuenta General de las empresas
estatales y de la Cuenta General de las Fundaciones de competencia
o titularidad pública estatal.

En este punto secunda la sugerencia del Tribunal de Cuentas
de que la Cuenta General ofrezca una representación contable con-
solidada de la actividad económico-financiera y de la situación pa-
trimonial del sector público estatal. Pero se traslada al Ministerio de
Economía y Hacienda, a propuesta de la IGAE, la determinación
de su contenido, estructura y normas de agregación y consolidación,
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es decir, no viene establecido por Ley el contenido y la forma de la
Cuenta General. Esta singular autorización (al Ministerio de
Economía y Hacienda) parece una eludible renuncia parlamentaria.
Corresponde al Parlamento aprobar Presupuesto y Cuenta General,
y, al menos formalmente, se limitan sus competencias al no haberse
regulado todos los requisitos de contenido y forma que la Cuenta
General del Estado debe presentar.

No se trata de negar competencias reglamentarias al Ministerio y
a la IGAE, ni de dejar de reconocer la capacidad del Tribunal de
Cuentas para evaluar ex-post esa reglamentación, y toda la actuación
del control interno. Lo que debe preocupar, en mi opinión, es que la
nueva regulación de la rendición de cuentas y configuración de la
Cuenta General del Estado está dirigida a la reorganización y poten-
ciación del control interno, quedando en cierto modo el control ex-
terno supeditado a las propuestas que el interno formule. Mantener
el plazo de rendición de la Cuenta General del Estado hasta el 31 de
octubre confirma que la nueva regulación –aprobada por la Cortes
Generales– no impulsa el principio de inmediatez de la actividad fis-
calizadora del Tribunal de Cuentas, para el cual se conserva el plazo
de seis meses, a pesar del mayor contenido de la nueva Cuenta
General.

No se ha atendido al Tribunal respecto a plazos, cuando es evi-
dente que la modernización de las organizaciones, junto a la implan-
tación del nuevo plan contable y la incorporación de los procedi-
mientos informatizados, podían haber sido argumentos suficientes
para reducir los plazos de rendición de la Cuenta General, que hoy
puede demorarse hasta diez meses.

Cabe preguntarse por qué la nueva regulación no ha permitido si-
multanear la acción del control externo con la del interno, cuando
ambos tienen distintas perspectivas y, además, cuando los auditores
de la IGAE no parecen tener como finalidad corregir las cuentas que,
en su caso, se presenten de forma inadecuada. Al considerar que el
control interno y el externo son fases sucesivas y no simultáneas,
deja sin efectos fiscalizadores la premura exigida a las entidades para
elaborar sus cuentas anuales en el plazo prudencial de tres meses.

Dentro del Tribunal de Cuentas, la nueva configuración de la
Cuenta General obliga a redefinir la orientación y el alcance de la ac-
tual Declaración Definitiva (incluso su denominación) y del Informe
anual.

Respecto al sector público estatal, la diferenciación entre ambos
documentos, que permitía la regulación, ha perdido vigencia al uni-
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ficarse su objetivo: el examen y análisis de todas las entidades públi-
cas que integran el sector. La nueva normativa de la Cuenta General
del Estado confirma la idea de que su análisis y comprobación es el
documento fiscalizador prioritario del Tribunal de Cuentas, y en cier-
ta forma obliga a replantearnos el contenido del Informe anual, que
ha ido fragmentándose en los últimos años.

1) Se ha individualizado el Informe, con la exclusión de la Cuenta
General del Estado, no sólo en la tramitación interna del Tribunal
sino también en su examen parlamentario.

2) El llamado actualmente Informe anual también se ha dividido,
distinguiendo entre sector territorial y no territorial. El primero de
ellos deberá permanecer, reconociendo, además, que la inclusión
de los sectores públicos autonómico y local en el Informe anual
territorial obliga a pensar en la conveniencia de una armonización
entre la regulación de la Cuenta General del Estado y el contenido de
la Cuenta autonómica en los distintos ámbitos territoriales.

3) Hace ya algunos años que no se incluye ningún informe espe-
cial en el Informe anual, sino que éstos se envían separadamente a las
Cortes Generales y se tramitan de forma individualizada en la
Comisión Mixta. Lo mismo ocurre con las mociones y, en su caso, con
las notas.

En la próxima etapa, el Informe anual del artículo 13 podría con-
cebirse como una memoria que recogiera –como ahora se hace para
las actuaciones jurisdiccionales y junto con éstas– el resumen de la ta-
rea fiscalizadora anual, que se podría confeccionar y presentar en el
Parlamento en un plazo breve, por ejemplo, en los seis meses si-
guientes al año de referencia.

El envío al Parlamento de los informes «especiales» inmediata-
mente después de su aprobación ha supuesto un profundo cambio en
la interpretación del contenido del artículo 28 de la Ley de Funcio-
namiento, cuando establece que «se integrarán los informes, junto
con las alegaciones, en el Informe o Memoria Anual». Se contempla-
ba aquí una única remisión anual al Parlamento, y una única publi-
cación en el BOE, salvo la excepción de extraordinaria y urgente ne-
cesidad, admitida en el apartado 4 de este mismo artículo.

En la práctica, la situación excepcional ha pasado a ser ordinaria y
se ha hecho costumbre de la excepción, porque pensamos que los re-
sultados de las fiscalizaciones deben ser inmediata y públicamente co-
nocidos. Así lo ha interpretado también el Parlamento por la vía de
aceptación de los hechos.
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Una consecuencia inmediata ha sido el aumento de las compare-
cencias del Presidente del Tribunal de Cuentas en la Comisión Mixta.
En el período 1990-1994 eran poco frecuentes, de una a cuatro por
año; sin embargo, durante el trienio 1995-1997, en el que presidí el
Tribunal, el número de comparecencias fue de 19. Ello ha significa-
do multiplicar la presencia del Tribunal en el Parlamento y que la ac-
tividad de la Comisión Mixta sea mucho más viva. En definitiva, es ca-
da vez mayor el conocimiento que tiene la sociedad de las tareas de
control externo.

También ha sido importante la flexibilidad del Parlamento frente
a la segregación y fragmentación del Informe anual. Ni la normativa
del Tribunal de Cuentas (como reiteradamente he señalado) ni las
Mesas del Congreso y del Senado habían previsto su diferenciación
para la fase de la tramitación parlamentaria. Así, pese a que el
Informe anual del año 1990 se remitió de forma separada de la
Declaración Definitiva y que el de 1992 segregó por primera vez el
Informe anual territorial, su tramitación parlamentaria se mantuvo
todavía durante varios años en un acto único, con el consiguiente re-
traso en la aprobación de la Cuenta General del Estado por las
Cortes, frente a la reducción de plazos en su elaboración por parte
del Tribunal. 

Finalmente, a pesar de que las normas de la tramitación parla-
mentaria no se han modificado, aceptando las reiteradas sugerencias
del Tribunal de Cuentas, se ha dividido la presentación y el examen
de los tres documentos en Comisión. Es más, los Plenos del Congreso
y del Senado aprobaron el Dictamen de la Comisión Mixta sobre la
Declaración Definitiva de la Cuenta General del Estado del año 1996
el 27 de mayo de 1999, en el Congreso, y el 16 de junio, en el Senado,
seis meses después de su aprobación en el Pleno del Tribunal. Por su
parte, el Informe anual de 1996 del sector público estatal fue apro-
bado por el Pleno el pasado mes de mayo.

6. EL FUTURO

El dinamismo de la actividad económica y la nueva organización
político-administrativa del sector público requieren una respuesta de
adaptación del Tribunal de Cuentas, continuando en otras líneas las
reformas que tan tenazmente ha defendido respecto a los informes a
realizar por mandato legal. Una de las primeras cuestiones que nos
debemos plantear es la reforma de la estructura interna de la Sección
de fiscalización, abarcando la reorganización de los Departamentos.
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Por otra parte, se plantean nuevas perspectivas de control debidas
a la nueva distribución de competencias, tanto por las exigencias
derivadas de la consolidación de la Unión Europea como del perfec-
cionamiento del Estado de las autonomías, sin olvidar las nuevas
orientaciones del sector público para mejorar su eficacia. A estos dos
aspectos voy a referirme antes de concluir.

La normativa europea afecta directamente a la actividad del sector
público y a toda la economía española, como puede apreciarse en la
regulación de la defensa de la competencia, el respeto del medio am-
biente o la política monetaria... Se generan flujos financieros signifi-
cativos e importantes gastos públicos. El cumplimiento del Plan de
Estabilización europeo influye en la presentación de una contabilidad
nacional distinta. La Comisión Europea ha elaborado el SEC-95, nue-
vo sistema europeo de Cuentas, que es obligatorio para los países
miembros desde 1999 y que apuesta por la transparencia en las cuen-
tas públicas, reduciendo el margen de maniobra que permite ocultar
déficit y, por tanto, obliga a reducir el déficit real, y no, como puede
haber ocurrido en ocasiones, solamente el déficit nominal. 

En España influirá, entre otras, en las líneas siguientes:

– Habrá que computar en el déficit los resultados de las empre-
sas públicas, incluidas las autonómicas y locales, cuando la participa-
ción en ellas de cualquier Administración supere el 50%. Este nuevo
cálculo, por ejemplo, llegará a afectar a RTVE y a las televisiones
autonómicas, en cuando que sus pérdidas deberán contabilizarse co-
mo déficit.

– El Gobierno deberá causar baja de los ingresos de las cantidades
devengadas que no se recauden, o bien considerarlas como transfe-
rencias de capital, con consideración de gasto. 

Se abren nuevos horizontes al Tribunal de Cuentas, que deberá
coordinar su actividad con la del Tribunal de Cuentas Europeo a tra-
vés, al menos, de las siguientes vías:

– comprobar la adaptación de la normativa comunitaria en nues-
tro país;

– definir las competencias entre Gobierno central y Gobiernos au-
tonómicos;

– constatar que las deficiencias detectadas por el Tribunal de
Cuentas Europeo sean subsanadas;

– en fin, coordinar un plan de actuaciones conjunto que garanti-
ce la adecuada utilización de los fondos públicos.
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Respecto al SEC-95, hay que recordar que el análisis que el
Tribunal de Cuentas viene haciendo de la Cuenta General del Estado
no tiene su prolongación en las Cuentas Nacionales (me refiero, por
supuesto, al sector público). Una adecuada correlación entre ambos
sistemas de contabilidad facilitará el seguimiento.

Por otra parte, el aumento de competencias asumidas por las
Comunidades Autónomas se ha completado –y el proceso está lejos de
concluir– con la creación de los OCEX, en concordancia con la potes-
tad de autogobierno de las Comunidades Autónomas. Ello obliga a
delimitar los ámbitos de actuación entre el Tribunal de Cuentas y los
OCEX y a la coordinación necesaria, tanto por imperativo legal como
por razones de eficacia, evitando duplicidades, ya que debemos al-
canzar una evaluación global del sector público mediante un trata-
miento uniforme del control de todos los niveles de la Administración.

Actualmente la coordinación se canaliza mediante una Comisión
General de Coordinación, que contempla la nueva realidad organi-
zativa, con la fijación de objetivos homogéneos y la coincidencia en el
tiempo de los procesos de fiscalización, para incrementar así la efica-
cia, respetando la autonomía de los OCEX y reconociendo el carác-
ter de supremo órgano fiscalizador al Tribunal de Cuentas.

7. CONCLUSIÓN 

La actuación y seguimiento del Tribunal de Cuentas se ha tradu-
cido, indirectamente, en una función preventiva y de asesoramiento,
que incide en la organización y funcionamiento del sector público.
Por otra parte, la implantación de nuevos sistemas contables con un
elevado grado de coordinación interna ha facilitado la representación
contable adecuada, haciendo menor el interés de la fiscalización fi-
nanciera y de cumplimiento.

El cambio cualitativo al que debe optar el Tribunal de Cuentas es
a alcanzar una mayor presencia de las fiscalizaciones operativas. Para
ello, la gestión pública deberá dotarse de unos parámetros de actua-
ción más precisos, detallando tanto los objetivos como la asignación
de recursos, para que facilite al Tribunal la evaluación de su eficacia,
ya que hasta ahora la presupuestación por programas y la elabora-
ción del PAIF se han revelado insuficientes.

Desde la Sección de Fiscalización del Tribunal se considera tam-
bién conveniente potenciar las fiscalizaciones horizontales, que per-
miten comprobar la realización de actividades determinadas que
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afectan a distintas entidades públicas. Así, se dará prioridad al cono-
cimiento de la organización de una actividad concreta, cuyas defi-
ciencias pueden estar generalizadas en toda la organización, y que el
examen singular no lleva a su rectificación.

Este planteamiento no significa la supresión de las fiscalizaciones
individuales –que permiten mayor profundización en el análisis–,
sino su complementación con las sectoriales u horizontales, que faci-
litan la aplicación de los mismos criterios a un sector completo.

Para terminar, desearía que mi intervención ayude a despertar de-
seos de renovación en la forma de entender la actividad fiscalizadora
del Tribunal de Cuentas. Si algo he logrado en esa línea, me sentiré
plenamente gratificada.
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1. INTRODUCCIÓN O CONSIDERACIONES GENERALES

El enunciado del tema que nos corresponde desarrollar impone,
a nuestro juicio, una exposición introductoria o de consideraciones
generales sobre el significado de la corrupción como fenómeno social
vivo y qué relación guarda o puede establecerse con la jurisdicción
contable en razón de su carácter y del ámbito jurisdiccional específi-
co que le es propio.

Un estudio actualizado ha de partir del hecho relevante en la so-
ciedad contemporánea, de cuál es la relación entre democracia y li-
bertad, unido a un inexcusable análisis de las circunstancias que pa-
ra el funcionamiento normal de la democracia se dan en nuestra
época o realidad actual. Para Sánchez Morón [1], la corrupción tiene
raíces profundas. Por una parte, ligadas al sistema económico, y por
otra, referidas a las relaciones entre ese sistema y el ámbito de los en-
tes públicos. No puede olvidarse la esfera de los valores y su crisis, la
psicología social y la ética colectiva.

La doctrina dominante [2] parte para su estudio de la relación del
llamado «Estado de los partidos y la corrupción». Sobre la primera
cuestión debe recordarse que fue Kelsen quien calificó a los partidos
como «uno de los elementos más importantes de la democracia real», hasta el
punto de afirmar que «la democracia moderna reposa enteramente sobre los
partidos».

Posibilidades y limitaciones 
de la jurisdicción contable ante 
la corrupción

Paulino Martín Martín
Presidente de la Sección de Enjuiciamiento
del Tribunal de Cuentas
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La Constitución Española de 1978 (en lo sucesivo C.E.) bajo inspi-
ración de la Ley Fundamental alemana declara en su artículo 6 que
«los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación
y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para
la participación política». Su intermediación resulta imprescindible en
la sociedad de nuestra cultura, y de ahí el acierto, por realista, de la
norma constitucional.

El tema de los partidos políticos (al margen de otros subtemas ac-
tuales: desideologización y reforzamiento de su papel político en de-
terminados campos, etc.) puede interesar aquí en cuanto ha supues-
to una relación nueva entre sociedad y Estado. Von Beyme lo ha
explicado así: existencia de una doble relación cruzada o interrela-
ción. La que él llama «colonización de la sociedad por el Estado de partidos»
y la «colonización de la sociedad sobre el Estado». Según este autor, la pri-
mera de estas colonizaciones ha implicado un inesperado reforza-
miento actual del clientelismo especialmente a través de la tendencia
de los partidos a penetrar en los ámbitos de la vida estatal y social.
Asimismo se resalta que la colonización del Estado por la sociedad
(grupos económicos, de presión en general, etc.) ha conducido a la
extensión del fenómeno de la corrupción en las democracias de nues-
tros días.

La corrupción (es muy difícil dar una definición o fijar su concep-
to, al comprender figuras varias, entre las que cabrían el fraude, el
nepotismo, la administración o gestión incorrecta, la falta de control,
el aprovechamiento del ejercicio de funciones públicas para fines pri-
vados, estén o no tipificadas como delito, etc.) es un fenómeno social
que se ha dado en todos los tiempos [3]. Séneca ya dijo que la co-
rrupción es un vicio de los hombres no de los tiempos. En el Informe
Nolan [4] se lee: «La debilidad humana estará siempre presente entre noso-
tros ¡siempre pueden cometerse errores!, y el corrupto buscará siempre nuevas
vías para jugar con el sistema.»

Los estudios sobre la corrupción como algo no deseado y repu-
diable –en todo sistema– son extensos [5], lo cual expresa, sin duda,
el interés que ha despertado, pues no puede ignorarse la perversión
que supone en cualquier supuesto para un orden político que sopor-
te un ambiente de corrupción de los agentes públicos. Según
D’Alberti, a la corrupción subjetiva hecha de comportamientos moral
o penalmente ilícitos de las personas se une una de carácter objetivo,
que desfuncionaliza parte de la estructura política e institucional.
Situación no deseable y respecto a la que todo esfuerzo para corre-
girla es pequeño y debe de ser misión de todos. Por eso resulta espe-
ranzador el incremento del movimiento asociacionista en España,
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por ser, a nuestro parecer, vitalizador y garante de una sociedad que
cada vez debe ser más exigente consigo misma y con el obrar de agen-
tes públicos y privados (de ahí el valor de la legislación sobre protec-
ción del consumo y consumidores etc.).

Según Elliot, desde muy temprano la corrupción, como arma po-
lítica, se ha empleado como instrumento de dominación. En la
España de Felipe III el fenómeno se generalizó a través del juego del
clientelismo, el mundo de los válidos y el mecenazgo de la época con
el resultado de la prevalencia del interés privado sobre el bien co-
mún. Podrían también citarse como ejemplos los grandes negocios
que se hicieron a finales del siglo pasado como consecuencia de las
grandes obras públicas y de los contratos o concesiones sobre presta-
ción de los servicios públicos, la remodelación de las grandes ciuda-
des, etc. (el París del barón Hansmann).

No creemos necesario recordar los hechos acaecidos en nuestra
coetaneidad por estar en la mente de todos, pero, sin embargo, no
debe haber duda sobre la necesidad de luchar contra lo que, según
opinión generalizada, son los dos grandes riesgos de la democracia
actual: el clientelismo de los partidos y la corrupción. Se hace preciso
para ello incrementar la confianza de los ciudadanos en el sistema
como factor esencial de la democracia.

Al decir de Sánchez Albornoz, «la historia del hombre es una marcha
hacia adelante, aunque discontinua, porque Dios ha dado al hombre el don de
ser libre, y su avance zigzagueante consiste en aproximarse más y más a los ob-
jetivos de la libertad: libertad de pensamiento, libertad de acción, libertad po-
lítica, la libertad de la miseria y del dolor...».

El Informe Nolan «sobre los estándares de conducta en la vida pú-
blica» intenta responder a la gran ansiedad pública despertada en el
Reino Unido por el tema de la conducta en la vida política y admi-
nistrativa. Se afirma que la «ansiedad pública» sobre el nivel ético de la
vida pública existe y debe atenderse. «La erosión de la confianza pública
en los titulares de los oficios públicos es una cuestión muy seria. Uno de los ob-
jetivos es reconstruir esa confianza. El otro es intentar restaurar alguna clari-
dad y criterios sobre la indeterminación moral que se ha extendido furtiva-
mente. A la vez que la cultura de la indeterminación moral se ha desarrollado
una “cultura de la ligereza”, a la que pretende poner fin. Un grado de auste-
ridad, de respeto de las tradiciones, de una severa conducta en la vida públi-
ca británica, es no solamente deseable, sino esencial».

Como se ve, aparte del valor central de la confianza pública como
una de las claves del sistema democrático, se resalta el valor de la aus-
teridad, la objetividad y la honestidad en la actuación de los agentes
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públicos, que es, a su vez, la base insustituible de la confianza. El
Informe, por otra parte, no se queda en formulaciones generales
sino que intenta hacer efectivos esos mismos principios de una ma-
nera singularizada a tres campos de actuación: el parlamentario, el
ejecutivo y el institucional. Es curioso resaltar que esas mismas reco-
mendaciones cabe extraer de la Copla de Gómez Manrique en el
Medievo y dirigida a los gobernantes de Toledo:

«Nobles y discretos varones
Que gobernáis a Toledo
En aquestos escalones

Dejad vuestras ambiciones
Codicias, amores, miedos

Por los comunes provechos
Dejad los particulares

Pues vos fizo Dios pilares
De tan altísimos techos

Estad firmes y derechos.»

El Administrador o gestor en el campo del poder público debe
rendir cuentas de su gestión. Este deber está en el fundamento de
toda relación fiduciaria. El artículo 15 de la Declaración de Derechos
del Hombre y el Ciudadano de 1789 así lo estableció: «La sociedad
tiene derecho de pedir cuentas a todo agente público de su Administración.»
Según García de Enterría [6], «la democracia no se construye con palabras
y con dogmas, sino con los hechos, hechos que el pueblo –que es el protagonis-
ta del sistema– ha de comprender y creer. Aquí está la razón de por qué la de-
mocracia exige para un funcionamiento eficaz transparencia absoluta: liber-
tad de información, libertad de investigación de la gestión pública, libertad de
crítica, derecho a pedir justificaciones al poder y a someter a éste, en último ex-
tremo, a un juicio independiente capaz de controlar todos y cada uno de sus
actos, en cuanto cualquier duda razonable pueda plantearse sobre la correc-
ción de su actuación. En la medida que esa corrección se mide, según el canon
constitucional, por su objetividad (igual a racionalidad más igualdad sin ven-
taja ilegítima para nadie) y por la observancia de la Ley y el Derecho. Ese con-
trol debe ser finalmente judicial, el cual no sólo no debilita y menos desconoce
las estructuras democráticas, sino que justamente las clarifica y robustece.»

La situación presente de la sociedad democrática impone, sin
duda, un reforzamiento del sistema de control que ha de ser compa-
tible con el mantenimiento inexcusable del criterio de la exigibilidad
de la eficacia. En tal sentido no es suficiente el respeto formal al im-
perio de la Ley (principio de legalidad), sino que debe extenderse a
todo el Ordenamiento Jurídico, incluido, por supuesto, el control de
las llamadas facultades discrecionales por ser campo propicio a prác-
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ticas irregulares. Sirva de ejemplo la Ley italiana de 24 de enero de
1994 (Reforma Cassese), que atribuye nuevas facultades de auditoría
de oportunidad y no sólo de legalidad al Tribunal de Cuentas. En
igual sentido, el Informe Nolan y el de los sabios sobre el actuar de la
Comisión Europea de marzo de este año, en el que se critica la falta
de control al imputar a las jerarquías el desinterés por los temas de
gestión. Puede sostenerse que en estos momentos existe una ten-
dencia (alcanza a todos los ámbitos: legislativo, doctrinal y jurispru-
dencial) a reducir los márgenes de discrecionalidad. En la Exposición
de Motivos de la Ley de Contratos de la Administración Pública de
18 de mayo de 1995 se dice que «una de las más importantes enseñanzas
de esa experiencia (vigencia de la ley anterior) es la de la necesidad de ga-
rantizar plenamente la transparencia de la contratación administrativa como
medio de lograr la objetivación de la actividad administrativa y el respeto a los
principios de igualdad, no discriminación y libre concurrencia...». En la mis-
ma línea, el nuevo Proyecto de Ley de Modificación de la Ley 13/95,
de 18 de mayo, y que, según se lee en su Exposición de Motivos, obe-
dece a las siguientes finalidades: a) Incrementar la concurrencia y
aumentar la transparencia y objetividad en los procedimientos de
adjudicación en la contratación administrativa, estableciendo mayo-
res y más eficaces controles para la modificación de los contratos con
limitaciones expresas a las modificaciones de unidades de contratos,
con independencia de su repercusión presupuestaria; la supresión
de posibilidades de prórrogas tácitas y la reducción de la duración de
los contratos de gestión de servicios públicos, según sus diferentes ti-
pos; exigencia de un mayor rigor en los proyectos; b) Simplificar los
procedimientos de contratación con respeto a los principios básicos
de publicidad, libre concurrencia y transparencia; c) Adaptar la le-
gislación española a la Normativa Comunitaria sobre contratación
pública, teniendo en cuenta las modificaciones introducidas por la
Directiva 97/52 CE del Parlamento y el Consejo de 13 de octubre de
1997; d) Suprime algunas figuras contractuales, como el contrato
de trabajos específicos y concretos no habituales, y admite, con cier-
tos límites, las figuras de contratos de arrendamiento financiero y de
arrendamiento con opción de compra, etc.

Es asimismo destacable el avance que también se ha producido en
el campo jurisprudencial sobre el control de la discrecionalidad téc-
nica en general, y más en concreto en el ámbito de la planificación y
gestión urbanística. Por otro lado, puede afirmarse que la objetividad
es una exigencia de la igualdad y de la justicia en el obrar de las
Administraciones Públicas (art. 103.1 de la C.E.), que ha de informar
de todo el actuar de los poderes públicos. El mantenimiento o respe-
to del principio de legalidad es una necesidad en toda sociedad or-
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ganizada, porque, entre otras razones, la Ley incluye la esencia del
principio de representación política del que precisamente la Ley na-
ce. Asimismo sólo de una aplicación correcta y unitaria de la Ley sur-
ge la posibilidad real de la igualdad. La libertad, aunque esté en el
núcleo de la Ley, sólo en ella encuentra la fuerza que la hace efectiva.
Fue Kelsen quién enseñó que el mantenimiento de la legalidad
democrática exige una Administración burocratizada y neutralizada
políticamente, sin que pueda válidamente invocarse una ejecución
«democrática» de la Ley, pues, caso de darse, conduciría a destruir la
democracia misma.

Todo lo expuesto conduce a la necesidad de declarar que el esta-
blecimiento de un control jurisdiccional con carácter general (princi-
palmente penal y contencioso-administrativo) es inexcusable en razón
de la exigencia de robustecimiento de las estructuras democráticas de
la sociedad. Al decir de García de Enterría, «nada más contrario a la
esencia misma de la democracia que pretender que el origen electivo de los go-
bernantes les dispense de control o les legitime ante los ciudadanos frente a cual-
quier reclamación o exigencia de justificación que éstos puedan judicialmente
pedirles».

La realidad jurídico-política actual exige el sometimiento de las
Administraciones Públicas a la Ley y al Derecho como prescribe el ar-
tículo 103 de la C.E. Pretender oponer a las exigencias del control
(político, presupuestario, preventivo, externo, etc.) la necesidad de la
libertad de los gobernantes para poder actuar con eficacia resulta in-
defendible. Realmente si la eficacia intenta conseguirse en contra del
Derecho o como una alternativa al mismo, el resultado no puede ser
otro que el imperio de la arbitrariedad (interdicta por la norma con-
tenida en el art. 9.3 de la C.E.).

Por otra parte, la técnica de los principios generales del Derecho
como modo de control es hoy, y se puede decir que desde hace mu-
chos años, una realidad. Pueden citarse dos ejemplos: 

1) El Arret Canal de 19 de octubre de 1962, que anuló una con-
dena firme a la última pena (con base en el art. 16 de la Constitución
francesa, tomado del art. 48 de Weimar) por violación de los princi-
pios generales. Esta técnica de aplicación obliga a un examen de los
hechos del caso y a un razonamiento que se descompone en valores
jurídicos identificables: «la finalidad no es otra que hacer efectiva la
regla constitucional de la vinculación a la Ley y al Derecho, así como
la interdicción de la arbitrariedad», que sólo ambos, como principios
generales del Derecho (por su vocación normativa) en sentido técni-
co, pueden actuar o ser efectivos ante un Tribunal.
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2) La Sentencia del Tribunal Supremo español de 14 de febrero
de 1977 anuló la norma del Código de la Circulación que sanciona-
ba con la suspensión del carnet de conducir por impago de multas de
tráfico, precisamente con argumentación análoga a la expuesta en el
caso anterior, en cuanto que las medidas de ejecución forzosa «deben
estar en línea directa de ejecución del acto, sin innovarla ni sustituirla, ya que
no transforma el contenido del acto ni añade obligación nueva», especial-
mente cuando a través de este procedimiento de ejecución se impo-
nen «medidas limitadoras de los derechos personales»; y ello «porque «en nin-
gún caso es jurídicamente admisible la desnaturalización de una figura
jurídica con las inserción de otra de distinta naturaleza». Se trata de un con-
trol de legalidad de un Reglamento de acuerdo con los principios in-
manentes al sistema consagrados en el Código y los generales de
nuestro Ordenamiento.

Podríamos concluir que en esta materia del control, y en línea con
lo dicho por Sánchez Morón, es predicable un reforzamiento de las
garantías jurídicas (preventivas y represivas), entre las que podrían ci-
tarse: 1) Reducir el sector público de la economía mediante la dismi-
nución de las ayudas y contratos públicos. 2) Profesionalización de la
función pública. 3) Privatizaciones en la prestación de los servicios pú-
blicos, no abdicando de un control efectivo. 4) Separación de las
áreas política de la propiamente administrativa (atribuyendo a fun-
cionarios cualificados decisiones ejecutivas en materias sensibles).
5) Aumento de la transparencia del sistema administrativo en garan-
tía de su objetividad, reduciendo los márgenes de la discrecionalidad
mediante el establecimiento por vía adecuada (legal o reglamentaria)
de criterios objetivos de actuación, sometidos a control jurisdiccional
dentro de los límites de legalidad que le son propios. En esta línea
pueden citarse el Reglamento para la concesión de subvenciones pú-
blicas (R.D. 2225/93, de 17 de diciembre) y alguna de sus normas de
desarrollo (O.M. de Asuntos Sociales de 13 de marzo de 1995), por las
que se establecen las bases reguladoras de las subvenciones de régi-
men general que concedía dicho Ministerio; así como la Circular 1/99,
de 26 de marzo, de la Intervención General de la Administración del
Estado, de control financiero, dictada para sustituir la Circular 2/96,
de forma que, a la vez que se mantiene una referencia normativa úni-
ca, se incorpora la experiencia derivada de su aplicación, la evolución
de este tipo de control interno en el período transcurrido desde su
promulgación, así como los cambios normativos y organizativos pro-
ducidos. 6) Reforzar la especialización técnica e imparcialidad de
las Comisiones de Oposiciones y Concursos en el campo de las
Administraciones Públicas. 7) Intervención necesaria de órganos téc-
nicos en el procedimiento de clasificación y calificación urbanística del
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suelo. Posible creación de Comisiones de Garantía del Sistema del
Mérito. Aumentar, si es posible, los poderes de control de legalidad en
materia de régimen del suelo y del urbanismo. 8) Limitar los supues-
tos de huida del Derecho Administrativo a las actividades que por ra-
zones funcionales contrastadas precisen realmente un régimen jurídi-
co más flexible. 9) Reforzar o restablecer ciertos controles de legalidad
(incluso financieros y sobre actuación de los entes locales y de otros
entes públicos, vgr. Universidades, etc.), si bien sería necesario que ta-
les facultades se atribuyesen a órganos públicos que ofrecieran sol-
vencia técnica. 10) Reforzamiento y actualización de la vía penal (co-
mo garantía última y adecuada) en la línea seguida por las Leyes
Orgánica 9/91 y 10/95 (nuevo Código Penal) mediante una completa
actualización, mediante un examen global y riguroso de las conduc-
tas o actos que merezcan ser tipificados como delito o falta en el cam-
po de la actividad económica en general y, en su caso, en relación con
la actuación de los particulares y de los empleados públicos en activi-
dades económicas de todo tipo y, en particular, en las que guarden co-
nexión entre la actividad económica y el servicio público en general.
11) Necesidad de una nueva Ley de Partidos Políticos que, a la vez
que actualice, clarificando el tema de la financiación, desarrolle, en
forma debida, el mandato o exigencia constitucional sobre el carácter
democrático de sus estructuras internas y funcionamiento. 12) Lograr
la operatividad de los controles.

2. LA JURISDICCIÓN CONTABLE COMO INSTRUMENTO
JURISDICCIONAL DE CONTROL DEL GASTO PÚBLICO

2.1. Naturaleza y soporte constitucional

De acuerdo con el principio de justicia material del gasto público
(recogido en el art. 31.2 de la C.E.), es deber de los gestores públicos
el promover racionalmente el gasto público. Tal prescripción apare-
ce establecida en múltiples textos legales, vgr.: a) Actuación de la
Administración Pública con arreglo al principio de eficacia (art. 103
de la C.E. y art. 3.2.a) de la LOFAGE). b) Sujeción al criterio de efi-
ciencia en la asignación y utilización de los recursos públicos (art.
3.2.b) de la LOFAGE), y c) Al principio de responsabilidad en el ejer-
cicio de la función gestora.

El artículo 6.10 de la Ley citada determina la aplicación a los titu-
lares de los órganos directivos en el desempeño de sus funciones:
1) La responsabilidad profesional y directa por la gestión desempe-
ñada. 2) La sujeción al control y evaluación de la gestión por el órga-
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no superior competente, sin perjuicio del control establecido por la
Ley General Presupuestaria (desarrollado en la Circular de la IGAE
de 26 de marzo de 1999, nº 1/99). En realidad, los titulares de la ges-
tión pública no son, propiamente, más que gestores de intereses aje-
nos, los del cuerpo social, y como tales sometidos al deber legal de
rendir cuentas con todas las consecuencias de ello derivadas.

En este sentido son destacables, por significativos, los apartados
2.1 y 2.2 de la Circular de la IGAE de 26 de marzo de 1999, nº 1/99,
de Control Financiero del Sector Público. Allí se declara (2.1. Objeto
del control financiero)

«que tiene por objeto comprobar que su funcionamiento, en el
aspecto económico-financiero, se ajusta al Ordenamiento
Jurídico y a los principios generales de una buena gestión fi-
nanciera y, en función del objetivo que en cada caso se le asig-
ne, consistirá en verificar: 1. Que los actos, operaciones y pro-
cedimientos de gestión se han desarrollado de conformidad
con las normas, disposiciones y directrices que sean de aplica-
ción y se adecuen a los principios de eficacia, eficiencia y eco-
nomía. 2. Que la contabilidad en general y cuentas anuales, es-
tados y demás informes, en particular, expresen el resultado de
su gestión y su adecuada realidad patrimonial de acuerdo con
las normas y principios contables que le son de aplicación.
3. Que la información suministrada por los sistemas informáti-
cos de gestión económico-financiera responda a los principios
de fiabilidad, integridad, precisión y disponibilidad. 4. Cuando
se actúe mediante programas, objetivos o planes se atenderá al
examen, análisis y evaluación de los sistemas y procedimientos
de seguimiento de los objetivos aplicados por los órganos ges-
tores. Los procedimientos aplicados deben garantizar la conce-
sión y justificación de los fondos percibidos por los beneficia-
rios, así como el cumplimiento de las demás condiciones y
obligaciones que les impongan las normas reguladoras».

En la norma 2.2, respecto de las subvenciones y demás ayudas pú-
blicas, debe comprobarse la adecuada y correcta obtención, utiliza-
ción y disfrute de los mismos, y consistirá en verificar:

– El cumplimiento de las condiciones establecidas en la normati-
va nacional y comunitaria para su concesión y obtención.

– La correcta utilización y aplicación de los fondos a los fines pre-
vistos en la normativa reguladora y en el correspondiente acuerdo de
concesión.

– La realidad y regularidad de las operaciones con ellos financiados.
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– La justificación de los fondos recibidos por la entidad colabora-
dora, así como el cumplimiento de las condiciones y obligaciones es-
tablecidas en la normativa reguladora de las subvenciones o ayudas.

El soporte legal se encuentra en lo dispuesto en el artículo 18.2
del TRLRP, y con base en el mismo se firmó un Protocolo entre
la Intervención General de España y la Intervención General de la
Comunidad Europea (DGXX) tendente a garantizar, en el ámbito de
los fondos estructurales, la cooperación necesaria con arreglo al ar-
tículo 2 del Reglamento Financiero y al artículo 23 del Reglamento
(CEE) nº 4253/88, y actualizado por el Reglamento (CEE) nº 2082/93.
Este último precepto (bajo la rúbrica «del control financiero») esta-
blece dos clases de obligaciones para los Estados miembros: a) La de
adoptar medidas para verificar con regularidad que las acciones fi-
nanciadas por los Fondos estructurales se han realizado correcta-
mente, para prevenir y perseguir las irregularidades y, en su caso, pa-
ra recuperar los fondos o importes perdidos como consecuencia de
irregularidades, abusos o negligencias, y b) Consecuentemente con la
anterior obligación, la de informar a la Comisión sobre los sistemas
de control y gestión efectivamente establecidos, así como sobre el de-
sarrollo de las diligencias o procedimientos administrativos o judicia-
les abiertos a los efectos anteriores.

Estos criterios tienen su base en el artículo 280 (antes 209.A) del
Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea. Así, por ejemplo, la
norma 2.a prescribe que los Estados miembros adoptarán, para com-
batir el fraude que afecte a los intereses financieros de la Comunidad,
las mismas medidas que para combatir el fraude que afecte a sus pro-
pios intereses financieros. En la 3ª se establece que los Estados miem-
bros coordinarán sus acciones encaminadas a proteger los intereses
financieros de la Comunidad contra el fraude. A tal fin organizarán,
junto con la Comisión, una colaboración estrecha y regular entre las
autoridades competentes.

Por otra parte, y en general, la responsabilidad patrimonial por
daños causados al Erario Público es imputable a los gestores públicos
en todos los Estados democráticos e, incluso, en algunas entidades
supraestatales, como vgr.: la responsabilidad pecuniaria, además de
la disciplinaria, establecida para los ordenadores, los controladores fi-
nancieros y los contables en los artículos 68 a 72 del Reglamento
Financiero de la Comisión Europea de 21 de diciembre de 1997.

En nuestro sistema, desde sus orígenes, el conocimiento para la
exigencia de este tipo de responsabilidad patrimonial a los gestores
de caudales públicos viene atribuida al Tribunal de Cuentas como
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función propia y, a su vez, complementaria de la función fiscali-
zadora.

2.2. La jurisdicción contable y su diferente naturaleza respecto de
la función fiscalizadora no ha sido propiamente una creación de la Ley
Orgánica 2/82, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas (en lo sucesi-
vo L.O. 2/82), ya que la propia C.E. (art. 136, párrafo 2º) reconoce «una
propia jurisdicción al Tribunal de Cuentas», si bien habría de ser su Ley
Orgánica la que desarrollase todo lo relativo a la institución en los te-
mas de su especificidad: potestad de juzgar y ejecutar lo juzgado, ór-
ganos, extensión objetiva (delimitación del ámbito objetivo de la pre-
tensión contable), extensión subjetiva (legitimación pasiva) y límites en
relación con los restantes órdenes jurisdiccionales (penal, civil, conten-
cioso-administrativo, social y militar), así como todo lo relacionado con
la actividad procesal en su triple dimensión de lugar, tiempo y forma.

El artículo 2.b) de la L.O. 2/82 prescribe que es función del Tribu-
nal de Cuentas «el enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que in-
curren quiénes tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos».
Esta expresión legal supone la declaración explícita de la potestad ju-
risdiccional del Tribunal de Cuentas que la propia Ley se encarga de
configurar en los diferentes preceptos que la desarrollan. En efecto,
además de la nota de independencia que se predica de la institución
(art. 5 L.O 2/82), la Ley reconoce ese mismo carácter a los titulares de
los órganos jurisdiccionales contables (art. 30.2 L.O. 2/82) y los some-
te al mismo estatuto jurídico de los Jueces integrados en el Poder
Judicial (art. 136 de la C.E. y arts. 30.2, 33.1 y 36 de la L.O 2/82). La
fuerza de cosa juzgada que cabe atribuir a sus resoluciones o senten-
cias, los caracteres de necesidad, improrrogabilidad, exclusividad y
plenitud (art. 17 de la Ley citada), unido todo ello a la competencia
para conocer de las cuestiones incidentales y prejudiciales y la de eje-
cutar las resoluciones que dictasen (art. 46 de la L.O. 2/82), materias
todas ellas desarrolladas por la Ley de Funcionamiento del Tribunal
de Cuentas 7/88, de 5 de abril (en lo sucesivo LFTCu 7/88).

La L.O. 2/82, al disponer del suficiente respaldo constitucional,
atribuye al Tribunal de Cuentas la función del enjuiciamiento conta-
ble como una auténtica jurisdicción que ha de resolver conflictos en
que el interés público cobra una especial significación (el interés co-
lectivo viene referido a que lo que se ventila es siempre la posibilidad
de recuperar caudales públicos distraídos o indemnización de daños
y perjuicios causados a la Administración por sus gestores o benefi-
ciarios, etc.), por lo que es congruente el reconocimiento del ejercicio
de la acción pública en este campo (art. 125 de la C.E., art. 47.3 de la
L.O. 2/82 y art. 56 de la LFTCu.7/88), así como la intervención del
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Ministerio Público como legitimado activo (art. 124 de la C.E. y
art. 1º del Estatuto del Ministerio Fiscal de 30 de diciembre de 1981
y art. 16.2.c de la LFTCu 7/88).

A esta atribución jurisdiccional al Tribunal de Cuentas no puede
oponerse como obstáculo insalvable el denominado principio de uni-
dad jurisdiccional recogido en el artículo 117 de la C.E., ni su comple-
mentario de exclusividad que reconoce el mismo precepto constitucio-
nal en el apartado 3 al establecer que «el ejercicio de la potestad
jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado,
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados en las le-
yes, según las normas de competencia y procedimiento que las mismas establecen».

No debe olvidarse que la Ley Orgánica 6/85, de 1 de julio, del
Poder Judicial, en su artículo 2.1, reproduce dicho precepto funda-
mental y admite expresamente en el artículo 3.1 que la C.E. recono-
ce potestades jurisdiccionales a órganos no integrados en el Poder
Judicial al decir que «la jurisdicción es única y se ejerce por los Jueces y
Tribunales previstos en esta Ley, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales
reconocidas por la Constitución a otros órganos».

La C.E. de 1978 reconoce, pues, funciones jurisdiccionales a otros
órganos ajenos al Poder Judicial, como ocurre con el Tribunal
Constitucional y con el Tribunal de Cuentas, y que, en nuestro caso,
aparecen desarrolladas en las Leyes Orgánica y de Funcionamiento
del Tribunal, por lo que no puede hablarse de infracción del principio
de unidad jurisdiccional allí donde la Constitución y la Ley Orgáni-
ca de desarrollo por ella prevista establecen las excepciones expresas.

Por otro lado, el carácter jurisdiccional viene respaldado, entre
otras razones, por las siguientes:

1) Contra las resoluciones que dicte la Sala de Justicia del
Tribunal de Cuentas (art. 49 L.O. 2/82 y arts. 81 y ss. LFTCu) cabe
interponer recursos de casación y revisión, en determinados supues-
tos, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo. Como es sabido, sólo pueden llegar al Tribunal de Casa-
ción resoluciones propiamente jurisdiccionales.

2) La jurisdicción como potestad del Estado se manifiesta jurídi-
camente a través del proceso como presupuesto inexcusable.

3) La Disposición Final 2ª.2 de la L.O. 2/82 establece para el ejer-
cicio de funciones jurisdiccionales el carácter supletorio de las leyes re-
guladoras de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y las de la
Ley de Enjuiciamiento Civil y Criminal, por este mismo orden de pre-
lación. Tal régimen no tendría sentido jurídico si no mereciera el en-
juiciamiento contable el carácter de auténtica actuación jurisdiccional.
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4) La Ley de Conflictos Jurisdiccionales 2/87, en su artículo 31,
considera a los órganos de la jurisdicción contable, aunque sólo sea a
los efectos que le son propios de resolver conflictos y cuestiones de
competencia, comprendidos en el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo.

En definitiva, la caracterización de la jurisdicción contable como
una auténtica jurisdicción en nuestro Ordenamiento Jurídico es hoy
una realidad consolidada no sólo por el buen hacer de los órganos ju-
risdiccionales del Tribunal de Cuentas a partir de la vigencia de
la L.O. 2/82, sino también y, principalmente, por la aportación de la
Jurisprudencia Constitucional (Sentencias 187/88, de 17 de octubre,
Fundamento Jurídico 2º; 18/91, de 31 de enero, Fundamento Jurídi-
co 2º; Autos de 16 de diciembre de 1993 y de 29 de octubre de 1996,
etcétera) cuando reconoce que 

«el enjuiciamiento contable aparece configurado como una ac-
tividad de naturaleza jurisdiccional. La Ley Orgánica, utilizan-
do la expresión contenida en el artículo 136.2 de la C.E., califi-
ca el enjuiciamiento contable de jurisdicción propia del
Tribunal de Cuentas, atribuyéndole las notas de necesaria e im-
prorrogable, exclusiva y plena..., al mismo tiempo que garanti-
za la independencia e inamovilidad de sus miembros... La acti-
vidad de la Sección de Enjuiciamiento... consiste en aplicar la
norma jurídica al acto contable, emitiendo un juicio sobre su
adecuación a ella y declarando, en consecuencia, si existe, o no,
responsabilidad del funcionario, absolviendo o condenando, y,
en esta última hipótesis, ejecutando coactivamente su decisión.
Y todo ello a través de un procedimiento judicial regulado en
el Capítulo 3º del Título 5º y desarrollado en la Ley de
Funcionamiento del Tribunal, en el que aparecen los elemen-
tos objetivos, subjetivos y formales que caracterizan al proceso.
Por otra parte, sus resoluciones, en los casos y en la forma que
determina la Ley de Funcionamiento, son susceptibles de re-
curso de casación y revisión ante el Tribunal Supremo».

3. ÁMBITO O EXTENSIÓN

3.1. Objetivo

Las dificultades que se pusieron de manifiesto en un primer mo-
mento para lograr el encaje pacífico de la jurisdicción contable al
lado de la ordinaria (principalmente de la jurisdicción contencioso-
administrativa) surgieron de las interpretaciones diversas a que llegó
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la doctrina (e incluso el Consejo General del Poder Judicial al infor-
mar el Proyecto de LFTCu 7/88), con base en el tenor literal del ar-
tículo 38.1 de la L.O. 2/82, al prescribir que

«el que por acción u omisión contraria a la Ley originare el me-
noscabo de los caudales o efectos públicos quedará obligado a
la indemnización de los daños y perjuicios causados».

Frente a la formulación amplia o extensiva que parece despren-
derse de la literalidad del texto, la doctrina jurisprudencial de la Sala
de Justicia del Tribunal de Cuentas hizo gala, desde el principio, de
una gran prudencia y pleno conocimiento de la materia sometida a
su enjuiciamiento, tanto desde la perspectiva del derecho transitorio
como de la necesidad de armonizar el hecho jurídico de la existencia
de la jurisdicción contable en nuestro sistema, con la exigencia cons-
titucional del respeto a los principios de unidad y exclusividad en el
ejercicio de la jurisdicción que a Jueces y Magistrados integrantes del
Poder Judicial impone el artículo 117 de la C.E.

En tal sentido es destacable la doctrina contenida en el Auto de la
Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas de 11 de enero de 1986, en
su Fundamento 6º, al decir que

«la formulación del principio de responsabilidad contable no
puede hacerse desde la literalidad del artículo 38.1 de la Ley
Orgánica 2/82. Si se hiciera así, este precepto regularía no la
responsabilidad contable, sino la responsabilidad civil frente a
la Administración Pública, con la absurda consecuencia de que
el conocimiento de todas las cuestiones que sobre esta materia
se suscitasen correspondería a la jurisdicción del Tribunal de
Cuentas y no a los órdenes jurisdiccionales civil o contencioso-
administrativo, como sería lo correcto. Se habría incidido así,
con infracción del artículo 16 de la propia Ley Orgánica, en ex-
tralimitaciones de la competencia de la jurisdicción contable,
que nunca podría invadir la esfera reservada al resto de los ór-
denes jurisdiccionales».

Este criterio fue tan reiterado que la LFTCu 7/88 lo recogió en sus
artículos 49 y 72 y preceptos concordantes, tal como se proclama en
la propia Exposición de Motivos:

«En lo que se refiere a la función jurisdiccional, al tratar de
la naturaleza, extensión y límites de la Jurisdicción Contable, la
contempla como una jurisdicción que goza del necesario res-
paldo constitucional, pero que, en orden a su contenido –en
coincidencia con el Informe del Poder Judicial de 29 de enero
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de 1986–, ha de ser interpretada restrictivamente y dentro de
los justos límites para poder hacerla compatible con la unidad
y exclusividad en el ejercicio de la jurisdicción que reconoce a
la ordinaria el artículo 117 de la Constitución Española. Por
ello, le atribuye, como objeto, el conocimiento de las pretensio-
nes de responsabilidad contable que se deduzcan contra quie-
nes, teniendo a su cargo el manejo de caudales o efectos públi-
cos e interviniendo dolo, culpa o negligencia graves, originan el
menoscabo en los mismos a consecuencia de acciones u omisio-
nes contrarias a las leyes reguladoras del régimen presupuesta-
rio y de contabilidad aplicable a las entidades del sector públi-
co o a las personas o entidades beneficiarias o perceptoras de
subvenciones, créditos, avales u otras ayudas provenientes de
dicho sector. Y es que si la responsabilidad es contable, además
de lucir de las cuentas que deben rendir cuantos manejan cau-
dales o fondos públicos, como se desprende del artículo 15 de
la Ley Orgánica 2/82, debe también significar la infracción de
preceptos reguladores de la contabilidad a que están, en térmi-
nos generales, sometidas las entidades del sector público o
quienes manejan caudales o efectos que merezcan legalmente
la misma conceptuación...»

Como expresión de una doctrina jurisprudencial consolidada, la
Sentencia 1/93, de 28 de enero (Fundamento Jurídico 3º), se expre-
sa así:

«No debe olvidarse que nos encontramos ante un supuesto
de enjuiciamiento contable... en el que las partes legitimadas
ejercitan pretensiones de responsabilidad de esta índole frente
a quienes manejan fondos o caudales públicos como conse-
cuencia de rendición de cuentas, en sentido amplio, en que ha-
yan resultado infringidas la Ley General Presupuestaria o de
Contabilidad...» 

Los daños producidos por quienes estén al margen de la rendición
de cuentas, como exigencia legal, están excluidos del ámbito de la res-
ponsabilidad contable y son, por tanto, ajenos a la jurisdicción del
Tribunal de Cuentas. Por ello, la Sentencia dicha también afirma que 

«ocasionar menoscabo en los caudales o efectos públicos por
quien esté encargado del uso y cuidado de un bien o caudal pú-
blico o como consecuencia de una utilización no adecuada,
aunque sea negligente, etc., no puede conceptuarse jurídica-
mente como alcance, ni tampoco dar lugar a responsabilidad
contable. Su actuación podrá generar, en su caso, otro tipo de
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responsabilidad (civil, administrativa o penal), ya que las res-
ponsabilidades contables que la Administración pueda hacer
valer y cuya revisión jurisdiccional corresponde al Tribunal de
Cuentas no pueden sustraerse a la limitación objetiva que se
desprende de su propia denominación, que las relaciona con
las cuentas que deben rendirse por razón del manejo de los
fondos públicos; ámbito este amparado por el artículo 136 de
la C.E., cuyo desbordamiento significaría invasión del campo
de las jurisdicciones civil o contencioso-administrativa, sin res-
paldo constitucional suficiente y obligado».

Por ello, puede concluirse que lo que determina el ámbito objeti-
vo de la jurisdicción contable es el carácter público de los bienes o
efectos públicos que son objeto de la cuenta que deba rendirse, cual-
quiera que sea la persona llamada a rendirla. El carácter público vie-
ne determinado por la titularidad (referida al sector público según el
concepto del art. 4 de la L.O. 2/82).

3.2. Subjetivo

a) Desde esta perspectiva, la jurisdicción incide sobre las personas o
entidades que manejen o custodien fondos públicos e, incluso, alcanza
a los particulares (personas físicas o jurídicas y perceptoras de subven-
ciones, créditos, avales u otras ayudas procedentes del sector público).

Dentro de este ámbito resulta intrascendente la condición o no de
funcionario de quien esté obligado a rendir cuentas por razón de los
caudales o efectos públicos que utiliza o maneja, pues ninguno de
los preceptos reguladores de la responsabilidad contable se refieren a
funcionarios o autoridades como exclusivos sujetos pasivos (legitima-
dos pasivos). Al contrario, se habla en todos ellos de personas en ge-
neral, encargados de la recaudación, custodia, manejo o utilización de
los caudales o efectos públicos (vgr.: «quienes», «todos cuantos», «que de-
ban rendir las personas»; arts. 15.1, 38.1 y 43 de la L.O. 2/82, y arts. 49
y 72 de la LFTCu 7/88).

En tal sentido, y con base en la referencia genérica contenida en el
artículo 38.1 de la L.O. 2/82 y del artículo 49.1 de la LFTCu. 7/88,
puede sostenerse que en materia de responsabilidad contable, dado
su carácter de responsabilidad reparatoria o patrimonial, están in-
cluidos como sujetos pasivos «las entidades o las personas jurídicas como pre-
suntos responsables». La Sentencia de la Sala de Justicia del Tribunal de
Cuentas de 26 de marzo de 1993 (nº 14/93) declara que «al ser este
tipo de responsabilidad una subespecie de la civil y ser ésta predicable de las per-
sonas jurídicas no existen razones legales para negar la exigibilidad de la con-
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table (responden del ilícito civil de sus representantes siempre que se muevan en
el ámbito de sus atribuciones legales y estatutarias)»; tesis basada en el ar-
tículo 38, en relación con lo dispuesto en los artículos 2.b, 4.2 y 15 de
la L.O. 2/82, y artículo 128.c) y d), 25 y 123 y preceptos concordantes
de la Ley General Presupuestaria. Este mismo criterio se mantiene en
Sentencias de la misma Sala de 18 de abril y 28 de octubre de 1986,
25 de junio y 29 de octubre de 1992, etc. Doctrina ésta nacida como
consecuencia del control jurisdiccional en materia de subvenciones o
ayudas de dinero público comprendidas en el ámbito de la jurisdic-
ción, con base en los art. citados con anterioridad (principalmente los
arts. 15 y 38 de la L.O. 2/82, y art. 49 y 72 de la LFTCu.), que reite-
rada jurisprudencia de la Sala así lo ha entendido y declarado
(Sentencias, entre otras, de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas
de 29 de octubre de 1992; 20/93, de 20 de mayo; 10/95, de 20 de oc-
tubre; 1/98, de 26 de febrero; 11/98, de 3 de julio, y Sentencia del
Tribunal Supremo (casación) de 22 de noviembre de 19961.

b) La legitimación activa o titularidad para el ejercicio de la acción
está atribuida (art. 47.1 L.O. 2/82 y art. 55.1 y 2 LFTCu) a quienes os-
tenten un interés legítimo (directo) en el asunto o fuesen titulares de
derechos subjetivos relacionados con el caso. El artículo 55.1 LFTCu.
prescribe que la legitimación activa corresponderá, en todo caso, a la
Administración o entidad pública perjudicada, que podrá ejercer to-
da clase de pretensiones de responsabilidad contable ante el Tribunal
de Cuentas sin necesidad, en su caso, de declarar previamente lesivos
los actos que impugne, y al Ministerio Fiscal, que podrá ejercitar las
pretensiones de aquella naturaleza que resulten procedentes. Las res-
tantes entidades del sector público a que se refiere el artículo 9 de la
L.O. 2/82 estarán legitimadas para el ejercicio de las pretensiones de
responsabilidad contable que les competan con sujeción a las reglas
por las que cada una de ellas se rija.

El carácter específico de la pretensión contable justifica no sólo la
intervención preceptiva del Ministerio Público como legitimado acti-
vo (art. 124 de la C.E., art. 1º del Estatuto de 30 de diciembre de 1981
y art. 16.c) y d) de la LFTCu 7/88), sino el reconocimiento del ejerci-
cio de la acción popular en este campo y en cualquiera de los proce-
dimientos jurisdiccionales ante el Tribunal de Cuentas, y en ningún
caso se exigirá la prestación de fianza o caución, sin perjuicio de las
responsabilidades en que pudiera incurrir (civiles o penales) el que
ejercite la acción indebidamente (art. 47.3 L.O. 2/82).
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En cuanto al tema de la representación y defensa ante el Tribunal
de Cuentas, el artículo 57.1 de la LFTCu 7/88, establece que «las par-
tes deberán conferir su representación a un Procurador o valerse tan sólo de
Abogado con poder al efecto, notarial o apud acta. Cuando actuasen repre-
sentados por un Procurador deberán ser asistidos por un Letrado, sin lo cual
no se dará curso a ningún escrito, salvo lo previsto en el artículo 10, nº 4, de
la Ley Procesal Civil».

Se autoriza, no obstante, a comparecer por sí mismos a los funcio-
narios y al personal al servicio de las entidades del sector público le-
gitimados para actuar ante el Tribunal de Cuentas e, igualmente,
para defender derechos o intereses propios las personas que tengan
título de Licenciado en Derecho, aunque no ejerzan la profesión de
Abogado o Procurador.

La representación y defensa procesal del Estado y de sus entes pú-
blicos se rige por la regla general (art. 447 LOPJ 6/85); sin embargo,
el artículo 58.1 establece algunas particularidades:

Cuando el Letrado del Estado, ostentando la representación de
éste, estimase que la pretensión deducida carece de base legal para
sostenerla, lo hará presente al Ministro del que dependa la
Administración o entidad perjudicada para que acuerde lo que esti-
me procedente, en cuyo caso podrá solicitar la suspensión del proce-
dimiento por plazo de treinta días. Por otra parte, cuando el Letrado
del Estado asuma la representación y defensa de otra Administración
(autonómica, local, etc.) no podrá desistir del procedimiento ni re-
nunciar al ejercicio de la pretensión contable, pero sí abstenerse de
intervenir, expresando las razones en que funde su abstención. En
este caso se notificará tal hecho a la entidad o Administración perju-
dicada para que en el plazo de veinte días pueda designar represen-
tante en juicio o comunicar al Tribunal, por escrito, los fundamentos
que apoyen la pretensión de responsabilidad contable.

Otra regla especial es que el desistimiento o renuncia de la Adminis-
tración o entidad del sector público perjudicada no supondrá el sobre-
seimiento de las actuaciones, que podrán continuar con las demás par-
tes, o sólo con el Ministerio Fiscal, hasta la resolución definitiva.

4. POSIBILIDADES QUE OFRECE ESTA JURISDICCIÓN EN EL CONTROL
EFECTIVO DEL FENÓMENO DE LA CORRUPCIÓN

La jurisdicción contable, como se desprende de lo que llevamos di-
cho, se enmarca en el campo de la jurisdicción civil, como una subes-
pecie, en la que rige el principio dispositivo, porque propiamente es
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una jurisdicción específica y especializada que, aunque de ámbito na-
cional o del Estado español, tiende exclusivamente a hacer efectiva
–mediante resoluciones jurisdiccionales vía proceso– la que según ex-
presión del artículo 145.3 de la Ley 30/92, en relación con el artículo
20 del R.D. 429/93, de 26 de marzo, 

«la acción de regreso que tienen las Administraciones Públicas
contra sus autoridades y el personal a su servicio por los daños
que causen, mediando dolo o culpa grave con motivo de la ges-
tión de los caudales o efectos públicos de los que están encar-
gados».

La especificidad de la jurisdicción se deduce de sus notas esenciales
configuradoras de la misma en cuanto se refiere:

a) Tan sólo a quienes manejan o administran, en sentido amplio,
fondos públicos. 

b) La responsabilidad contable se configura como una responsa-
bilidad subjetiva con las modulaciones legalmente previstas, según se
trate de responsabilidad directa o subsidiaria. 

c) Infracción, no de cualquier Ley sino de alguna de las que regu-
lan los regímenes presupuestario y contable aplicables al sector públi-
co de que se trate o, en su caso, de las normas que regulan la conce-
sión de subvenciones, créditos, avales y ayudas de dinero público.

d) Existencia de un daño en los caudales o efectos públicos en el
que concurran las notas de efectivo, evaluable económicamente e in-
dividualizado en relación a determinadas cuentas de caudales o efec-
tos públicos.

Por otra parte, el presupuesto o el requisito objetivo para que exista
responsabilidad contable viene determinado por la inexcusable exis-
tencia de una relación jurídica de Derecho público, al menos apa-
rente, entre la entidad pública y la persona a quien se encomienda el
manejo, custodia o beneficio (en el caso de subvenciones, etc.), y de
donde se desprende la obligación de rendición de cuentas en sentido
amplio. En todo caso, un estudio serio sobre los elementos calificado-
res del ámbito de esta jurisdicción no puede prescindir de resaltar la
condición del sujeto pasivo como cuentadante o, en su caso, el carác-
ter de perceptor de subvenciones o ayudas públicas por parte de to-
do tipo de personas o entidades (art. 38.1 de la L.O. 2/82 y art. 49.1
y preceptos concordantes de la LFTCu 7/88).

El enjuiciamiento contable como jurisdicción que es ha de manifes-
tarse solamente a través del proceso en el que rigen, entre otros, los prin-
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cipios dispositivo, de contradicción, congruencia e igualdad de las par-
tes. Todas estas notas, que son consustanciales a una verdadera juris-
dicción, la hacen instrumento legal hábil e insustituible para resolver
los conflictos que se generan en su campo jurídico social en los térmi-
nos que tiene constitucional y legalmente atribuidos, pero que no dis-
pone –ni puede disponer, al menos, de no desvirtuar su naturaleza– de
facultades de investigación de oficio, como ocurre en el campo de la ju-
risdicción penal, tendente a lograr la prevalencia de la verdad material.

Con ello queremos decir que la jurisdicción contable puede cum-
plir, en su ámbito, un control efectivo sobre la gestión del gasto públi-
co en los aspectos presupuestario y contable en todos los ámbitos com-
petenciales de las Administraciones Públicas, incluido el control sobre
el buen fin de las subvenciones y ayudas con dinero público dentro del
ámbito que le es propio y como más adelante intentaremos delimitar.

Y ello es así porque las pretensiones que se deduzcan en esta juris-
dicción siempre tendrán como sujeto pasivo a personas físicas o jurídi-
cas, públicas o privadas, a las que se imputan responsabilidades conta-
bles nacidas de sus actuaciones u omisiones que infrinjan los regímenes
jurídicos contable y presupuestario con intervención de culpa grave o
dolo. En este sentido, la jurisdicción contable es un instrumento ade-
cuado para hacer efectiva la acción de reintegro a favor del Tesoro
Público y frente a los autores directos y subsidiarios (e incluso en de-
terminadas condiciones frente a los causahabientes) de la irregularidad
o ilicitud contable causante del daño a los caudales o efectos públicos. 

En términos generales, la jurisdicción puede cumplir su misión de
un modo aceptable en el campo de las infracciones de la Ley General
Presupuestaria (Texto Refundido 1091/88, actualizado a 30 de mayo
de 1997) contenidas en el art. 141 de la Ley. Todos los supuestos de
infracción tipificados en los apartados a), b), c), d), f) y g), merecen le-
galmente la conceptuación de responsabilidad contable (todas las in-
fracciones tipificadas dichas darán lugar, en su caso, a la obligación de
indemnizar establecida en el art. 140 de la Ley, nº 2, del propio ar-
tículo) y han de ser delimitadas o enjuiciadas en el correspondiente
expediente administrativo de responsabilidad contable, cuando se
trate de infracciones tipificadas en los apartados b), c), d), f) y g) del
artículo 141.1 de la Ley, y sin perjuicio de la facultad del Tribunal de
Cuentas de avocar el conocimiento del asunto al amparo de lo dis-
puesto2 en el art. 41 de su L.O. 2/82 y artículo 3.e) de la LFTCu 7/88. 
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El procedimiento es el previsto en el R.D. 700/88, y frente a las
resoluciones que se dicten cabe recurso en única instancia ante la Sala
de Justicia del Tribunal de Cuentas (art. 41.2 de la L.O. 2/82, art. 54.1
de la LFTCu 7/88 y art. 12 del R.D. 429/93, de 26 de marzo). En el
supuesto del apartado a) (alcance o malversación en la administra-
ción de los fondos públicos) viene atribuida al Tribunal de Cuentas a
través del denominado procedimiento de reintegro por alcance.

En este ámbito, que podemos calificar de normal, de la responsa-
bilidad contable no presenta problemas especiales en cuanto que los
instrumentos jurídicos que ofrece la legislación vigente hace que la ju-
risdicción en el Tribunal de Cuentas funcione de una manera acep-
table (calidad y puesta al día). Ello, no obstante, es indudable que
el quehacer diario ha demostrado la existencia de disfunciones
que podrían fácilmente corregirse en una posible revisión de la
LFTCu 7/88.

Problema diferente ofrece la jurisdicción en cuestiones importan-
tes del ámbito de la actuación administrativa en sectores que se esti-
man básicos, vgr.: materia de personal, contratos, urbanismo y régi-
men del suelo, subvenciones o ayudas públicas.

El desarrollo de tal problemática, aunque sea como es obligado de
una forma escueta, encaja más bien en el tema de las limitaciones
de la jurisdicción. Aquí, no obstante, sí que debe analizarse el tema de
las subvenciones, créditos, etc., en cuanto que la competencia del Tri-
bunal de Cuentas, tanto desde las perspectivas fiscalizadora y juris-
diccional, resulta evidente.

En efecto, en materia fiscalizadora la atribución arranca del propio
artículo 136 de la C.E. y desarrollado por el artículo 4.2 de la L.O.
2/82. La LFTCu 7/88 regula el procedimiento específico de fiscaliza-
ción en los artículos 34 a 38 de la Ley; este último precepto dispone
que «el examen de las cuentas que deben rendir los perceptores o beneficiarios
de ayudas consistentes en subvenciones, créditos o valores del sector público se
extenderá tanto a la comprobación de que las cantidades de que se trate se han
aplicado a las finalidades para las que fueron concedidas como a sus resulta-
dos» (igual puede decirse para las Comunidades Autónomas y Organis-
mos Autónomos –art. 81.5 del TRLGP, redacción de la Ley 13/96).

La función jurisdiccional, por su parte, se apoya en las prescripcio-
nes de los artículos 2.b), 15.1 y 38 de la L.O. 2/82, desarrolladas por
los artículos 49, 72 y preceptos concordantes de la LFTCu 7/88, en
relación con el artículo 84.1.c) de la Ley General Presupuestaria. La
jurisprudencia de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas en esta
materia es numerosa: sobre el ámbito subjetivo de aplicación (alcan-
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za a cualquier persona, física o jurídica, entidad, carácter público o
privado) pueden citarse las Sentencias de 22 de octubre de 1992;
14/93, de 26 de marzo; 20/93, de 20 de mayo; 10/95, de 20 de octu-
bre; 1/98, de 26 de febrero, y 11/98, de 3 de julio. Y en el mismo sen-
tido la Sentencia del Tribunal Supremo (casación) de 22 de noviem-
bre de 1996.

La competencia original y preferente del Tribunal de Cuentas en
materia de responsabilidad contable se deduce del artículo 17 de la
L.O. 2/82 y Autos de la Sala de Justicia de 28 de marzo de 1996, 14
de junio de 1996 y 17 de junio de 1995.

Asimismo, la propia Sala ha declarado con base en el concepto am-
plio «del alcance», tal como aparece configurado en el artículo 72 de
la LFTCu 7/88, la no dificultad de incluir dentro del ámbito de esta
figura jurídica a los supuestos de falta de justificación de las subven-
ciones o ayudas públicas en general (Sentencias 11/93, de 26 de fe-
brero, 26 de mayo y 19 de marzo de 1995, etc.).

El campo de subvenciones, créditos, ayudas, etc., es amplio y va-
riado. Para empezar, su naturaleza puede ofrecer diferentes caracte-
res esenciales y, a la vez, diferenciadores. En general, podría atribuír-
sele la nota común en cuanto atribuciones patrimoniales sin
contraprestación (contrapartida) equivalente; propicia a la picaresca
por parte de los beneficiarios, dada la existencia de una pluralidad de
beneficiarios, adjudicaciones masivas, cifras millonarias, aplicación a
campos muy diversos, falta de una legislación básica o común (a pe-
sar del avance que han representado las nuevas redacciones de
los arts. 81 y 82 de la Ley General Presupuestaria por la Ley 31/90,
de 27 de diciembre, art. 16, y Ley 41/94, y la publicación del
Reglamento General, aprobado por R.D. 2225/93, de 17 de diciem-
bre), y hasta ahora los controles no han funcionado con la eficacia que
era de esperar. En la actualidad, los instrumentos se han actualizado
en el ámbito del control interno mediante una muy completa
Circular de control financiero de la Intervención General de la
Administración del Estado, nº 1/99, de 26 de marzo, en la que se pre-
ceptúa que «el control financiero se ejercerá mediante auditorías, ya sean fi-
nancieras, de cumplimiento, operativas, de programas presupuestarios y planes
de actuación y de sistemas y procedimientos de gestión financiera o mediante
otras técnicas, según establece el artículo 35.3 del R.D. 2188/95».

Es de reseñar que tanto en los temas referentes al ámbito de apli-
cación, objeto del control, finalidad, etc., se incluye en toda su exten-
sión el tema de las subvenciones, créditos, avales y demás ayudas y
formas o modos de actuar en tales casos.
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Asimismo puede sostenerse que el tema de las subvenciones o ayu-
das con dinero público es un campo harto complejo. A lo largo de la
historia ha originado polémicas porque esta técnica (fomento o pre-
cio político) ha sido empleada como arma política y ha sido, además,
en ocasiones, motivo de escándalos y críticas por una aplicación no
adecuada. Pensada –con buen criterio– para impulsar el desarrollo
de un país en todos los sectores productivos (desde la industria y mi-
nería hasta el comercio y las bellas artes), responde, sin duda, a una
necesidad real, pero su aplicación o desarrollo exige proyectos o pro-
gramas cuyos criterios generales, priorizaciones y demás requisitos
entrañan, sin duda, decisiones que han de acomodarse a lo prescrito,
con carácter general, en las Leyes o Reglamentos (Ley General
Presupuestaria, Ley de Presupuestos Generales del Estado, Comuni-
dades Autónomas y Unión Europea, etc.), debiendo resaltarse la
necesidad de avanzar hacia un sistema de actividad reglada o re-
glamentada, sujetando al máximo –en virtud del control jurisdiccio-
nal– la actividad, sin duda necesaria, de la discrecionalidad técnica.

Como medidas relevantes en esta lucha contra el fraude en el mar-
co de la Unión Europea, son de destacar la creación de la Unidad
de Coordinación de la Lucha Antifraude (UCLAF), y la Iniciativa
SEM 2000 (Principios de la buena gestión financiera), así como el
Informe Especial nº 8/98 del Tribunal de Cuentas sobre los servicios
de la Comisión encargados de combatir el fraude (de la Unidad en es-
pecial), acompañado de las respuestas de la Comisión de 10 y 11 de
junio de 1998.

En el plano normativo, los Reglamentos 1681/94, de 11 de julio
(relativo a irregularidades y recuperación de sumas indebidamente
abonadas en el marco de la financiación de las políticas estructurales),
y 1831/ 94, de 26 de julio (igual en el Fondo de Cohesión). En ambos
casos comprenden también la organización de un sistema de infor-
mación en dichos ámbitos.

En los artículos 2 a 6 se preceptúa (con redacción semejante) la
obligación, por parte de los Estados miembros, de comunicar a la
Comisión, en unos plazos que establece, lo siguiente:

– Disposiciones normativas relativas a la aplicación de las medidas
señaladas en los artículos 23.1 y 12 del Reglamento 4258/88, modifi-
cado por los Reglamentos 2082/93 y 1164/94, y lista de servicios y or-
ganismos encargados de su aplicación, su cometido, su funciona-
miento y los procedimientos que deben aplicar.

– Relación detallada de supuestos de irregularidades objeto de un
primer acto de comprobación administrativa o judicial (identificación
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del fondo implicado, disposición transgredida, naturaleza o impor-
tancia del gasto, importe total y reparto, momento de la comisión de
la irregularidad, práctica para su comisión, consecuencias financieras,
identificación de las personas implicadas).

– Procedimientos incoados, importe de las recuperaciones efec-
tuadas o previstas, medidas cautelares adoptadas, razones del even-
tual abandono de los procedimientos de recuperación, etc. En espe-
cial, si se considera que la recuperación no es posible o previsible, se
indicará igualmente para que la Comisión pueda adoptar una deci-
sión sobre la imputabilidad de las consecuencias financieras a efectos
de la posible responsabilidad subsidiaria del Estado

Por otro lado, es destacable (regla 15 de la Circular 1/99) la regu-
lación que se formula de los llamados Informes Especiales. La emisión
de este tipo de Informe viene referido a los supuestos en que, al
practicar el correspondiente control financiero, el agente Interventor
actuante entiende que los hechos acreditados en el expediente
pudieran ser constitutivos de infracciones administrativas o de res-
ponsabilidades contables o penales. El Informe, previa audiencia del
interesado, se remitirá a la Oficina Nacional de Auditoría. La Oficina,
en el ámbito de su competencia, procederá al examen y, en su caso,
lo remitirá a la Subdirección General de Intervención y Fiscalización.
El Informe ha de indicar: las posibles infracciones, con descripción de
los hechos constatados y los elementos que suponen su inclusión en
el correspondiente tipo de infracción penal administrativa o contable;
la identificación de los presuntos responsables, y cuando del supues-
to de hecho se derive responsabilidad contable, la cuantificación de
los perjuicios causados.

Especial consideración merece el acto administrativo de concesión de
la subvención o ayuda, etc., dado que no sólo tiene el carácter, en sen-
tido amplio, de acto gratuito (parecido a la donación), sino que por la
naturaleza pública de los caudales en juego se hace posible y aconse-
jable la introducción de determinadas condiciones de garantía, que
objetivadas –al formar parte del contenido de la concesión– hacen po-
sible, legalmente, el uso de facultades revisoras o resolutorias a favor
del concedente, igual que ocurre en el campo privado con las dona-
ciones modales o sometidas a condición. En particular, la norma con-
tenida en el nº 6.a.5 del artículo 81 de la Ley General Presupuestaria
preceptúa el establecimiento (al definir el objeto de la subvención) de
«medidas de garantía a favor de los intereses públicos que puedan considerar-
se precisas, así como la posibilidad, en los casos que expresamente se prevean,
de revisión de subvenciones concedidas». Y en el nº 8 del propio artículo
se establece que «toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para
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la concesión..., y en todo caso la obtención concurrente de subvenciones o ayu-
das otorgadas por otras Administraciones, o entes públicos o privados, nacio-
nales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de
concesión. Esta circunstancia se deberá hacer constar en las correspondientes
normas reguladoras de las subvenciones».

La Ley, además, en su artículo 81, nº 9, prevé cuatro supuestos en
que procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia
del interés de demora desde el momento del pago de la subvención
y en la cuantía fijada en el artículo 36 de la Ley General Presupuesta-
ria, y son éstos:

a) Incumplimiento de la obligación de justificar.

b) Obtener la subvención sin reunir las condiciones requeridas
para ello.

c) Incumplimiento de la finalidad para la que la subvención fue
concedida.

d) Incumplimiento de las condiciones impuestas a las entidades
colaboradoras y beneficiarias con motivo de la concesión de la sub-
vención.

También en el caso de que la subvención aisladamente o en con-
currencia con otras exceda o supere el coste de la actividad (incluidas
aportaciones privadas). Estas cantidades a reintegrar tendrán la con-
sideración de ingresos de derecho público, resultando aplicables
para su cobranza lo previsto en los artículos 31 a 34 de la Ley.

Según Medina [7], los motivos que justifican el reintegro de las
subvenciones y que recoge el artículo 81.9 del TRLGP no son los úni-
cos que puedan darse, ni ofrecen idéntica naturaleza. Los agrupa así: 

1) Los susceptibles de revocación del acto de concesión por con-
currir vicios que afecten a su validez o a la falta de presupuestos cau-
sales que afecten a su propia existencia (art. 81.9.b) de la Ley citada),
con inclusión de los supuestos de errores materiales o de hecho.

2) Los que sean consecuencia de una resolución por incumpli-
miento de la obligaciones impuestas al beneficiario con motivo de la
concesión, entre las que se encuentran las contenidas en las letras a),
c) y d) del citado artículo 81.9 y que transcribimos antes.

La competencia para declarar y exigir el reintegro por los casos in-
cluidos en el grupo a) –según el mismo autor– corresponde a la
Administración concedente, a través del procedimiento previsto en el
artículo 8 del R.D. 2225/93, en relación con el artículo 38 bis.3 del
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Real Decreto 2188/95. En los casos de reintegros por comisión de
errores materiales, el procedimiento ha de acomodarse a las normas
de la Orden Ministerial de 10 de mayo de 1989.

Cuando nos encontremos ante un supuesto de incumplimiento de
las obligaciones impuestas al beneficiario, por derivación de la Ley o
de la convocatoria –los casos incluidos en el grupo b)– corresponde,
en el ámbito de la Administración General del Estado, al Consejo de
Ministros y al Ministro de Economía y Hacienda, según las normas
del R.D. 700/88, de 1 de julio, sin perjuicio de dar cuenta al Tribunal
de Cuentas a efectos de la posible avocación (art. 41.1 L.O. 2/82). En
todo caso, la resolución que se dicte será susceptible de recurso ante
la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas (art. 41.2). En los campos
de las Administraciones autonómica y local (en tanto no se dicten dis-
posiciones específicas), la competencia viene atribuida a los órganos
análogos de las correspondientes Corporaciones o entidades, con
igual intervención del Tribunal de Cuentas.

Si los incumplimientos, se añade, son detectados por el propio
Tribunal de Cuentas en el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras
«como sean consecuencia de una gestión... al margen del proceso normal de
rendición de cuentas» (art. 46.1 LFTCu 7/88), su legislación específica le
brinda los procedimientos adecuados (piénsese en el juego de la sim-
ple denuncia en relación con la calificación de alcance que la juris-
prudencia de la Sala ha atribuido a las ayudas o subvenciones) para
exigir y, en su caso, hacer efectivos los reintegros que resulten proce-
dentes en virtud de la correspondiente resolución jurisdiccional.

Lo que tal vez deba resaltarse es que cualquiera que sea la autori-
dad o el procedimiento adecuados para conocer y resolver sobre los
reintegros de subvenciones en los supuestos previstos legalmente, lo
importante es mantener que la jurisdicción contable es la competen-
te en todo caso, puesto que en todos los supuestos tanto los requisitos
como las cargas u obligaciones a asumir por los beneficiarios son de
carácter presupuestario y contable, y en este ámbito, y no en otro, son
predicables las notas de necesaria e improrrogable, exclusiva y plena
que a la jurisdicción atribuye la Ley (art. 17 de la L.O. 2/82), y cuyo
ámbito aparece legalmente configurado por los artículos 15 y 38 de
la L.O. 2/82 y artículo 49 y preceptos concordantes de la LFTCu 7/88,
tal como ha precisado con reiteración la propia doctrina de la Sala de
Justicia, en términos coincidentes con lo declarado en la Exposición
de Motivos de la LFTCu 7/88. Aquí sí que puede mantenerse una
tesis de competencia expansiva del Tribunal de Cuentas, sin inva-
dir ámbitos ajenos, en defensa de lo que constitucionalmente le es
propio.
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Igualmente puede sostenerse que en el ámbito jurisdiccional di-
cho caben las resoluciones que se dicten en vía de control financiero
en relación con fondos comunitarios, puesto que en caso de recurso
frente a la decisión de la Administración que ordene el reintegro la
vía procedente será la contable, independientemente de la vía penal,
en su caso, y cuya compatibilidad esta prevista legalmente (art. 18
L.O. 2/82).

No menos importante es el tema de la efectividad de las fiscaliza-
ciones en materia autonómica en sus relaciones con la jurisdicción conta-
ble, ya que una cosa es la delegación de atribuciones para la instruc-
ción en el procedimiento por alcance, y otra es el ejercicio de las
competencias que le vienen atribuidas en el ámbito de la propia fis-
calización, tales como remisión de antecedentes en el caso de alcance,
como la formación de pieza separada en un posible supuesto de res-
ponsabilidad contable distinta del alcance (arts. 45 y 46 de la LFTCu
7/88), por tratarse de actuaciones previas a la exigencia de responsa-
bilidades contables (Capítulo XI del Título IV de la Ley, dedicado a
la función fiscalizadora del Tribunal y de sus procedimientos), y ante
la falta de regulación específica de la Ley autonómica cobra aplica-
ción la legislación estatal, dado su carácter de derecho supletorio ge-
neral, en base de lo preceptuado por el artículo 149.3 de la C.E., en
relación con el artículo 26.3 de la L.O. 2/82.

El buen camino, en todo caso, es el iniciado por la Ley autonómi-
ca de Madrid nº 11/99, de 29 de abril (creadora de la Cámara de
Cuentas de la Comunidad), en cuyo artículo 13 prescribe que «cuando en
el ejercicio de su función fiscalizadora la Cámara advierta la existencia de al-
gún indicio de responsabilidad contable en quienes manejen fondos públicos
dará traslado de las actuaciones practicadas al Tribunal de Cuentas a los efec-
tos previstos en su normativa específica» (nº 1). Todo ello sin perjuicio de
la actuación que proceda en los casos de delegación.

5. LIMITACIONES

Todas las instituciones, al igual que cualquier órgano administrati-
vo, se mueven legalmente dentro del ámbito de su propio campo o,
lo que es lo mismo, de su competencia atribuida legalmente. Al ser la
jurisdicción contable una jurisdicción específica y especializada en ra-
zón de la materia que conoce y de los posibles sujetos pasivos, hace
que su caracterización se encuadre no en los supuestos de «cláusula
general» como criterio jurídico determinador de su ámbito compe-
tencial (vgr.: jurisdicción civil o contenciosa, etc.), sino que la compe-
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tencia viene referida a enjuiciar no sólo a sujetos determinados (y re-
lacionados con la Administración por una relación especial en razón
de servicio público), sino también referida tan sólo a los ilícitos pre-
supuestarios y contables. De lo cual se desprende una limitación
deducida del ámbito de su propia atribución de facultades. Ello pue-
de darse en campos tan cualificados como el de personal de las
Administraciones Públicas en materia de contratación y de régimen del
suelo y ordenación urbana.

En estos supuestos, la posibilidad de actuación de la jurisdicción
contable es muy limitada, dado que tanto los procedimientos de se-
lección de personal, o del contratista, o concesionarios, acceso a pues-
to de trabajo, régimen disciplinario y corrector, régimen tarifario, ela-
boración de instrumentos de ordenación o planeamiento urbanístico,
y lo referente a la gestión, licencias y autorizaciones urbanísticas, etc.,
están, en todos los casos, regulados por Leyes o Reglamentos cuyo
control corresponde, en su caso, a la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa (sin perjuicio de la competencia del Tribunal Constitucional
en materia de inconstitucionalidad de la Ley o del recurso de ampa-
ro), dado que, con carácter general, conoce de las pretensiones que
se deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones
Públicas sujetas al Derecho administrativo, con las disposiciones ge-
nerales de rango inferior a la Ley y con los Decretos legislativos cuan-
do excedan de los límites de la delegación (art. 1 de la Ley 29/98, de
10 de julio). Y, en especial, lo relacionado con la protección jurisdic-
cional de los derechos fundamentales y de las indemnizaciones que
fueran procedentes; los contratos administrativos y los actos de pre-
paración y adjudicación de los contratos sujetos a la legislación de
contratación de las Administraciones Públicas; los actos de control
de los dictados por la Administración concedente, respecto de los dic-
tados por los concesionarios de los servicios públicos que impliquen
el ejercicio de potestades administrativas conferidas, y determinados
actos de los concesionarios mismos. Unido a la responsabilidad patri-
monial de las Administraciones Públicas, cualquiera que sea la natu-
raleza de la actividad o el tipo de relación de que derive, no pudien-
do ser demandada aquélla por este motivo ante los órdenes
jurisdiccionales civil o social.

Ello, no obstante, pueden también darse casos en que existan irre-
gularidades en materia presupuestaria o contable, y en tales supues-
tos la jurisdicción contable tiene competencia para resolver. Así,
por ejemplo, podría citarse la Sentencia de 3 de marzo de 1997
(Procedimiento de Reintegro por Alcance 322/95) de la jurisdicción
contable, en que decide, condenando, un supuesto de simulación de
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contratación de personal laboral en que, no obstante, fueron confec-
cionadas las nóminas a favor de varias personas, empleando datos no
ciertos y abonados haberes por servicios no prestados en c/c de de-
terminada entidad de crédito a favor de terceros. O también, en su-
puestos de contratación, cuando se producen abonos de certificacio-
nes de obras no realizadas, etc.

Los límites vienen establecidos en el propio artículo 16 de la L.O.
2/82 (en igual sentido el art. 49.1 y 2 de la LFTCu 7/88, en relación
con lo preceptuado en el art. 9 de la LOPJ 6/85, de 1 de julio) al de-
cir que no corresponde a la jurisdicción contable el enjuiciamiento de: 

a) Los asuntos atribuidos al Tribunal Constitucional. 

b) Las cuestiones sometidas a la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa.

c) Los hechos constitutivos de delito o falta.

d) Las cuestiones de índole civil, laboral o de otra naturaleza en-
comendadas al conocimiento de los órganos del Poder Judicial.

La existencia de otros controles (de carácter político, financiero in-
terno, preventivos o represivos, etc.) puede suponer complicaciones
en la tramitación (avocación o no, discordancia en la calificación del
supuesto, etc.), pero en ningún caso enervan las competencias del Tri-
bunal para ejercer, en último término, sus funciones jurisdiccionales
en el ámbito que le es propio.

Las limitaciones que surgen en relación con la competencia de la
jurisdicción ordinaria en materia civil y penal son casi siempre pro-
blemas de determinación de cuál sea la jurisdicción competente,
puesto que la decisión que se adopte tiene, en general, carácter ex-
cluyente. La problemática más importante surge de la compatibilidad de
la jurisdicción contable con la potestad disciplinaria y la jurisdicción penal
establecida en el artículo 18.1 de la L.O. 2/82, siendo de destacar la
norma contenida en el nº 2 al prescribir que «cuando los hechos sean
constitutivos de delito, la responsabilidad civil será determinada por la juris-
dicción contable en el ámbito de su competencia». El artículo 49.3 de la
LFTCu 7/88 desarrolla el precepto anterior en el sentido siguiente:
«Cuando los hechos fuesen constitutivos de delito con arreglo a lo establecido
en el artículo 18.1 de la Ley Orgánica, el Juez o Tribunal que entendiere de
la causa se abstendrá de conocer de la responsabilidad contable nacida de ellos,
dando traslado al Tribunal de Cuentas de los antecedentes necesarios al efecto
de que por éste se concrete el importe de los daños y perjuicios causados en los
caudales o efectos públicos.» Hoy puede afirmarse que los órganos juris-
diccionales penales vienen cumpliendo estos mandatos normativos,
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de lo que es buena muestra la doctrina jurisprudencial contenida en
las Sentencias del Tribunal Supremo de 27 de septiembre de 1991 y
10 de febrero de 1995, entre otras.

Lo dicho proclama la propia sustantividad de la jurisdicción con-
table en relación con otras jurisdicciones, en cuanto que la regulación
normativa examinada en conjunción interpretativa con lo dispuesto
en el artículo 9.6 de la LOPJ 6/85, de 1 de julio, viene a introducir
una importante excepción al clásico principio de la prevalencia de la
jurisdicción penal, derivado de los artículos 111 y 114 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal y artículo 44 de la LOPJ 6/85, de 1 de julio,
y demás concordantes.

En esta materia de los límites de la jurisdicción contable y su com-
patibilidad con la jurisdicción penal existe hoy una sintonía entre la
doctrina de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas y la jurisdic-
ción ordinaria penal, en cuanto se admite, y así se declara, que el en-
juiciamiento por ambas jurisdicciones (cada una dentro de su ámbi-
to) es compatible, dado que la prevalencia de la penal lo es sólo
respecto de la fijación de los hechos y autoría de los mismos
(Sentencias del Tribunal Constitucional de 26 de julio de 1983, 21 de
mayo de 1984, etc.), pero no de lo referente a la apreciación de los
hechos y de las consecuencias jurídicas que de ellos puedan despren-
derse (Sentencias del Tribunal Constitucional de 26 de noviembre de
1985, y de este Tribunal de 6 de mayo de 1994 y 25 y 26 de febrero
de 1993, etc.). El mismo hecho se contempla desde perspectivas dife-
rentes al no existir identidad objetiva de ámbito competencial entre
ambas jurisdicciones. Y ser destacable, además, que, dada la caracte-
rización de responsabilidad patrimonial de la jurisdicción contable y
no sancionadora, no puede tener cabida en nuestro campo el princi-
pio prohibitivo o del non bis in idem, y sí referido a los ámbitos penal
y sancionador administrativo (Auto del Tribunal Constitucional de
16 de diciembre de 1993 y Sentencias citadas de la Sala de Justicia del
Tribunal de Cuentas).

La coexistencia, por otra parte, en el tiempo de los procesos penal
y contable es indudablemente usual cuando se trata de enjuiciar con-
ductas presuntamente generadoras de perjuicios o menoscabo en los
fondos públicos. La solución de los conflictos que puedan plantearse
han de resolverse, como regla, atendiendo al criterio de la exclusivi-
dad jurisdiccional. La única excepción a la regla general vendría
dada por una cuestión prejudicial, bien penal o bien contable.

Así, por ejemplo, en el proceso contable la prueba documental es pie-
za básica de convicción del juzgador y que, en algunos casos, una pre-
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sumible falsedad documental siempre tendría que ser dilucidada,
previamente, por el Juez penal en el ejercicio de su exclusiva compe-
tencia (falsedad tipificada como delito). Por el contrario, en determi-
nados delitos contra el Erario Público, la penalidad a imponer por el
Tribunal penal viene determinada por la cuantía del daño o menos-
cabo, y su fijación es competencia exclusiva del Juez contable, deter-
minando incluso «la suspensión del proceso penal hasta que el Tribunal de
Cuentas precise –mediante sentencia– el importe de los perjuicios supuesta-
mente ocasionados al Estado» (Auto de 22 de julio de 1991 y
Resoluciones de las Audiencias de Cádiz, Oviedo y Lérida, etc.).

Como se deduce de todo lo expuesto, las limitaciones de la juris-
dicción contable frente al fenómeno de la corrupción son consecuen-
cia de su propia naturaleza y de las relaciones que surgen con los de-
más órganos –administrativos o judiciales– a quienes se encomiendan
facultades de control en el campo de las actividades de las Adminis-
traciones Públicas y sus empleados, o entidades, o particulares bene-
ficiarios de ayudas públicas, etc.

Parada ha criticado el carácter salvador –por global o ilimitado–
que ha venido sosteniéndose por un sector muy importante de la
doctrina sobre el control jurisdiccional. Aparte del penal, que como
remedio último es indudablemente el más efectivo, no deja de mere-
cer «peros», puesto que el ámbito del ilícito penal no debe rebasar, en
una sociedad equilibrada, lo indispensable en razón de un principio
general de mínima intervención.

Las jurisdicciones contenciosa y contable, tal vez, no estén pensa-
das para una lucha directa contra el fenómeno de la corrupción. El
campo de la contable, no obstante, no deja de ser extenso e impor-
tante, en cuanto que el desarrollo de la técnica de fomento por el
Estado, Autonomías, Entes Locales y Unión Europea, sobre subven-
ciones y ayudas públicas, abre unas perspectivas muy favorables al in-
cremento del necesario actuar jurisdiccional en estas materias.

Como alguien ha dicho, «mejor es prevenir que curar», yo también
creo, siguiendo a Parada, que «el mejor antídoto contra la corrupción es lo-
grar una Administración honesta, a la vez que eficiente». Es de recordar lo
dicho por Oscar Wilde: «Lo importante –se refiere al empleado público– es
que sea un gentlman; porque si no lo es, cuanto más sepa, peor.»

A estos efectos podríamos concluir destacando los principios que
deben regir la vida pública (extraídos del Informe Nolan):

a) El desinterés personal del servidor público y la correlativa ca-
pacidad de asumir el interés general como objetivo.
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b) La integridad.

c) La objetividad.

d) La responsabilidad.

e) La transparencia y capacidad de decisión.

El objetivo no debe ser otro que reconstruir la confianza pública
en políticos y funcionarios. ¡Ah!, pero el mundo de las Administra-
ciones Públicas forma parte, aunque sea importante o esencial, de so-
ciedades determinadas y muy especiales en nuestra época. El afán
competitivo, el lucro, el tener, ante todo, la globalidad en el mundo
de la economía en general, condicionan ciertamente el tema y las
soluciones que puedan formularse en la problemática tratada. El
cambio en la formación y el pensar de las poblaciones de los diferen-
tes países es la raíz para una inversión o cambio de tendencia de los
fenómenos irregulares que vienen produciéndose en la sociedad
actual.

A pesar de lo cual, y tal como ha escrito Rodríguez Adrados, «hay
que tener fe en el futuro: en los vitales compromisos que tantas veces en la his-
toria han abierto vías nuevas tendentes a lograr una nueva cultura, una nue-
va sensibilidad; en definitiva, una nueva libertad responsable».
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1. INTRODUCCIÓN

Al abordar el control de la financiación de los partidos políticos en
el marco de las funciones del Tribunal de Cuentas es necesario hacer
una previa precisión: no se trata, en este caso, de la actuación del Tri-
bunal en el control de la gestión pública –toda vez que, como inme-
diatamente veremos, los partidos políticos no forman parte del sector
público–, ni procede, tampoco, aludir, sin matizaciones, a la función
jurisdiccional contable. Nos situamos, en el caso de la fiscalización de
los partidos políticos, ante actuaciones del control externo que pode-
mos denominar especiales, atribuidas en nuestro país al Tribunal de
Cuentas por la Ley Orgánica 3/87, de 2 de julio, sobre Financiación
de partidos políticos, que encomienda, en exclusiva, a nuestra Insti-
tución la fiscalización externa de su actividad económico-financiera
en garantía de la regularidad, transparencia y publicidad de dicha
actividad, y por la Ley Orgánica 5/85, de 19 de junio, del Régimen
Electoral General, que atribuye al Tribunal la fiscalización de la regu-
laridad de las contabilidades electorales, sin perjuicio de las compe-
tencias de los Órganos de Control Externo de las Comunidades
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Autónomas, cuando se trata de elecciones a las correspondientes
Asambleas. De este modo, el Tribunal, no como consecuencia de sus
propias Leyes, sino de las citadas normas, ha tenido que extender su
actuación fiscalizadora a la actividad económico-financiera ordinaria
de estas organizaciones y a su actividad económica y financiación de-
rivada de los procesos electorales. En ambas fiscalizaciones, el Tribu-
nal eleva a las Cortes Generales los correspondientes Informes de fis-
calización, en cuya tramitación se siguen las normas aplicables al resto
de procedimientos fiscalizadores y las directrices técnicas específicas
aprobadas por el Pleno.

Dejando aparte en estos momentos iniciales la problemática que
puede derivar para el deseable funcionamiento institucional de la
atribución de funciones fiscalizadoras de los partidos políticos al Tri-
bunal cuando no se cuenta con un marco normativo adecuado, de-
bemos adelantar algunas cuestiones técnicas que ayuden a sistemati-
zar esta exposición:

Ambas actuaciones fiscalizadoras del Tribunal, aunque vinculadas,
tienen distinto objetivo y alcance. En el primer caso, la fiscalización o
control externo de la actividad económico-financiera de los partidos
políticos (una de cuyas manifestaciones es la actividad de ingresos y
gastos electorales, con su correspondiente integración contable en los
estados financieros anuales), el Tribunal tiene que pronunciarse en
plazo sobre la regularidad de dicha actividad, de acuerdo con la Ley
Orgánica 3/87, y, aunque esta norma alude a la exigencia de las res-
ponsabilidades que pudieran deducirse de su incumplimiento, hay
que advertir que únicamente se halla previsto que, ante el incumpli-
miento de las prohibiciones establecidas (en los artículos 4 y 5) sobre
la financiación privada –a las que posteriormente se hará referen-
cia–, se sancione con multa del doble de la aportación ilegalmente
aceptada; pero, al no estar expresamente señalado el órgano, ni el
procedimiento y los recursos, dichas sanciones no han resultado, en
ningún caso, aplicables ni efectivas.

Tratándose de la fiscalización de la actividad económico-financie-
ra derivada de procesos electorales, además del pronunciamiento
sobre la regularidad de las contabilidades electorales, se atribuye
expresamente al Tribunal la facultad de proponer la no adjudicación
o reducción de la subvención estatal al partido ante irregularidades
en la contabilidad o violaciones de la normativa de ingresos y gastos
electorales; propuesta de sanción que se incluye, en su caso, en el
Informe de fiscalización que se remite a las Cortes y que, a pesar de
las limitaciones sobre las que más adelante me extenderé, tiene pre-
cedentes. Además, en este caso, el Tribunal tiene que pronunciarse en
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el Informe de fiscalización sobre el importe de los gastos regulares
justificados por cada formación política, que deviene en determinan-
te de la subvención que pueden cobrar por la actividad electoral.

Hechas estas manifestaciones previas por lo que respecta a la es-
pecialidad de estas fiscalizaciones del Tribunal, vamos a enmarcar el
problema de la financiación de los partidos políticos, elementos nu-
cleares del sistema democrático, tras precisar su naturaleza jurídica.

Como señalan García-Escudero y Pendás, en la literatura iuspu-
blicista contemporánea la relación entre el Derecho y los partidos po-
líticos es profundamente insatisfactoria, si bien, siendo realistas, hay
que reconocer que el que padece esta insatisfacción es el Derecho,
que ve frustrada su intrínseca vocación normativa sobre unas organi-
zaciones que transitan con fluidez por la difusa frontera que separa,
o que une, al Estado y a la sociedad de nuestros días.

En nuestro país, de acuerdo con el contenido del artículo 6 de la
Constitución y de las Sentencias del Tribunal Constitucional, los par-
tidos políticos son asociaciones, organizaciones privadas cuya creación
se ampara en el ejercicio de la libertad de asociación que consagra el
artículo 22 de la norma fundamental; organizaciones sociales con re-
levancia constitucional, en tanto que resultan constitucionalmente ne-
cesarias como expresión del pluralismo político, en la manifestación
de la voluntad popular y como instrumento esencial para la partici-
pación política. Sin entrar en disertaciones más propias del Derecho
político, podemos anticipar que en una democracia pluralista los par-
tidos políticos son y deben ser más sociedad que Estado y que en el
Derecho español no hay correlación estricta entre la naturaleza pri-
vada y la financiación pública de los partidos, consecuencia de lo cual
el Estado asume en la actualidad la gran parte de la carga financiera
que comporta su organización y funcionamiento, con independencia
de la ayuda financiera pública por concurrir a la manifestación de la
voluntad popular tomando parte en las elecciones.

No podemos dejar de aludir tampoco, en esta introducción del
tema, a la importancia de la financiación legal de los partidos políti-
cos para el buen funcionamiento de la democracia representativa, ni
a la practica de recurrir a la financiación irregular. En las últimas dé-
cadas han saltado a la opinión pública numerosos escándalos relacio-
nados con la financiación de partidos políticos en países con demo-
cracias consolidadas y, en gran parte de ellos, se han abordado
reformas de la normativa de financiación. En nuestro país resultan de
obligada referencia la Proposición de Ley Orgánica sobre Financia-
ción de los partidos políticos, publicada en el Boletín Oficial de las Cor-
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tes Generales de 5 de enero de 1998, texto resultante de la unificación
de las Proposiciones de Ley presentadas por cinco grupos parlamen-
tarios, y la aún pendiente reforma.

Es común entre los autores de distintos países especializados en
esta materia poner el énfasis en la necesidad de conseguir un plan-
teamiento netamente jurídico de la financiación de los partidos polí-
ticos, fruto de haber constatado que los problemas que han venido
produciéndose se han debido, en buena medida, a la falta del ade-
cuado desarrollo jurídico. La financiación ilegal se ha presentado en
muchos países como un problema de corrupción por parte de los po-
líticos y en el seno mismo del Estado, y desde una perspectiva histó-
rica se ha valorado como una forma de agresión o lesión en los dere-
chos de los ciudadanos a la que el Derecho público debe dar solución
jurídica, aplicándose, no sólo enunciándose, los principios jurídicos
de transparencia, control y racionalidad del gasto.

A nadie se oculta que el tema de la financiación de los partidos po-
líticos plantea una especial complejidad a la hora de lograr soluciones
legales fijas, habiéndose llegado a acuñar, al respecto, entre los espe-
cialistas la expresión «legislación interminable». Se trata de una ma-
teria donde es frecuente la sucesión de reformas legales, de acuerdo
con las necesidades y la evolución de los distintos momentos. En la ac-
tualidad, en circunstancias y marcos distintos, se vienen planteando
al legislador, en numerosos países de nuestro entorno, problemas co-
nexos con el de la financiación de los partidos políticos, como el de la
excesiva dependencia del Estado, el alejamiento de la sociedad, las
debilidades de los sistemas de representación –más acuciantes donde
las listas son cerradas y bloqueadas–, la influencia excesiva de deter-
minados sujetos o grupos, la adecuación de medios para el normal
funcionamiento y cumplimiento de sus funciones, y la necesidad de
estimular la mermada participación ciudadana, la transparencia y el
control: sirvan estos problemas como prueba de lo limitado de con-
templar en esta materia aisladamente la problemática que plantea al
Tribunal de Cuentas la fiscalización de los partidos políticos, razón
por la que se van a tratar, siquiera sea someramente, determinados
aspectos que se plantean como esenciales en el Derecho comparado,
para poder acercarnos a dimensionar adecuadamente nuestros pro-
pios problemas.

Se puede avanzar que los casos más destacados de financiación
irregular de los últimos años no responden a un perfil único como
consecuencia del origen privado o público de la financiación que re-
sulta predominante en los partidos políticos. De hecho, se han pre-
sentado en países donde la financiación de los partidos era funda-
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mentalmente pública y también donde resultaba esencialmente pri-
vada, lo que, como señalan García Viñuela y Vázquez Vega, no debe
sorprender, si se tiene en cuenta que, donde la financiación pública
es más apoyada o justificada en argumentos de evitar la dependencia
o influencia de grupos privados, se ha demostrado que el control de
las donaciones privadas no sirve por sí solo para reducir la influencia
sobre los partidos si no se reduce, a la vez, el valor de los favores que
los políticos pueden prestar, a través de legislaciones que eviten favo-
recer intereses especiales, el intervencionismo, el tráfico de influen-
cias, el pago de comisiones, la discrecionalidad, etc. Si los marcos ju-
rídicos no se adecuan para evitar dichos problemas, se favorece la
cartelización y el mantenimiento del statu quo, introduciendo barreras
de entrada al «mercado» político y disminuyendo el número de par-
tidos sin que lo hagan los gastos de representación política, pudien-
do perjudicarse el pluralismo.

Donde lo que más se propugna es la financiación privada, bajo el
argumento de la participación, se corre el riesgo de que la pasividad
de los ciudadanos frente al sostenimiento de los partidos o proble-
mas de la llamada cultura política conduzcan a aquéllos a situarse en
la esfera de los grupos de presión que los financien.

En cualquier caso, encontramos un punto de partida común en el
planteamiento jurídico del problema: la transparencia en la gestión
de la actividad económica de los partidos políticos es, sin lugar a du-
das, la base para lograr dos objetivos intrínsecamente relacionados,
impedir la corrupción y aumentar la confianza de los ciudadanos en
el Estado y en la política.

2. ALGUNAS REFERENCIAS AL ANÁLISIS COMPARADO

Para enmarcar el caso español se va a aludir brevemente, a conti-
nuación, a las principales características de financiación y control de
los partidos políticos en algunos países con democracias de tipo occi-
dental, atendiendo especialmente al sistema de control alemán, por
su singularidad, y a las medidas hacia las que se orientan otras legis-
laciones para evitar los peligros que se han ido detectando en la fi-
nanciación de partidos políticos y que ya se han apuntado (aleja-
miento de la sociedad, control por los grupos de presión, compra de
influencia política, búsqueda de rentas a través del sector público, cri-
sis de confianza, necesidad de mayor credibilidad y de alejamiento de
toda duda de posible corrupción...).

Si se consideran los principales países de nuestro entorno eu-
ropeo, Estados Unidos y Canadá, se pueden extraer las siguientes
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conclusiones respecto a las características de la financiación y el con-
trol de los partidos políticos:

– En la práctica mayoría de estos países existe algún tipo de sub-
vención pública, en algunos casos por más de la mitad de los ingre-
sos totales de los partidos políticos –Alemania, Italia...–, proporción
que resulta más elevada en España o Grecia, donde se sitúa superan-
do el 80%.

– Se ha producido un proceso de introducción de límites al volu-
men total de financiación pública, tanto para actividad ordinaria
como cuando se trata de gastos electorales, con las necesarias actuali-
zaciones, estimulando, a la vez, la financiación privada a través de
ventajas fiscales a las cuotas y a las donaciones que favorezcan a la ma-
yoría de los contribuyentes y hasta determinados importes máximos.
Es habitual (Francia, Estados Unidos, Alemania...) que se admita de-
ducir o desgravar en el IRPF las donaciones a los partidos políticos,
siempre hasta ciertos límites, para evitar que los votantes con ingre-
sos más altos sean los más beneficiados. En algunos países las dona-
ciones de menor cuantía se benefician de una mayor desgravación.
Puede afirmarse que, en general, se trata de lograr la igualdad de
oportunidades y de potenciar la iniciativa del ciudadano de renta me-
dia en la financiación de los partidos políticos.

– Las subvenciones suelen ser anuales, para financiar la actividad
general y para campañas electorales, y el criterio más frecuente en la
determinación de su cuantía es el del número de votos o escaños ob-
tenidos en las elecciones, tendiendo a igualar todos y cada uno de los
votos para el cálculo de las correspondientes cuantías.

– Es generalizada la prohibición de financiarse de empresas pú-
blicas, que reciban subvenciones del sector público o mantengan re-
laciones con él, y es también generalizada la posibilidad de obtener
financiación privada de personas físicas y jurídicas y de entidades fi-
nancieras privadas, en determinadas condiciones.

– Se ha ido consolidando un sistema mixto de financiación, deno-
minado de subvenciones condicionadas, que consiste en hacer de-
pender la cuantía de las ayudas públicas de la cuantía de las donacio-
nes privadas –que suelen ser anónimas, si su importe es reducido, y
nominales si superan determinadas sumas–.

– En la generalidad de las legislaciones se está tratando de evitar
lo que ha dado en denominarse la democracia subvencionada y de di-
ficultar la integración de los poderes político y económico, poten-
ciando el «arraigo» o «enraizamiento» de los partidos en la sociedad.
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Recientemente, el Tribunal Federal Constitucional en Alemania ha
señalado este criterio como fundamental para lograr una financiación
pública de los partidos adecuada. Se trata de favorecer la participa-
ción política y de fortalecer las relaciones entre los partidos y la so-
ciedad. El ideal –señala González Varas– está en que la mayoría fi-
nancie mínimamente.

Los distintos modelos europeos y el norteamericano confirman la
tendencia hacia un cierto sistema estándar, que busca una legitima-
ción de la asignación del dinero público a favor de los partidos, sin
que se estime, en general, adecuado que ellos mismos decidan sus in-
gresos públicos, y en el que se considera necesario conectar el hecho
de la financiación con una manifestación de voluntad de los ciudada-
nos. El reto para los partidos, para la sociedad y para las instituciones
está en el nivel de arraigo real del sistema de pluralismo político en
un país. 

– Es necesario contextualizar los problemas para cada sociedad y
para cada momento histórico concreto, sin que quepa hablar de pa-
tentar soluciones. No pueden dejar de considerarse, como indica
P. del Castillo, problemas como el del descrédito derivado de escán-
dalos de financiación o las dificultades, en determinadas culturas
políticas, donde la estima de los partidos es baja para conseguir apor-
taciones privadas no anónimas. Hay que tener en cuenta que las
muestras de despilfarro o corrupción retraen a la hora de apoyar a
los partidos. 

– La publicidad, la transparencia y la posibilidad de investigación
exhaustiva de la situación financiera de todos los partidos políticos se
han impuesto como criterios eficaces para evitar la colusión entre los
partidos y el entorno.

– El control suele encomendarse a órganos ad hoc creados para es-
ta tarea (Chief Electoral Committee, en Canadá; Federal Election
Commission, en EE.UU.; Mandatario, Experto Contable y Comisión
de Cuentas, en Francia) o a los propios partidos –Suecia– que inter-
cambian sus cuentas. En España, el control se atribuyó a una institu-
ción ya existente, el Tribunal de Cuentas.

Es frecuente aludir, por especialistas alemanes y extranjeros, al sis-
tema alemán como uno de los más transparentes y de mayor control
del mundo sobre la actividad financiera de los partidos políticos, sis-
tema implantado en la Ley alemana de 28 de enero de 1994. Permí-
tanme que, a grandes rasgos, indique algunas de las características de
este sistema de control:
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• Los conceptos de ingresos y gastos en las cuentas de los parti-
dos se encuentran claramente especificados.

• Se exige la publicidad de las donaciones, que condicionan o de-
terminan la cuantía de la financiación pública.

• Se ha señalado riguroso plazo para la entrega de las cuentas de
todos los partidos y previsto severas sanciones en caso de donaciones
ilegales –multa consistente en restituir una cantidad cinco veces ma-
yor que la obtenida ilegalmente– y de no presentación de las conta-
bilidades –la sanción es la pérdida de la subvención estatal–.

• Las Presidencias de los partidos se hacen responsables de la
rendición de cuentas públicas, que han de trasladarse a la Presiden-
cia del Congreso alemán en plazo legal.

• El control se extiende a los partidos e instituciones con ellos
vinculadas y se lleva a cabo mediante una instancia ad hoc e indepen-
diente del Parlamento, los Auditores de cuentas, cuya función se re-
gula por la legislación mercantil, que han de ser designados y finan-
ciados por los partidos para supervisar la regularidad de su
contabilidad. Están previstas sanciones a los Auditores si contravienen
las normas u ocultan hechos en el ejercicio de sus funciones. Los Au-
ditores tienen que verificar el cumplimiento de la legalidad y la re-
gularidad de ingresos y gastos. Si existen irregularidades deben de-
negar la conformidad de la contabilidad con las normas e indicar los
aspectos concretos en que se producen aquéllas y, si aprecian indicios
de responsabilidad penal, trasladar los hechos a la Fiscalía para que
se persigan por los Tribunales correspondientes.

• La Presidencia del Congreso verifica la regularidad de los In-
formes de los Auditores. Si, pese al examen de éstos, detecta irregu-
laridades o presuntas responsabilidades penales, se activa el sistema
de sanciones para los partidos y de depuración de responsabilidades
para los Auditores. Si, por el contrario, se confirma el Informe de
auditoría, la Presidencia otorga su aprobación y, actuando como
Autoridad Administrativa, expone el Informe en el Congreso de los
Diputados.

• El Tribunal de Cuentas tiene que comprobar si la Presidencia
del Congreso, en cuanto Autoridad Administrativa, ha fijado y orde-
nado realizar los pagos de acuerdo con la ley, es decir, si ha cumplido
con su deber de revisión. En el sistema alemán, tras muchas discu-
siones parlamentarias, no se atribuyó, finalmente, al Tribunal de
Cuentas la función de control de la actividad económico-financiera
de los partidos, al ser éstos agrupaciones sociales, no parte del sector
público.
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• El entramado de controles culmina con la supervisión que rea-
liza la Comisión de Especialistas, nombrada por el Presidente de la
República, que analiza el funcionamiento del sistema de financiación
y pone de manifiesto sus defectos, trasladando recomendaciones al
Congreso de los Diputados para la reforma o mejora del sistema.

Otro sistema de control que sirve como referente, en estos mo-
mentos, a los diversos autores en esta materia es el francés, sobre todo
por lo que se refiere al control de procesos electorales y de su finan-
ciación. En este caso, revisa la contabilidad electoral y la anual un ór-
gano administrativo, la Comisión de Cuentas, integrado por presti-
giosos juristas, entre ellos del Tribunal de Cuentas, de la Corte de
Casación y del Consejo de Estado. La normativa francesa contempla
como sanción la pérdida de la subvención para el año siguiente y res-
ponsabilidades electorales y penales que pueden derivar, incluso, en
resultar inelegible o que se anule la elección.

3. EL CASO ESPAÑOL

Tratemos, ahora, de analizar los rasgos básicos del modelo de fi-
nanciación y control de los partidos políticos en España. El modelo
vigente responde a un sistema mixto en el que la financiación públi-
ca resulta preponderante, con un peso en la financiación global más
elevado que el de la media de los países de nuestro entorno. Dicha fi-
nanciación pública se concreta en tres tipos de subvenciones:

• Subvenciones para gastos de funcionamiento ordinario, que se
distribuyen entre los partidos con representación en el Congreso de
los Diputados según el número de escaños y de votos obtenidos en las
últimas elecciones generales celebradas, es decir, se trata de subven-
ciones estatales anuales no condicionadas, para cuya distribución se
divide la consignación presupuestaria en tres cantidades iguales: una
se distribuye según el número de escaños en las últimas elecciones al
Congreso y dos según el número de votos en dichas elecciones;
pero no se computan los votos obtenidos en las circunscripciones en
que no se alcanzó el 3% de los votos válidos.

• Subvenciones para el funcionamiento parlamentario, tanto de
las Cortes Generales como de las Asambleas Legislativas Autonómicas
y del Parlamento Europeo, que se distribuyen de acuerdo con los cri-
terios señalados en los respectivos Reglamentos.

• Subvenciones para gastos electorales, destinadas a cubrir, por
una parte, lo que se denominan «gastos electorales ordinarios» –su
cuantía se calcula según el número de escaños y de votos en el Con-
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greso y en el Senado– y, por otra, a financiar los gastos derivados del
envío personal y directo de propaganda electoral.

En nuestro país los gastos electorales ordinarios tienen límite, cal-
culado en función de la población de derecho de las circunscripcio-
nes donde se presentan candidaturas. La subvención para gastos
electorales ordinarios no puede superar el importe de los gastos de-
clarados justificados por el Tribunal de Cuentas, sin incluir los de en-
vío personal y directo de propaganda electoral. La subvención para
este tipo de gastos se calcula en función del número de electores en
las circunscripciones en que se presentan listas al Congreso y al Se-
nado, siempre que se consiga el número de votos suficiente para ob-
tener Grupo Parlamentario en una u otra Cámara y que se haya jus-
tificado la realización efectiva de la correspondiente actividad.

Como recursos de financiación privada, la normativa vigente de
partidos políticos contempla las cuotas y aportaciones de afiliados, las
donaciones –en dinero o en especie–, los productos de las actividades
propias y los rendimientos de su patrimonio, las herencias o legados
que reciban y la financiación que obtengan a través de los préstamos
o créditos concertados con entidades financieras.

Para campañas electorales, la normativa vigente prohíbe las apor-
taciones anónimas, y las nominativas no pueden superar el importe
de un millón de pesetas. Cuando se trata de financiación ordinaria,
los partidos políticos pueden recibir aportaciones privadas no finalis-
tas, que pueden ser anónimas, habiéndose previsto, como límite, que
la cuantía total de las que reciba un partido en un ejercicio no sobre-
pase el 5% de la cantidad asignada en los Presupuestos Generales del
Estado en el mismo para atender la subvención pública a los partidos
políticos para funcionamiento ordinario. Por su parte, las aportacio-
nes nominativas de personas físicas o jurídicas para funcionamiento
ordinario no pueden superar el importe de diez millones de pesetas.
Para unas y otras se contemplan en la Ley determinados requisitos,
como el ingreso en cuentas específicamente abiertas a tal fin. La le-
gislación española impide la financiación de empresas que manten-
gan contratos suscritos con las diversas Administraciones Públicas, así
como la financiación de empresas públicas y la proveniente de Go-
biernos u organismos extranjeros.

Como se ha puesto de manifiesto por diversos autores, el sistema
de financiación pública vigente favorece claramente a las formacio-
nes políticas de mayor implantación. En la generalidad de las mismas,
la financiación privada –a la que se ha impuesto límites formales fá-
cilmente eludibles, toda vez que los límites de las aportaciones nomi-
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nativas pueden salvarse por la vía de reconducirlas como anónimas,
que presentan límites más laxos– resulta irrelevante cuantitativamen-
te y ha adquirido una gran importancia el endeudamiento con enti-
dades de crédito.

Por lo que se refiere al control que corresponde al Tribunal, co-
mencemos indicando brevemente, en primer término, en qué consis-
te la fiscalización de la actividad electoral.

a) Toda candidatura, según la normativa electoral, ha de contar
con un administrador, que responde de los ingresos y gastos y de la
contabilidad, que tiene que ajustarse a los principios del Plan Gene-
ral de Contabilidad. Los conceptos de gastos electorales en que pue-
den incurrir las formaciones políticas se contemplan en la normativa
electoral. El conjunto de gastos –referidos siempre al período electo-
ral (desde el día de la convocatoria al de proclamación de electos)–
tiene, como hemos adelantado, un límite máximo, habiéndose pre-
visto también otros límites parciales, como ocurre con la publicidad
exterior o los gastos en prensa y radio.

Debe destacarse que las Juntas Electorales tienen atribuida una ac-
tividad de control de los gastos y de la financiación electorales desde
la convocatoria hasta cien días posteriores a la celebración de las elec-
ciones y que está prevista legalmente la remisión al Tribunal de un in-
forme con los resultados de dicha actividad fiscalizadora.

Las entidades de crédito que concierten operaciones para las cam-
pañas con las formaciones políticas y las empresas que facturen a és-
tas gastos electorales por importes superiores a un millón de pesetas
tienen la obligación de informar al Tribunal, aspecto al que más tar-
de volveré a aludir, al tratar de las imprevisiones del actual marco
normativo.

Las formaciones políticas tienen la posibilidad de percibir antici-
pos de las subvenciones que les pudieran corresponder. Pues bien,
cuando hubieren alcanzado los requisitos para la percepción de sub-
venciones estatales –es decir, obtenido, al menos, un cargo electo– o
dispuesto de anticipos, tienen que remitir al Tribunal, antes de los
ciento veinticinco días posteriores a la celebración de las elecciones,
una contabilidad detallada y documentada de sus ingresos y gastos
electorales, y el Tribunal cuenta con los doscientos días posteriores a
las elecciones para emitir su Informe de fiscalización.

Del ejercicio de la función fiscalizadora del Tribunal resulta un
pronunciamiento sobre la regularidad de las contabilidades electora-
les, una declaración del importe de los gastos regulares justificados
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por cada partido y, en el caso de apreciar irregularidades en la con-
tabilidad o violaciones de la normativa de ingresos y gastos electora-
les, la propuesta de no adjudicación o de reducción de la subvención
estatal; todo ello sin perjuicio de trasladar al Ministerio Fiscal los in-
dicios apreciados de conductas constitutivas de delito.

Como ya se advirtió, la normativa vigente no identifica exhausti-
vamente las posibles irregularidades, ni concreta los criterios en que
ha de fundamentar el Tribunal la propuesta de reducción o pérdida
de la subvención. A pesar de las limitaciones derivadas de la falta de
desarrollo normativo respecto a la determinación de las cuantías en
estas propuestas de sanción, el Tribunal, en las fiscalizaciones realiza-
das, ha incluido propuestas de reducción de la subvención. 

A partir del Informe del Tribunal, el Gobierno presenta a las Cor-
tes Generales un proyecto de crédito extraordinario por el importe
de las subvenciones a adjudicar.

b) Cuando se trata de la actividad económico-financiera ordinaria
de las formaciones políticas, el Tribunal, que tiene atribuido el ejerci-
cio de su control externo como garantía de transparencia y regulari-
dad, elabora un Informe de fiscalización dirigido, esencialmente, a
valorar la representatividad de los estados financieros remitidos. Se-
gún la normativa vigente, los partidos políticos que reciban subven-
ción estatal tienen que rendir, en los seis meses posteriores al cierre
del ejercicio económico, una contabilidad detallada y documentada,
previéndose que el Tribunal realice la fiscalización en ocho meses des-
de la recepción de la misma.

Si se tiene en cuenta que el control que se atribuye al Tribunal en
la Ley de Financiación de Partidos Políticos persigue, como objetivo
fundamental, establecer el marco normativo básico que discipline la
actividad de estas organizaciones con arreglo a principios de sufi-
ciencia y publicidad, se puede afirmar que dicho marco no permite,
en estos momentos, llevar a cabo un riguroso sistema de control, en
la medida en que la renuncia a las citadas subvenciones puede per-
mitir eludir la fiscalización del Tribunal. Se estima necesaria la modi-
ficación de la mencionada norma y de la Ley Orgánica del Régimen
Electoral General, con la finalidad de evitar las lagunas y dudas in-
terpretativas en que actualmente puede pretender ampararse la elu-
sión del control externo y que dificultan la tarea del Tribunal, por no
contemplar taxativamente los medios para exigir las contabilidades
anual y electoral, ni determinar específicamente las irregularidades y
sanciones correspondientes. La parte dispositiva de la vigente Ley de
Financiación no resulta acorde con la finalidad general de transpa-
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rencia y publicidad de la actividad económica de los partidos políti-
cos que dice perseguir en la exposición de motivos. Por otra parte, a
efectos de control, no cabe pensar en una contabilidad electoral no in-
tegrada en la contabilidad anual correspondiente, ni en una norma
de control de la actividad económica electoral no armonizada plena-
mente con la Ley de Financiación de Partidos Políticos. 

Es necesario añadir, además, que la Ley de Financiación no preci-
sa quién es el responsable de presentar los estados contables al Tri-
bunal, ni contiene las concreciones necesarias respecto a obligaciones
de elaboración y conservación de libros contables, publicación y re-
gistro de estados financieros o régimen fiscal de las formaciones polí-
ticas.

En esta actividad fiscalizadora, el Tribunal solicita información, a
través de las formaciones políticas, de entidades financieras y con-
trasta datos con diversas entidades públicas, como es habitual en los
trabajos de auditoría.

En el Informe de fiscalización de la contabilidad anual de las for-
maciones políticas se recogen los resultados del análisis de legalidad
(cumplimiento de los requisitos de financiación, de endeudamiento
–límites de compromiso de subvenciones de funcionamiento ordina-
rio y parlamentario para amortización de las operaciones correspon-
dientes–, etc.) y la valoración sobre la adecuación de los estados fi-
nancieros a los principios generales de contabilidad (si bien, una vez
más, las singularidades para estas organizaciones no se hallan nor-
mativamente previstas).

Como ya se anticipó, aunque la Ley de Financiación de Partidos
Políticos contempla que se exijan las responsabilidades que se deduz-
can de su incumplimiento, la única sanción a la que se refiere dicha
norma es a la derivada del incumplimiento de las prohibiciones con-
tenidas en ella respecto de la financiación privada, señalando una
multa equivalente al doble de la aportación ilegalmente aceptada;
pero sin prever procedimiento, órgano ni recursos, por lo que, si di-
cha norma no se modifica, la aplicación de estas sanciones seguirá sin
poder hacerse efectiva.

No se van a tratar en detalle los correspondientes procedimientos
fiscalizadores del Tribunal, por lo que no voy a referirme, en concre-
to, a su tramitación, regulada en la normativa propia de la Institución
y que resulta aplicable, asimismo, en materia de fiscalización de la ac-
tividad de las formaciones políticas. Se trata de procedimientos con-
tradictorios (en los que el trámite de audiencia cuenta con las necesa-
rias garantías), que culminan con la aprobación por el Pleno del
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Tribunal del correspondiente Informe –conteniendo en su desarro-
llo limitaciones, conclusiones y recomendaciones–, cuyos destinata-
rios son las Cortes Generales y el pueblo español, a través de su pu-
blicación en el BOE; sin perjuicio del traslado a los Consejos de
Gobierno y Asambleas Legislativas de Comunidades Autónomas o a
los Plenos de las Corporaciones Locales, de acuerdo con las específi-
cas previsiones normativas, según el Informe de que se trate.

A continuación van a destacarse los principales resultados de la la-
bor fiscalizadora del Tribunal.

4. PRINCIPALES RESULTADOS DEL TRIBUNAL 
Y SITUACIÓN ACTUAL

La experiencia y resultados del Tribunal en más de una década de
ejercicio de la fiscalización externa de la actividad económico-finan-
ciera de los partidos políticos y de su actividad económica en proce-
sos electorales han permitido obtener conclusiones claras en cuanto a
identificar los problemas que reclaman especial atención por parte
del legislador, si se pretende, cualquiera que sea el régimen de finan-
ciación, que la publicidad y la transparencia en el funcionamiento de
estas organizaciones sea una realidad, cumpliendo los objetivos que
constitucionalmente tienen reconocidos.

Es necesario, en primer término, destacar el notable avance expe-
rimentado desde que se fiscalizó las cuentas de los partidos políticos
del segundo semestre del ejercicio 1987, a partir de la entrada en vi-
gor de la Ley Orgánica 3/87, con las dificultades derivadas de unas
organizaciones contables que acababan de resultar obligatorias para
las formaciones políticas. Si se lee el BOE en el que se publicaron el
Informe del Tribunal y las Resoluciones de la Comisión Mixta, se
puede apreciar cómo ésta aplazó hasta 1988 –primer año completo
de presentación obligatoria de la contabilidad– las propuestas de re-
solución sobre los temas de homogeneización contable, adecuación
de registros y capacidad sancionadora.

Ya en las conclusiones de los trabajos de fiscalización referidos al
ejercicio 1987 se ponía de manifiesto la falta de rendición de cuentas
y de atención a los requerimientos del Tribunal, que era contunden-
te señalando que, ante la falta de definición legal sobre estructura,
ámbito y contenido de las cuentas y la diversidad de criterios conta-
bles utilizados, se hacía necesario arbitrar las medidas adecuadas pa-
ra que los documentos y estados a rendir fueran uniformes y las ope-
raciones se ajustaran a la Ley de Financiación de Partidos Políticos. 
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En el Informe de la contabilidad anual de 1988, el Tribunal, para
armonizar las cuentas que debían remitirse, disponer de legislación
uniforme y desarrollada con el necesario detalle y facilitar, en conse-
cuencia, el ejercicio de sus competencias, formulaba recomendacio-
nes respecto a la rendición de cuentas, sometimiento a los principios
del Plan General de Contabilidad, sistema de control interno, estados
contables consolidados –que debían integrar la situación y resultados
de toda la organización territorial e institucional– y reflejo en los es-
tados anuales de la actividad de funcionamiento ordinario y de cam-
paña electoral. Asimismo, el Tribunal señalaba que las limitaciones
observadas en la normativa vigente sugerían modificaciones de la Ley
de Financiación de Partidos Políticos y el desarrollo de sus disposi-
ciones, destacando especialmente, en cuanto al régimen sancionador,
la necesidad de determinar las responsabilidades a las que alude el ar-
tículo 11 de la Ley 3/87, el procedimiento y las sanciones para el
caso de incumplimientos relativos a la rendición de cuentas, al falsea-
miento de las mismas, a la falta de colaboración con el Tribunal, a la
inexistencia de registros contables, vulneración de las restricciones so-
bre financiación privada, no apertura de cuentas corrientes específi-
cas para donativos e incumplimiento sobre compromisos de subven-
ciones públicas a la amortización de operaciones de capital.

En el mismo Informe el Tribunal se refería, también, a la necesi-
dad de concreción normativa respecto a las subvenciones y ayudas de
las Corporaciones Locales a los grupos de cargos electos y se recla-
maba el reconocimiento, con el rango legal suficiente, de competen-
cias al Tribunal para recabar de entidades financieras y cualesquiera
otras personas físicas o jurídicas cualquier extremo necesario sobre
operaciones entre ellas y los partidos o coaliciones, con la finalidad de
poder evaluar correctamente su situación económico-financiera.

Debe destacarse que en las recomendaciones del Informe de fis-
calización de la Contabilidad de 1992 se recogían unas denominadas
«referencias básicas» a las que habrían de adaptarse la organización y
desarrollo de la actividad de los partidos, de acuerdo con los princi-
pios generales de contabilidad y la regulación de su normativa espe-
cífica. Hay que recordar que la Comisión Mixta había adoptado, en
mayo de 1994, la Resolución de que el Tribunal remitiera un pro-
yecto de sistema normalizado de contabilidad para los partidos polí-
ticos que se adaptara a sus necesidades y características dentro del
Plan General de Contabilidad. El Tribunal, en el mencionado Infor-
me, teniendo en cuenta que los resultados de fiscalización ponían de
manifiesto la suficiente experiencia sobre las singularidades y defi-
ciencias más reiteradas en la organización contable de las formaciones
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políticas, indicaba que el cumplimiento de las citadas referencias bá-
sicas sería comprobado en el ejercicio de la función fiscalizadora. 

Las tan reiteradas referencias básicas hacían alusión al alcance de
la contabilidad, libros contables, estados contables consolidados, esta-
dos contables a rendir, documentación justificativa, financiación pú-
blica y privada, registro de operaciones de endeudamiento, contabi-
lidad de las coaliciones e integración de la contabilidad electoral en la
anual. 

Este nuevo esfuerzo del Tribunal ante la carencia de normas ade-
cuadas se concretó, además, en la actualización por el Pleno de la Ins-
titución de las Directrices Técnicas para la fiscalización de la contabi-
lidad anual de las formaciones políticas, que fueron trasladadas, como
criterios, a las mismas.

Por otra parte, en el Informe de la contabilidad de 1992, con inde-
pendencia de las referencias anteriores a la llevanza de la contabilidad,
se ponía de manifiesto que venían observándose situaciones, no ex-
presamente contempladas en la Ley de Financiación de Partidos Polí-
ticos, que se estimaba conveniente que se regularan específicamente:
Por un lado, el Tribunal se refería a la financiación pública, al com-
probar que las formaciones políticas, de forma generalizada, perciben
subvenciones de los órganos de gobierno de Corporaciones Locales,
en ocasiones, de Gobiernos autonómicos y de la Administración no
contempladas en la citada Ley; por otro, en relación con la financia-
ción privada y tras haberse producido condonaciones de deuda con-
traída con proveedores y entidades de crédito, que tampoco están con-
templadas en la Ley, recomendaba previsión normativa al respecto.

A estas recomendaciones, el Tribunal ha ido añadiendo en Infor-
mes posteriores otra de mucha trascendencia, cual es que se concrete
el régimen de aportaciones privadas, de manera que no se vulnere la
Ley Orgánica del Régimen Electoral General en período electoral
mediante el traspaso de fondos de aportaciones de financiación ordi-
naria.

Como consecuencia del mantenimiento del inadecuado marco
normativo, el Tribunal ha tenido, y tiene aún, que seguir recogiendo
entre las limitaciones de sus Informes la problemática expuesta res-
pecto a la falta de respuesta de entidades financieras y de Entidades
Locales y la no consolidación o consolidación inadecuada de las 
contabilidades. Estos condicionantes para evaluar, en el ámbito de sus
estrictas competencias, la regularidad y la representatividad de los es-
tados contables merman, en definitiva, la eficacia del Tribunal. Ade-
más, estas limitaciones han retrasado la propia fiscalización porque,
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aunque se está a punto de tener actualizados los trabajos correspon-
dientes, se ha producido un retraso acumulado por las dificultades
expuestas y por el elevado número de procesos electorales que han
resultado objeto de fiscalización y a los que siempre se ha otorgado
prioridad para no retrasar la percepción de las subvenciones corres-
pondientes. Piénsese que, en estos momentos, el Tribunal tiene que
fiscalizar la actividad de las elecciones locales, al Parlamento Europeo
y a nueve Comunidades Autónomas y que ya se han realizado las
comprobaciones de los ejercicios 1996 y 1997. En los procesos electo-
rales cuya fiscalización está en curso se ha llevado a cabo una activi-
dad de coordinación con los Órganos de Control Externo de las
Comunidades Autónomas a efectos de facilitar la verificación del
cumplimiento del límite máximo de gastos conjunto –ante concu-
rrencia de procesos electorales– e, incluso, se ha coordinado el con-
tenido de los respectivos informes de fiscalización.

Pues bien, a pesar de todo lo expuesto, no sólo aún no se cuenta
con una norma que recoja la experiencia y recomendaciones del Tri-
bunal, sino que, sorprendentemente, la Ley 11/99, de 21 de abril, ha
añadido un nuevo apartado al artículo 73 de la Ley 7/85, de 2 de
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en el que, a pesar
de la taxativa configuración de las subvenciones públicas que pueden
percibir las formaciones políticas, según la Ley Orgánica 3/87, se con-
templa –vía una Ley ordinaria– la posibilidad de que el Pleno de la
Corporación, con cargo a sus presupuestos, asigne a los partidos una
dotación económica en función del número de sus miembros, aña-
diendo confusión al mermado marco normativo.

Por su parte, los Informes del Tribunal referidos a campañas elec-
torales recogen múltiples recomendaciones de modificación y de-
sarrollo del marco legislativo actual para que el control pueda ser
plenamente efectivo. En esencia, cabe destacar que el Tribunal viene
reiterando, permanentemente, la necesidad de evitar la falta de con-
creción del artículo 131 de la Ley Orgánica 5/85, en lo que se refiere
al límite conjunto para dos o más procesos electorales simultáneos, y
la necesidad de especificar, en el artículo 175, la naturaleza, global o
por circunscripciones, del límite de gastos. Asimismo, se viene reite-
rando la oportunidad de implantar límites específicos a los gastos, de-
terminando límites concretos en cada proceso concurrente, máxime
cuando se fijan, en la mayoría de los casos, por leyes diferentes y
corresponde el otorgamiento de las subvenciones a distintas Admi-
nistraciones Públicas.

Además, en los distintos Informes de fiscalización se viene expo-
niendo, con una reiteración extraordinaria, que la regulación de las
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subvenciones por el envío directo y personal a los electores de sobres,
papeletas, propaganda y publicidad electorales requiere clarificación,
para que el control no tenga que reducirse al casi puramente formal.

5. MARCO ÉTICO

Llegados a este punto, no podemos dejar de referirnos, a pesar del
trabajo realizado por el Tribunal, a la dificultad de llevar a cabo un
control externo eficaz con el actual marco normativo y al coste en la
imagen institucional, en algunos momentos, quizá, por no haber sa-
bido explicar adecuadamente las limitaciones con que se contaba y,
en otros, por la pérdida de credibilidad que puede derivar de reite-
rar permanentemente recomendaciones para la mejora del control
que no encuentran eco en el ámbito parlamentario. Reproducir la
constatación de los mismos o similares incumplimientos sin que éstos
tengan consecuencias y sin que puedan depurarse responsabilidades
no ayuda en nada a la imagen de la Institución.

Aunque hay que tener presente, en todo momento, dónde termi-
nan las competencias del Tribunal, no podemos obviar su importan-
cia en el marco ético al aprobar sus informes y trasladar a las Cortes
Generales y a la opinión pública limitaciones, resultados y recomen-
daciones de mejora del propio marco normativo, identificando sus
debilidades.

Los problemas de financiación de los partidos políticos se han de-
sarrollado en un entorno caracterizado, a lo largo de muchos años,
por el mantenimiento de reglas de juego intervencionistas, amplios
márgenes de discrecionalidad en el sector público, confusión entre lo
público y lo privado y procedimientos de gestión, de control y de exi-
gencia de los diversos tipos de responsabilidades ya superados. A pe-
sar de las dificultades derivadas de tal punto de partida, el Tribunal
ha llevado a cabo un trabajo muy técnico, con directrices comunes
para todas las formaciones políticas, despolitizando una tarea de con-
trol, sin duda, delicada y trasladando conclusiones claras y precisas a
las Cortes Generales.

Sin embargo, el futuro de la financiación legal de los partidos po-
líticos no puede contemplarse sin considerar el marco ético que,
como señala Ubaldo Nieto de Alba en su libro Etica de Gobierno, eco-
nomía y corrupción, incluye los ámbitos político, social, jurídico e insti-
tucional. Permítanme que siga sus palabras cuando se refiere a que
en los Estados democráticos de Derecho es posible alcanzar una ética
de consenso y una moral mínima socialmente aceptable e incorpo-
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rarla al marco jurídico institucional: se trata de lo que nuestro actual
Presidente llama la ética pública, encaminada a incorporar al Dere-
cho positivo valores éticos, elevando el techo de la justicia para que
no existan acciones al borde ni por encima de la ley.

La labor del Tribunal ha sido, y será, esencial en identificar las in-
suficiencias de los marcos normativos y en recomendar medidas que
permitan adecuar el contexto ético normativo al propio de un Estado
y de un sector público modernos y, en la materia que nos ocupa, a un
funcionamiento de las formaciones políticas acorde con nuestra época
y con la nuclear labor que les corresponde en democracia; pero no
compete al Tribunal –sino al Legislativo– definir el sistema de finan-
ciación y control, ni le corresponde señalar las garantías de los sistemas
de representación. Tampoco me corresponde a mí, desde luego, abor-
dar siquiera los problemas derivados del sistema de listas cerradas y
bloqueadas, la elección de partidos y no de personas, la pérdida de
confianza de la sociedad, los problemas del llamado «transfuguismo»...,
pero sí quisiera reiterar que el marco legal actual, y en él el sistema vi-
gente de control de la actividad económico-financiera de los partidos
políticos, sigue sin permitir al Tribunal ejercer con eficacia la labor que
se le ha encomendado respecto a tan importantes organizaciones. 

No podemos minimizar la importancia del Tribunal, a pesar de
todo, en señalar las actuaciones que, aunque no sean punibles ni san-
cionables en modo alguno, resultan reprobables, tarea que debería
impulsar la incorporación al marco jurídico institucional de las nor-
mas que eviten las actuales mermas de transparencia y de control efi-
caz de esta actividad. Es de desear que la labor técnica de la Institu-
ción, acercando al Parlamento los resultados del ejercicio del control,
pueda derivar en el futuro en que se norme adecuadamente esta ma-
teria e, indirectamente, en que no se produzca el alejamiento pro-
fundo entre sociedad y partidos políticos que detectan muchos auto-
res en nuestro país y en países de nuestro entorno, y ello en la medida
en que es fruto, en parte, de ese vínculo indeseable «democracia-sub-
vención» sin las normas de control y transparencia adecuadas. 

Hay que destacar la relevancia del control externo técnico del Tri-
bunal del Cuentas en identificar y trasladar al Parlamento –y, no lo ol-
videmos, a la opinión pública– las insuficiencias y los defectos del
marco normativo y las limitaciones que de ello derivan para la efica-
cia de su propia actuación: la importancia de nuestra Institución, en
el futuro, residirá, también, en coadyuvar con sus resultados al im-
pulso ético de la acción política, como es propio de un Tribunal de
Cuentas moderno y de su aproximación eficaz al control parlamen-
tario.
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El nuevo enfoque económico del comportamiento político intenta
desarrollar una teoría positiva de la legislación en contraposición al
enfoque normativo de la economía del bienestar. Este nuevo enfo-
que, en lugar de preguntar qué industrias deberían estar reguladas o
tener tarifas impuestas sobre la importación o qué transferencias de-
berían hacerse, inquiere por qué ciertas industrias y no otras son ob-
jeto de regulación o se les imponen tarifas sobre la importación o por
qué las transferencias de renta toman la dirección que toman.

Ambos enfoques de la legislación, el normativo y el positivo, han
dado por sentada la aplicación de las leyes. Recientemente, en dis-
tintos estudios1 hemos formulado reglas destinadas a incrementar la
efectividad de diversas leyes. Proponíamos que aquellos declarados
culpables de infringir preceptos legales fuesen penalizados con una
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Gary S. Becker 
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cantidad en consonancia con el valor de los daños causados al próji-
mo, cantidad que debería ser ajustada al alza ante la eventualidad de
que los infractores eviten ser declarados culpables.

No hay en esta regla, ni se desprende de ella, referencia alguna a
dotaciones de fondos para ejecutar las leyes o a la diligencia y hones-
tidad de los encargados de aplicarlas. Analizamos la aplicación ópti-
ma a través de la introducción de funciones de costes de aplicación,
pero no entramos a explorar en detalle el contenido de estas funcio-
nes. El propósito del presente ensayo es, pues, indagar con más mi-
nuciosidad acerca del problema de la aplicación de las leyes.

La sección 1 analiza las circunstancias generales que inciden en el
rigor que es necesario para que se observen las leyes y en la frecuen-
cia de las infracciones. La sección 2 trata de las consecuencias que
para el funcionamiento del sistema jurídico tiene una aplicación ne-
gligente. La sección 3 hace dos propuestas para mejorar los incenti-
vos de los jueces. Las dos utilizan el mecanismo del precio de forma
parecida, aunque algo diferente: una penaliza la corrupción y otros
signos de aplicación negligente; la otra, que se nos antoja preferible,
recompensa la aplicación eficiente.

1. EL MERCADO DE LA APLICACIÓN DE LAS LEYES

En cualquier sociedad con valores establecidos existe la fuerte ten-
dencia a considerar cualquier violación de una ley, debidamente pro-
mulgada, como un fallo parcial de dicha ley. Hasta los economistas,
entrenados desde hace tiempo en las ásperas realidades de un mun-
do en el que los gustos van muy por delante de los recursos, se la-
mentan de la laxitud moral que conduce a una amplia violación de la
ley. Con todo, esto es algo que está dentro del principio económico
básico de que cuando hay gente que tiene mucho interés en com-
portarse de una determinada manera –estando este interés en fun-
ción de la cantidad que gana con ese comportamiento o de lo que es-
té dispuesta a pagar antes de renunciar a lo que sea–, dicha gente
seguirá persiguiendo su objeto de deseo hasta que éste se convierta
en algo demasiado caro para su bolsillo o para sus gustos. Y, en ge-
neral, no le resultará barato a la sociedad hacer que le salga caro al
posible infractor un comportamiento prohibido.

Así vemos que las prohibiciones de la prostitución, el juego y los
narcóticos han fracasado ampliamente o han tenido escasos éxitos.
Hay una clara razón económica para que la violación de las leyes sea
una práctica común. Los llamados delitos sin víctimas, si no son des-
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cubiertos, son altamente numerativos cuando entrar en su realización
es algo que está restringido por la ley. Quizá valga la pena practicar
uno de estos negocios en una vecindad por 500 dólares a la semana;
y debemos preguntar: ¿para quién vale la pena 500 dólares semana-
les a fin de suprimir el tráfico? De hecho, el hacer cumplir la prohi-
bición con más efectividad serviría para incrementar los ingresos po-
tenciales. A menos que la sociedad sienta preocupación por este único
objetivo con exclusión de todos los demás, no le será posible erradi-
car completamente la actividad ilegal, «cualquiera que sea el coste».

Démosle la vuelta a este punto de vista: ¿cómo se comportará el
propio infractor? Si una persona quebranta una ley que lleva apare-
jada una pena equivalente a2 una multa de 10.000 dólares, esa per-
sona estaría dispuesta a gastarse hasta 10.000 dólares para evitar su
detención y posterior condena. Podría, por ejemplo, sobornar, inti-
midar, acosar, o ganarse la confianza de la policía para evitar su de-
tención y, si la cogen, a los fiscales y a los jueces para evitar ser decla-
rada culpable.

Nos encontramos con el mismo problema cuando se trata de ha-
cer cumplir normas no penales que se refieren especialmente a de-
terminadas personas o empresas. El famoso y reciente episodio de
los intentos de la International Telephone and Telegraph para obte-
ner el permiso para seguir fusionada con la Hartford Insurance es
una llamativa, aunque quizá bastante tendenciosa, ilustración de
nuestro argumento. ITT destinó ingentes recursos para que le auto-
rizaran la fusión; era notorio que la compañía habría estado encan-
tada en gastarse 10 millones de dólares a fin de obtener el consenti-
miento. ¿Para quién valía la pena esta suma con tal de evitar la
fusión? (Entre nosotros: no creemos que le mereciese la pena a nin-
guna sociedad evitarla.) Sospechamos que la interpretación tenden-
ciosa más común tenía como móvil darle una especial significación al
suceso; tenemos suficiente conocimiento de causa para asegurar que
un conjunto de negociaciones igualmente complejas y caras han es-
tado siempre detrás de toda decisión gubernamental de equipara-
bles consecuencias cuando se trataba de grandes empresas o sindica-
tos. Otro caso ilustrativo es el reciente informe de la Comisión
Knapp, denunciando una importante corrupción en el departamen-
to de policía de la ciudad de Nueva York; corrupción que, dicho sea
confidencialmente de paso, no era exclusiva del departamento de
policía de la gran ciudad.
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De hecho, el problema se encuentra a todo lo largo y ancho del
sector privado. Todo empresario se enfrenta a un problema de fide-
lidad cuando incorpora a su nómina a una persona que tiene ante sí
la oportunidad de servir a sus propios intereses a costa de los de su
patrono. El empleado puede cometer irregularidades para las cuales
hay remedios legales, como es el caso del agente de compras que re-
cibe comisiones por darle un trato de favor a un determinado pro-
veedor. El empleado puede simplemente adolecer de negligencia
desatendiendo o realizando descuidadamente tareas que no puedan
ser debidamente supervisadas3. (¡Hasta el profesor que está califican-
do un examen por escrito debe determinar si es del propio estu-
diante o lo ha comprado!)

Debemos abandonar la idea simplista de juzgar la aplicación de las
leyes y las normas como éxitos o fracasos, incluso si estas categorías es-
tuviesen definidas «de una manera realista». La sociedad (o la perso-
na) compra la cantidad de aplicación que sea apropiada a una deter-
minada ley o norma de aplicación general; se comprará más si esta ley
o norma sirve para una meta más valiosa (protegernos del asesinato
en vez del atraco), o también si un determinado incremento en la
aplicación es menos caro. Esto forma parte de toda conducta lógica.

El nivel de aplicación dependerá de diversos factores, además del
esfuerzo (esto es, la cantidad de recursos), que la sociedad esté dis-
puesta a dedicarle como una función de la cantidad de aplicación (re-
ducción de la probabilidad de cometer el delito con éxito) que se ob-
tenga. En primer lugar está el grado de honestidad de los jueces;
dejándose sobornar algunos hombres condonarán delitos que otros
hombres enjuiciarían. La honestidad de los encargados de hacer
cumplir las leyes no sólo dependerá de la oferta de honestidad de la
población, sino también de la cantidad que se gaste en cerciorarnos
de lo honesta que es una determinada persona. Mediante una inves-
tigación cada vez más exhaustiva y cara podemos determinar con
creciente precisión el probable comportamiento de una determinada
persona.

En segundo lugar está la estructura de los incentivos a la honesti-
dad fijados en la remuneración de los jueces. La correlación entre el
beneficio de los jueces por hacer cumplir las leyes y el beneficio de los
infractores por quebrantarlas impunemente es con casi toda seguri-
dad positiva. No obstante, la variación del beneficio de los infractores
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es mayor que la de los encargados de prevenir o castigar las infrac-
ciones, de aquí que la calidad de la aplicación tenderá a reducirse a
medida que aumente el beneficio de los infractores. Ésta es una de las
razones por la que comúnmente se alcanza más efectividad en la apli-
cación de las leyes a pequeños rateros, atracadores o contrabandistas
(una vez capturados) que a importantes infractores de normas anti-
monopolísticas o de la SEC4 y a asesinos económicamente fuertes. El
caso de la ITT es de hecho un ejemplo de lo anterior.

Con esto no queremos dar a entender que pueda cometerse una
infracción extremadamente beneficiosa, a la par que flagrante y de
importancia política, sin miedo a un arresto y a una penalización. La
pena reservada al ejecutor –ya sea presidente, alcalde, fiscal o agente
de policía– por connivencia será suficiente para que por su propio
bien haga cumplir las leyes. Aun así, ¿habrían escapado, por ejemplo,
Leopold y Loeb de la pena de muerte si sus padres hubiesen sido
unos indigentes?

La calidad de la aplicación de las leyes depende, en tercer lugar,
de la pauta temporal de las infracciones. Cuando la infracción no es
repetitiva es difícil sobornar e intimidar a los jueces que podrían es-
tar encargados de la misma. No son fáciles de identificar de antema-
no: ¿de quién será el coche de policía que pasará?, ni tampoco fácil
negociar con ellos: ¿cómo se puede distinguir una negociación de
una trampa? Las violaciones repetitivas, como el juego, la prostitu-
ción o la venta de drogas, son ya otra cosa. Los importantes costes de
negociación para tener seguridad de que la otra parte es de fiar (so-
metida por acuerdos) se hacen manejables tanto para los infractores
como para los encargados de aplicar las leyes. De hecho, estos encar-
gados en cuestión no son ya una variable independiente: si el jefe de
policía es un santo inflexible, el alcalde puede tener una mayor ne-
cesidad de efectivo.

Esta expectativa de unos acuerdos mutuamente beneficiosos entre
infractores repetitivos y encargados de aplicar las leyes forma parte
de la lógica que subyace en el punto de vista ampliamente sostenido
de que la prostitución o la venta regular de bienes de consumo no
puede ser prohibida con éxito. Esto también sirve para explicar el au-
ge del delito organizado, ya que una organización se ve involucrada
más continuamente en violaciones que sus miembros por separado y
puede, por tanto, llegar a acuerdos con jueces o policías, cosa que no
sería factible para estos miembros.
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La calidad de la aplicación de las leyes depende, en cuarto lugar,
de si la infracción tiene una «víctima», es decir, una persona en par-
ticular que carga con todo el coste de la infracción. El cliente de una
lotería clandestina, el de la prostituta o el de un «camello» de ma-
rihuana no es, en su opinión, un perdedor en estas actividades, al con-
trario de lo que pasa, pongamos por caso, con la persona que sufre un
robo en su casa o que está pagando un alquiler por encima del que es-
tá permitido. La aplicación de las leyes es por regla general más efec-
tiva en el caso de infracciones con víctimas, puesto que las víctimas tie-
nen interés en que se detenga a los infractores, especialmente cuando
hay posibilidad de que les restituyan lo robado (como la recuperación
de un televisor robado o lo pagado por encima de la renta legal). De
esto se desprende que, en efecto, las víctimas hacen ellas mismas que
se cumplan las leyes. El papel de las víctimas en la aplicación de los
preceptos legales se estudia más extensamente en la sección 3.

2. LA CALIDAD DE LA APLICACIÓN Y LA EFECTIVIDAD DE LAS LEYES

Hemos argumentado que la calidad de la aplicación de las leyes
depende de la magnitud y regularidad de las violaciones y de los in-
tereses de las víctimas, pero no hemos considerado la relación exis-
tente entre la calidad de la aplicación y la efectividad de las leyes. Lo
vamos hacer ahora en relación con la corrupción, una manifestación
extrema de una aparentemente mala aplicación; un análisis paralelo
puede hacerse para la aplicación bajo intimidación o para la aplica-
ción apática.

Consideremos a unos jueces que disponen de pruebas suficientes
para condenar a una persona por una infracción penalizable con una
multa de 5.000 dólares. El infractor estaría dispuesto a sobornar a los
jueces hasta la cantidad de 5.000 dólares para que no tomasen en
consideración las pruebas. Si se pagase un soborno de 5.000 dólares5,
la infracción sería penalizada íntegramente como si el infractor pa-
gase la multa; por tanto, los efectos disuasorios del soborno y de la
multa serían los mismos. Por otra parte, si los jueces previesen el so-
borno (y no temen que pueda ser descubierto), estarían dispuestos a
trabajar por 5.000 dólares menos de lo que normalmente lo harían.
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Luego el Estado, y no los jueces, sería en realidad el que percibiría el
importe del soborno. La negociación entre el infractor y los jueces es
equivalente al pago al Estado por parte del primero de 5.000 dólares
por su infracción; en definitiva, algo similar a una honesta y diligen-
te aplicación de las leyes.

La efectividad podría realmente mejorarse si un soborno de 5.000
dólares fuese la alternativa a una pena de prisión de un equivalente
monetario de una multa de 5.000 dólares. Insistimos, podemos de-
mostrar que la disuación para los infractores sería la misma, si bien
con el soborno el Estado cobraría en concepto de penalización no
una temporada en presidio, sino, en efecto, una multa de 5.000 dó-
lares. Dado que las multas son preferibles a cualquier otra clase de
castigos6, la monetización de las penas mediante el soborno mejora-
ría el funcionamiento del sistema de penalizaciones.

La efectividad se reduciría si la cantidad pagada en sobornos fuese
significativamente menor que el equivalente monetario de la pena.
Los sobornos pueden ser menores porque la competencia entre varios
jueces (por ejemplo, examinadores alternativos para la expedición de
los carnés de conducir) rebaje el precio de mercado de los sobornos o
porque los recursos negociables de los infractores sean menores que el
valor monetario de las penas. En estos casos, el soborno o el cohecho
reduce la pena y, por extensión, el poder disuasorio7. El que una re-
ducción de efectividad sea o no deseable, obviamente depende de si
las leyes se promulgan con miras al interés «social» o, volviendo al te-
ma del párrafo inicial del presente ensayo, para favorecer a especiales
grupos de intereses. Por ejemplo, sobornos que reducían la efectividad
de muchos códigos de viviendas8, de las leyes de la Alemania nazi con-
tra los judíos o de las leyes que reducían las importaciones de petróleo
mejorarían, no dañarían, el bienestar social (aunque, claro está, no en
el sentido recogido en la legislación). Parte de la oposición que hemos
encontrado a nuestras propuestas (en la sección 3) para mejorar la ca-
lidad de la aplicación de las leyes aduce que una mayor efectividad de
esta aplicación es con frecuencia indeseable. Presumiblemente esto
está basado en la creencia de que muchas leyes, o las formas que hay
de interpretarlas, no promocionan el bienestar social.
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3. CÓMO MEJORAR LA APLICACIÓN DE LAS LEYES

3.1. La penalización de la corrupción

En esta parte hacemos dos propuestas para mejorar la calidad de
la ejecución de las leyes basadas en nuestro supuesto de que, en con-
junto, una mejor aplicación hace más bien que mal. La primera pro-
puesta tiene que ver con la penalización de los jueces por aceptar
sobornos o incurrir en actos de abuso de autoridad u omisión. Su-
ponemos que los jueces descubiertos culpables de tales actos son sen-
cillamente despedidos. Aunque en ocasiones se imponen penas de
prisión o multas a aquellos jueces que son descubiertos aceptando fla-
grantes sobornos, la sanción más corriente es con mucho el despido.

Si el Estado supiese con certeza cuándo los jueces no desempeñan
su trabajo adecuadamente y si el despido fuese siempre el resultado,
se podría obligar a éstos a cumplir como es debido con su misión tan
sólo con pagarles lo que ellos podrían conseguir en otros trabajos que
requiriesen capacidades, esfuerzos, riesgos, etc., equivalentes. Conse-
guir la certeza de una detección a tiempo de las irregularidades es, sin
embargo, algo extraordinariamente caro, en parte porque los jueces
tratan de impedir la detección. Ya que el Estado tiene su propia res-
tricción presupuestaria de aplicación de las leyes, la probabilidad efec-
tiva de detección es invariablemente menor que la unidad. ¿Cómo se
puede entonces disuadir a la gente de la práctica de la corrupción
cuando su detección es tan incierta?

La respuesta fundamental es la de elevar los salarios de los jueces
por encima de lo que ellos obtendrían en cualquier otro lugar y en
una cantidad que estuviese inversamente relacionada con la probabi-
lidad de la detección y directamente relacionada con el tamaño de los
sobornos y otros beneficios procedentes de la corrupción.

Para desarrllar formalmente el análisis en un modelo simple ha-
gamos que p sea la probabilidad de detectar la corrupción durante
un único período de tiempo. Aunque p está dada, depende de las
cantidades gastadas por el Estado en la detección. Hagamos que b
sea el valor monetario del beneficio que sacan los jueces del soborno
y otros actos ilegales; b también está dada, si bien depende de p y de
otras variables. Hagamos que r sea la tasa de descuento y vi los in-
gresos que podrían obtener los jueces (con edad i) en otras ocupa-
ciones. El problema está en encontrar para los jueces el salario míni-
mo (wi), en cada período de tiempo, que les haría desistir de la
corrupción.
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Comenzaremos a partir del período final de empleo de un deter-
minado juez, n, y trabajaremos hacia atrás. Él puede, o bien recibir
wn con certeza, o bien, por corromperse durante este período, tener
la probabilidad p de recibir vn (es despedido al comienzo del período
y pierde el derecho al beneficio derivado de la corrupción), y 1 – p de
recibir b + wn. Si él fuese neutral con respecto al riesgo y si maximi-
zara la riqueza esperada, el salario mínimo wn que le haría desistir de
la corrupción viene determinado por la ecuación

wn = pvn + (1 – p) (b + wn), (1)

o

wn = vn + �
1

p
– p
� b. (2)

Consideremos ahora su posición al comienzo del período n – 1.
Sin corrupción en los períodos n – 1 y n, el valor actual de su
corriente de renta sería

wn – 1 + �
1

w
+

n

r
�.

Con corrupción en el período n – 1 tiene la probabilidad p de re-
cibir un valor actual igual a

vn + �
(1

v
+

n

r)
�,9

y una probabilidad 1 – p de recibir

b + wn – 1 + �
(1

w
+

n

r)
�,10

Igualando estos valores actuales, el salario mínimo wn – 1 se puede
determinar como sigue:

wn – 1 + �
1

w
+

n

r
� = p �vn – 1 + �

1
v
+

n

r
�� + (1 – p) �b + wn – 1 + �

1
w
+

n

r
��; (3)

por tanto, utilizando la ecuación (2), tenemos

wn – 1 = vn – 1 + �
(1 –

p
p) b
� �

1 +
r

r
�. (4)

De igual modo, si continuamos retrocediendo en el tiempo pode-
mos establecer la expresión general
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wi = vi + �
(1 –

p
p) b
� �

1 +
r

r
�, i = 1, ..., n – 1. (5)

La renta de un juez en los primeros n – 1 períodos es más alta que
en cualquier otra parte en una cantidad que está inversamente rela-
cionada con la probabilidad de detección y directamente relacionada
con el beneficio obtenido de la corrupción y (aproximadamente) con
el tipo de interés. El término

�
(1 –

p
p) b
�

se puede considerar como una medida de la «tentación» de la co-
rrupción11. El coste de despido es el valor actual del exceso de flujo
de renta que dejaría de percibirse. La renta en el último período es
todavía más alta para neutralizar el atractivo creciente de la corrup-
ción cuando se acerca la jubilación, ya que entonces empieza a dismi-
nuir el número de años de renta futura que dejarían de percibirse.

El exceso de la prima en el último período en relación con las de
otros períodos se puede considerar el valor en capital de la «pensión»
al comienzo del último período:

P = �
(1 –

p
p) b
� – �

(1 –
p
p) b
� �

1 +
r

r
� = �

(1 –
p
p) b
� �

1 +
1

r
�. (6)

La perspectiva de perder la pensión es cada vez un elemento di-
suasorio más importante frente a la corrupción a medida que nos va-
mos acercando más y más a la jubilación. El interés no percibido de
este valor en capital, rP, la «renta» de la pensión, es igual a la prima
anual correspondiente a los primeros n – 1 años:

rP = �
(1 –

p
p) b
� �

1 +
r

r
� (7)

En consecuencia, la renta de la pensión también es directamente
proporcional al beneficio obtenido de la corrupción e inversamente
proporcional a la probabilidad de detección. Es evidente que el coefi-
ciente rP/w1 (renta de la pensión/salario) va desde 0 hasta 112 y será
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11 Suponemos que los jueces planean su comportamiento utilizando el valor es-
perado del beneficio derivado de la corrupción. Por consiguiente, no estarían tenta-
dos de participar en la corrupción si el valor esperado no lo justificara, incluso aun-
que se presentara una inesperada buena oportunidad para hacerlo, ya que, en este
caso, no habrían planeado su estrategia («cubrirse las espaldas») para la corrupción.
El planteamiento de esta cuestión se la debemos a Arnold Haberger.

12 Se aproxima a 1 a medida que vi se hace cada vez más pequeño en relación
con rP.



más grande cuanto más tentadora sea la corrupción en relación a las
rentas que se podrían obtener en cualquier otra parte. Por tanto, este
coeficiente puede servir como una medida indirecta de la importan-
cia relativa de los sobornos y de otras tentaciones a nuestro alcance.

El valor actual del salario vitalicio para un juez es

Vw =  
n

�
i = 1

�
(1 +

w
r
i

)i – 1
� =  

n

�
i = 1

�
(1 +

vi

r)i – 1
� + 

n – 1

�
i = 1

�
(1 –

p
p) b
� �

(1 +
r

r)i
� +

+ �
(1 –

p
p) b
� �

(1 +
r
r)n – 1
�, (8)

= VV + �
(1 –

p
p) b
�. (9)

Este valor actual excedería al valor actual de los salarios alcanza-
bles en cualquier otra parte por la tentación de la corrupción. Por
consiguiente, los pagos a cada uno de los jueces se podrían reducir
cargando una «cuota de entrada» equivalente a

�
(1 –

p
p) b
�;

en este caso, la aplicación de la ley sería tan rentable como la mejor
alternativa, ni más ni menos, y habría un número apropiado de per-
sonas disponibles para emplearse como jueces.

Se puede eliminar, por tanto, la corrupción –incluso cuando la
probabilidad de detección sea muy baja– sin pagos vitalicios a jueces
que excedan a lo que ellos podrían conseguir en cualquier otra par-
te. La estructura salarial adecuada tiene tres componentes: una «cuo-
ta de entrada», equivalente a la tentación que supone la corrupción;
una prima salarial en cada año de empleo, aproximadamente igual a
la renta producida por la «cuota de entrada»13, y una pensión con un
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13 Esta estructura salarial resulta de nuestro supuesto de que el despido es la úni-
ca pena para la corrupción. Sin embargo, si los jueces corruptos fuesen multados, y
si las multas igualaran la tentación que despierta la corrupción, sus salarios debe-
rían ser iguales a los que podrían obtener en cualquier otra parte. El valor mínimo
de la multa, F, que podría disuadir de la práctica de la corrupción, viene dado por

(1 – p) (wi + b) + p (vi – F) = wi,

o

F = (vi – wi) + �
(1 –

p
p) b
�.

Luego

F = �
(1 –

p
p) b
� si vi = wi.



valor de capital, también aproximadamente igual a la tentación que
supone la corrupción. Es como si los jueces apostaran una fianza
igual a la tentación de la corrupción, recibieran la renta de dicha fian-
za durante todo el tiempo que estuviesen empleados y se les devol-
viese la fianza si se comportaran como es debido hasta su retiro. Di-
cho de otro modo, perderían el derecho a recobrar la fianza si fuesen
despedidos por corrupción14.

Cuando la probabilidad de descubrir la corrupción, p, se hace más
pequeña, se podrían reducir los recursos gastados en la detección sin
que afectara a la corrupción si los salarios y la cuota de entrada se
ajustaran de acuerdo con las ecuaciones (2), (5) y (9). En consecuen-
cia, lo óptimo parece que sería una probabilidad de detección arbi-
trariamente cercana a cero y unos ingresos y una cuota de entrada
indefinidamente altos. En este caso, ¡se podría disuadir a la gente de
la práctica de la corrupción con un coste cero para el Estado!

A medida que las cuotas de entrada se fuesen haciendo más gran-
des, al parecer el Estado tendría un mayor incentivo para despedir
improcedentemente a los jueces y poder así embolsarse los importes
de estas cuotas. Pero si la probabilidad, i, de ser despedido de forma
improcedente (al ser honesto) fuese conocida por los jueces, sus sala-
rios, para tener esto en cuenta, tendrían que ser elevados de acuer-
do con las fórmulas:

wi = vi + �
(1

p
–
–
p
i
) b

� �
(
1
r +

+
i
r
)

�,

wn = vn + �
(1

p
–
–
p
i
) b

�.
(10)

Al incrementarse i, los salarios que deben pagarse a los jueces
para disuadirlos de la corrupción tendrían también que incremen-
tarse; de aquí que el Estado no gane nada incrementando i.15 (Ob-
serven que i podría también contemplar la posibilidad de que jueces
inocentes dejaran voluntariamente sus cargos.)

Es, sin embargo, costoso determinar si alguien es depedido de for-
ma procedente o improcedente. Cuanto más altos sean sus salarios,
mayor será el interés de los jueces para litigar contra las intenciones
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14 El análisis se generaliza algo en el apéndice al final de este ensayo.
15 Para cualquier comportamiento indeseado, la eficacia del argumento contra la

penalización de personas inocentes es que el comportamiento depende de la diferen-
cia entre p e i, las probabilidades de castigar a personas culpables e inocentes, res-
pectivamente. Cualquier momento de i en relación con p incrementará el compor-
tamiento indeseado, incluso si la misma p estuviese también aumentando.



de despedirlos probando que son inocentes; tratarían de obtener vis-
tas obligatorias de sus despidos, echarían mano de procedimientos
de apelación y cosas parecidas. La complejidad de los procedimien-
tos –de aquí su coste– se elevaría a medida que bajase la probabilidad
de detección y subiesen los salarios. Cuando se incluyen los costes de
litigio, la probabilidad óptima de detectar la corrupción no tiene ne-
cesariamente que ser de forma arbitraria cercana a cero, pero de-
pendería del incremento de los gastos de litigio a medida que se ele-
varan los salarios (esto es, a medida que disminuyera la probabilidad
de detección). Por supuesto que la probabilidad óptima no sería
cero si a los jueces les estuviese vedada la posibilidad de pedir pres-
tada una «garantía», de entrada suficientemente grande, porque los
prestamistas tuviesen dudas de ser reembolsados.

Dado que eliminar la corrupción elevando los salarios no deja de
tener su coste, puede que permitirla sea lo más sencillo y preferible.
Si los jueces saben de antemano que practicarán la corrupción, esta-
rán dispuestos a aceptar un salario más bajo que el que podrían
obtener en cualquier otra parte; el beneficio que les reportará la
corrupción es una «diferencia compensatoria». Si su beneficio es
igual a la pérdida del Estado, éste no sufriría una pérdida neta ni los
jueces obtendrían un beneficio neto. El beneficio de los jueces tiende,
sin embargo, a ser menor que la pérdida del Estado debido al tiem-
po y al esfuerzo que los jueces aplican a la corrupción, a los costes de
negociación para desprenderse de mercancía robada y a las otras ra-
zones que se trataron en la sección 2. Luego si los jueces no obtuvie-
sen un beneficio neto de la corrupción, el Estado (y la sociedad) su-
frirán una pérdida neta.

Formalmente, tenemos

vi = wi + b, (11)

donde vi – wi = b es la diferencia compensatoria para los jueces, y

wi + �b = wi
s, (12)

donde wi
s es el salario «total» que paga el Estado y � la pérdida del Es-

tado por cada dólar equivalente que reciben los jueces por practicar
la corrupción. Luego, por sustitución,

wi
s – vi = b (� – 1). (13)

El coste neto que para el Estado supone la corrupción –o sea, la
diferencia entre wi

s y vi– es mayor cuanto mayor sea el beneficio de los
jueces (b) y más grande sea el neto «social» o pérdida de bienestar
(� – 1) por cada dólar de beneficio que obtengan los jueces.
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Por tanto, las cuestiones de si deben aumentarse los salarios y
eliminarse la corrupción (o rebajarse) y de si debe permitirse la
corrupción depende del coste de la probabilidad óptima de detec-
tarla y de la pérdida de bienestar derivada de la corrupción. Cuanto
más alta sea esta última –cuanto menos se parezca la corrupción a un
pago de transferencia–, más motivo habrá para eliminarla.

Nuestro análisis de la corrupción no es aplicable sólo a los jueces,
también a todos los empleados públicos y privados en cargos de «con-
fianza». Por «confianza» se entiende lo siguiente: supongamos que los
empleados deben escoger entre varias acciones, para simplificar di-
gamos dos, A y B. La acción A es mejor para ellos, mientras que la B
es mejor para los empresarios. Éstos –si siempre supieran cuando iba
a ocurrir A– podrían asegurarse de que sería escogida la acción B
simplemente pagándoles a los empleados la misma cantidad que po-
drían obtener en cualquier otra parte y despidiéndolos siempre que
ocurriese A. Si, sin embargo, A no pudiese detectarse todo el tiempo,
sino parte de él, habría entonces que tener la debida «confianza» en
los empleados de que escogerían la acción adecuada, es decir, la B. Y,
sin duda, la escogerían si se adoptase la estructura salarial que hemos
desarrollado para los jueces, esto es, una prima salarial, una pensión
y una «cuota de entrada», todas determinadas con arreglo a la tenta-
ción que supone la corrupción.

Queda entonces claro que las tentaciones que seducen a los jueces
también existen para los agentes de compra, vendedores, soldados,
físicos, abogados, gerentes y para personas en muchas otras ocupa-
ciones16. La confianza requiere una prima salarial no porque necesa-
riamente con ella se atraiga a personas de mejor calidad17, sino por-
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16 Robert J. BARRO analiza estas tentaciones en relación a los políticos en «The
Control of Politicians: An Economic Model», Public Choice, 12 (primavera de 1973).
La realidad puede ser quizá tan inaudita como la ficción:

Parece ser que las compañías (fabricantes de cajas de seguridad) eran
completamente conscientes de la posibilidad de fraude o robo por parte de
sus hombres. Por esta razón sólo a los veteranos que hubiesen estado con ellos
durante muchos años, y de cuya honestidad estuviesen totalmente satisfe-
chos, se les confiaba la tarea de ajustar las llaves. A estos hombres, por otra parte,
se les pagaban salarios altos a fin de reducir lo más posible las tentaciones.

FREEMAN WILLIS CROFTS, Crime at Guilford (1935).
17 Adam SMITH creía que se pagaban salarios más altos en los cargos de confian-

za a fin de atraer a personas de mejor calidad. «Tal confianza no se puede depositar
sin correr riesgos en gente de condición mediocre o baja. Por consiguiente, su re-
compensa debe ser tal como para que les dé el rango que en la sociedad merece una
confianza tan importante». La riqueza de las naciones (ed. Modern Library), pág. 105.



que los salarios más altos imponen un coste sobre los abusos de con-
fianza.

La extensión del control de los accionistas sobre la conducta del
personal directivo de las grandes corporaciones ha sido una cuestión
muy debatida por lo menos a partir del celebrado estudio de Berle y
Means, The Modern Corporation18. El foco de atención se ha alejado
gradualmente desde su principal preocupación: las dificultades en
utilizar la lucha de poderes y la acción judicial de los accionistas para
proteger los intereses de éstos. Recientemente, el foco de atención se
ha proyectado sobre la oferta pública de adquisición (OPA) y la
absorción como medidas para eliminar una gestión ineficiente y
corruptora.

Sin embargo, a lo largo de todo el período de discusión ha habido
una premisa de Berle y Means que no ha sido casi cuestionada: cuan-
do uno o unos pocos accionistas constituyen un trust de control con
acciones de derecho a voto, no existen serios problemas en cuanto al
control de la propiedad. No obstante, los incentivos para cometer
irregularidades por acción u omisión están obviamente presentes en
todas las gestiones de empleo y de organismos públicos, y estos in-
centivos son presumiblemente importantes en la administración de
todas las grandes empresas. No hay ninguna partida en la cuenta de
resultados de las sociedades que diga «beneficios que hubiesen sido
conseguidos con una magnífica gestión» que sirva de guía, aunque
fuese al único propietario de todas las acciones de una corporación.

Los casos de propiedad difusa y concentrada de las acciones de
una corporación difieren en ciertos aspectos: el propietario mayorita-
rio posee una mayor disposición que cualquiera de los otros propie-
tarios minoritarios para controlar la actuación y ofrece un mercado
más accesible a cualquiera de estos que tenga alguna información que
vender sobre la forma de actuar de la gerencia. Sin embargo, puede
que estas diferencias no sean importantes si hay especialistas (los «ar-
tistas de la absorción» y las compañías buscadoras de fusión) que asu-
man la tarea de encontrar empresas mal gestionadas.

Como ya hemos indicadco, el papel que tiene la confianza en un
contrato laboral es más importante cuanto con menos facilidad y
rapidez se pueda comprobar la calidad del desempeño del traba-
jo. Cuanto más diversas sean las actividades de la empresa, cuanto
más rápidamente esté creciendo o menguando, cuanto más inesta-
bles sean los sectores industriales en los que esté operando, más gran-
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18 Adolf BERLE y Gadner MEANS: The Modern Corporation and Private Property
(1933).



de es en cada caso el peso que tiene la confianza depositada en nues-
tros gestores. Podemos, por tanto, esperar que la estructura salarial
que hemos desarrollado para los jueces sea especialmente idónea
para gestores en compañías que tengan estas características.

3.2. Aplicación recompensada

Aunque la estructura salarial que hemos diseñado podría eliminar
la corrupción, lo cierto es que no conduce automáticamente a una
aplicación óptima de las leyes. No existe guía alguna sobre el núme-
ro óptimo de jueces (o, dicho de un modo más general, sobre el gas-
to total óptimo de la aplicación de las leyes) en contraposición al gas-
to óptimo por cada juez. Por otro lado, vemos que tanto el Estado
como los jueces gastan considerables recursos en la corrupción, el
primero para descubrirla y los segundos para ocultarla, o más gené-
ricamente, para que uno y otros protejan sus propios intereses.

Un método altamente prometedor de remunerar a los jueces nos
lo sugiere el mercado de transacciones privadas, el cual ya tiene de
por sí innumerables «normas» para hacer cumplir. Es una norma el
que yo no pueda coger un cuarto de galón de leche de una tienda a
menos que page 40 centavos, o que yo no reciba unos salarios de mi
patrono como no trabaje cuarenta horas a la semana. Estas normas,
por supuesto, tienen una interpretación recíproca: los 40 centavos no
los pago, a menos que yo reciba el cuarto de galón de leche, y los sa-
larios deben pagarse sí yo he desempeñado mi trabajo. Las «normas»
–que son las que recogen los contratos– se aplican de forma amplia y
eficaz: el índice de impunidad en asesinatos es mayor que en robos
de lápices de 20 centavos en pequeñas tiendas. La aplicación de las
leyes es buena precisamente cuando los incentivos para los jueces son
tan fuertes como los incentivos para los infractores potenciales.

El mismo método se usa a menudo, casi inadvertidamente, para
hacer cumplir las leyes de aplicación general; es la extendida con-
fianza en que el interés de las víctimas hará que se cumplan las leyes.
Las personas que están pagando alquileres por encima del techo le-
gal denuncian a sus caseros porque pretenden una reducción de di-
chos alquileres. Las leyes contra robos en tiendas son aplicadas pri-
mordialmente por las mismas tiendas, a menudo utilizando vigilancia
propia, ya que son los propios dueños los beneficiarios inmediatos.
Lo mismo sucede con las leyes contra la difamación, que son aplica-
das por los propios difamados ante la perspectiva de una indemniza-
ción. Los litigios privados de daños a terceros se han convertido en la
única sanción efectiva de las leyes antimonopolio. En la gran conspi-

Revista Española de Control Externo180



ración de los equipos eléctricos, General Electric fue multada con
400.000 dólares y obligada a pagar varios cientos de millones de dó-
lares por daños y perjuicios. Recientemente se han desarrollado
acciones judiciales que extienden la aplicación de las leyes a instancia
de las víctimas a muchas situaciones donde el daño estaba tan difu-
minado que ninguna víctima por sí sola tenía el suficiente incentivo
para solicitar la aplicación.

La cantidad de una aplicación de la ley a instancia de las víctimas
sería óptima si se les pagara a los jueces que cumplen con éxito su co-
metido una cantidad equivalente a los daños sufridos –excluidos los
costes de aplicación–, dividida por la probabilidad que tenían de ga-
nar el pleito (esto supone que las víctimas en su calidad de jueces son
neutrales al riesgo). Si esta cantidad fuese exigida en multas a los in-
fractores declarados culpables de forma que, en efecto, indemnizaran
a las víctimas, el beneficio de la aplicación para éstas sería equivalen-
te al castigo para los infractores; de aquí que estos jueces no puedan
ser corrompidos.

La mayoría de las víctimas, por supuesto, no llegarían a conver-
tirse literalmente en jueces; contratarían abogados, investigadores
privados y otras «empresas» especializadas en la aplicación de las le-
yes para que acumularan pruebas y argumentaran sus casos. Por otro
lado, estas empresas no esperarían pasivamente a ser contratadas por
las víctimas, ellas mismas buscarían las pruebas y las pondrían en co-
nocimiento de las mismas19.

El fundamento de la aplicación de las leyes a instancia de las vícti-
mas es, en vez de un salario directo, remunerar a los jueces bien en
función de la actuación, bien por «tarifa a destajo» o bien mediante
«prima». ¿Por qué entonces no se generaliza este sistema y se permi-
te que cualquiera pueda aplicar leyes de aplicación general y recibir
como remuneración por su actuación las multas impuestas a los in-
fractores declarados culpables? Las empresas especializadas en la
aplicación de las leyes se desarrollarían entonces y éstas podrían in-
demnizar a las víctimas en conjunto (mediante una adecuada división
de las penas) o quedarse para sí todas las recompensas. Cuando la
cooperación de las víctimas ayudase a la aplicación, cabría esperar,
cualquiera que fuese la distribución oficial de las recompensas, que
dichas víctimas recibiesen una parte de ellas. En el caso de que las víc-
timas hubiesen contribuido poco a la detección y condena, entonces
lo más apropiado sería que los jueces, cualesquiera que fuesen, retu-
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19 Algunos bufetes de abogados se han creado el incentivo de probar infraccio-
nes contra las leyes antimonopolio en ciertas acciones judiciales.



viesen las recompensas. La norma de que cualquiera podría aplicar
una ley de aplicación general básicamente lograría esta distribución.

La libre competencia entre empresas dedicadas a la aplicación de
las leyes puede que parezca extraña, incluso aterradora, y acaso mu-
cho más radical que el método de remuneración propuesto anterior-
mente para eliminar la corrupción a base de jueces asalariados. Pero
la sociedad no pretende estar en disposición de designar quiénes de-
berían ser los que intervengan en este «conflicto»; esto queda como
una cuestión de gustos y aptitudes personales. ¿Por qué los ejecuto-
res de las leyes deben ser elegidos de forma diferente? Dejemos que
cualquiera que lo desee entre en la profesión y que dentro de ella in-
nove, progrese o fracase. El método por el cual se obtienen cavado-
res de zanjas, profesores y senadores, seguramente nos surtiría de
buenos inspectores de sanidad, de inspectores antimonopolio, de
controladores de alquileres e incluso de recaudadores de impuestos.

El argumento para que se permita que las normas se hagan cum-
plir siguiendo los métodos normales de mercado no es simplemente
una generalización mecánica del argumento de la competencia, ya
que corrige un error importante de la teoría de las normas. Este
error –u omisión– es suponer que las normas proporcionan una guía
o un incentivo para su cumplimiento; todo lo contrario, las normas
normalmente no dan el más ligero indicio de donde hay que mirar
para encontrar infracciones, ni tampoco el menor incentivo para
condenar a los infractores. No hay nada en la Ley antimonopolio
Sherman que nos diga dónde tenemos que buscar la colusión; nada
en las leyes de tráfico que nos indique quién se salta el límite de ve-
locidad, nada en las leyes alimentarias que nos informe quién podría
ser un adulterador. Por otro lado, como ya hemos argumentado, a
menudo hay pocos incentivos para probar la culpabilidad del colusor,
del conductor suicida o del adulterador.

Consideremos algunas otras ventajas de esta propuesta. La socie-
dad utilizaría menos recursos para descubrir la corrupción, puesto
que el pago en función de la actuación reduce el beneficio que se de-
riva de la misma. Por otro lado, la sociedad estaría más dispuesta a
castigar a los infractores con multas equivalentes al importe de los da-
ños, dividido por la probabilidad de condena,20 si tuviese que pagar
este importe a los jueces con éxito. Aunque la aplicación privada no
necesita cambiar las normas, se nos antoja que, si lo hicieran, éstas ga-
narían en aplicabilidad y relevancia, ya que entonces la aplicación se-
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20 La optimización de estas multas se analiza en Gary S. BECKER, nota 1 ut supra,
en págs. 181-193, y en George J. STIGLER, nota 1 ut supra, en pág. 531.



ría mucho más eficiente y transparente. Además, se fomenta que las
víctimas en potencia empleen la cantidad correcta en autoprotección
y no la excesiva (desaprovechada) autoprotección que resulta cuan-
do las víctimas no son indemnizadas, o la inadecuada autoprotección
que se origina cuando las víctimas son automáticamente indemniza-
das. Es más, los premios por innovación estimularán el progreso téc-
nico de la aplicación privada, como pasa con otras profesiones eco-
nómicas.

La aplicación arbitraria o caprichosa de las leyes siempre es posi-
ble y está muy estimulada en nuestro actual sistema por la política de
no indemnizar a las personas exculpadas por los costes (de todo tipo)
que hayan tenido que soportar. Si a un hombre se le imputa falsa-
mente un delito o si un organismo fiscalizador federal denuncia erró-
neamente a una compañía, actualmente ninguna de estas víctimas es
en general indemnizada, lo que consideramos un vergonzoso defec-
to de nuestro sistema de aplicación de las leyes. El sistema propuesto
indemnizaría totalmente a las personas exculpadas de cargos y haría
que la indemnización fuese pagada por las empresas ejecutoras que
los hicieron. Esta propuesta es igualmente aplicable a la aplicación
pública, pero es adaptable con más facilidad por un régimen de apli-
cación privada debido a la tradición jurídica de la inmunidad guber-
namental.

Como sucede también con nuestra propuesta para eliminar la
corrupción, la aplicación privada tropezaría con innumerables com-
plicaciones en un mundo repleto de variedad e ingenuidad (y con
fraude). Los infractores insolventes plantearían un problema de res-
titución y, cuando éstos no tuviesen capacidades legalmente comer-
cializables, el Estado se vería obligado a utilizar penas no monetarias,
como la prisión, y compensar a la par a las personas que los captura-
ron. Los jueces insolventes también plantean un problema de resti-
tución; quizá debería exigirse a las empresas ejecutoras la entrega de
una fianza o algo equivalente (un seguro contra «negligencias profe-
sionales») que garantizara su solvencia en el supuesto de que fuesen
requeridas a pagar daños y perjuicios a las personas que hayan falsa-
mente acusado o perseguido21. El Estado también se vería obligado a
evaluar con más precisión los daños de numerosas infracciones (adul-
terio, atraco, venta de acciones o mercancías fuera de las bolsas o lon-
jas autorizadas, conducir un camión sin la debida licencia para con-
ducirlo, etc.), y, desde luego, no tenemos que pedir disculpas por
volver sobre los pasos de Bentham casi dos siglos después. Por des-
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gracia, muchas veces la violencia debe combatirse con la violencia, así
que será necesario enfrentarse a la cuestión de a quién se le permiti-
rá el uso de la fuerza para que las leyes se cumplan. En este aspecto
parece deseable, por lo menos, un uso restringido de empresas au-
torizadas.

Dado que diversas empresas ejecutoras competirían para eliminar
un determinado acto ilegal, habría que darle la adecuada atención al
riesgo de ser castigado dos veces por el mismo delito y serían nece-
sarias reglas para determinar el orden de las listas de litigios de dife-
rentes jueces y, ya de forma más general, determinar la distribución
de la compensación cuando varios jueces estuviesen involucrados en
una misma condena.

Si la probabilidad de condena implícita en la pena impuesta a un
infractor declarado culpable y pagada a los jueces con éxito fuese me-
nor que la probabilidad real, el Estado podría eliminar la diferencia
de probabilidades disminuyendo las multas de los infractores (las re-
compensas a los jueces). Esto rebajaría la probabilidad real porque
los jueces tendrían menos que ganar de la aplicación de las leyes. Re-
bajando suficientemente las multas, la probabilidad implícita y la
real podrían equipararse. De igual modo, si en principio la probabi-
lidad implícita excediese a la real, las multas podrían ser elevadas
hasta que se equiparasen.

Podríamos preguntarnos si la probabilidad de equilibrio de la
condena así conseguida con respecto a la aplicación privada sería
socialmente óptima, porque, dado que la captura y condena de
los infractores consume recursos reales, la sociedad podría conser-
var sus recursos elevando las penas y reduciendo las probabilida-
des22. Quizá la aplicación pública podría lograr con más facilidad
una combinación óptima de penas y probabilidades; pero observen
que la tentación que despierta la corrupción en los jueces públicos y,
por tanto, el coste de vigilarlos se elevarían a medida que se eleva-
ran las penas y que un apropiado gravamen sobre la aplicación
privada podría rebajar su probabilidad de equilibrio hasta cualquier
nivel deseado.

4. CONCLUSIÓN

Terminamos haciendo hincapié en que ese punto de vista que, en-
teramente o en parte, considera antieconómicos la aplicación de las
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leyes y el litigio, es simplemente erróneo. Son tan importantes como
el daño que intentan prevenir y son realmente los únicos idóneos
para una metódica averiguación de los hechos, resolución de las du-
das y reducción de los conflictos. En cualquier caso, la cantidad de
aplicación está determinada fundamentalmente por las leyes que hay
que hacer cumplir y por la calidad de la aplicación misma.

Hemos analizado diferentes métodos para mejorar la calidad de la
aplicación de las leyes. Uno de ellos desalienta la corrupción elevan-
do los salarios de los jueces públicos, mientras que el otro fomenta los
resultados pagando a los jueces privados en función de la actuación
o en base a una tarifa a destajo. Ambos métodos presentan conside-
rables ventajas sobre muchos de los procedimientos vigentes para ha-
cer cumplir las leyes, y el segundo método, en particular, desataría las
poderosas fuerzas de la competencia.

5. APÉNDICE

Podemos generalizar el examen suponiendo que: 1) la probabili-
dad de detección depende de la experiencia de los jueces y de otras
variables; 2) que la renta disponible a cualquier edad en otras ocu-
paciones depende de la edad con la que se entra en estas ocupa-
ciones, y 3) que lo que se maximiza es la utilidad esperada y no la
riqueza esperada; y así sucesivamente. Vamos a analizar aquí la rela-
ción existente entre el beneficio derivado de la corrupción y la expe-
riencia de los jueces; es decir, se supone que los sobornos y los bene-
ficios a percibir se incrementan a medida que los jueces se hacen más
experimentados y tienen más autoridad.

Hagamos que bi sea el equivalente monetario del beneficio deriva-
do de la corrupción a la edad i. Pudiéndose demostrar entonces que
los salarios mínimos que disuaden del acto ilegal son

wn = vn + �
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Ya que la equivalente de la ecuación (3) es
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y lo mismo para el otro wi. Por otro lado,
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lo cual implica la ecuación (A3).

Si b aumenta con el paso del tiempo, los ingresos de los jueces em-
pezarían por debajo de los ingresos alternativos; igualarían a los ingre-
sos alternativos cuando b se elevase al tipo de interés, y permanecerí-
an por encima de los ingresos alternativos de ahí en adelante. El efecto
es similar al que resulta de la inversión en capital humano; de hecho,
analíticamente hablando, los problemas son muy parecidos, debién-
dose el crecimiento de los ingresos a la acumulación de capital hu-
mano. Ya que la ecuación (A2) se puede escribir como
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es la cantidad invertida en capital adicional en el período i; la última
se resta de la capacidad de obtención de ingresos para obtener los in-
gresos «netos»23. El stock de capital ilegal en el período i + 1 es en-
tonces el stock en i más el valor en i + 1 de la inversión neta en i, o

Ci + 1 = �
(1 –

p
p) bi
� + (1 + r) �

(1
(1

+
–

r
p
)
)
p

� (bi + 1 – bi) = �
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p
– p)
� bi + 1

La ecuación (A1) indica que la pensión está en gran parte deter-
minada por la tentación que inspira la corrupción en el último año
de empleo y no por la tentación media de todo el período de empleo.
Esto puede que explique por qué las rentas de la pensión se ajustan
a menudo en función de los ingresos previos a la jubilación y no en
función de los ingresos medios a lo largo de todo el período de em-
pleo. La «cuota de entrada» (dada por la ecuación [A3]), por otro
lado, iguala a la tentación en el primer año de empleo. Dado que es-
ta cuota es importante, y no por cuestión de miopía, sino más bien
porque los jueces pagan el crecimiento del beneficio derivado de la
corrupción mediante una reducción apropiada de los ingresos.

Como consecuencia de esto, la «cuota de entrada» y el valor en ca-
pital de la pensión dejan de ser similares cuando el beneficio obteni-
do de la corrupción crece con la experiencia. De hecho, la cuota po-
dría ser solamente una pequeña parte de la pensión o de los ingresos
extraordinarios. Por ejemplo, si la ganancia (b) se hubiese multiplica-
do por 20 desde el primer año hasta el último año de empleo –diga-
mos de 500 a 10.000 dólares– y si el valor en capital de la pensión fue-
se cinco veces el promedio de los ingresos, la cuota de entrada sería
solamente alrededor de 1/20 de la pensión y de 1/4 de los ingresos
medios.
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1. ACTIVIDAD FISCALIZADORA EN EL PERÍODO
ENERO/SEPTIEMBRE DE 1999 

Desde que se escribió el comentario sobre la actividad fiscalizado-
ra del Tribunal de Cuentas, publicado en el número 1 de la REVISTA
ESPAÑOLA DE CONTROL EXTERNO hasta el momento en que se escri-
be el actual, es decir, en el período que va de enero a septiembre del
corriente año, el más relevante,  de los informes aprobados por el Tri-
bunal de Cuentas ha sido, sin duda, el Informe Anual del Sector Pú-
blico Estatal del año 1996, y ello tanto por el rango de la norma que
impone su elaboración como por su contenido1.

Actividad fiscalizadora del Tribunal 
de Cuentas: comentario sobre 
el Informe Anual del Sector Público
Estatal de 1996

José Pascual García
Subdirector Jefe de la Asesoría Jurídica.
Departamento Segundo de la Sección de
Fiscalización del Tribunal de Cuentas

191

1 La actividad fiscalizadora en el período considerado ha cristalizado en la apro-
bación por el Pleno de los 20 informes de  resultados de  fiscalización, remitidos a sus
destinatarios últimos: Cortes Generales, Asambleas Autonómicas y Pleno de las Cor-
poraciones Locales, que a continuación se detallan:

– F.C.I. de la Comunidad Autónoma de Cantabria de 1996.
– Comunidad Autónoma de Castilla y León de 1996. 
– Comunidad Autónoma de Extremadura de 1996. 
– Universidad Nacional de Educación a Distancia. 
– Informe Complementario al de la Fiscalización del ONLAE, ejercicios 1992

y 1993. 
– Áreas de Tesorería e Ingresos de la Confederación Hidrográfica del Norte,

ejercicios 1995, 1996 y 1997. 
– Instituto de la Mujer, ejercicio 1996. 



Las líneas que siguen pretenden ofrecer una síntesis y una valora-
ción  de dicho informe, que constituye la primera parte del Informe
Anual de 1996, no sin antes formular unas consideraciones sobre la
configuración legal de éste, necesarias para incardinar en su contex-
to los trabajos relativos al ejercicio.

2. CONFIGURACIÓN DEL INFORME ANUAL

El punto de partida en la configuración del Informe Anual (IA)
son, sin duda, los preceptos que dedican al mismo tanto la Constitu-
ción Española como la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tri-
bunal de Cuentas (LOTCu), y la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Fun-
cionamiento del Tribunal de Cuentas (LFTCu), pero no podría
comprenderse en toda su dimensión este importante documento si se
prescindiera del entendimiento que ha hecho de dichos preceptos el
propio Tribunal desde que en el año 1987 se aprueba el primero,
el relativo al ejercicio 1983, hasta el del ejercicio 1996, aprobado el
27 de mayo de 1999, que vamos a comentar.

La emisión del Informe viene exigido por el art. 136 CE, que, tras
una referencia a la censura de las cuentas, establece que «el Tribunal
de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes Ge-
nerales un informe anual en el que, cuando proceda, comunicará las infrac-
ciones o responsabilidades en que, a su juicio, se hubiera incurrido». Por su
parte, el  art. 13 de la LOTCu precisa que comprenderá el análisis de
la Cuenta General del Estado y de las demás del sector público y se
extenderá a la fiscalización de la gestión económica del Estado y del
sector público. El Informe Anual así concebido sufre una importante
modulación con la previsión del art. 28 de la LFTCu, que estableció
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– Contabilidad de los partidos políticos, ejercicio 1995. 
– Área de ventas y deudores de la sociedad estatal «INDRA, D.T.D., S.A.».
– CLEA, ejercicios 1994 y 1995.
– Comunidad Autónoma de Murcia, ejercicio 1996.
– F.C.I. de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, ejercicio 1996. 
– Ayuntamiento de Paracuellos del Jarama, ejercicios 1994 y 1995. 
– Consejo Superior de Deportes, ejercicio 1996. 
– Tesorería General de la Seguridad Social, ejercicio 1996. 
– Principales actuaciones del Ente Público de la Red Técnica Española de Tele-

visión (RETEVISIÓN) en 1996 relativas al proceso de privatizaciones de RETEVI-
SIÓN, S.A. 

– F.C.I. de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ejercicio de 1996. 
– IA de la Ciudad Autónoma de Ceuta, ejercicio de 1996. 
– IA de la Ciudad Autónoma de Melilla, ejercicio de 1996. 
– Conceptos que integran el remanente de Tesorería de la Diputación Provincial

de Guadalajara a 31 de diciembre, ejercicios 1995 y 1996. 



que «los informes o memorias, mociones o notas aprobados por el Pleno del Tri-
bunal como resultado de su función fiscalizadora, así como las alegaciones y
justificaciones..., se expondrán integrados en el Informe Anual». Sólo en ca-
sos de extraordinaria y urgente necesidad, o a petición de las Cáma-
ras, o  cuando una norma específica así lo disponga, pueden elevarse
informes o memorias fuera del cauce del Informe Anual. 

Consecuentemente con lo expuesto pueden distinguirse en el IA
un contenido propio y específico (análisis de conjunto del sector pú-
blico estatal, autonómico o local) y un contenido eventual o contin-
gente (resultados de la fiscalización de entes o aspectos concretos de
la gestión financiera). A su vez, el contenido eventual puede presen-
tar dos grados diferentes de integración, según que la tramitación y
aprobación de los correspondientes resultados sea conjunta con la to-
talidad del Informe Anual o que se unan a aquél, tras su aprobación
separada. A juicio de Carretero Pérez, la LFTCu no ha querido en-
corsetar la estructura de la incorporación de los informes al Informe-
Memoria anual, permitiendo una libertad descriptiva muy impor-
tante a la hora de recoger los resultados de las fiscalizaciones
especiales2. Así pues, nada impedirá que los resultados de las actua-
ciones fiscalizadoras específicas se aprueben por separado, como ex-
presamente contempla el art. 44 LFTCu, o conjuntamente con el IA,
como la economía procesal puede aconsejar, siendo esto último lo ha-
bitual en el caso de los llamados «análisis específicos», variables de
unos ejercicios a otros, y que, en el supuesto de que concurrieran las
circunstancias del art. 28.4 LFTCu, podrían perfectamente ser obje-
to de tramitación independiente, a lo cual tiende la práctica del Tri-
bunal. Los informes que se aprueban y envían a sus destinatarios se-
paradamente se denominan extraordinarios, por razón de la forma
de tramitación; por el contrario, si se tramitan conjuntamente con el
IA, aun cuando su contenido material sea el mismo que si  se trami-
tan por separado, en la medida en que versan sobre determinados
ámbitos o actuaciones del sector público y no sobre la globalidad de
éste, formalmente constituyen una parte de aquél.

A partir de este marco legal, una ojeada a los aspectos meramen-
te formales de los Informes de los últimos ejercicios permite consta-
tar que, atendiendo a su ámbito subjetivo, se estructura en tres par-
tes, amén de la introducción, relativas, respectivamente, al sector
público estatal, a las Comunidades Autónomas y su sector público y a
las Corporaciones Locales y su sector público. La aprobación de estas
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tres partes no tiene lugar en unidad de acto. Los de Comunidades
Autónomas y Corporaciones Locales sufren inevitables retrasos por
su mayor complejidad y dispersión, por lo que se aprueban con pos-
terioridad, aun cuando conjuntamente con el del sector público esta-
tal conforman el Informe Anual del ejercicio. Al día de la fecha, y con
relación al año 1996, sólo ha sido aprobado el primero de los citados
y al mismo van a ir referidos estos comentarios.

3. CONTENIDO Y ESTRUCTURA DEL INFORME DE 1996

No resulta fácil condensar en estos breves comentarios un docu-
mento como el que nos ocupa si se tiene en cuenta su volumen, que
se extiende a lo largo de aproximadamente 1.200 páginas, sin contar
las alegaciones del Gobierno y, lo que es más trascendente, su conte-
nido, amplio y heterogéneo, como puede verse en la síntesis que ha-
cemos del mismo, en la que se pasará revista a los distintos apartados,
siguiendo sus propios epígrafes y apoyándonos, en ocasiones, en el
resumen que se ofrece dentro del apartado de conclusiones.

Se inicia el Informe con unas páginas, de carácter introductorio,
que cumplen la finalidad de informar sobre la naturaleza del IA y su
encuadre en el conjunto de la actividad fiscalizadora del Tribunal. Se
contiene también una descripción del marco jurídico, desde el punto
de vista presupuestario y contable, de la actividad económico-finan-
ciera del sector público durante el ejercicio económico de 1996, que
se completa con una referencia a las resoluciones del Tribunal Cons-
titucional que afectan a la normativa económico-presupuestaria. Lo
cambiante del ordenamiento presupuestario y la vertiente de la acti-
vidad fiscalizadora, como control de legalidad, justifican sobrada-
mente estas páginas introductorias.

Tras la introducción se entra en la primera parte del IA, la dedica-
da al sector público estatal, que se encuentra dividida en los siete apar-
tados que pasamos a comentar. Advirtamos previamente que el Tri-
bunal, como en ejercicios anteriores, ha hecho un uso amplio de la
autorización que le otorga el citado art. 28.4 LFTCu y ha enviado a las
Cámaras los informes de resultados de fiscalización derivados de los
procedimientos fiscalizadores singulares, aprobados separadamente
del Informe Anual, habiendo quedado integrados dentro del IA del
ejercicio 1996, junto a lo que es propio y específico del mismo, sólo los
resultados de aquellas fiscalizaciones de «determinados aspectos de la
gestión económico-financiera» que se han aprobado conjuntamente
con el propio IA, aun cuando versen sobre aspectos concretos. 
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1. Conclusiones

Bajo esta rubrica se contiene un resumen de los sucesivos epígra-
fes en el que «se sintetizan los resultados alcanzados y se ofrece la va-
loración de las distintas manifestaciones analizadas de la actividad
económico-financiera del sector público estatal, haciendo especial
hincapié en las deficiencias e irregularidades detectadas».

La fórmula permite facilitar una visión de conjunto del IA a cuan-
tos se acerquen a la lectura del mismo sin necesidad de recorrer su
enorme extensión, facilitando, al propio tiempo, el acceso a aquellas
cuestiones que puedan resultarles de interés, desarrolladas en los su-
cesivos epígrafes, que quedan perfectamente identificados.

2. Rendición de cuentas y remisión de contratos

La rendición al Tribunal de sus cuentas por las entidades del sec-
tor público, así como la remisión de relaciones certificadas o copias de
los expedientes de contratación en los términos previstos en el art. 58
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (LCAP) y en
la propia legislación del Tribunal (arts. 39 y 40 LFTCu), constituyen
requisito necesario para la actividad fiscalizadora. Sobre el cumpli-
miento, no siempre satisfactorio, de estos deberes, el Tribunal viene
haciendo un seguimiento que queda reflejado en los informes anua-
les y que dio lugar a la elevación a las Cortes Generales en el año 1996
de una «Moción sobre los diversos aspectos relativos a la rendición de
cuentas en el sector público estatal y al contenido de la CGE», cuyas
recomendaciones quedaron recogidas en gran medida en la modifi-
cación del título VI de la LGP, llevada a cabo por la Ley 50/1998, de
30 de diciembre, si bien sus efectos aún no se han hecho sentir en el
ejercicio que consideramos por razón de fechas.

En el IA queda constancia tanto de las cuentas rendidas, dentro y
fuera de plazo, como de las no rendidas.

En relación con las cuentas del ejercicio 1996, la Cuenta General
del Estado (CGE) aparece rendida en plazo (lo que visto con pers-
pectiva histórica constituye un notable cambio en la práctica admi-
nistrativa, iniciado con el CGE del ejercicio 1992); por el contrario, las
cuentas parciales y las de los Organismos autónomos se han rendido
con un retraso de tres meses y medio, aproximadamente. Además, las
cuentas de tres Organismos no aparecen integradas en los estados
anuales integrados a que se refiere el art. 135 del TRLGP, en su re-
dacción vigente en el ejercicio.

Por lo que se refiere a las sociedades estatales y entidades finan-
cieras, se dan todas las situaciones: unas, las menos, rinden sus cuen-
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tas en plazo (83), otras las rinden fuera de plazo (333) y otras queda-
ron pendientes de rendición (58).

En el ámbito de los entes públicos y de la Seguridad Social todas
sus cuentas aparecen rendidas y, aunque son frecuentes las demoras,
no son especialmente significativas en tiempo.

Bastante desigual resulta el cumplimiento de la obligación de re-
mitir los contratos, si bien, a partir de la información contenida en las
relaciones certificadas que manda elaborar la LFTCu, se han podido
detectar numerosas omisiones y requerir la remisión de los expe-
dientes no recibidos, lo que ha dado como resultado que en un por-
centaje muy elevado han podido ser examinados y los resultados de
su fiscalización incluidos en el IA, según se verá más adelante.

3. Análisis del déficit y del endeudamiento de la Administración 
General del Estado, de sus Organismos autónomos, 
de la Seguridad Social y de los Entes públicos sometidos 
a régimen presupuestario limitativo

Este análisis, como claramente se deduce de su denominación, tie-
ne como objetivo el conocimiento y valoración del déficit, o más exac-
tamente del resultado presupuestario deducido de las liquidaciones
presupuestarias, y del grado de endeudamiento de las entidades
mencionadas, así como el resultado económico-patrimonial, deduci-
das estas dos últimas magnitudes de la contabilidad patrimonial. 

Como datos globales más significativos, en cuyo pormenor no nos
es posible entrar por razones de espacio, llaman la atención los que
seguidamente se exponen.

Según las cuentas rendidas, el resultado presupuestario agregado
de la Administración General del Estado y sus organismos autónomos
fue negativo (déficit) por importe de 3.337.464 millones de pesetas.
No obstante, tras los pertinentes ajustes del Tribunal (efectuados con
motivo del examen y comprobación de la CGE y traslados al IA), el
resultado presupuestario del ejercicio se sitúa en 2.760.439 millones.

En el ámbito patrimonial, los resultados económicos, según cuen-
tas, representan unas pérdidas en el ejercicio de 2.405.544 millones,
las cuales, tras los ajustes, se situarían en 2.644.841 millones.

Se detallan el importe y composición del endeudamiento del Es-
tado y sus Organismos autónomos y la evolución en el ejercicio de sus
principales partidas, destacando como datos más significativos el im-
porte conjunto del endeudamiento, que ascendía, a 31 de octubre de
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1996, a 47.509.572 millones de pesetas, de los que 47.060.747 millo-
nes corresponden al Estado, y el importe de la deuda pública del
Estado, que representa un 94% del endeudamiento  total y que se
ha incrementado en el ejercicio en 5.128.060 millones de pesetas, lo
que supone un 13% en términos relativos, idéntico al del ejercicio an-
terior.

A los datos relativos al Estado y Organismos autónomos se han
añadido los de las entidades que integran el sistema de la Seguridad
Social y de los Entes públicos sometidos a régimen presupuestario li-
mitativo y que, sin embargo, no forman parte de la CGE. Estos
resultados, aunque no son objeto de consolidación o integración, per-
miten una aproximación, en sede de ejecución, al ámbito de los Pre-
supuestos Generales del Estado, que, como es sabido, es más amplio
que el de la CGE.

El resultado, según cuentas, de la liquidación presupuestaria del
sistema de la Seguridad Social (Entidades Gestoras, Tesorería Gene-
ral y Mutuas de Accidentes de Trabajo y Seguridad Social) presentó
un déficit agregado de 517.841 millones; no obstante, la incorpora-
ción de los ajustes realizados por el Tribunal (78.195 millones) dismi-
nuiría el déficit, que pasaría a ser de 439.646 millones.

El endeudamiento total del sistema de la Seguridad Social, según
las cuentas rendidas, alcanzó un importe de 3.879.152 millones de
pesetas, del que un 96,99% correspondía a las Entidades Gestoras y
Tesorería General de la Seguridad Social y un 3,01% a las Mutuas de
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad
Social. Respecto al ejercicio anterior, aumentó en 975.832 millones, lo
que supuso un incremento del 33,61%.

Como en el ejercicio anterior, la partida más importante de este
endeudamiento correspondió a los préstamos recibidos a medio y lar-
go plazo por la Seguridad Social de la Administración General del
Estado por un importe de 1.794.810 millones de pesetas. De este im-
porte, 1.233.688 millones se concedieron para dar cobertura adecua-
da a las obligaciones de la Seguridad Social y posibilitar su equilibrio
financiero, y 561.122 millones para la cancelación de obligaciones del
INSALUD anteriores a 31 de diciembre de 1991. También destaca en
el endeudamiento a medio y largo plazo el de la Tesorería General
con el Banco de España, que permanece invariable desde 1992 y que
ascendió a 256.100 millones de pesetas.

En cuanto a  la distribución entre endeudamiento financiero y en-
deudamiento de funcionamiento, el primero ascendió a 2.293.313 mi-
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llones de pesetas (60,95%), y el segundo ascendió a 1.469.035 millo-
nes (39,05%).

El contenido de este apartado del IA se completa con un estudio
de las relaciones de las sociedades estatales con las entidades sujetas a
presupuesto limitativo, que no se encamina a evaluar su propio défi-
cit, sino su incidencia en el de aquéllas por razón de subvenciones,
prestamos concedidos, deudas asumidas por el Estado, ampliaciones
de capital suscritas por la Administración y, en general, operaciones
susceptibles de generar obligaciones financieras.

4. Análisis de la liquidación de los presupuestos del Estado, 
de sus Organismos autónomos y otros Entes públicos

El control de legalidad de la ejecución del presupuesto ha consti-
tuido tradicionalmente el eje central de la actividad fiscalizadora ex-
terna. Hoy este control se ha visto ampliado a aspectos nuevos, como
se puede ver en esta apretada síntesis del IA. No obstante, continúa
constituyendo una función esencial, bien que extendida a otras pers-
pectivas, como la  economía y eficiencia. El art. 13 de la LOTCu pre-
ceptúa específicamente que el IA se extenderá a la fiscalización del
cumplimiento de las previsiones y ejecución del Presupuesto. Consti-
tuyen aspectos o vertientes de esta fiscalización las operaciones de
modificación de los créditos iniciales, cuestión en la que el Tribunal
ha elaborado a lo largo del tiempo una importante doctrina, que cris-
talizó en diciembre de 1993 en una Moción a las Cortes Generales de
amplia repercusión, así como el análisis del grado de ejecución de las
previsiones presupuestarias exponiendo las causas de las desviacio-
nes y las variaciones interanuales. La situación en el ejercicio consi-
derado ha sido muy singular, pues, de una parte, para el año 1996 no
se aprobó presupuesto, sino que, por vez primera desde que se pro-
mulgó la CE, estuvo vigente durante todo el año el prorrogado del
año anterior, y de otra, por Real Decreto-ley 12/996 se concedieron
créditos extraordinarios por importe de 721.170 millones de pesetas
a fin de atender obligaciones de ejercicios anteriores y regularizar an-
ticipos de fondos.

Resumiendo los resultados de la fiscalización, puede constatarse
que los créditos iniciales (prorrogados) del Estado y Organismos au-
tónomos (3.866.300 millones) se incrementaron vía modificaciones
en un 21% y, si se excluyen las operaciones financieras, en un 13%; el
grado de ejecución del presupuesto de gastos (obligaciones reconoci-
das) se elevó al 95%; los gastos se incrementaron en un 8% respecto
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del ejercicio anterior, y el déficit ajustado ha sufrido una desviación
relativa favorable del 27,2%. 

Se concluye con una referencia al reflejo presupuestario de las re-
laciones financieras entre España y la UE, con cada vez mayor inci-
dencia en la actividad financiera interna.

5. Análisis de determinados aspectos de la 
gestión económico-financiera

Dentro de este apartado se contienen los «análisis específicos», in-
tegrantes del que hemos calificado como «contenido eventual» del IA,
cuya tendencia es al desplazamiento fuera del ámbito del IA, dado
que, frente a la visión global del sector público que éste está llamado
a ofrecer, los mencionados análisis se centran en aspectos muy pun-
tuales, a veces irrelevantes en una apreciación de conjunto de la acti-
vidad financiera del sector público.

En el ejercicio 1996, las fiscalizaciones incluidas en este epígrafe
han sido las cuatro siguientes:

– Fiscalización  del régimen de «pagos a justificar» y de los procedimientos
de las Cajas Pagadoras en determinados Centros Gestores de la Administración
General del Estado.

– Seguimiento de la evolución de la contratación militar en el extranjero y
de los fondos situados en el exterior para esta finalidad y, en su caso, de otras
operaciones fiscalizadas en ejercicios precedentes a partir de la situación pues-
ta de manifiesto en informes anteriores.

– Fiscalización de los gastos derivados de la participación de las Fuerzas
Armadas Españolas en operaciones de mantenimiento de paz y de organiza-
ciones internacionales.

– Fiscalización de los gastos de personal del Estado, Organismos autóno-
mos y Entes públicos.

El más ambicioso de estos análisis ha sido el último de los mencio-
nados, en el que, pese a la amplitud y complejidad de la materia, se
ha llegado a conclusiones significativas sobre la cuantificación de las
retribuciones de personal de este ámbito del sector público (13,1%
del gasto total del subsector fiscalizado), su correspondencia con la es-
tructura organizativa (la relación entre efectivos y Directores Genera-
les oscila de 158 en unos Ministerios a 1.038 en otros) y otras cues-
tiones, no menos interesantes, como los criterios de selección y de
provisión de los puestos de trabajo y los gastos que la Administración
dedica a formación de su personal. 
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6. Análisis de la gestión económico-financiera de las Sociedades 
estatales y entes de Derecho público

El análisis del sector público empresarial se desglosa en dos sub-
apartados dedicados, respectivamente, a las Sociedades estatales no
financieras y a las financieras, en correspondencia con la distribución
de competencias entre el Departamento de Sociedades estatales y el
Departamento financiero de la Sección de Fiscalización.

El sector público empresarial ha estado sometido durante el ejer-
cicio a un intenso proceso de transformación, iniciado en años ante-
riores con objeto de conseguir la viabilidad o extinción de sectores y
empresas deficitarias y que, en el actual, se ha visto acentuado por las
decisiones del Gobierno, encaminadas a la reducción de dicho sector
mediante la privatización de un gran número de empresas. 

En el Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de junio de 1996 se
exponen las bases del denominado Programa de Modernización del
Sector Público Empresarial del Estado, que pretende la desinversión
en el sector empresarial en el marco de la liberalización del sistema
económico. Como medidas concretas, en dicho Acuerdo se dispone la
disolución de TENEO mediante la cesión de sus activos y pasivos a
la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI) que, junto
con la Agencia Industrial del Estado (AIE), serán los agentes gestores
de las privatizaciones de las Empresas del extinguido Instituto Na-
cional de Industria (INI); la creación de la Sociedad Estatal de Parti-
cipaciones Patrimoniales, que gestionará la privatización de las em-
presas de la Dirección General de Patrimonio del Estado, y la del
Consejo Consultivo de Privatizaciones, que informará al Gobierno so-
bre las operaciones concretas de privatización. 

El examen de las cuentas de las Sociedades estatales no financie-
ras se ha orientado al análisis de la evolución de su patrimonio neto,
de las actualizaciones de balances llevadas a cabo al amparo de lo dis-
puesto en el RDL 7/1996 y al cumplimiento de las normas aplicables
a su gestión contractual. 

El primero de los análisis citados se ha centrado en aquellas em-
presas que en los ejercicios anteriores se encontraban en los supuestos
de reducción de capital o de disolución contemplados en los arts. 163
y 260.1.4 de la Ley de Sociedades Anónimas. La situación de estas em-
presas ha provocado frecuentemente la necesidad de ayudas del Esta-
do, de forma directa o indirecta, mediante la asunción de pasivos. 

En la valoración de la situación de desequilibrio se han distingui-
do dos situaciones claramente diferenciadas: la de aquellas empresas,
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meramente instrumentales y ubicadas en el grupo de la Dirección
General del Patrimonio del Estado, que se han creado para realizar
actividades de interés general, sin capacidad de autofinanciación,
cuya capitalización depende de los Presupuestos Generales del Esta-
do, y aquellas otras que desarrollan una actividad mercantil, cuyos re-
sultados son imputables a la empresa. 

El segundo de los análisis se ha dirigido a comprobar las opera-
ciones de actualización realizadas por una amplia muestra de empre-
sas acogidas a la misma.

En cuanto al análisis de la contratación, a la gran mayoría de
las Sociedades estatales consideradas, sólo les eran aplicables los prin-
cipios de publicidad y concurrencia en la selección del contratista
(disp. adc. 6ª de la LCAP), poniéndose de manifiesto que el procedi-
miento de selección más ampliamente utilizado ha sido el de petición
de ofertas sin publicidad general, no justificándose en muchos casos
la falta de difusión de la convocatoria.

En el subapartado dedicado a las Sociedades estatales y entidades
públicas del sector público financiero se realiza tanto el análisis de las
cuentas rendidas como los resultados de las fiscalizaciones realizadas
en sus respectivas sedes. El estudio se inicia con el Banco de España,
del que se examinan el Balance y Cuenta de resultados, haciéndose
un seguimiento de las relaciones financieras mantenidas por el mis-
mo con el resto de las entidades del sector público. El informe seña-
la que el lucro cesante del endeudamiento neto del Estado (anterior
a 1994) supuso para el Banco de España 24.916 millones, y el lucro
cesante de la media de endeudamiento de la Seguridad Social fue de
24.743 millones pesetas.

La segunda entidad estudiada es el Instituto de Crédito Oficial
(ICO), de cuya nueva regulación introducida por el RDL 12/1995, de
28 de diciembre, se da cuenta, para entrar a continuación en el aná-
lisis de sus cuentas y de las relaciones del mismo con la Administra-
ción General del Estado, así como del Fondo de Ayuda al Desarrollo
(FAD). Durante el ejercicio se llevaron a cabo una serie de opera-
ciones financieras que introdujeron modificaciones significativas en
sus relaciones con el Estado y en su estructura patrimonial. Con
respecto al FAD se señala que, a pesar de la dimensión alcanzada
(627.131 millones de saldo de préstamos concedidos al cierre del
ejercicio),  sus cuentas no son objeto de rendición al Tribunal, que
únicamente dispone como referencia las escasas notas que el ICO in-
cluye en su memoria anual.
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El subapartado se completa con el examen de las cuentas de las si-
guientes entidades: Sociedad Estatal de Patrimonio II, Sociedades es-
tatales de seguros, Musini Sociedad Mutua de Seguros y Reaseguros
(Musini), Fondos de Garantía de Depósitos, Sociedades de Aval y Ga-
rantía.

Finalmente hay que señalar que se hace un análisis de los gastos
de personal, tanto de las sociedades financieras como de las no fi-
nancieras, en coherencia con la fiscalización específica de estos gastos
en el Estado y Organismos autónomos, anteriormente reseñada, y
que por las grandes diferencias entre el régimen laboral y el funcio-
narial no han podido ser objeto de tratamiento conjunto. Conceptos
retributivos, categorías laborales, procedimientos de selección y apor-
taciones a sistemas complementarios de pensiones son los aspectos
considerados sobre una muestra de empresas.

7. Análisis de la contratación

En la legislación del Tribunal de Cuentas se contiene un mandato
específico sobre fiscalización de la contratación pública y,  en cumpli-
miento del mismo, se dedica un apartado específico del IA a esta
finalidad, en el que se examina una amplia muestra de contratos ce-
lebrados por la Administración General del Estado, Organismos au-
tónomos, Entes públicos y Universidades no transferidas a las Comu-
nidades Autónomas. No se incluyen en el mismo los contratos de las
Sociedades estatales ni de los Entes públicos y Seguridad Social que
se abordan en los apartados dedicados a las mismas.

En las relaciones certificadas de contratos celebrados por los De-
partamentos ministeriales y Organismos remitidas al Tribunal de
Cuentas se incluyeron 2.868 contratos, que suponen un importe to-
tal de 836.297 millones, de los cuales se han fiscalizado 1.168 por un
importe de 666.662 millones.

Dedica particular atención el informe a la fase de adjudicación de
estos contratos, llegando en este punto a la conclusión de que la for-
ma de adjudicación más utilizada en todos los contratos fue el con-
curso, excepto en el contrato de suministro que fue el procedimien-
to negociado. La subasta fue la menos utilizada de las formas de
adjudicación.

El análisis sobre la forma de adjudicación, sin duda el más rele-
vante, se completa con una detallada relación de las incidencias ob-
servadas en relación con la tramitación de los expedientes, que ofre-
ce una visión bastante exhaustiva de tan importante ámbito de la
gestión pública.
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Otro aspecto importante al que se dedica atención es el del plazo
de ejecución en los contratos de obras, constatándose la existencia de
numerosos retrasos, pese a que en muchos de ellos la reducción del
plazo de ejecución propuesta por los licitadores fue criterio determi-
nante de la adjudicación.

En relación con los contratos de consultoría y asistencia, de servi-
cios y trabajos específicos, tan frecuentemente empleados en la Admi-
nistración, el Tribunal señala, un año más, que el preceptivo informe
sobre carencia o falta de adecuación de medios personales, que debe
emitirse por el servicio interesado en la contratación, se convierte fre-
cuentemente en una mera exigencia formal de carácter genérico.

8. Análisis de la gestión económico-financiera 
de la Seguridad Social

Se incorpora dentro del IA, aunque de forma diferenciada de los
restantes entes del sector público estatal, la fiscalización de la Seguri-
dad Social, recogiéndose los resultados del examen y comprobación
del balance de situación y de los resultados económicos del ejercicio,
así como de la liquidación presupuestaria, examen que se completa
con un análisis de la contratación celebrada.

A partir de los resultados de la fiscalización puede constatarse que
los créditos iniciales (prorrogados) de las Entidades Gestoras y Teso-
rería General, cuyo importe ascendía a 10.700.336 millones, se in-
crementaron vía modificaciones en 971.751 millones (9,08%); el gra-
do de ejecución del presupuesto de gastos (obligaciones reconocidas)
se elevó al 99%, destacando las prestaciones económicas por importe
de 7.678.877 millones (66,42%), y la asistencia sanitaria por impor-
te de 3.537.832 millones (30,60%); y los derechos reconocidos netos
alcanzaron la cifra de 11.487.337 millones, lo que representó un ín-
dice de realización de 107,35%. 

De acuerdo con las cuentas rendidas correspondientes al ejercicio
1996, las Entidades Gestoras y Tesorería General presentaron un re-
sultado económico-patrimonial negativo por importe de 630.420 millo-
nes de pesetas, inferior en 104.785 millones (un 14,25%) al presenta-
do en el ejercicio anterior. El desahorro del ejercicio se generó,
principalmente, en los resultados corrientes, que representaron el
87,18% del total del ejercicio. La Entidad Gestora que presentó ma-
yores resultados negativos fue, como en ejercicios anteriores, el INSS,
que aumentó su resultado negativo en 554.236 millones de pesetas,
debido, fundamentalmente, a que las pensiones aumentaron respec-
to al ejercicio anterior en un importe de 517.006 millones. Asimismo,
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el INSALUD aumentó sus resultados negativos en 215.807 millones,
debido, básicamente, al aumento en las transferencias a Comunida-
des Autónomas que tenían transferidas las funciones y servicios en
materia sanitaria.

Ahora bien, del análisis y revisión de las cuentas rendidas al Tri-
bunal por las Entidades Gestoras y por la Tesorería General se dedu-
ce que existen numerosas partidas que las Entidades Gestoras y Te-
sorería General debieron haber imputado a las cuentas de resultados
del ejercicio y que no figuran registradas.

Por lo que respecta a las Mutuas de Accidentes de Trabajo y En-
fermedades Profesionales, los créditos iniciales (prorrogados) se in-
crementaron vía modificaciones, sin computar aquellas que son me-
ros ajustes contables y no representan gasto, en 97.653 millones
(147,34%), incremento que fue debido a la prórroga de los presu-
puestos del ejercicio anterior, unida a la ampliación de las competen-
cias de las Mutuas a la gestión de la incapacidad temporal en contin-
gencias comunes. El grado de ejecución presupuestaria (obligaciones
reconocidas) se elevó al 98,29% de los créditos definitivos. Los recur-
sos realizados alcanzaron 578.706 millones, que supuso un índice de
realización del  141,09%. El resultado presupuestario del ejercicio, se-
gún la liquidación agregada elaborada por el Tribunal, asciende a
522 millones. No obstante, tras los ajustes del Tribunal dicho resulta-
do (superávit) pasaría a ser de 35.691 millones. 

En cuanto a los resultados económico-patrimoniales del ejercicio
ascendieron, según las cuentas rendidas, a 65.958 millones, si bien,
tras los ajustes del Tribunal (partidas de ingresos y gastos que no se
contabilizaron o se registraron indebidamente), dichos resultados
(beneficio) pasarían a ser de 44.295 millones.

9. Análisis de la contratación de la Seguridad Social

El examen de los estados financieros de la Seguridad Social se
completa con un análisis de la contratación, diferenciado por entida-
des y naturaleza de los contratos. De los 1.392 expedientes de con-
tratación recibidos, por un importe de 128.716,9 millones, el Tribu-
nal examinó una muestra de 530, por importe de 99.419,8 millones.
Como aspectos más significativos de estos contratos, atendiendo a su
naturaleza, el Tribunal señala, entre otros, los siguientes:

En los contratos de obras se incrementó, en relación con el ejerci-
cio anterior, el número de contratos adjudicados mediante subasta,
que pasó de 8 contratos en 1995 a 28 en 1996, si bien siguieron sin
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utilizar este procedimiento de adjudicación el Instituto Nacional de la
Salud, el Instituto Nacional de Servicios Sociales y la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social. Los contratos adjudicados por concurso
pasaron del 54% en 1995 al 59% en 1996, y los adjudicados median-
te contratación directa o procedimiento negociado –incluyendo en
esta categoría los contratos modificados– se redujeron del 40 al 25%,
aunque se incrementó ligeramente su importe.

En los contratos de consultoría, asistencia y servicios, el concurso
siguió siendo, en el ejercicio de 1996, el procedimiento de adjudica-
ción más utilizado (54% en 1995 y 64% en 1996), seguido por el pro-
cedimiento negociado, en cuyo cómputo se incluyeron a estos efectos
los contratos modificados y las prórrogas (del 46% en 1995 pasó al
35% en 1996; sin embargo, el importe contratado por este procedi-
miento aumentó en un 115,3%). La subasta se empleó en una única
ocasión (frente a ninguna en el ejercicio 1995), siendo la Tesorería
General de la Seguridad Social la entidad que la utilizó.

En los contratos de suministros, al igual que en el ejercicio ante-
rior, el concurso fue el procedimiento de adjudicación más utilizado,
pasando del 86 al 89% en número de contratos, y del 78 al 81% en
importe contratado.

De los contratos de gestión de servicios públicos cabe destacar que
sólo el Instituto Nacional de la Salud y el Instituto Social de la Mari-
na celebraron y remitieron para su fiscalización contratos de esta na-
turaleza. El 46% fue adjudicado mediante concurso, y el 54%, a tra-
vés del procedimiento negociado.

Al igual que en la fiscalización de la contratación de la Adminis-
tración General del Estado y Organismos autónomos, el análisis sobre
la forma de adjudicación, al que por su trascendencia se dedica espe-
cial atención, se completa con un detalle de las irregularidades e in-
cidencias  observadas en la tramitación de los expedientes incluidos
en la muestra.

Por último, es digna de mención la circunstancia de que por pri-
mera vez en este ejercicio se incluye un análisis, bien es cierto que bre-
ve, de los Centros Mancomunados de las Mutuas y del reflejo conta-
ble de su participación en aquéllos.

Memoria de actuaciones jurisdiccionales

Aun cuando el objeto propio del IA es la exposición de los resul-
tados de la función fiscalizadora, la LFTCu (arts.12.a) y 28) prescribe
que el mismo contendrá una memoria de actuaciones jurisdicciona-
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les. La finalidad de la Memoria, se nos dice en las Consideraciones
que preceden a la misma, no es otra que la de ofrecer una exposición
sobre la actividad y principales cuestiones suscitadas en la Sección de
Enjuiciamiento a lo largo de cada ejercicio, con indicación de los da-
tos numéricos referentes a los asuntos ingresados, resueltos y pen-
dientes de resolución en la Sala de Justicia, así como en los tres De-
partamentos jurisdiccionales de Primera Instancia y en la Unidad de
Actuaciones Previas a la exigencia jurisdiccional de responsabilidades
contables.

Consecuentemente con su finalidad, la Memoria dedica una de
sus partes a dar cuenta de los principales aspectos  de la doctrina de
los órganos jurisdiccionales contables (Sala de Justicia y Departamen-
tos de Enjuiciamiento), y otra a ofrecer los datos estadísticos acerca
del estado y funcionamiento de la Sección de Enjuiciamiento duran-
te el ejercicio 1996, datos estos últimos que quedan asimismo recogi-
dos gráficamente en un apartado final.

4. VALORACIÓN

No es fácil hacer una valoración global de un informe como el que
comentamos. Su complejidad, su extensión, la multiplicidad de uni-
dades y personas que participan en su elaboración desembocan en un
documento heterogéneo cuyos distintos apartados no siempre tienen
la misma importancia ni el mismo nivel de calidad. Hecha esta salve-
dad, parece de justicia reconocer que, en líneas generales,  tanto su
contenido como su presentación, perfeccionada año tras año, han al-
canzado un elevado rigor técnico y los juicios que emite el Tribunal
en el mismo gozan hoy de un gran respeto. El reflejo que nos ofre-
cen las cuentas de la gestión financiera de un sector público que se
aproxima al 50% de la economía nacional se presenta al Parlamento
y a la opinión pública con el contrapeso de un examen crítico que
matiza y, en ocasiones,  corrige abiertamente aquella información.
Desde esta perspectiva, el IA se nos muestra como un documento de
incalculable valor que permitirá al ciudadano contemplar en su ver-
dadero alcance la gestión económica del sector público sin el sesgo
inevitable que presentaría una información económica elaborada por
el propio gestor y no contrastada. Por ello, la historia del sector pú-
blico en estos años no podrá escribirse sin consultar los Informes
Anuales del Tribunal de Cuentas.

La parte negativa del IA, a la que es obligado referirse si queremos
superar las deficiencias de que adolece, no es algo particular del ejer-
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cicio concreto al que el Informe comentado se contrae, dado que al
ser un documento de elaboración periódica sus aciertos y deficiencias
no pueden presentar grandes diferencias de un año a otro. A nues-
tro entender, los puntos negativos, que sin duda merecen una refle-
xión más profunda que la que aquí apuntamos, son fundamental-
mente dos: el desfase temporal con que llega a sus destinatarios, y la
dificultad de  comprensión de su texto, que deriva tanto de su pro-
pio contenido como de la forma de presentación.

En el primer aspecto, los datos relativos al ejercicio en cuestión son
la mejor confirmación. El Informe del año 1996 fue aprobado por
Pleno del Tribunal de Cuentas en mayo de 1999, es decir, casi dos
años y medio después de los hechos, y aún no ha finalizado su anda-
dura. Deberá ser debatido en las Cortes Generales y finalmente pu-
blicado en el BOE, tramitación que puede extenderse un año más.

El hecho está ahí y la insatisfacción en este punto se comparte por
cuantos desean un control eficaz de las finanzas  públicas. Sin embar-
go, las posibilidades de acortamiento de plazos por parte del Tribu-
nal están prácticamente agotadas, en tanto se mantenga  su configu-
ración actual. Los pasos que hay que dar desde que se cierra un
ejercicio económico hasta que finaliza el ciclo fiscalizador no son fá-
cilmente reducibles, en unos casos por derivar de exigencias legales,
en otros por necesidades inherentes a la realización de los trabajos de
verificación y, finalmente, en otros por tratarse de plazos otorgados a
otros órganos que intervienen en el proceso. Así, por lo que se refie-
re al IA de 1996, el plazo citado de dos años y medio o, para ser exac-
tos, de dos años y cinco meses, se descompone así: confección de
cuentas y remisión por los cuentadantes al Tribunal (diez meses); ac-
tuaciones de comprobación por los Departamentos de Fiscalización
del Tribunal (diez meses); alegaciones del Gobierno (dos meses); tra-
tamiento de las alegaciones e informes del Servicio Jurídico del Esta-
do y del Ministerio Fiscal y aprobación por el Pleno (siete  meses).

Ahora bien, no es posible desconocer que existe una presión de la
opinión pública más informada que justificadamente exige que los
actos de control no se distancien en el tiempo, única forma de que no
pierdan eficacia. Y ello exigirá buscar remedios que, en parte, están
en manos del legislador, pero que, en alguna medida, pueden aco-
meterse sin esperar a modificaciones legislativas. En este sentido,
cada día parece que va ganando posiciones la opinión de quienes
propugnan que el Informe Anual debe referirse a las actuaciones fis-
calizadoras desarrolladas por el Tribunal en un año y no a las actua-
ciones de los gestores públicos durante un ejercicio. Así, acabado un
año natural, se remitirían al Parlamento los resultados de las fiscali-
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zaciones realizadas en el mismo, lo que podría hacerse de forma in-
mediata, en lugar de esperar a conjuntar todos los informes referen-
tes al año objeto del Informe. De esta forma se evitaría que  cualquier
retraso en una fiscalización concreta arrastre una demora en la tra-
mitación del Informe Anual en su conjunto. También por parte de los
cuentadantes podría hacerse no poco en el acortamiento de los pla-
zos de rendición. Basta considerar en este aspecto dos detalles: las
enormes posibilidades que abre la informática en la preparación de
las cuentas y que, sin embargo, en nada parecen influir a la hora de
acortar los plazos máximos de remisión, y la circunstancia de que el
plazo de rendición de cuentas de las Sociedades estatales finaliza seis
meses más tarde que el plazo de formulación de las mismas por los
administradores, según la legislación mercantil, lo cual indica que el
envío podría adelantarse, y, sin embargo, ni siquiera se cumplen con
generalidad los plazos establecidos.

También debiera preocupar, y es algo que parece olvidado, conse-
guir una presentación formal del IA que facilite su comprensión no
ya por los expertos, sino por los ciudadanos interesados por la mar-
cha de la cosa pública, y, en especial, que hiciera cómodo su manejo
por los medios de comunicación social. Ciertamente, el Informe
Anual es un informe técnico y, en cuanto tal, tendrá siempre la servi-
dumbre de una terminología y unos conceptos específicos. Pero no
hay que desistir de buscar fórmulas que aúnen en lo posible las dis-
tintas exigencias. Pensamos que un paso en la dirección correcta se-
ría la confección de un IA de extensión reducida, en lenguaje llano y
acompañado de representaciones gráficas, en el que se recogiera lo
esencial de su actual contenido, sin perjuicio de que se acompañara
de anexos en los que se abordaran in extenso las distintas cuestiones, a
fin de que pudieran recurrir a los mismos quienes estuvieran intere-
sados en profundizar en algún aspecto concreto.
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1. INTRODUCCIÓN

Siguiendo idéntica metodología a la del número anterior, ofrece-
mos en esta sección al lector interesado en ello una información de ca-
rácter general sobre la legislación y la jurisprudencia más relevante
producida en el segundo cuatrimestre del año, en relación con las ma-
terias que directa o indirectamente afectan a la actividad económi-
co-financiera del sector público.

También se añaden, como novedad, las Fiscalizaciones del Tribu-
nal de Cuentas que ya han sido objeto de resolución de la Comisión
Mixta correspondiente y de publicación en el Boletín Oficial del Es-
tado.

En la primera parte («Legislación») constan, sistemáticamente
ordenadas, Leyes del Estado y autonómicas, Decretos y Órdenes
ministeriales, Resoluciones e Instrucciones, e incluso Recursos de in-
constitucionalidad y Conflictos de competencias ante el Tribunal
Constitucional. La información que se proporciona consiste en el
enunciado de la disposición, recurso o conflicto y la referencia del pe-
riódico oficial donde aparece publicado.

La segunda parte («Jurisprudencia») recoge las resoluciones dic-
tadas por la Sala de Justicia de la Sección de Enjuiciamiento del
Tribunal y por el Tribunal Supremo y el Constitucional, figurando,
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para las de mayor trascendencia, una breve descripción de su funda-
mentación jurídica.

La tercera parte da cuenta de las «Fiscalizaciones del Tribunal de
Cuentas». Incluye la resolución aprobada por la Comisión Mixta en
relación con el Informe de que se trate, con el Boletín Oficial de su pu-
blicación.

2. LEGISLACIÓN

2.1. Leyes Estatales

■ LEY 14/1999, de 4 de mayo, de tasas y precios públicos por ser-
vicios prestados por el Consejo de Seguridad Nuclear. BOE nº 107,
de 5 de mayo de 1999.

■ RESOLUCIÓN de 5 de abril de 1999, de la Secretaría General
Técnica, del Ministerio de Asuntos Exteriores, por la que se hacen
públicos los textos refundidos del Convenio para la protección de los
derechos y de las libertades fundamentales, hecho en Roma el 4 de
noviembre de 1950; el protocolo adicional al Convenio, hecho en Pa-
rís el 20 de marzo de 1952, y el protocolo número 6, relativo a la abo-
lición de la pena de muerte, hecho en Estrasburgo el 28 de abril de
1983. BOE nº 108, de 6 de mayo de 1999.

■ INSTRUMENTO de Ratificación por parte de España del Tra-
tado de Amsterdam por el que se modifican el Tratado de la Unión
Europea, los Tratados Constitutivos de las Comunidades Europeas y
determinados actos conexos, firmado en Amsterdam el 2 de octubre
de 1997. BOE nº 109, de 7 de mayo de 1999.

■ LEY ORGÁNICA 12/1999, de 6 de mayo, de reforma de la Ley
Orgánica 1/1983, de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía de Ex-
tremadura. BOE nº 109, de 7 de mayo de 1999.

■ LEY ORGÁNICA 13/1999, de modificación de los artículos 19
y 240 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
BOE nº 116, de 15 de mayo de 1999.

■ LEY 24/1999, de 6 de julio, por la que se modifica el artícu-
lo 92.2 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajado-
res, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo,
referido a la extensión de convenios colectivos. BOE nº 161, de 7 de
julio de 1999.

■ LEY 25/1999, de 6 de julio, por la que se declaran cooficiales
las denominaciones Alacant, Castelló y Valéncia para las provincias
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que integran la Comunidad Valenciana. Disposición 14949. BOE nº
161, de 7 de julio de 1999.

■ LEY 27/1999, de 16 de julio de Cooperativas. BOE nº 170, de
17 de julio de 1999.

■ LEY 29/1999, de 16 de julio, de modificación de la Ley
14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las Empresas de Traba-
jo Temporal. BOE nº 170, de 17 de julio de 1999.

■ CORRECCIÓN de errores de la Ley 11/1999, de 21 de abril,
de modificación de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Ba-
ses del Régimen Local y otras medidas para el desarrollo del Gobier-
no Local en materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y
seguridad vial, y en materia de aguas. BOE nº 184, de 3 de agosto
de 1999.

2.2. Leyes autonómicas

2.2.1. Comunidad Autónoma de Aragón

■ LEY 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón.
BOE nº 108, de 6 de mayo de 1999.

■ LEY 10/1999, de 14 de abril, por la que se modifica la Ley
2/1987, de 16 de febrero, electoral de la Comunidad Autónoma de
Aragón. BOE nº 108, de 6 de mayo de 1999.

2.2.2. Comunidad Autónoma del Principado de Asturias

■ LEY 15/1999, de 15 de julio, de medidas urgentes en materia
de organización institucional, administración pública y régimen eco-
nómico, y presupuestaria. Disposición 16.833. BOE nº 185, de 4 de
agosto de 1999.

2.2.3. Comunidad Autónoma de Canarias

■ LEY 10/1999, de 13 de mayo, de modificación del texto refun-
dido de las disposiciones legales vigentes en materia de tasas y precios
públicos de la Comunidad Autónoma de Canarias. BOE nº 140, de 12
de junio de 1999.

2.2.4. Comunidad Autónoma de Cantabria

■ LEY 4/1999, de 24 de marzo, reguladora de los organismos pú-
blicos de la Comunidad Autónoma de Cantabria. BOE nº 110, de 8
de mayo de 1999.

Segundo cuatrimestre del año 1999 213



■ LEY 6/1999, de 24 de marzo, de modificación de la Ley 5/1987,
de 27 de marzo, de elecciones a la Asamblea Regional. BOE nº 110,
de 8 de mayo de 1999.

■ LEY 8/1999, de 28 de abril, de comarcas de la Comunidad Au-
tónoma de Cantabria. BOE nº 127, de 28 de mayo de 1999.

2.2.5. Comunidad Autónoma de Castilla-la Mancha

■ LEY 1/1999, de 4 de marzo de modificación de la Ley 3/1988,
de 13 de diciembre, de ordenación de la función pública de Castilla-
La Mancha. BOE nº 124, de 25 de mayo de 1999.

2.2.6. Comunidad Autónoma de Extremadura

■ Reforma del Reglamento de la Asamblea de Extremadura,
aprobada por el Pleno en sesión celebrada el 29 de marzo de 1999.
BOE nº 157, de 2 de julio de 1999.

2.2.7. Comunidad Foral de Navarra

■ LEY FORAL 9/1999, de 6 de abril, para una carta de derechos
sociales. BOE nº 133, de 4 de junio de 1999.

■ LEY FORAL 14/1999, de 6 de abril, de modificaciones fiscales.
BOE nº 133, de 4 de junio de 1999.

■ LEY FORAL 15/1999, de 19 de abril, de modificación de la Ley
Foral 2/1985, de 4 de marzo de creación y regulación del Consejo
Asesor de Radiotelevisión Española en Navarra. BOE nº 133, de 4 de
junio de 1999.

2.2.8. Comunidad Autónoma de Madrid

■ LEY 8/1999, de 9 de abril, de adecuación de la normativa de la
Comunidad de Madrid a la Ley estatal 4/1999, de 13 de enero, de
modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento adminis-
trativo común. BOE nº 127, de 28 de mayo de 1999.

■ LEY 10/1999, de 16 de abril, por la que se regula la Cámara
Oficial de Comercio e Industria en la Comunidad de Madrid. BOE
nº 127, de 28 de mayo de 1999.
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■ LEY 25/1998, de 28 de diciembre, de presupuestos generales
de la Comunidad de Madrid para 1999. BOE nº 128, de 29 de mayo
de 1999.

■ LEY 26/1998, de 28 de diciembre, de medidas fiscales y admi-
nistrativas. BOE nº 128, de 29 de mayo de 1999.

■ LEY 3/1999, de 30 de marzo, de ordenación de los servicios ju-
rídicos de la Comunidad de Madrid. BOE nº 128, de 29 de mayo de
1999. CORRECCIÓN de errores de la Ley 3/1999, de 30 de marzo,
de ordenación de los servicios jurídicos de la Comunidad de Madrid.
BOE nº 219, de 13 de septiembre de 1999. 

■ LEY 4/1999, de 30 de marzo, de cooperativas de la Comunidad
de Madrid. Disposición 12.334. BOE nº 131, de 2 de junio de 1999.

■ LEY 11/1999, de 29 de abril, de la Cámara de Cuentas de la
Comunidad de Madrid. BOE nº 172, de 20 de julio de 1999.

■ LEY 13/1999, de 29 de abril, de cooperación para el desarrollo
de la Comunidad de Madrid. BOE nº 172, de 20 de julio de 1999.

2.3. Reales Decretos

■ REAL DECRETO 664/1999, de 23 de abril, sobre inversiones
exteriores. BOE nº 106, de 4 de mayo de 1999.

■ REAL DECRETO 706/1999, de 30 de abril, de adaptación del
Instituto de Crédito Oficial a la Ley 6/1997, de 14 de abril, de orga-
nización y funcionamiento de la Administración General del Estado y
de aprobación de sus Estatutos. BOE nº 114, de 13 de mayo de 1999.

■ REAL DECRETO 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regu-
la la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la Ad-
ministración General del Estado, la expedición de copias de docu-
mentos y devolución de originales y el régimen de las Oficinas de
Registro. BOE nº 122, de 22 de mayo de 1999.

■ REAL DECRETO 845/1999, de 21 de mayo, por el que se mo-
difica parcialmente el Real Decreto 1393/1990, de 2 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 46/1984, de 26 de di-
ciembre, reguladora de las instituciones de inversión colectiva en re-
lación con las sociedades y fondos de inversión inmobiliaria y se dis-
ponen otras medidas financieras. BOE nº 133, de 4 de junio de 1999.

■ REAL DECRETO 940/1999, de 4 de junio, por el que se aprue-
ba el Reglamento sobre la determinación y concesión de subvencio-
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nes públicas estatales en las áreas de influencia socioeconómica de los
Parques Nacionales. BOE nº 145, de 18 de junio de 1999.

■ REAL DECRETO 994/1999, de 11 de junio, por el que se
aprueba el Reglamento de medidas de seguridad de los ficheros au-
tomatizados que contengan datos de carácter personal. BOE nº 151,
de 25 de junio de 1999.

■ REAL DECRETO 993/1999, de 11 de junio, por el que se
aprueba el Reglamento del registro de organizaciones no guberna-
mentales de desarrollo adscrito a la Agencia Española de Coopera-
ción Internacional. BOE nº 152, de 26 de junio de 1999.

■ REAL DECRETO 1035/1999, de 18 de junio, por el que se re-
gula el sistema de precios de referencia en la financiación de medica-
mentos con cargo a fondos de la Seguridad social o a fondos estatales
afectos a la sanidad. BOE nº 154, de 29 de junio de 1999.

■ REAL DECRETO 1108/1999, de 25 de junio, del Ministerio de
Economía y Hacienda, por el que se regula el sistema de cuenta co-
rriente en materia tributaria. Disposición 14952. BOE nº 161, de 7 de
julio de 1999.

■ REAL DECRETO 1162/1999, de 2 de julio, por el que se regula
el contenido del plan inicial de actuación de los organismos públicos,
previsto en el artículo 62 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de organi-
zación y funcionamiento de la Administración General del Estado.
Disposición 15.354. BOE nº 166, de 13 de julio de 1999.

■ REAL DECRETO 1114/1999, de 25 de junio, por el que se
adapta la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre a la Ley 6/1997, de
14 de abril, de organización y funcionamiento de la Administración
General del Estado, se aprueba su Estatuto y se acuerda su denomi-
nación como Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la
Moneda. BOE nº 161, de 7 de julio de 1999. CORRECCIÓN DE
ERRATAS del Real Decreto 1114/1999, de 25 de junio, por el que se
adapta la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre a la Ley 6/1997, de
14 de abril, de organización y funcionamiento de la Administración
general del Estado, se aprueba su Estatuto y se acuerda su denomi-
nación como Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la
Moneda. BOE nº 174, de 22 de julio de 1999.

■ REAL DECRETO 1199/ 1999, de 9 de julio, por el que se des-
arrolla la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de ordenación del mercado de
tabacos y normativa tributaria y se regula el Estatuto Concesional
de la Red de Expendedurías de Tabaco y Timbre. BOE nº 166, de 13
de julio de 1999.
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■ REAL DECRETO 1162/1999, de 2 de julio, por el que se regula
el obtenido del plan inicial de actuación de los organismos públicos,
previsto en el artículo 62 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de organi-
zación y funcionamiento de la Administración General del Estado.
BOE nº 166, de 13 de julio de 1999.

■ REAL DECRETO 1259/1999, de 16 de julio, por el que se re-
gulan las cartas de servicios y los premios a la calidad en la Adminis-
tración General del Estado. Disposición 17.134. BOE nº 190, de 10 de
agosto de 1999.

2.4. Ordenes ministeriales

■ ORDEN de 3 de mayo de 1999 por la que se dictan las normas
para la elaboración de los presupuestos generales del Estado para el
año 2000. BOE nº 108, de 6 de mayo de 1999.

■ ORDEN de 17 de mayo de 1999 por la que se dictan las nor-
mas para la elaboración de los anteproyectos de presupuestos de la
Seguridad Social para el ejercicio 2000. BOE nº 126, de 27 de mayo
de 1999.

■ ORDEN de 28 de mayo de 1999 sobre los convenios de pro-
moción de fondos de titulización de activos para favorecer la finan-
ciación empresarial. BOE nº 133, de 4 de junio de 1999.

■ ORDEN de 26 de mayo de 1999 por la que se desarrolla el Re-
glamento General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1637/1995, de 6 de
octubre. BOE nº 133, de 4 de junio de 1999.

■ ORDEN de 17 de junio de 1999 por la que se desarrolla par-
cialmente la Ley 1/1999, de 5 de enero, reguladora de las entidades
de capital-riesgo y sus sociedades gestoras, habilitando a la Comisión
Nacional del Mercado de Valores para dictar disposiciones en mate-
ria de procedimiento de autorización de nuevas entidades, normas
contables y obligaciones de información de las entidades de capital-
riesgo y sus sociedades gestoras. BOE nº 155, de 30 de junio de 1999.

■ ORDEN de 23 de junio de 1999 por la que se regula el proce-
dimiento para dar cumplimiento a la obligación establecida en la Ley
13/1996, de 30 de diciembre, sobre suministro de información a la
Dirección General del Catastro por los notarios y registradores de
la propiedad. BOE nº 155, de 30 de junio de 1999.

■ ORDEN de 8 de junio de 1999 de desarrollo del Real Decreto
1658/1998, de 24 de julio, por el que se regula el convenio especial
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en materia de asistencia sanitaria en el régimen general de la Seguri-
dad social a favor de los españoles residentes en territorio nacional
que ostenten la condición de funcionarios o empleados de organiza-
ciones internacionales intergubernamentales. BOE nº 156, de 1 de ju-
lio de 1999.

■ ORDEN de 21 de junio de 1999 por la que se suprime la co-
misión para el estudio de las cuentas y balances de la Seguridad So-
cial, creada por Orden de 30 de julio de 1987. BOE nº 156, de 1 de
julio de 1999.

■ ORDEN de 17 de junio de 1999 por la que se modifican las ins-
trucciones de contabilidad de la Administración Local para su adap-
tación al régimen legal de las tasas y precios públicos locales estable-
cido en la Ley 25/1998, de 13 de julio. BOE nº 163, de 9 de julio de
1999.

■ ORDEN de 30 de junio de 1999 por la que se aprueba el mo-
delo de letra de cambio. BOE nº 169, de 16 de julio de 1999.

2.5. Resoluciones e Instrucciones

■ RESOLUCIÓN de 11 de junio de 1999, de la Dirección Gene-
ral de Presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda, por la
que se establecen los códigos que definen la estructura económica es-
tablecida por la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 3
de mayo de 1999. BOE nº 148, de 22 de junio de 1999.

■ INSTRUCCIÓN de 26 de mayo de 1999, de la Dirección Ge-
neral de los Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, so-
bre presentación de las cuentas anuales en los Registros Mercantiles
mediante soporte informático y sobre recuperación de sus archivos.
BOE nº 138, de 10 de junio de 1999.

2.6. Recursos de inconstitucionalidad y Conflictos de
competencias ante el Tribunal Constitucional

■ CONFLICTO positivo de competencia número 1207/99, plan-
teado por el Gobierno de la Nación, en relación con el Decreto
284/1998, de 29 de diciembre, de la Junta de Andalucía, por el que
se establecen ayudas económicas complementarias, de carácter extra-
ordinario, a favor de los pensionistas por jubilación e invalidez en sus
modalidades no contributivas. BOE nº 180, de 29 de julio de 1999.

■ CONFLICTO positivo de competencia número 1208/99, plan-
teado por el Gobierno de la Nación, en relación con el Decreto de la
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Junta de Andalucía 62/1999, de 9 de marzo, de modificación del De-
creto 284/1998, de 29 de diciembre, por el que se establecen ayudas
económicas complementarias, de carácter extraordinario, a favor de
los pensionistas por jubilación e invalidez en sus modalidades no con-
tributivas. BOE nº 180, de 29 de julio de 1999.

■ RECURSO de inconstitucionalidad número 1267/99, promovi-
do por el Presidente del Gobierno, sobre disposición adicional sépti-
ma de la Ley 10/1998, de 28 de diciembre, del presupuesto de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía para 1999. BOE nº 180, de 29 de
julio de 1999.

■ RECURSO de inconstitucionalidad número 1423/99, promovi-
do por el Defensor del Pueblo contra determinados preceptos de la
Ley 49/1998, de 30 de diciembre. BOE nº 108, de 6 de mayo de 1999.

■ RECURSO de inconstitucionalidad número 1390/1999, pro-
movido por 89 Diputados del Grupo Parlamentario Socialista, contra
la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administra-
tivas y de orden social. BOE nº 108, de 6 de mayo de 1999. 

■ RECURSO de inconstitucionalidad número 1412/1999, pro-
movido por la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, contra
determinados preceptos de la Ley 49/1998, de 30 de diciembre. BOE
nº 108, de 6 de mayo de 1999.

■ RECURSO de inconstitucionalidad número 1440/1999, plante-
ado por el Presidente del Gobierno contra el artículo 101.2 de la Ley
de Cataluña 22/1998, de 30 de diciembre, de la carta municipal de
Barcelona. BOE nº 108, de 6 de mayo de 1999.

■ RECURSO de inconstitucionalidad número 1304/1999, pro-
movido por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, contra diversos preceptos de la Ley 49/1998, de 30 de di-
ciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1999. BOE
nº 108, de 6 de mayo de 1999.

3. JURISPRUDENCIA

3.1. Tribunal Constitucional

■ SENTENCIA 130/1999, de 1 de julio de 1999. Pleno. Cuestión
de inconstitucionalidad 1991/95. En relación con la disposición adi-
cional octava de la Ley de la Comunidad Autónoma de Cantabria, de
6 de mayo, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional
de Cantabria para 1993.
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La Sentencia 130/1999 estima la cuestión planteada y declara in-
constitucional y nula una disposición de la Ley de Presupuestos Ge-
nerales de la Diputación Regional de Cantabria para 1993, relativa a
la creación del Cuerpo de Letrados de la Comunidad.

El Tribunal Constitucional, tras recoger la doctrina sentada acerca
de los límites materiales de las Leyes de presupuestos, es decir, el
«contenido mínimo, necesario e indisponible constituido por la ex-
presión cifrada de la previsión de ingresos y la habilitación de gastos
y un contenido posible, no necesario e eventual (SSTC 62/1986,
65/1987, 126/1987, 134/1987, 65/1990, 66/1990, 67/1990, 76/1992,
237/1992, 83/1993, 178/1994, 195/1994, 61/1997 y 203/1998)», se
plantea la cuestión de si tales limitaciones alcanzan a los presupuestos
autonómicos, concluyendo afirmativamente no sólo sobre la base del
bloque de la constitucionalidad aplicable, sino también por la especi-
ficidad de la competencia ejercida por la Asamblea Regional, desglo-
sada de la genérica potestad legislativa, además de resultar una exi-
gencia del principio de seguridad jurídica.

■ SENTENCIA 131/1999, de 1 de julio de 1999. Pleno. Cuestión
de inconstitucionalidad 1542/95. En relación con la disposición adi-
cional quinta de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre, de Presupues-
tos Generales del Estado para 1992.

El Tribunal analiza cuál ha de ser el contenido constitucional de
los Presupuestos Generales del Estado y desestima la cuestión de in-
constitucionalidad por considerar que la citada disposición en la que
se abordaba el «Plan de recuperación de espacios en edificios judicia-
les» formaba parte del contenido propio de los Presupuestos Gene-
rales del Estado, sin apreciar una indebida restricción a la potestad le-
gislativa de las Cortes Generales por quedar dicha materia dentro del
ámbito material de la reserva de ley del art. 134.2 de la CE. Ello, fun-
damentalmente, por entender que tal Plan atiende a razones de ín-
dole económica, como son las que propenden a la reducción del
déficit público con una más racional utilización de los recursos dispo-
nibles.

3.2. Tribunal Supremo

■ SENTENCIA de 3 de mayo de 1999, dictada en el recurso de
casación nº 6171/1994, contra la sentencia dictada el 6 de mayo de
1994 por la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas en el recurso de
apelación 5/94, procedimiento de reintegro 149/1992.
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La Sentencia, de 3 de mayo de 1999, desestima el recurso de ca-
sación interpuesto contra la Sentencia de la Sala de Justicia del Tri-
bunal, dictada en apelación el 6 de mayo de 1994, que había decla-
rado al recurrente como responsable contable directo de un alcance
de fondos públicos en la Cámara Agraria de Talavera de la Reina.

El recurrente había invocado como motivos de casación «error evi-
dente en la apreciación de la prueba» (art. 82.1.4º, de la Ley 7/1988)
y la infracción de los arts. 140, 141.1.a) del TRLGP y del art. 72.1 de
la Ley 7/1988 por el cauce del art. 1692.4 de la LEC.

Sobre el primero de ellos, el Tribunal Supremo, tras la inadmisi-
bilidad planteada por el Abogado del Estado por entender que tal
motivo sólo subsistió hasta la regulación de la casación en el orden
contencioso-administrativo, sostiene, de conformidad con la senten-
cia de la propia Sala Tercera, de 30 de enero de 1999 –ya referida en
el número anterior de esta Revista–, su subsistencia en la casación
contable, si bien no aprecia su concurrencia por cuanto el recurren-
te no aportó elemento probatorio alguno del que pudiera ser induci-
do el error, pues, como ha reconocido la jurisprudencia de forma
constante y pacífica, para que pueda prosperar este motivo es preci-
so que se apoye en documentos «contundentes e indubitados» que no
hagan preciso acudir a deducciones, interpretaciones o hipótesis,
sino que evidencien lo contrario a lo afirmado o negado en la Sen-
tencia.

Sobre el segundo, a pesar de considerar que se reconduce al mo-
tivo anterior, no entra a conocer por estimar que, tras la Ley Orgáni-
ca 10/1992, de 30 de abril, los únicos motivos de la casación contable
son los previstos en el repetido art. 82.1 de la Ley de Funcionamien-
to del Tribunal.

■ SENTENCIA de 7 de junio de 1999, dictada en el recurso de ca-
sación nº 6676/1994, contra la sentencia dictada el 30 de junio de 1994
por la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas en el recurso de apela-
ción, procedimiento de reintegro 163/1984.

La Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, de 7 de ju-
nio de 1999, declaró no haber lugar al recurso de casación inter-
puesto contra la Sentencia de la Sala de Justicia del Tribunal, dictada
igualmente en apelación el 30 de junio de 1994, que había declarado
al recurrente como responsable contable directo de un alcance de
fondos públicos de la Seguridad Social.

El responsable articula la casación sobre la base de dos motivos: in-
fracción de los arts. 24 y 9.3. de la CE (art. 82.1.5º, de la Ley 7/1988)
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por entender que la sentencia impugnada vulneró el principio non bis
in ídem y, también, el de seguridad jurídica al resolver sobre una cues-
tión ya decidida en Sentencia firme recaída en el orden penal sobre
los mismos hechos y, además, el de quebrantamiento de las formas
esenciales del juicio con indefensión (art. 82.1.3º, de la Ley 7/1988).

Con respecto al primero, la Sentencia se plantea la compatibilidad
entre la jurisdicción contable y la penal, o, mejor, como razona la pro-
pia Sentencia, «la equivalencia entre la responsabilidad civil dima-
nante del delito y la responsabilidad contable» cuando los hechos in-
tegran algún tipo penal. Después de afirmar su reconocimiento en los
arts. 18 de la LO 2/1982 y 49.3. de la Ley 7/1988, la Sala se pronun-
cia sobre los límites a respetar por ambas jurisdicciones. Así, «en el
caso de que unos mismos hechos constituyan delito y supuesto de res-
ponsabilidad contable, será la Jurisdicción penal la prevalente en ma-
teria de determinación de la existencia o inexistencia de aquéllos y de
su autoría, determinación que habrá de respetarse en sede de Juris-
dicción contable, lo mismo que la Jurisdicción penal deberá abste-
nerse de determinar la responsabilidad civil ex delicto en la medida en
que ésta coincida con la responsabilidad contable y no la exceda den-
tro de la extensión con que se contempla a aquélla en el artículo 110
del nuevo Código Penal». Por su parte, si la Jurisdicción penal no de-
clara probados unos hechos, «la Jurisdicción contable, en consonan-
cia con su naturaleza de Jurisdicción necesaria, improrrogable, ex-
clusiva y plena dentro de su específico objeto –art. 17.1 de la Ley
2/1982–, podría proceder con total independencia para determinar
el supuesto de responsabilidad determinante de su competencia y,
desde luego, su cuantificación a través de los procedimientos propios
de la Jurisdicción contable».

La circunstancia de que la Jurisdicción penal no se abstuviera en
el presente caso de conocer de la responsabilidad contable se califica
en la Sentencia como «una falta de coordinación sin trascendencia al-
guna sobre el fondo de la cuestión», sin que naturalmente implique
la posibilidad de una duplicidad del resarcimiento.

Respecto del segundo motivo, tampoco estima su existencia al no
apreciar irregularidad procesal alguna, dejando además sentado que,
aunque es irrebatible en casación la apreciación de la prueba hecha
en la instancia, el recurrente no adujo el motivo específico del artícu-
lo 82.1.4º, de la LFTCu, «error evidente en la apreciación de la prue-
ba», ni durante el desarrollo del proceso aportó elemento probatorio
alguno capaz de desvirtuar la apropiación de caudales públicos por
él cometida.
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3.3. Tribunal de Cuentas. Sala de Justicia

3.3.1. Autos y Sentencias

■ AUTO de fecha 18 de mayo de 1999, dictado en el recurso del
art. 48.1 de la Ley 7/88, nº 8/99, actuaciones previas nº 87/97. Po-
nente: Excmo. Sr. D. Paulino Martín Martín.

■ AUTO de fecha 27 de mayo de 1999, dictado en el recurso del
art. 48.1 de la Ley 7/88, nº 3/99, actuaciones previas nº 87/97. Po-
nente: Excmo. Sr. D. Antonio del Cacho Frago.

■ AUTO de fecha 3 de junio de 1999, dictado en el recurso del
art. 48.1 de la Ley 7/88, nº 7/99, actuaciones previas nº 158/97. Po-
nente: Excmo. Sr. D. Antonio de la Rosa Alemany.

■ AUTO de fecha 29 de junio de 1999, dictado en el recurso del
art. 48.1 de la Ley 7/88, nº 15/99, actuaciones previas nº 48/99. Po-
nente: Excmo. Sr. D. Paulino Martín Martín.

■ AUTO de fecha 1 de julio de 1999, dictado en el recurso del
art. 48.1 de la Ley 7/88, nº 52/99, actuaciones previas nº 118/95. Po-
nente: Excmo. Sr. D. Antonio de la Rosa Alemany.

■ AUTO de fecha 5 de julio de 1999, dictado en el recurso del
art. 48.1 de la Ley 7/88, nº 10/99, actuaciones previas nº 80/96. Po-
nente: Excmo. Sr. D. Antonio del Cacho Frago.

■ AUTO de fecha 26 de julio de 1999, dictado en el recurso del
art. 48.1 de la Ley 7/88, nº 24/99, diligencias preliminares nº 241/98.
Ponente: Excmo. Sr. D. Antonio del Cacho Frago.

■ SENTENCIA nº 10/99, de fecha 30 de julio de 1999, dictada en
el recurso de apelación nº 63/98, procedimiento de reintegro por al-
cance nº 184/97. Ponente: Excmo. Sr. D. Antonio de la Rosa Alemany.  

3.3.2. Resúmenes doctrinales

■ Auto de 27 de mayo de 1999. Recurso 3/99. 

Los presupuestos objetivos que sirven de apoyatura para la inter-
posición de los recursos a que se refiere el artículo 48.1 de la Ley 7/88
son dos: de un lado, que en la fase de instrucción del procedimiento
no se haya accedido a completar las diligencias solicitadas por los
comparecidos en las respectivas actuaciones, y, de otro, que pueda
haberse causado indefensión.

La Sala no puede entrar a conocer por la vía de este recurso de
cuestiones relativas a la calificación jurídico-contable de los presuntos
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responsables, ni al fondo del asunto sometido a enjuiciamiento con-
table, debiendo tan sólo dilucidar pretensiones referentes a la posible
producción de indefensión en la fase de actuaciones previas, a la de-
negación de determinada diligencia y, en general, a las actuaciones de
orden público que, por su carácter, resulten de imperativa e inexcu-
sable observancia.

La jurisdicción contable no sólo es compatible con la actuación del
orden jurisdiccional penal, sino que incluso tiene preferencia sobre
éste para determinar la responsabilidad civil dimanante de la comi-
sión de ilícitos penales que determinen un daño o menoscabo en los
fondos públicos y se haya ocasionado por quien tenga a su cargo el
manejo, administración o custodia de los mismos.

■ Auto de 3 de junio de 1999. Recurso nº 52/98.

En cuanto a la procedencia o improcedencia de apreciar la exis-
tencia de una cuestión prejudicial penal y acordar, en consecuencia,
la suspensión de las actuaciones en tanto la misma no se resuelva, se-
ñala la Sala que su competencia en relación con las actuaciones pre-
vistas en el artículo 47 de la Ley 7/88 se circunscribe, de acuerdo con
el artículo 54.2 de la misma Ley, al conocimiento y resolución del re-
curso instituido en su artículo 48.1, instrumento de sanción procesal
que solamente puede sustentarse en los motivos recogidos en ese pre-
cepto, a saber, resoluciones de los Delegados Instructores en las que
no se accediera a completar las diligencias con los extremos que los
comparecidos señalaren o en que se causare indefensión. 

La Sala se extralimitaría en sus competencias si entrase a valorar,
en el actual estado de las actuaciones, si concurre o no una cuestión
prejudicial penal, pues ello exigiría llegar a formular, en mayor o me-
nor medida, valoraciones sobre el fondo del asunto, dado que habría
que analizarse la participación del hoy recurrente en los hechos en-
juiciados, así como la trascendencia probatoria que podrían tener los
documentos cuya autenticidad se cuestiona. Todo lo que obligaría al
órgano de segunda instancia a una toma de postura sobre aspectos
materiales de un asunto que aún se haya pendiente de su enjuicia-
miento por el órgano judicial de primera instancia, llegándose a una
invasión de competencias incompatible con el respeto debido a los
principios de legalidad y seguridad jurídica.

■ Auto de 26 de julio de 1999. Recurso nº 24/99. 

Contra el Auto por el que el Consejero de Cuentas acuerda que se
pasen las actuaciones a la Sección de Enjuiciamiento al efecto de que
por ésta se proponga a la Comisión de Gobierno el nombramiento de
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Delegado Instructor no procede el recurso previsto en el artículo
46.2 de la Ley 7/88, ya que sólo es admisible su interposición cuando
el Consejero de Cuentas acuerda el archivo de las actuaciones.

Tampoco cabe admitir el recuso previsto en el artículo 48.1 de la
Ley 7/88, ya que es un recurso especial previsto exclusivamente para
los casos y por los motivos que dicho precepto establece, en que se
haya denegado alguna diligencia de prueba o se cause indefensión.
La resolución por la que se remiten las actuaciones a la Sección de
Enjuiciamiento ni deniega diligencia alguna ni causa indefensión, si-
no que, por el contrario, lo que acuerda es el inicio de una fase de ac-
tuaciones previas que persigue averiguar si hay indicios suficientes o
no de responsabilidad contable para que, en su caso, se tramite pos-
teriormente un procedimiento jurisdiccional o se acuerde el archivo
de las actuaciones.

En cuanto a la posibilidad de admitir contra el referido Auto un
recurso de apelación, no es posible encontrar un precepto en la Ley
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, a la que remite en
punto al recurso de apelación contable el artículo 80 de la Ley 7/88,
que establezca el recurso de apelación contra los Autos en los que se
acuerde dar traslado de unas actuaciones para el nombramiento de
un Delegado Instructor, porque no existe este trámite en dicha juris-
dicción. Por ello, la Ley 7/88 regula expresamente los recursos que
caben contra las actuaciones del artículo 46 de la misma, no siendo
posible admitir ningún otro recurso.

■ Sentencia nº 10/99, de 30 de julio.

El plazo de dos meses del artículo 47 de la Ley 7/88 no es de pres-
cripción, sino meramente orientativo del tiempo que deben durar las
actuaciones previas. Las causas por las que puede interrumpirse la
prescripción son o una actuación fiscalizadora o cualquier procedi-
miento, siempre que tengan por objeto los hechos determinantes de
la responsabilidad contable. Es gestora de fondos públicos la entidad
colaboradora de la Seguridad Social que recauda parte de los recur-
sos y los destina al cumplimiento de determinadas prestaciones. Hay
grave culpa in eligendo por encargar la intermediación financiera a
una sociedad que no tiene autorización para operar en el mercado se-
cundario de valores y cuyo capital social es inferior al riesgo contraí-
do con ella. También hay grave culpa in operando e in vigilando por no
exigir los resguardos de las suscripciones realizadas. En la determi-
nación del alcance sólo puede incluirse el principal, pero no los inte-
reses que contempla el artículo 1.108 del Código Civil y que corres-
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ponden a la indemnización o compensación de daños por la mora del
deudor.

4. FISCALIZACIONES DEL TRIBUNAL DE CUENTAS

■ RESOLUCIÓN de 13 de abril de 1999, aprobada por la Comi-
sión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en rela-
ción al informe de fiscalización del Fondo de Garantía de Depósitos
en Establecimientos Bancarios. BOE nº 145, de 18 de junio de 1999.

■ RESOLUCIÓN de 11 de mayo de 1999, aprobada por la Co-
misión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en re-
lación al informe de fiscalización de la sociedad estatal Fábrica Nacio-
nal de Moneda y Timbre. BOE nº 151, de 25 de junio de 1999.

■ RESOLUCIÓN de 11 de mayo de 1999, aprobada por la Co-
misión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en re-
lación al informe de fiscalización de la Fundación para la Formación
Continua (FORCEM). BOE nº 151, de 25 de junio de 1999.

■ RESOLUCIÓN de 11 de mayo de 1999, aprobada por la Co-
misión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en re-
lación al informe de fiscalización del Ayuntamiento de Palencia, ejer-
cicios 1992 a 1994. BOE nº 151, de 25 de junio de 1999.

■ RESOLUCIÓN de 3 de noviembre de 1998, aprobada por la
Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en
relación al Informe Anual relativo al sector público estatal del ejerci-
cio 1995. BOE nº 156, de 1 de julio de 1999.

■ RESOLUCIÓN de 14 de julio de 1999, de la Presidencia del
Congreso de los Diputados y de la Presidencia del Senado, por la que
se dispone la publicación del dictamen de la Comisión Mixta para las
Relaciones con el Tribunal de Cuentas correspondiente a la declara-
ción definitiva sobre la Cuenta General del Estado, ejercicio de 1996.
BOE nº 199, de 20 de agosto de 1999.
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JUAN VELARDE FUERTES y ALEJAN-
DRO CERCAS ALONSO: El Estado
del Bienestar.

Acento Editorial, Madrid, 1999.

Nos encontramos ante una obra
que podría calificarse de «contra-
puntística», en cuanto a la forma, y
«emergente» respecto a sus conclu-
siones o resultados. Aclaremos sin
demora esta afirmación.

El contrapunto es el arte de aso-
ciar a una melodía –cantus firmus–
otras melodías o contrapuntos. En
no pocas ocasiones a lo largo de la
historia de la música nos encontra-
mos con maravillosos tejidos con-
trapuntísticos que toman la forma
de primorosos encajes de sonidos,
como sucede con los monumentos
sonoros creados por Palestrina, Ro-
lando de Lasso y Victoria, entre
otros. Pero en el contrapunto, que
es sinónimo de polifonía, hay que
contar, además de con el que inter-
preta la melodía básica o cantus fir-
mus, con el que actúa como «discan-
tista»; y todo ello, por supuesto, sin
olvidar la armonía necesaria y exi-
gible.

A los efectos de nuestro comen-
tario o análisis vamos a asignar a
Juan Velarde el papel de intérprete
de la melodía principal, en tanto
que encomendamos a Alejandro
Cercas la tarea de «bien discantar».

El profesor Velarde conduce su
melodía con vigor, convencido de
cuanto dice, pero utilizando a la vez
argumentos convincentes en un ri-
co mélange de datos estadísticos y re-

ferencias de todo tipo que, al ir in-
crustadas en el propio texto, facilita
y estimula enormemente la lectura.
El discurso de Cercas, a su turno,
surge fluido, firmemente convenci-
do y, en ocasiones convincente, más
quizás por la sinceridad y transpa-
rencia de las que hace gala que por
la propia fuerza y el alcance de los
razonamientos utilizados.

Vamos a hacer, aunque breve-
mente, algunas consideraciones so-
bre cada una de las partes, con in-
dependencia de los comentarios de
tipo global a los que haya lugar.

La reflexión inicial de Juan Ve-
larde es de lectura obligada si se
quiere entender su postura sobre
tema tan importante como el del
Estado del Bienestar. Tras ella, y co-
mo punto de partida, se detiene so-
bre la evolución del mercado de
trabajo, que, en su opinión, pasa de
un «modelo castizo cerrado» a un
«modelo conservador y abierto».
Poderosas razones tendrá el maes-
tro, pero resulta un tanto descon-
certante utilizar el término castizo
en contraposición al término con-
servador, al menos si nos atenemos
a los significados respectivos habi-
tualmente aceptados.

Sendos capítulos se ocupan a
continuación de los problemas de la
vejez y la juventud, así como de
aquellos que conciernen a la lucha
contra la enfermedad y el dolor, to-
dos relevantes y básicos en el análi-
sis del Estado del Bienestar. En el
marco de una exposición bien or-
questada, pródiga en matices tím-
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bricos que ayudan a la ubicación y
valoración adecuada de los temas,
no falta el seguimiento minucioso y
detallado de la experiencia españo-
la en cada uno de los frentes consi-
derados. Sin distraer la atención del
lector, van desfilando cuadros esta-
dísticos y gráficos estratégicamente
distribuidos que ilustran y apoyan
convenientemente la argumenta-
ción utilizada.

Pero quizá el cuerpo central del
trabajo del profesor Velarde se ha-
lle en el capítulo quinto, dedicado
al «futuro cuestionado del estado
de bienestar español». En un pri-
mer apartado del mismo se hace
una exposición ágil y brillante de la
crisis del capitalismo, a la que si-
guen unas consideraciones sobre
Keynes y el keynesianismo en la
nueva sociedad que se configuraría
tras la II Guerra Mundial. La crisis
del petróleo en la década de los
setenta, el fin de la guerra fría, la
caída del muro de Berlín y la desin-
tegración del bloque soviético cons-
tituyen dimensiones o referencias
en la delimitación de un nuevo pa-
norama político y socioeconómico.
Y es en este nuevo marco, surgido
casi de improviso, en el que Juan
Velarde sitúa o constata la existen-
cia de un claro «conflicto entre el
mantenimiento del Estado del Bie-
nestar y las exigencias de una eco-
nomía capaz de superar la crisis, y
con ello de aumentar el bienestar
material y de disminuir el paro»,
enumerando y analizando las dis-
tintas causas que, en su opinión,
permiten explicar por qué se pro-
ducen esas contradicciones. La caí-
da en los porcentajes de cobertura
de las prestaciones del sistema de
Seguridad Social a través de los lla-

mados recursos propios del siste-
ma, la necesidad de efectuar restric-
ciones en el gasto público, la inci-
dencia de la financiación de la
protección social en la competitivi-
dad exterior vía costes, la tendencia
a aplicar al sector público los enfo-
ques y la gestión de la iniciativa pri-
vada, la inevitable reforma del pa-
norama impositivo y contributivo
relacionado con el Estado del Bie-
nestar, el envejecimiento de la
población en casi todos los países
europeos, la dificultad de homoge-
neizar las diversas realidades nacio-
nales en el terreno de la legislación
social, junto con los resultados asi-
métricos con claras desventajas
para los menos favorecidos, son al-
gunas de las causas o razones esgri-
midas por el profesor Velarde para
explicar el ocaso del Estado del Bie-
nestar, al menos en su concepción
originaria. Al hilo de estas conside-
raciones, se hace alusión a una nota
de Ludolfo Paramio en la que se
vincula la «ortodoxia keynesiana» a
la crisis económica y a la caída del
Estado del Bienestar. Tenemos que
confesar, con independencia de
que pueda parecer periférico en el
ámbito de este comentario, y sin en-
trar en discusiones doctrinales que
el empleo de la expresión entreco-
millada, por parte del autor men-
cionado, no nos parece convincente
ni oportuno, pudiéndose afirmar
que los resultados negativos cose-
chados en determinadas etapas, co-
mo ocurrió en gran parte de los
años ochenta, se ha debido lisa y lla-
namente a la aplicación de una pé-
sima política económica.

Pero siguiendo con el enjundio-
so discurso del profesor Velarde,
nos encontramos con una referen-
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cia precisa a la evolución española,
así como con un planteamiento
ante el futuro que, teniendo en
cuenta los trabajos y las investiga-
ciones realizadas en los últimos
años por los diferentes especialistas
en la materia, desemboca en el re-
conocimiento explícito de la necesi-
dad de seguir contando con el Esta-
do del Bienestar, pero sin renunciar
a llevar a cabo cuantas reformas en
profundidad sean necesarias, te-
niendo en cuenta las nuevas cir-
cunstancias y exigencias.

Sorprenden las palabras con las
que Alejandro Cercas inicia su ex-
posición, pues desvela como inequí-
voca posición personal lo que en
realidad no podría ser de otra ma-
nera. Recordemos que la economía
es una ciencia finalista, teleológica,
que parte del conocimiento de una
realidad preexistente que resulta
insatisfactoria, así como de la volun-
tad de modificar dicha realidad.
Por ello resulta improcedente, o co-
mo mínimo trivial, plantearse la po-
sibilidad de ser o no ser neutral an-
te una cuestión de la envergadura
del Estado del Bienestar. Pero ello
no empece para que busquemos y
exijamos el máximo rigor en el aná-
lisis y en el conocimiento de la ver-
dad propio de toda ciencia. No ol-
videmos, por otra parte, y como
diría Bachelard, que nos encontra-
mos ante dos metafísicas naturales y
convincentes, implícitas y tenaces,
que con frecuencia aparecen bajo
las etiquetas clásicas de racionalis-
mo y de realismo, aparentemente
encontrados, pero que constituyen
partes de un todo envolvente y glo-
balizador.

Recalando en la tarea que nos
ocupa, y tomando estas reflexiones

epistemológicas como base, habría
que decir que no basta con tener ra-
zón, y en verdad Cercas la tiene en
gran parte de lo que postula y de-
fiende, pero no siempre debido a
los razonamientos que utiliza. Es
verdad que el determinismo reduc-
cionista en la ciencia económica ha
ido mucho más allá de lo razonable,
despreciando la complejidad inevi-
table y abrazando un mundo artifi-
cialmente simplificado y parcial-
mente inexistente. Es igualmente
cierto que voces desmesuradas, an-
te fracasos indiscutibles de modelos
alternativos, han tratado de confe-
rirle al mercado virtudes, posibili-
dades y méritos que, incuestiona-
blemente, no posee, en detrimento
claro y abierto del papel y del al-
cance del Estado. Asimismo es pre-
ciso reconocer, y se reconoce, el
avance material y de bienestar ex-
perimentado por nuestra sociedad
en el período transcurrido desde la
transición a la democracia. Pero si
todo esto es así, y efectivamente lo
es, no se entiende la necesidad del
tono y de los términos empleados
en ocasiones por nuestro autor, co-
mo sucede cuando se habla, repeti-
das veces, de «sectarios y partidis-
tas». Alejandro Cercas conoce muy
bien la estructura y el funciona-
miento de la Seguridad Social en
España, a la vez que es consciente
de las limitaciones y condiciona-
mientos, así como de los cambios
que hay que introducir. Por ello no
debe correr el riesgo de que le di-
gan, como Séneca a Nerón en L’In-
coronazione di Poppea: «Chi ragione
non ha cerca pretesti.»

Aunque el autor ya anuncia que
su trabajo no constituye una incur-
sión propiamente dicha en la litera-
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tura académica sobre la materia, lla-
ma la atención afirmaciones como
la que sitúa el origen del Welfare
State en el New Deal norteamerica-
no. Acudiendo tan sólo a la expe-
riencia inglesa nos encontramos,
sin ir demasiado lejos, con la Poor
Law Commissioners de 1834 y el
Public Health Act de 1848, en la
primera etapa de la sociedad victo-
riana, a lo que hay que añadir, co-
mo mínimo, la legislación de Glads-
tone y Disraeli entre 1867 y 1885,
así como la Royal Commission de
1893.

En otro momento, y con motivo
del análisis de la reducción de la
jornada laboral como instrumento
para la lucha contra el paro (pági-
na 261), plantea, de hecho, aunque
quizá sin pretenderlo, la imposibili-
dad de conciliar los debates teóricos
con la toma de decisiones en el ám-
bito político y social, percibiéndose
una actitud un tanto despectiva ha-
cia aquéllos. Si en términos genera-
les esta forma de pensar nos parece
apresurada y poco consistente, la
consideramos especialmente inade-
cuada cuando nos situamos en el
caso particular de la Economía y del
Estado del Bienestar. Los análisis y
los debates teóricos, en esta como
en otras materias, deben de conti-
nuar en la medida en que no resul-
ten concluyentes.

Con independencia de estas
breves puntualizaciones, es obliga-
do admitir, y ello nos complace,
que, Cercas cumple a la perfección
su papel de «discantista», destacan-
do la influencia de los armónicos,
que, como sabemos, son los que de-
terminan el timbre, es decir, el color
del sonido fundamental que los en-
gendra. No en balde la armonía da

la medida del estado de ánimo y ex-
presa la sensibilidad.

Ya que retornamos a nuestro sí-
mil musical digamos, por una par-
te, que en la contrapuntística no es
recomendable el cruzamiento de las
voces, pues ello podría dar lugar a
un menoscabo de la claridad, y por
otra, que el comienzo y el final del
contrapunto a dos voces debe repo-
sar en una consonancia perfecta.
Ambos principios o leyes se cum-
plen en nuestro caso, pues cada
uno de los autores se expresa con
total independencia, y ambos con-
cluyen con la defensa sin paliativos
del Estado del Bienestar, pero reco-
nociendo al mismo tiempo la nece-
sidad de abrirse y prestarse a cuan-
tas reformas del mismo resulten
necesarias.

Queda algo por aclarar, y es la
razón que nos ha llevado a calificar
como «emergente» la aportación de
nuestros dos autores en cuanto a
sus conclusiones o resultados se re-
fiere. En realidad lo que queremos
decir es que, más allá de una simple
superposición de sonidos armóni-
cos, nos encontramos ante una obra
que, por su peculiar configuración,
es susceptible de identificarse con
un flujo incesante de novedad crea-
dora, lo que implica una especial
concepción del todo y de las partes
que supera el enfoque lineal y sim-
ple que habitualmente se asigna a
todo proceso aditivo. Todo ello sin
detrimento de las leyes del contra-
punto exigibles, y que acabamos de
mencionar.

Quizá el valor añadido emer-
gente esté o se halle en la posibili-
dad de conciliar el espíritu y el
mundo, esta doble rúbrica que, cual
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polarización epistemológica, utilizá-
bamos con anterioridad al hablar de
realismo y de racionalismo.

Por cierto, last but not least, si de
racionalidad hablamos y a la ges-
tión de la actividad pública nos es-
tamos refiriendo, no hay que des-
deñar el papel fundamental que
corresponde a las instituciones en-
cargadas del control de dicha ges-
tión. En un proceso dinámico en
el que en verdad se fundiesen los
papeles de principal y agente, de
fiscalizador y fiscalizado, podrían
obtenerse preciosos frutos que legi-
timarían y sustentarían el Estado
del Bienestar.

ANDRÉS FERNÁNDEZ DÍAZ

LUIS GÁMIR: Las privatizaciones en
España.

Pirámide, Madrid, 1999.

Los excesos de intervencionis-
mo estatal que caracterizaron, en la
mayoría de los países europeos, los
treinta años que siguieron al fin de
la II Guerra Mundial, dieron lugar
a la proliferación de empresas pú-
blicas, entendiendo por tales aque-
llas cuyo capital pertenece entera-
mente al Estado o se encuentran
bajo su directa influencia. En muy
buena medida, las empresas públi-
cas nacían bien por la desconfianza
en el mercado, como asignador de
recursos (teoría de los fallos del
mercado), bien porque las crisis de
los años setenta fueron, en parte,
trasladadas al sector público me-
diante la estatalización de muchas
empresas de capital privado.

En los años ochenta comenzó a
cobrar impulso la privatización de

empresas públicas y no sólo porque
no parecía lógico que la acción de
los poderes públicos se extendiera a
actividades tales como la industria
agroalimentaria o la textil, sino por-
que, además, la experiencia demos-
traba que muchas de esas empresas
públicas eran una fuente continua
de problemas, amén de requerir,
año tras año, ayudas sustanciales
del presupuesto.

Aunque, en los últimos dos
años, se ha escrito bastante en Es-
paña sobre la privatización de em-
presas públicas, el libro del profesor
Gámir ofrece al interesado por el
acontecer económico y al profesio-
nal de la economía una serie de
ventajas: es un trabajo claro, es om-
nicomprensivo, es minucioso y no
intenta convencer al lector.

Es claro porque la privatización
tiene su propio lenguaje, de origen
sajón, es decir, inglés o americano.
Y lo tiene porque, salvo circunstan-
cias especiales, son los bancos de ne-
gocios los que se ocupan de la ope-
ración de venta, bancos de negocios
que –sean o no españoles– han
mantenido la jerga original. Y así, el
no especialista se encuentra enfren-
tado a términos tales como bookbuil-
ding, Initial Public Oftering (IPO),
Oferta Pública de Venta (OPV), bought
deal o greenshoe. El profesor Gámir,
en aras de la claridad, explica lo
que significa cada una de las expre-
siones y, por tanto, hace comprensi-
ble, para el no experto, el proceso
de privatización. Es decir, le aclara
que bookbuilding no es sino el segui-
miento de la demanda institucional
de compra de acciones, demanda
que se anota en un libro; que IPO es
la oferta de venta de una empresa
que no cotiza en Bolsa; que OPV es
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la oferta de venta de acciones coti-
zadas en Bolsa; que bought deal es la
venta de un gran paquete a una
entidad preseleccionada; y que gre-
enshoe es una opción de compra
que se concede a las entidades co-
locadoras para que puedan mante-
ner, si necesario fuese, la fluidez del
mercado.

Es omnicomprensivo porque, pe-
se a tratarse de un texto de 191 pá-
ginas (bibliografía incluida), no se
soslaya ninguno de los aspectos fun-
damentales de la corriente privatiza-
dora. Se hace referencia, por ejem-
plo, al debate ideológico que, desde
siempre, ha enfrentado a los partida-
rios de la intervención estatal en los
mecanismos económicos (visión so-
cialdemócrata) y la de los que defien-
den la acción, lo más libre posible, de
los mercados (visión liberal). Un de-
bate ideológico que está siempre
presente, como uno de los temas de
nuestro tiempo, y sin el cual no es fá-
cil entender el movimiento pendular
nacionalizaciones-privatizaciones.

Pero, además de ello, el trabajo
del profesor Gámir explica, asimis-
mo, las experiencias de privatiza-
ción en las principales zonas del
mundo: no solamente en Europa,
sino, además, en el resto de las
áreas donde la creación de empre-
sas públicas tuvo especial importan-
cia –América Latina, por ejemplo–
y aquellas otras en las que, por defi-
nición, la empresa era pública por-
que imperaba, hasta hace poco, el
socialismo real; es decir, Europa
oriental.

El trabajo dedica la mitad, apro-
ximada, de su extensión a la expe-
riencia española y, además de des-
cribir el proceso y las instituciones

que intervienen, efectúa un repaso
amplio del esfuerzo privatizador
emprendido desde 1996, con refe-
rencias concretas de cada opera-
ción.

Es minucioso porque se incor-
poran múltiples detalles, algo que
también permite que el lector pue-
da valorar adecuadamene lo que
hay detrás del proceso. Por ejem-
plo, el libro describe, con gran me-
ticulosidad, el proceso español de
privatizaciones. En el capítulo 5, el
lector interesado puede seguir to-
dos los pasos que requieren las ope-
raciones de privatización: tanto
aquellas que implican una venta di-
recta como aquellas otras que se
efectúan a través de los mercados
secundarios de valores. Entre las
dos existen sustanciales diferencias,
puesto que, en las primeras, no
existe un precio de referencia y
mucho menos cuando se trata de
empresas con pérdidas. En las se-
gundas, es decir, las cotizadas en
Bolsa, la cotización bursátil consti-
tuye un indicador de primerísima
importancia que permite afinar
mucho más el valor. Pero el trabajo
del profesor Gámir va mucho más
lejos en su descripción del proceso,
puesto que ahonda, en el caso de
empresas no cotizadas, en las dis-
tintas vías de selección de los com-
pradores y explica las diferencias
entre los concursos restringidos y
las subastas; y por lo que atañe a las
salidas a Bolsa, el trabajo guía al
lector por el dédalo de las coloca-
ciones, proceso que requiere un es-
pecial cuidado para que los títulos
tengan una conveniente colocación
institucional, que asegure el buen
fin de la operación y, al mismo
tiempo, cuente con un amplio tra-
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mo minorista que dé estabilidad a
la venta. Porque, al fin y al cabo, las
privatizaciones deben perseguir un
triple objetivo: lograr que el sector
público obtenga el mejor precio
por la empresa que vende; conse-
guir que, una vez privatizada, la
empresa sea viable y pueda, por
tanto, desempeñar su actividad en
mercados competidos, y procurar,
además, que la operación de priva-
tización se afirme con el paso del
tiempo; algo que puede no suceder
si en la venta directa o en la venta a
través de la Bolsa no se ha tenido
especial cuidado en asegurar la
permanencia a largo plazo de los
accionistas. Para que el precio de la
venta sea el mejor posible es nece-
sario que la concurrencia sea eleva-
da, es decir, que buen número de
potenciales compradores se intere-
sen por la operación y pugnen en-
tre ellos, lo que normalmente se
traduce en una elevación de las
ofertas; para que la empresa sea
viable es necesario valorar la trayec-
toria de los compradores para que
su actuación posterior se acomode
al ámbito de actuación de la em-
presa, bien potenciándola bien
complementándola; en cuanto a la
estabilidad de los accionistas, espe-
cialmente en empresas que cotizan
en Bolsa, conviene asegurar muy
bien la colocación institucional –ge-
neralmente en fondos de inver-
sión– para que las acciones no se re-
negocien a corto plazo y conseguir
que el valor de la acción se manten-
ga para que el inversor particular
se sienta satisfecho y conserve los tí-
tulos en su cartera.

Aunque el autor del libro, Luis
Gámir, no analiza las privatizacio-
nes desde fuera, sino que lo hace

desde dentro –preside el Consejo
Consultivo de Privatizaciones, el or-
ganismo consultivo que informa so-
bre el cumplimiento de los princi-
pios de publicidad, transparencia
y libre concurrencia–, hay que des-
tacar que el trabajo no intenta
persuadir al lector; es decir, no pre-
tende guiarlo, por medio de argu-
mentos, para que llegue a la con-
clusión de que la privatización
disfruta de una lógica aplastante.
En este terreno, el profesor univer-
sitario ha prevalecido sobre el polí-
tico: puede advertirse, a lo largo del
libro, pero muy especialmente en el
capítulo 3, en el que se resumen las
razones que llevan a privatizar las
empresas públicas, que no se trata
de imponer criterio alguno al lec-
tor, sino de examinar los pros y
contras que subyacen en cualquier
proceso de privatización y de per-
mitir que cada cual extraiga sus
propias conclusiones. Y en este
punto radica uno de los grandes
méritos del trabajo.

En inglés, se dice que un libro es
un must cuando se quiere manifes-
tar que, por múltiples razones, con-
viene leerlo lo más pronto posible;
razones que, naturalmente, pueden
ser culturales, técnicas, profesiona-
les o las que llevan a cualquier per-
sona a intentar comprender el
mundo en el que vive. Por todo lo
dicho, en este breve comentario,
entiendo que Las privatizaciones en
España de Luis Gámir, es un must
para quien quiera adentrarse en un
tema de indudable interés y cono-
cer los recovecos de un proceso
complicado. 

JAIME REQUEIJO GONZÁLEZ
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ROBERTO GONZÁLEZ IBÁN y MA-
NUEL AHIJADO QUINTILLÁN: El
Banco Central Europeo y la polí-
tica monetaria común. El banco
que gobernará Europa.

Pirámide, Madrid, 1999.

La evolución de la economía
mundial en las últimas décadas se
ha caracterizado por la generación
de dos procesos simultáneos de glo-
balización y regionalización, ha-
biéndose plasmado este último en
el desarrollo de numerosos proce-
sos de integración económica, entre
los que destacan los casos de la
Unión Europea, la NAFTA y el blo-
que económico desarrollado en tor-
no a Japón. De cualquier manera es
claro que el proceso de integración
pionero y más ambicioso es el de la
UE, el cual ha seguido avanzando
hasta desembocar en la consecución
de la Unión Económica y Moneta-
ria Europea (UEM), proceso que,
como es sabido, obedece tanto más
a razones de índole política (con las
miras puestas en una futura unión
política europea) que a razones de
índole económica. 

Pues bien, dentro de la UEM
destaca el papel que desempeña el
Banco Central Europeo (BCE), cu-
ya tarea consiste en diseñar y ejecu-
tar la política monetaria de la zona
euro, dentro de un riguroso esque-
ma de política monetaria cuyo obje-
tivo último es el de la estabilidad de
precios para toda la zona. Y así, da-
da la importancia y la actualidad de
esta materia, se justifica el interés
que suscita la obra de los profesores
Roberto González Ibán y Manuel
Ahijado Quintillán, titulada El Ban-
co Central Europeo y la política moneta-
ria común. El banco que gobernará Eu-

ropa, en la que llevan a cabo un aná-
lisis riguroso y exhaustivo –y sin
embargo sencillo y claro– de los
principales aspectos relacionados
con la política monetaria de la zona
euro.  

El libro está estructurado en
cuatro partes. La primera de ellas
está constituida por el capítulo uno,
en el que se sitúa al BCE en su con-
texto histórico. En tal sentido se
destaca el hecho de que, ya desde la
creación de la Comunidad Econó-
mica Europea, se haya manifestado
una constante preocupación por al-
canzar una mayor estabilidad cam-
biaria. Ello, entre otras cosas, daría
lugar a la creación de varios planes,
como el Plan Barre (1969) y el Plan
Werner (1970), ante el riesgo de cri-
sis del sistema de Bretton Woods;
asimismo, tras la desaparición del
sistema de Bretton Woods, tiene lu-
gar intento de limitar las fluctuacio-
nes entre los tipos de cambio de las
monedas europeas a través del me-
canismo conocido como «la serpien-
te monetaria». El proceso continúa
y se refuerza con la creación en
1979 del SME, cuyo objetivo era el
de construir una zona cambiaria es-
table fuertemente institucionaliza-
da, a pesar –como se encargan de
señalar los autores del libro– de la
fuerte oposición del Bundesbank; y
si bien es cierto que acabó fracasan-
do en su objetivo, hay que decir en
su favor que el SME ha jugado un
papel relevante en el impulso de
la configuración y constitución de la
UEM. La creación de la UEM se ha
desarrollado a lo largo de diez in-
tensos años, que transcurren desde
la caída del muro de Berlín, pasan-
do por la cumbre de Madrid, don-
de se elaboró el calendario para su
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establecimiento y se decidió la crea-
ción del euro como moneda co-
mún, y, finalmente, la cumbre de
mayo de 1998, donde tuvieron lu-
gar la selección de los once Estados
miembros que formarían parte de
la misma, el anuncio de las parida-
des bilaterales entre las once mone-
das y la constitución del BCE.

La segunda parte de la obra es-
tá constituida por el segundo y ter-
cer capítulos. En el primero de ellos
se analiza la necesidad de que el
BCE alcance un elevado grado de
independencia como vía para al-
canzar una mayor credibilidad
en su objetivo de estabilidad de pre-
cios. Para ello, los autores, en pri-
mer lugar, revisan la literatura
teórica relativa a la reputación an-
tiinflacionista del Banco Central, a
la influencia de ésta sobre la credi-
bilidad de sus objetivos y al proceso
por el que los agentes económicos
incorporan esa información en la
formación de sus expectativas de
inflación; en segundo lugar, reco-
gen varios índices desarrollados en
la literatura económica para medir
el grado de independencia de los
Bancos Centrales, como, por ejem-
plo, el de Grilli, Masciandaro y Ta-
bellini, y el de Eijffinger-Schaling
(1992). Además, y cerrando el capí-
tulo, se analizan en sus grandes lí-
neas los aspectos diferenciadores
del BCE frente al Banco Central de
Japón, el Banco Central de Nueva
Zelanda y La Reserva Federal de
Estados Unidos.

Por su parte, en el capítulo tres
se recoge la amplia literatura exis-
tente en torno al fenómeno del po-
sible trade off entre inflación y paro,
analizándose la curva de Phillips
desde un punto de vista actual, in-

corporando aspectos como la NAI-
RU (non accelerating inflation rate of
unemployment), las expectativas de
inflación y la necesidad de que la es-
trategia monetaria sea creíble. De
igual modo se recogen las aporta-
ciones que relacionan positivamen-
te las bajas tasas de inflación con el
crecimiento a largo plazo, y se apro-
vecha para reflexionar sobre un
aspecto que se puede considerar co-
mo heterodoxo, como es el del aná-
lisis de los posibles costes relaciona-
dos con una tasa de inflación
excesivamente baja en la economía,
lo que remite a argumentos tipo
Krugman acerca de una posible de-
flación.

La parte tercera de la obra está
constituida por el cuarto capítulo, y
trata de los bien conocidos objeti-
vos, instrumentos y restricciones de
la política monetaria a desarrollar
por el BCE, el cual, como señalan
los autores, nace a imagen y seme-
janza del Bundesbank, salvo en un
aspecto: el BCE ha de ganar rápi-
damente credibilidad para hacer
frente a un marco con tantas incer-
tidumbres monetarias, económicas
y políticas como constituye la Euro-
pa de los once. Por otro lado, la
política monetaria común ha de ha-
cer frente al hándicap que supone
la probable reacción divergente a la
misma por parte de los diferentes
países de la zona euro, ya que no to-
dos ellos poseen la misma velocidad
de reacción, con los consiguientes
efectos desiguales que de ello se
derivarían para las principales va-
riables macroeconómicas. Este capí-
tulo, asimismo, recoge los instru-
mentos a utilizar por la política
monetaria en la consecución de sus
objetivos, como son las facilidades
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de créditos y depósitos a los bancos
por parte del Banco Central, las
operaciones de open market y el coe-
ficiente de caja. Por último, los au-
tores recogen el deseo de que el eu-
ro constituya a medio plazo una
moneda de reserva internacional
frente al dólar y al yen, y enfatizan
la importancia que cobra la evolu-
ción del tipo de cambio del euro
frente al resto de monedas.

Los capítulos quinto y sexto
constituyen la parte cuarta de la
obra; en el primero de ellos los au-
tores señalan que para los países de
la zona euro la UEM supone la des-
aparición de la política monetaria
como instrumento de política eco-
nómica nacional, de ahí que la polí-
tica fiscal gane importancia relativa.
Sin embargo, sostienen que las polí-
ticas fiscales llevadas a cabo por di-
chos países pueden constituir un
obstáculo y afectar a la credibilidad
de la política llevada a cabo por el
BCE, al tiempo que la política mo-
netaria realizada por éste puede su-
poner un obstáculo a la consecu-
ción de los objetivos económicos
perseguidos por cada Estado, de
ahí que se analice la necesidad de
coordinar ambas políticas de forma
que se lleve a cabo una adecuada
política mixta; sin olvidar, en cual-
quier caso, que la política fiscal se
encuentra limitada por el Pacto de
Estabilidad y Crecimiento, dado
que éste establece, entre otras cosas,
que el déficit público de cada Esta-
do miembro no podrá superar el
3% del PIB, y que en caso de supe-
rarlo se establecen multas converti-
bles en sanciones si el Estado miem-
bro no corrige su excesivo déficit. 

En el sexto capítulo, último de la
obra, los autores llevan a cabo una

reflexión en la que distinguen entre
el gobierno económico del euro,
que se identificaría con el poder
económico en la zona euro, y el
Banco Central Europeo, que se
identificaría con el poder moneta-
rio en la misma. En relación con
esto señalan que el caso de un Ban-
co Central independiente en el se-
no de un Estado-nación (como fue
el Banco de España tras la Ley de
Autonomía de 1994) no constituye
una situación similar a la del Banco
Central Europeo en la actualidad;
en efecto, un Banco Central de un
Estado-nación desarrolla su activi-
dad en un marco institucional ge-
neral donde existe un gobierno con
competencias y objetivos económi-
cos; por el contrario, el marco cons-
titucional del Tratado de la Unión,
donde se sitúa la actuación del
BCE, adolece de la falta de un go-
bierno económico del euro. En tal
sentido, y en defensa del gobierno
económico del euro, los autores ex-
ponen una serie argumentos o en-
foques de distinta naturaleza: el
constitucionalismo, la asincronía
entre ciclos económicos, la transmi-
sión internacional de los efectos ex-
ternos y la exclusividad de compe-
tencias. Enlazando con esto mismo,
y para finalizar, los autores recogen
la idea de que la creación de un ver-
dadero gobierno económico supon-
dría el paso previo a la creación de
un gobierno político o, lo que es lo
mismo, a la constitución de la unión
política europea.

ALICIA CORONIL JONSSON

RAFAEL PAMPILLÓN OLMEDO: Aná-
lisis económico de países. Teoría y
casos de política económica. Se-
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gunda edición revisada, actuali-
zada y ampliada. Prólogo de
Gumersindo Ruiz (catedrático
de Política Económica de la Uni-
versidad de Málaga).

McGraw Hill, Madrid, 1999.

La segunda edición de Análisis
económico de países. Teoría y casos de
política económica constituye una
continuación de los esfuerzos del
autor (catedrático de Economía
Aplicada de la Universidad San Pa-
blo CEU y profesor de Análisis de
Países del Instituto de Empresa de
Madrid) por elaborar un texto bási-
co y sencillo que sirva de apoyo tan-
to a los estudiosos e interesados en
el análisis comparado de países
como a los alumnos de Ciencias
Económicas y Empresariales.

Es un manual que no se limita a
la explicación del método del caso,
sino que, de manera afortunada, lo
complementa con nociones de polí-
tica económica y apuntes sobre di-
ferentes cuestiones y aspectos eco-
nómicos del mundo actual, tales
como la deuda externa, la proble-
mática siempre difícil del Tercer
Mundo y la Unión Económica y
Monetaria, entre otros. De este
modo, el profesor Pampillón consi-
gue una aportación pedagógica im-
prescindible que suele olvidarse
cuando nos limitamos a un análisis
práctico.

Como señala el propio autor, «el
método del caso para la enseñanza
de la política económica es siempre
complementario de otros métodos
que faciliten al alumno el dominio
de los conocimientos necesarios». 

Determinadas formas de reunir
la información a considerar son las

siguientes: la estrategia de política
económica que sigue el policy maker,
la evaluación de las políticas que lle-
va a cabo, el entorno nacional e in-
ternacional en el que se desenvuel-
ve la política económica y los
objetivos o resultados logrados. Ac-
to seguido se pasa a la evaluación
de la estrategia y de las estrategias
alternativas.

En palabras del prologuista del
libro, el profesor Gumersindo Ruiz,
«la importancia del análisis de
los cambios (que se producen en los
países continuamente) para com-
prender las posibilidades de con-
vergencia entre países, los efectos
sobre tipos de interés y restricciones
presupuestarias sobre nuevos mer-
cados y posibilidades de demanda
están claros; no obstante, el método
para valorar las consecuencias ha
de ser objeto de discusión continua-
da». Y al debate y a la discusión se
dedica este libro.

Al igual que en su primera edi-
ción, la obra está estructurada en
tres partes. La primera de ellas es
una breve introducción con algu-
nos conceptos económicos y el mé-
todo del caso para facilitar e iniciar
al lector en el análisis de países. La
segunda y la tercera parte dividen
los casos de las distintas regiones
entre aquellas que están en vías de
desarrollo y las que son considera-
das como desarrolladas. También
presenta algunos bloques económi-
cos (África, América Latina y Euro-
pa), destacando la importancia de
las relaciones exteriores en el mun-
do actual y deteniéndose en el aná-
lisis de China, en su evolución des-
de la autarquía al libre comercio y
desde la crisis a la estabilización eco-
nómica.
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En la segunda edición incluye el
estudio de nuevos casos, como Ir-
landa, Polonia y Nueva Zelanda, sin
abandonar el carácter exhaustivo y
sistemático que ya ofrecía la prime-
ra edición. Así, el autor, además de
la explicación de las políticas econó-
micas adoptadas y sus resultados,
ofrece una breve descripción de las
características estructurales y de la
historia de dichos Estados, ahon-
dando en cuestiones políticas y so-
ciales que han sido determinantes
en la configuración de su política
económica.

Como no podía ser de otra ma-
nera, se acompañan cuadros, datos
y gráficos que refuerzan el análisis
practicado y han sido preparados
de modo que cada uno de ellos
aporte algo nuevo. Al mismo tiem-
po ayudan al lector a fundamentar
el caso y comprender la significa-
ción de los datos macroeconómicos,

sobre todo en una época en la que
la economía, a pesar de su lenguaje
específico y su intrínseca dificultad,
es discutida por la mayoría de la po-
blación sin tener en cuenta la com-
plejidad y alcance de sus herra-
mientas y términos.

El libro ha sido actualizado y re-
visado para adaptarse a los últimos
cambios sociopolíticos y económicos
que han atraído la atención de nu-
merosos profesionales de estas ma-
terias y de gran parte de la socie-
dad. En cierto modo, el texto viene
a demostrar cómo los principios
económicos fundamentales, apli-
cando la metodología apropiada,
pueden dar una respuesta básica a
gran parte de los problemas eco-
nómicos. Quizá, de este modo, al-
gunos dejen de considerar a la eco-
nomía como una ciencia compleja y
sombría.

JUSTO SOTELO NAVALPOTRO
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This article analyses the content and the scope of what could be
call “Economics of Corruption”; at the same time it trys of setting up
the link between this subjet and the role of external control and fis-
calization. 

Bearing this aim in maind, it starts situating and assessing the
Economics of Corruption, together with  the Economics of Control,
in the general context of a reconsidered Theory of Justice.

The second section of the work is devoted to the economic analysis
of corruption with the help, in its first part, of a simple model of the
behaviour of a rational criminal (a special case of whom would be the
behaviour of rational corrupter/corrupted), followed by an exposition
and discussion of the main theoretical contributions in this area. This
theorethical literature includes several approaches and topics, such as
those models based in the principal-agent problem, those which make
use of game theory’s tools, those who relate corruption with rent-seek-
ing activities, etc. In any case, after balancing and assessing the results
of these models, the net and general conclusion is that high levels of
corruption harm economic growth and development of countries.  

The third section focus in the measurement of corruption that
comes from questionnaire-based surveys, paying special attention to
that elaborated by the best-known of these surveys: the Transparency
International index, which reflects the perceptions that bussiness peo-
ple have about corruption in a wide sample of countries. Adicionally,
the results of this indexes (called “Corruption Perceptions Index”) are
compared with data on GDP levels, investment and education rates
for this same sample of countries, geting a general positive relation
between that and these.

Finally, the article refers generally to the role and possibilities of
external control and, more particulary, to the role of the Tribunal de
Cuentas in the face of corruption.
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The Economics of Corruption 
and the External Control
Andrés Fernández Díaz
José Andrés Fernández Cornejo
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Corruption: Economic reality 
and External Control
Juan Velarde Fuertes

Bearing in mind the relations between moral and economics, the
author goes into the very important and current subject about cor-
ruption, tackling like introduction the origin, definition, meaning
and evolution of corruption.

In this framework the different meeting points for the economic
behaviour and corruption are emphasized, standing out, among oth-
er causes or explanation, the degree of monopoly, the discretionary
power of public administration, the transparency of economic system,
the low levels of wages, and the excess of regulations, interventions
and rigidities.

Following the Hausman’s and McPherson’s works about ethics and
economics, the author points out the impact that, some specific fields,
such as theory of games, the theory of social choice or the measure-
ment of the welfare, provoke on moralist analysis and studies. There
is, likewise, a reference to the Encyclic “Veritatis splendor” related to
the behaviour of firm from the point of view of moral and ethics.

Lastly, is included the Mauro’s index about corruption, the works
and estimations of Transparency International, and the Grondona’s
known matrix.

Like conclusion, is recognized the necessity of eliminating any in-
terventionist –cartelizated– corporatived system, returning to the
market its very role, but, at the same time, remembering the spirit
that must prevail in the public sector, and the responsibility and sig-
nificance of the Courts of Accounts in the development of its task of
control.
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This paper analyses the means the law has bestowed the Spanish
Court of Audit, the way it can use them in fighting corruption and
the problems it has to confront in doing so. To this end the article
starts reviewing various definitions of corruption and the treatment
this problem has received in the economic theory so far. This brief re-
vision leads to a summary of the main generally agreed ideas on cor-
ruption. The paper next describes the functions the law attributes to
the Spanish Court of Audit as well as the powers and prerogatives
granted to it to fulfil its tasks. Finally, in the light of the preceding sec-
tions it analyses the Court’s possibilities and limitations to control cor-
ruption.

A final section presents the main conclusions of the paper. The fol-
lowing are two of the most important ones:

a) The Spanish Court of Audit’s daily activity works against cor-
ruption. Its audit reports and its verdicts on the existence of ac-
counting responsibility in the public funds management contribute to
prevent or eradicate this problem. Nevertheless, fighting corruption
is neither the “raison d’être” nor the main goal of the Spanish Court
of Audit. 

b) A closer collaboration between the organisms charged with the
ordinary justice administration and the Spanish Court of Audit could
develop a synergy against corruption. To this purpose the Prosecutor
who seats in the Court of Audit appears to be a highly suitable and
well-placed Organism to serve as a link.

Possibilities and Limitations in
Controlling Corruption by The Spanish
Court of Audit
Miguel Ángel Arnedo Orbañanos
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The classical analysis about the configuration and evolution of the
Public Sector must be completed with a reference to new situations,
such as the process of privatisation of many activities and public enti-
ties, as well as the crisis of the welfare state using arguments of
efficiency and competition, together with the new economy of the
globalisation and a more intese participation in international organi-
sations. In Spain, the process of de-centralisation acquires more
importance due to the consolidation of the State of the Autonomías
(Autonomous Goverments).

The evolution of the Public Sector affects its audit, taken as the
guarantee of the right management. The internal audit has suffered
a process of transformation trough the partial substitution of the a
priori audit in favour of the a posteriori financial audit. The rational use
of the resources requires to avoid duplicity in the actions and that the
external audit makes use of the results of the internal audit. The con-
nection between the different controls makes of the audit function
a contribution to a sounder management; this action arises as an
instrument to eradicate corruption from the public activity, under-
stood in a wide sense as perverse action against sound management.

The evolution of the Public Sector marks the transformation of the
audit function, where it is observed the lack of importance of the le-
gal and financial audit in favour of the operational and procedural
audits. Moreover, they have influenced in the operation of the Public
Sector promoting legislative and organisational improvements that
contribute to the qualitative transformation of the audit function.

The analysis of the evolution of the Public Sector and the audit
function is completed with a review of legal framework of the Spanish
SAI. It is highlighted the attempt to approximate audit to manage-
ment, as an indispensable requisite for its effectiveness, which is de-
tailed through the presentation of motions to the Parliament propos-
ing changes in the legislation in order to shorten the time to submit
the accounts or to expand the field of the General Account and the
scope of the definition of Public Sector company.

The Audit of the Public Sector
Management by the Spanish Supreme
Audit Institution
Milagros García Crespo



It is highlighted the need to insist in the path of the time approx-
imation and the qualitative transformation of the audit function, in-
cluding new techniques of horizontal audit addressed to correct defi-
ciencies that might affect a whole activity area or all the entities
integrated is public sub-sector, and to its financial year to the new
challenges of coordination set out by the integration in the European
Union and the consolidation of the Autonomous Governments.

Abstracts 247

The scope of the accounting jurisdiction can be set out from a dou-
ble perspective, objective and subjective, highlighting that the public
character of the goods or public effects which are the subject of the
account to be rendered, whoever were the person responsible for
rendering the accounts. Moreover, the public character is determined
by title.

From the subjective point of view, the jurisdiction has a bearing on
the persons or entities that handle or custody public funds and, even,
reaches individuals (individuals or legal entities) who receive subsi-
dies or aids from the Public Sector.

Regarding the possibilities offered by this jurisdiction in the effec-
tive control of corruption it cannot be forgotten its nature and scope.
Therefore, from the specificity of the jurisdiction some essential notes
can be deduced, it only affects those who handle or administrate, in
a wide sense, public funds; it is considered a subjective responsibility,
illicit consideration of the laws regulating the accounting and bud-
getary regime of the Public Sector, or if this were the case, of the laws
regulating the  subsidies, credits, guarantees or aids granted with
public money; the real existence of a damage in the public monies or
stock.

The accounting prosecution, as a jurisdiction that it is, has to be
expressed only through the process regulated by principles such as

Possibilities and Limits of the Accounting
Jurisdiction when Dealing with
Corruption
Paulino Martín Martín



the procedural one, the contradictory one, the principle of coherence
and the equality of the parts. It has not powers to investigate by op-
eration of law. It can be said that the jurisdiction might accomplish,
in its scope, an effective control on the management of the public ex-
penditure in the budgetary and accounting aspects in all the areas of
competence of the public administrations, including the control of
the successful conclusion of subsidies and aids provided with public
money in its own scope.

In this paper, what is highlighted is that whoever the authority or
the appropriate procedure might be to get to know and to resolve
about the reimbursement of subsidies, etc., in the cases legally in-
cluded, the importance is to maintain that the accounting jurisdiction
is the competent one in all the cases. As in all cases both the requisites
and the burdens or obligations to be assumed by the beneficiaries
have a budgetary and accounting character. In those cases, it is in-
herent to the jurisdiction the notes of being necessary, the impossibil-
ity of extension of time the exclusivity and full powers.

Likewise, the same situation occurs in the case of resolutions com-
ing from the financial control, regarding community funds, as in the
case of appeal for the decision of the Administration that orders the
reimbursement, the appropriate one is the accounting proceedings,
independently of the criminal process, if that were the case. This
compatibility is included in the law (art. 18 L.O. 2/82, 12 May).

Limitations arise from the own nature of the jurisdiction. As it is a
specific and specialised jurisdiction in relation to the subject consid-
ered and the possible obligors, it makes that its characterisation fig-
ure, not in the cases of general items but in those cases were the com-
petence refers to trial not just some individuals but it also refers to
budgetary or accounting illicit actions.

The existence of other controls can also mean complications in the
processing of the procedures but they can never enervate the com-
petence of the Tribunal de Cuentas to exercise, finally, its jurisdic-
tional functions in its own scope. Therefore, the limitations when
dealing with corruption are the consequence of its own nature and of
the relations with the other control entities (administrative or judi-
cial). When highlighting the role of the criminal jurisdiction we are
supporting that the jurisdictional legislation might not be though for
the direct fight against the phenomenon of corruption. Nevertheless,
the accounting field is extensive and important regarding the devel-
opment of the technique of the use of public subsidies and aids pro-
moted by the State, Regional Governments, Municipalities and the
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The Audit of the Financing 
of Political Parties
Mª del Carmen Moral Moral

In the contemporary legal literature the relation between Law and
political parties is deeply unsatisfactory. Nevertheless, it is necessary
to recognise that the part suffering from this lack of satisfaction is the
Law as it fails in its intrinsic ruling vocation when approaching or-
ganisations that are located frequently in the border that separates or
provides cohesion to the State and the society of our days. It is nec-
essary to reach a pure legal setting of the financing of political parties,
once it has been realised that the problems that have arisen are due,
in many cases, to the lack of the appropriate legal development.
Illegal financing has been presented in many countries as a problem
of corruption of the politicians that takes place in the very heart of the
State. From the historical point of view, it has been assessed as an ac-
tion of aggression or infringement to the rights of the citizens where
the Public Law has to provide a legal solution, applying, not just men-
tioning, the legal principles of transparency, audit and rationality of
the expenditure.

The experience and results achieved by the Tribunal de Cuentas
in more than a decade of carrying out the audit of the economic and
financial activity of the parties is also shown. This function, that is a
sole responsibility of the Tribunal de Cuentas in accordance with the
legislation currently in force, let us get up-to-date and clear conclu-
sions. This will make possible to identify the problems that need spe-
cial attention from the legislator if there is the will that whatever sys-
tem of financing is in force, publicity and transparency in the
operation of parties becomes a reality. At the same time, the objectives
constitutionally recognised would, then, be accomplished.

In the same way that the problem of irregular financing of politi-
cal parties cannot be discussed without referring to the environment,

European Union, and it opens very favourable perspectives regard-
ing the increase of the accounting jurisdictional actions in these sub-
jects.



characterised among other things by the existence of interventionist
rules of the game, confusion between the public and the private, and
the management, audit and demand procedures of the different
types of responsibilities already overcome; the future of the legal fi-
nancing of parties, that is essential for a democratic running of them,
cannot be seen without considering the ethical framework  that com-
prises the political, social, legal,  and institutional spheres. It is also
important to highlight the relevance of the audit carried out by the
Tribunal de Cuentas and its legislative proposal that includes numer-
ous recommendations and measures to improve the present legal
and audit framework of the political parties which is still pending.
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